
  [image: ]


  
    Ni tenemos un Estado del Bienestar que no nos podemos permitir, ni hemos vivido por encima de nuestras posibilidades. Ésta es la tesis principal que defiende en este ensayo el conocido analista y politólogo Antón Losada. En Piratas de lo público, Losada denuncia el liberalismo corsario que gobierna nuestro país y amenaza con destruir nuestro sistema público y a quienes intentan engañarnos con falsos argumentos para convencernos de que los derechos sociales conseguidos tras años de lucha no tienen valor. Un texto contra la desfachatez, la desmemoria y los prejuicios de quienes creen que la riqueza y el bienestar sólo se pueden ganar arrebatándoselos a los demás.
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    Elizabeth: Wait! You have to take me to shore. According to the Code of the Order of the Brethren…


    Barbossa: First, your return to shore was not part of our negotiations nor our agreement so I must do nothing. And secondly, you must be a pirate for the pirate’s code to apply and you’re not. And thirdly, the code is more what you’d call «guidelines» than actual rules. Welcome aboard the Black Pearl, Miss Turner.

  


  
    Piratas del Caribe:


    La maldición de la Perla Negra, 2003

  


  
    A mi madre, doña Azucena,


    que me enseñó el orgullo de trabajar


    en lo público,


    a la memoria de mi padre, Eduardo,


    a mi hija Mariña,


    que verá un mundo mejor,


    y a Ada, por todo.

  


  Introducción


  Introducción


  Durante la década de los sesenta y setenta, un pequeño ejército invadió pacíficamente la Mariña de Lugo, el lugar donde nací y me crié. No eran topógrafos trazando carreteras donde sólo discurrían pistas de tierra y piedra. No se trataba de ingenieros tendiendo los cables de una energía eléctrica que se iba con las galernas del invierno. Tampoco eran médicos para llenar unos hospitales que no se levantarían hasta treinta años después. Tampoco se trataba de arquitectos o aparejadores construyendo los polideportivos o los centros cívicos que hoy abren y se usan a diario. Se trataba de maestros de escuela, en su mayoría mujeres, muchas de ellas formadas por libre en el Colegio de la Sagrada Familia de Mondoñedo. Mal pagadas, abandonadas a su suerte, al frente de destartaladas escuelas sin bibliotecas ni laboratorios, tenían a su cargo todos los cursos y todas las adversidades. Solas en una comunidad que no sabía cuánto las necesitaba. Dejadas de la mano de un Estado que consideraba que al pagar su salario cumplía su parte del trato. Todo cuanto sucedía en aquellas escuelas era cosa suya, sólo suya. Todo cuanto salió de aquellas escuelas fue también en gran medida cosa suya, su mérito y responsabilidad. Su diligencia, dedicación y esfuerzo impagables hicieron una revolución que cambió para siempre aquella comarca y a las generaciones que formaron, enseñándonos que el mundo podía ser un lugar lleno de conocimiento y luz.


  Eran y son funcionarias ejemplares. Pocos entendieron y cumplieron como ellas cuánto debe ser y para qué debe valer el servicio público. Ellas constituyen la inspiración principal de este libro. Muchos de aquellas niñas y niños a quien cuidaron en sus escuelas somos hoy abogados, profesores, médicos o periodistas, gracias a la ayuda, el compromiso y el cariño de esas maestras. Ninguna carretera, puente, industria o infraestructura pública hizo tanto por el progreso de A Mariña, ni ha dejado una huella tan poderosa. Las maestras transformaron aquel mundo para siempre cambiando lo que los padres desearon para el futuro de sus hijos. Aquellas escuelas son los hospitales y colegios que hoy se pretende cerrar porque sólo lo barato importa. Aquellas maestras son los médicos, profesores y trabajadores sociales que hoy son despedidos sin miramientos en nombre de la santa austeridad. Eso es el Estado del Bienestar que se pretende asaltar.


  Este libro no se escribe contra nadie. Se escribe a favor de lo público. Su única intención consiste en aportar un poco de verdad y reflexión a un debate público donde los gritos, las medias verdades y las mentiras se han convertido en norma y en hábito. Este libro quiere ofrecer argumentos, evidencias y persuasiones que puedan usar y resultar útiles a quienes no olvidan lo mucho y bueno que lo público nos ha dado como sociedad y como país. Nada más. Nada menos.


  Ni tenemos un Estado del Bienestar que no nos podemos permitir, ni hemos vivido por encima de nuestras posibilidades. No permitan que la propaganda y la mentira virtual y viral en que vivimos les arrebaten tantos años de esfuerzo y sacrificio para salir de la pobreza y la ignorancia que han marcado la historia de España. Ustedes conocen esa historia mejor que yo porque la han escrito. Han sido sus protagonistas. Usted, amigo lector, también pertenece a esas generaciones de españolitos que no han hecho otra cosa que esforzarse para que sus hijos vivieran mejor. Este libro quiere contar su historia. Es un texto contra la desmemoria y los prejuicios de quienes creen que la riqueza y el bienestar sólo se pueden ganar arrebatándosela a los demás.


  La sanidad pública, la educación pública o la Seguridad Social suponen los mayores éxitos de nuestra historia como sociedad y como país. Que nadie les convenza de lo contrario, porque no es cierto. Lo público ha cambiado este país. Lo ha hecho mejor, más equitativo y más libre. No es ni mejor ni peor que lo privado. Sólo presenta una hoja de servicios que merece ser reconocida y apreciada, no manipulada y falsificada.


  Lo único cierto es que hoy lo público está en peligro. Pero no porque no funcione, o porque sea ineficiente, o porque no sirva. Está amenazado porque funciona. Su éxito ha convertido a la sanidad pública, a la educación pública o a las pensiones en grandes oportunidades virtuales de negocio puestas en manos privadas. Asistimos a un verdadero abordaje al Estado del Bienestar porque es un buen negocio y hay mucho que ganar. Se privatiza porque es bueno y muy rentable para quien privatiza. En los siguientes capítulos se demostrará con datos y argumentos cómo son la ideología y el interés, no la economía, quienes disparan contra lo público. Se probará con evidencias cómo la ambición por apropiarse del botín de los bienes públicos constituye la razón más poderosa para explicar los problemas de nuestro Estado del Bienestar.


  Como debe ser, empezaremos por el principio, que no es hoy, sino que fue ayer. El capítulo 1 viaja al pasado para recuperar los sucesos de la primera gran privatización de Estado, aquella que afectó a las empresas y trabajadores del sector público industrial durante los años noventa. La esclarecedora lista de quién ganó y cuánto perdimos tras la privatización de los grandes monopolios públicos nos ayudará a entender mejor el presente, quién gana y quién pierde hoy con la puesta en manos privadas de los servicios públicos. El capítulo incluye un repaso sintético a las principales teorías que han buscado explicar las razones para la expansión y crisis del Estado. Así podremos presentar como se merece a uno de los protagonistas de este relato, el neoliberalismo corsario, y a sus leales servidores, los burócratas corsarios; ellos son la razón primordial que impulsa y explica las grandes privatizaciones.


  Conocer las principales teorías de Estado supone una lectura exigente, pero imprescindible para entender cómo las ideas y acciones promovidas por el neoliberalismo corsario representan el verdadero abordaje contra todo lo público, no la crisis y la recesión. Ellas sólo son una excusa. Nada es casual ni inevitable en todo cuanto está pasando en torno a lo público. Responde a una estrategia. Lo cual no implica que se trate de una conspiración o un asalto perfectamente organizado. No es que no quieran, es que no saben hacerlo. Los piratas de lo público son ambiciosos, pero desorganizados. Como buenos piratas, sólo se fían de su sombra. Afortunadamente, la cooperación es un bien muy escaso en el mundo del neoliberalismo corsario.


  El capítulo 2 desmonta de forma contundente, mediante datos y evidencias, los mitos y mentiras que se nos ha pretendido contar sobre los milagros de las privatizaciones. Ni mercados más competitivos, ni clientes más libres, ni más riqueza y empleo para todos, ni una economía más competitiva o innovadora. Lisa y llanamente, más fraude, más economía opaca y menos ingresos para la caja común; sólo mejores negocios y más beneficios privados para quienes salieron ganando con las privatizaciones al convertirse en amos y señores de verdaderos oligopolios piratas que sólo conocen y se rigen por su propia ley.


  El capítulo 3 efectúa un breve repaso por los principales modelos de desarrollo del Estado del Bienestar y analiza la singularidad de la llamada «vía media» del bienestar español. Un conocimiento imprescindible para entender el sentido y el alcance del abordaje al Estado del Bienestar en España. En la segunda parte, se identifica y retrata a la nueva generación de burócratas corsarios que tornan hoy al abordaje de lo público.


  Esta vez vienen con una doble misión: asegurar la socialización de los costes de la crisis y poner el cartel de «Se vende» en los servicios sociales básicos. La táctica de abordaje que están desplegando es sencilla pero tremendamente eficaz. Primero deterioran los servicios sociales empleando como arma sus políticas de recortes masivos. A continuación, descapitalizan sus principales activos minando y cuestionando la confianza, su dimensión redistributiva o la propia noción de servicio público. Finalmente, desmantelan la educación, la sanidad o el sistema público de pensiones mediante su venta o privatización por fases. Es el modelo de abordaje 3D al Estado del Bienestar.


  En el capítulo 4 se analiza en detalle el segundo asalto privatizador contra el Estado, desmontando con evidencias las falsedades y la propaganda empleadas para convertir la crisis económica en una coartada y una oportunidad para transformar los servicios públicos en lucrativos negocios. Los piratas de lo público usan las políticas de consolidación fiscal y sufrimiento masivo para imponer una nueva lógica en la toma de decisiones públicas. La lógica de la austeridad y la austerocracia, donde sólo lo barato es legítimo, busca reemplazar a la lógica democrática. En su abordaje al Estado del Bienestar, la política, la democracia y la justicia sólo suponen daños colaterales que están perfectamente dispuestos a asumir.


  Los capítulos 5, 6 y 7 desmienten con argumentos los cargos imputados por el neoliberalismo corsario a la sanidad pública, la educación pública y el sistema público de pensiones. En ellos se reconstruye la verdadera historia de las políticas sociales en España, sus éxitos y sus fracasos, sus luces y sus sombras. A lo largo de los tres capítulos se demostrará el enorme valor social, económico y político que han aportado la sanidad, la educación o el sistema público de pensiones para convertir a España en un Estado moderno y avanzado. Mediante la comparación con los datos y cifras de los países de nuestro entorno, comprobaremos el fabuloso botín que puede suponer el aumento del gasto privado en educación, sanidad o pensiones para acercarse a las proporciones de las naciones que el neoliberalismo corsario suele citar como modelos. Finalmente, en cada capítulo se proponen soluciones y políticas para gestionar los verdaderos dilemas y retos que debe afrontar el futuro de la sanidad, la educación y las pensiones. Nuestro Estado del Bienestar no es ni insostenible, ni ineficiente, pero debe aprender a pensar mejor y a gestionar con anticipación un entorno a cada momento más volátil y cambiante.


  El capítulo 8 intentará aportar algunas bases para construir un nuevo discurso de afirmación de lo público como un valor indisolublemente unido a la propia idea de democracia. Quienes creemos en lo público debemos abandonar el resistencialismo y las posiciones defensivas. Conservar el Estado del Bienestar tal y como está no es ni un objetivo, ni una solución. Es hora de pasar a la ofensiva y recuperar la iniciativa en el discurso y en las políticas. Acabar con el fetichismo del déficit, poner el crecimiento económico al servicio del bienestar, recuperar el papel central del objetivo del pleno empleo como compromiso clave de las políticas del bienestar, instaurar el concepto de «inversión social» y abandonar el concepto reaccionario de «gasto social», construir un federalismo del bienestar y poner en acción una nueva manera de hacer política conforman los ejes de ese discurso donde lo público vuelve a ser lo mejor para la democracia.


  Escribir este libro ha supuesto una aventura y un aprendizaje. Dos hechos me han resultado especialmente llamativos. El primero ha sido constatar la extraordinaria banalidad y frivolidad que los piratas de lo público suelen acreditar cuando se les enfrenta a sus propias contradicciones, o simplemente se cuestionan sus proclamas. La endeblez de sus argumentos y teorías resulta especialmente sorprendente en comparación con la ambición de sus objetivos de asalto al bienestar y privatización masiva. De ahí que con tanta frecuencia entre nosotros los debates sobre política y políticas acaben convertidos en verdaderas cazas al opositor, donde el único argumento acaba siendo la denigración y la destrucción personal de quien piense diferente.


  La segunda constatación ha sido comprobar la poca o nula fiabilidad de la mayoría de los datos y argumentos que han tomado carta de naturaleza en nuestros debates públicos y acostumbran a pasar por ciertos. Buena parte de los datos, cifras y estadísticas que suelen invocarse como evidencias científicas para justificar las políticas de recorte y sufrimiento masivo, o no existen, o no dicen eso, o resultan inventados. De hecho, incluso a veces resulta difícil, cuando no imposible, encontrar en fuentes oficiales de la máxima solvencia datos relevantes e imprescindibles para testar muchas de las afirmaciones que escuchamos a diario sobre la eficiencia o ineficiencia de lo público y lo privado. Así ha sucedido, por ejemplo, a la hora recabar series de datos lo suficientemente amplias y fiables sobre pensiones, educación o sanidad en fuentes como la Organización para la Cooperación y el Desarrolo Económico (OCDE, www.ocde.org) o la Unión Europea (UE, www.ec.europa.eu/eurostat). Ha sido necesario un trabajo aplicado de investigación para reunir las series de datos que se manejan en el texto y, en algunos casos, comprobar que determinados datos y series, o no existen, o sólo están disponibles de manera parcial. Resulta especialmente intrigante la carencia de estadísticas fiables sobre el gasto comparado en pensiones, sobre todo si tenemos en cuenta la contundencia de las afirmaciones que solemos escuchar en el debate sobre las mismas. Al neoliberalismo corsario no le gusta la verdad. Le molesta y le estorba. La mentira y la manipulación siempre están justificadas porque nunca permite que ni la realidad, ni la gente con sus decisiones, le estropeen una teoría buena para los negocios.


  Mi abuelo Domnino Trabada Moirón era maestro rural. Fue purgado al terminar la guerra pero siguió dando clase y estudiando. Mi madre es una de aquellas maestras revolucionarias. Soy hijo de maestra rural. Pasé la infancia alrededor de aquella escuela de Prada que funcionaba como el corazón de la comunidad. El horario de la casa era el horario de un trabajo público que funcionaba las veinticuatro horas del día todos los días del año. Estudié Derecho en la Universidad de Santiago de Compostela. Gracias al sistema público de becas, pude completar mi formación en la Universidad Autónoma de Barcelona y en la London School of Economics mientras preparaba mi tesis doctoral sobre políticas públicas autonómicas y consolidación institucional. Siempre he querido dedicarme a la docencia en la universidad pública. He tenido la suerte y el privilegio de llegar a ser profesor titular en la misma universidad que me formó con la ayuda de grandes maestros y compañeros. Allí he investigado y he impartido clase sobre teoría del Estado, Estado del Bienestar, gestión pública y políticas públicas; ésos han sido mis campos de especialización y a ellos he dedicado mi vida académica.


  Ya como estudiante compaginaba la docencia y la investigación con mi interés por la información y la comunicación. He trabajado y trabajo como analista y comentarista en medios como la Cadena Ser, Televisión Española (TVE), Televisión de Galicia (TVG), Telecinco, Cuatro, la Sexta, El Periódico, El País. Allí he conocido a buenos profesionales y amigos que me han enseñado a tratar de contar las cosas con la mayor honestidad posible. Siempre he pensado que la universidad debe estar en contacto con la sociedad y participar activamente en las deliberaciones y debates públicos. Los medios de comunicación me han ofrecido esa oportunidad y me han enseñado a apreciar mejor la distancia y el esfuerzo que existe entre la cruda realidad y las teorías de los libros.


  Abandoné la universidad en dos ocasiones. La primera en 1995, para incorporarme como adjunto del consejero delegado de La Voz de Galicia. Allí me enseñaron mucho sobre periodismo y sobre cómo funciona de verdad la empresa privada, que es un mundo interesante pero ciertamente sin nada de mágico. La segunda fue en 2005, para ocupar el cargo de secretario general de la vicepresidencia de la Xunta de Galicia, junto a mi amigo Anxo Quintana. Creo en el poder transformador de la política y en el valor del compromiso. Sigo creyendo. En mi país, Galicia, se conformaba entonces el primer gobierno nacionalista y socialista de nuestra historia. Simplemente, pensé que debía estar allí e intentar ayudar a construir un país mejor poniendo en acción políticas públicas como las que defiendo en este libro. Mi paso por la política siempre fue concebido como algo temporal. Cumplidos los dos años comprometidos, dimití, que efectivamente no es un nombre ruso, para regresar a la universidad. Volví con la satisfacción de haber puesto en marcha un sistema gallego de bienestar que cambió la política de subvenciones puntuales por políticas integrales dedicadas al desarrollo del bienestar y la autonomía personal. Pero también con el cansancio mental y moral que suele dejar la política cuando se vive y se padece tan de cerca. Afortunadamente, nada hay en el mundo que rejuvenezca y estimule más que la docencia. Ver pasar estudiantes diferentes cada curso. Aprender algo de todos ellos. Algo bueno, algo útil, algo que merece la pena.


  Provengo de una larga tradición de servicio público. La defiendo, la practico y me siento orgulloso. No voy a engañarles. No soy objetivo, lo reconozco. Soy un creyente y creo en lo público. Pero también procuro ser honesto, contar lo que veo y pienso y proporcionar toda la información y todos los datos disponibles para que cada uno conforme su propio juicio. En aquella comunidad y aquella escuela rural de Prada me enseñaron un principio que procuro respetar: nunca olvides de dónde vienes. Llevo demasiadas tertulias, debates y discusiones con gente que ha olvidado o ha decidido no recordar de dónde venimos, cómo éramos hace cuarenta años, cómo la democracia y el proyecto común de construir un Estado social y democrático de derecho, un Estado del Bienestar, transformó para bien aquel país oscuro, triste, pobre y miedoso. Y no hay nada en el mundo que compense la miseria de vivir con miedo.


  1. Asalto al Estado


  1


  Asalto al Estado


  La historia sólo es la repetición cansada de unas cuantas metáforas, sostenía Borges. La economía y la política, también. Economistas, politólogos y decisores recreamos continuamente un puñado de viejas historias con la pretensión de hacerlas parecer nuevas cada vez que las volvemos a contar. Los períodos de crisis económica y recesión vuelven siempre a la lista de sospechosos habituales. Siempre acaban resultando culpa de las empresas públicas, de los trabajadores públicos, del Estado del Bienestar, de lo público, de todos. Y lo que es de todos, habitualmente acaba siendo de nadie. Esta vez no parece diferente.


  La crisis actual no resulta muy distinta a las anteriores en su dimensión más decisiva: quién la paga. Para cargar con los costes y los sacrificios casi nunca existe cambio de modelo, ni emergencia de un nuevo paradigma. Siempre acaban perdiendo los mismos. Siempre acaban ganando los mismos. Ni siquiera resulta realmente tan novedosa esta nueva realidad virtual de un planeta globalizado, retransmitida veinticuatro horas, en directo y en diferido, a través de los medios y en las redes sociales. Es la historia más vieja del mundo, digitalizada y remasterizada. Lo público resulta muy productivo para los intereses privados. Siempre lo ha sido. Sólo hay que saber apropiarse de los bienes públicos encontrando la manera de que no parezcan negocios privados.


  En los años sesenta, el crecimiento «desmesurado» de los servicios públicos fue declarado culpable por los adalides de la ortodoxia económica liberal. Generaba inflación y amenazaba mortalmente el crecimiento de la economía. Por eso, era mejor dejarlo todo como estaba, contener la expansión de lo público para no poner en peligro la creación de riqueza. En los años setenta, los polemistas de la Escuela de Chicago dieron por fracasadas varias veces a las políticas públicas en su intento de generar más igualdad. El pensamiento neoliberal acusaba entonces al Estado de haber llenado nuestras sociedades, mercados y dormitorios de «rigideces» y burocracias. Por eso, lo mejor era permitir que fueran los proveedores privados quienes se hicieran cargo de todo. Para que el gasto público no aplastase los grandes avances sociales logrados o acabasen asfixiados bajo el peso de la burocracia.


  Durante los años ochenta, la revolución neoconservadora señaló al «insostenible» Estado del Bienestar como el mayor creador de desempleo y el máximo causante de la estanflación. Era el responsable de haber sobrecargado con expectativas imposibles a gobiernos y administraciones, hasta convertirlas incluso en temibles «amenazas» para la libertad individual. Por eso, lo mejor era privatizar y bajar los impuestos. Para que la loable búsqueda del bienestar universal no acabase creando monstruos perversos, o ahogando a los emprendedores en un mar de colectivismo estéril.


  En los años noventa y principios del siglo XXI, a los cargos ya conocidos y reiterados contra lo público, la nueva derecha europea y el pensamiento neocon norteamericano han incorporado la imperdonable acusación de suponer un «freno» para el exitoso proceso de globalización que iba a hacernos a todos más libres y más ricos. Lo público es un lastre para el progreso globalizador, proclaman. Por eso hay que desmontar el Estado del Bienestar. Porque pone en riesgo la riqueza y el progreso económico, porque según el Tea Party tiene consecuencias perversas para la libertad individual y porque además resulta fútil en este nuevo mundo de payasos y mercados sin fronteras. Si levantamos los adoquines del Estado, debajo estará la arena de las playas del libre mercado. Ésa es la nueva promesa de los piratas de lo público.


  Las mismas metáforas interesadas, las mismas realidades inventadas, los mismos cuentos de miedo repetidos una y otra vez. Hay poco o nada nuevo entre el ruido que escuchamos en estos tiempos sombríos para justificar y legitimar el dogma de la austeridad, la solución final del sufrimiento masivo, el programa de la consolidación fiscal por cualquier medio necesario, o el objetivo declarado de reducir el tamaño del Estado para así supuestamente devolver recursos y capacidades a nuestra emprendedora sociedad civil. Sin saber muy bien cómo, la crisis financiera provocada en los mercados ha terminado resultando culpa del Estado. Ahora supone una gravosa deuda colectiva. Como en aquel manido chiste donde el asesino siempre era el mayordomo, en esta historia de ciencia ficción económica moderna y globalizada que nos cuentan a diario, lo público siempre es el culpable.


  La lógica neoliberal comunica bien. Resulta intuitiva. Simplifica con enorme potencia una realidad compleja y muchas veces amenazante y, sobre todo, identifica con facilidad culpables claros para los problemas de cada uno de nosotros: los demás. Admitámoslo —suele repetir con cruda franqueza ese compañero neoliberal que a todos nos ha tocado en suerte en el trabajo—, cuando se tiene asegurada una buena renta, se gestiona un patrimonio solvente, se disfruta de un completo seguro privado y se pueden elegir excelentes colegios para los hijos, el Estado siempre se antoja un artefacto costoso e inservible. Cuando no necesitas nada más, todo cuanto no sea gastar en policía o justicia que te proteja, siempre parece un despilfarro inútil. Si además el Estado detrae una parte de tus ingresos legítimamente ganados para favorecer a alguien que no los tiene porque no ha trabajado tan duro como tú, o ha sido cigarra en vez de hormiga, o los ha despilfarrado, la cosa suena bastante injusta, incluso inmoral. Si además eres funcionario en excedencia, como la inmensa mayoría de los neoliberales españoles, el Estado supondrá siempre una losa insoportable para un espíritu tan emprendedor.


  La lógica neoliberal suena siempre irrefutablemente justa. Como resuena siempre el discurso religioso. Pero además de justo, el discurso neoliberal sabe cuándo y cómo ser comprensivo. Sabe también mostrarse piadoso y humanitario cuando la ocasión lo merece. Sin duda —suele comentar ese cuñado o cuñada neoliberal que a todos nos ha venido con la familia— está bien y resulta hasta tranquilizador que exista un cierto sistema de seguros y coberturas por si pasa alguna desgracia, o para los casos de mala suerte de los que nadie está a salvo. Pero que no sea demasiado grande, porque eso genera mucho fraude y no resulta sostenible. Además, esas desgracias no tienen por qué pasarnos ni a ti ni a mí, porque no hemos hecho nada y no nos las merecemos, nosotros trabajamos y pagamos nuestras deudas.


  El Gobierno tiene como misión gobernar procurando causar «las menores incomodidades, injusticias y humillaciones posibles a los súbditos». Lo decía Adam Smith. Y era escocés y recaudador de tributos para la reina de Inglaterra en la aduana de Edimburgo. Sabía de qué hablaba. No hay un momento en la historia a partir del cual el Estado comenzó a ser el problema. Para muchos, el Estado siempre ha sido el problema y nunca debió haberse permitido que lo público llegase tan lejos.


  Bajo la bandera de la globalización


  La hostilidad hacia lo público y la idea de crisis terminal del Estado no empezó ayer. Tampoco resulta nada nuevo. Siempre han operado actores poderosos dispuestos al asalto de lo público con recursos abundantes y estrategias bien trabajadas. Hasta la década de los ochenta, lo público y su expresión a través del Estado del Bienestar Keynesiano habían resistido con éxito sus ataques, incluso habían logrado salir reforzados. No sólo en términos de volumen o tamaño, sino especialmente en términos de legitimidad y arraigo en la identidad colectiva. El Estado del Bienestar suponía algo propio, nuestro. Conformaba una seña de identidad del tipo de sociedad y país que aspirábamos a ser y debíamos ser.


  Hasta la década de los ochenta existía un consenso abrumadoramente amplio: queríamos más de lo público. La demanda mayoritaria de las sociedades industrializadas se resumía en más gasto público, más intervención pública, más burocracias públicas produciendo bienes públicos y más información. Gastar más en lo público y obtener más de lo público funcionaba como un sinónimo de progreso y modernización. La oferta de las fuerzas políticas dominantes resultaba exclusivamente expansiva: más políticas públicas, más intervención y más regulación públicas. Aún más expansiva se presentaba la estrategia de crecimiento e intervención planificada por parte de las organizaciones y burocracias públicas.


  Las crisis del petróleo de 1973 y 1979, pero sobre todo los triunfos electorales de Margaret Thatcher en Inglaterra en 1979 y Ronald Reagan en Estados Unidos en 1980, marcan un nítido cambio de tendencia respecto a la oferta y demanda de bienes y servicios públicos. La demanda de expansión de la acción pública ya no resultaría tan mayoritaria. Empiezan a reclamarse recortes en las políticas de gasto, crece la prevención contra la regulación pública y se cuestiona la competencia de la intervención estatal en la economía. La desconfianza y la hostilidad hacia todo lo público se convierten en trending topic mundial. La oferta política se diversifica, y fuerzas políticas con opciones reales de gobierno adoptan programas que presentan como compromiso central hacer retroceder al Estado. La estrategia de las burocracias públicas también cambia drásticamente. Al no poder crecer, adoptan fórmulas competitivas por unos recursos ahora escasos e impulsan fórmulas evasivas como la subcontratación o la privatización.


  Por primera vez desde la segunda guerra mundial, el Estado del Bienestar como expresión ideal de lo público, pierde la batalla contra sus críticos y comienza a batirse en retirada. Una tendencia que, lejos de ser puntual, se ha confirmado y reforzado hasta nuestros días. De la expansión y el crecimiento, el Estado del Bienestar y sus defensores han pasado a la resistencia, cuando no han debido refugiarse en la clandestinidad. Esa retirada afecta no sólo al gasto en bienestar, el tamaño del Estado o el volumen de las políticas públicas, sino también a su cada vez más discutida legitimidad o a su creciente pérdida de arraigo en la identidad colectiva.


  Estos cambios suelen explicarse mediante un relato económico casi mágico donde todo sucede por algo llamado «globalización» y es imparable.


  La globalización ha resultado el invento más útil de nuestra era. Nadie sabe muy bien cómo funciona, pero sirve para explicarlo todo. La misma globalización que expande la innovación y el desarrollo tecnológico a través de esa parte del planeta que se comunica por 4G, multiplica en el resto la aparición de talleres oscuros e insalubres propios de una escena de Los miserables. Al parecer, tiene que ser así, resulta inevitable y todos salimos ganando. Nosotros, el primer mundo, tenemos productos baratos para consumir y gastar nuestra renta en el corto plazo. Ellos, todos los demás, tienen acceso a un proceso de industrialización que, como sucedió con la nuestra, elevará su renta y su calidad de vida en el largo plazo. Es la promesa de la globalización fundada en el «Consenso de Washington» (Stiglitz, 2006), así llamado por la ciudad donde tienen su sede sus mayores auspiciadores: el Fondo Monetario Internacional (calle 19), el Banco Mundial (calle 18) y el Tesoro de Estados Unidos (calle 15).


  De acuerdo con las tesis del Consenso de Washington, en un mundo donde los mercados se globalizan y juntan, la política económica debía perseguir juntarlos con más rapidez mediante la liberalización del comercio, la expansión de los mercados de capitales y la reducción del papel del Estado. La desregulación, la privatización de sus empresas y servicios y la liberalización de los monopolios públicos eran la receta para poner bajo custodia al Estado. La prioridad se centraba en el crecimiento y el aumento del Producto Interior Bruto (PIB) y eran cosa de la economía y de los técnicos. La equidad, el empleo, la distribución de la renta o la sostenibilidad eran competencia de la política. Una separación de competencias tan cómoda como conveniente. De hecho, la separación entre la política y la economía conformará una táctica recurrente durante el asalto al Estado, presentado como un combate entre la disfuncional y contaminante lógica política y la eficiente y purificadora lógica económica. En el discurso dominante sobre la globalización, la política siempre es un freno para la economía, y la política siempre acaba perdiendo.


  En el relato propio de esta «economía mágica», dominante en los medios de comunicación, lo público se ha quedado ineficiente, obsoleto, inútil, sin sentido. Los mercados se han vuelto globales y el Estado supone un rígido y pesado artefacto del siglo XX. Otro argumento recurrente consiste en comparar cuánto nos dice la teoría que debe ser el mercado con cuánto nos enseña a diario la realidad sobre el funcionamiento del Estado y sus burocracias. Los mercados representan siempre la eficiencia, la libertad de elección y la creatividad de los emprendedores. Si alguien recuerda la realidad diaria de unos mercados definida por la segregación, la exclusión y el dominio de grupos, cárteles y oligopolios, se le aparta del debate. Lo público resulta siempre sinónimo de pesada burocracia, corrupción y colapso. Si alguien recuerda el ideal del Estado del Bienestar como promotor de la justicia, la igualdad o la democracia, se le tacha de ingenuo o radical, lo que desacredite más en ese momento. El truco consiste en comparar siempre un mercado que no existe, pero es ideal, con el Estado del Bienestar, que existe, pero no es ideal.


  En este relato casi mágico de la globalización se contrapone sistemáticamente la «cultura de la dependencia» del Estado con la «cultura de la libertad» del mercado. Pero hay otra manera de contar la globalización, un relato alternativo donde las cosas suceden porque alguien moviliza todos sus recursos y capacidades para que sea así. En esta versión alternativa, para que unos pocos ganen muchos deben perder. Ese viaje al siglo XXI que ofrece esta «economía mágica» oculta en realidad un viaje de retorno al siglo XIX, la vuelta a la cultura de la autosuficiencia.


  Cambiar la «dependencia del Estado» por la «dependencia del mercado». Regresar desde sociedades orientadas hacia la solidaridad y la emancipación individual, a sociedades organizadas para la expansión del consumo y la producción. «Los Estados del Bienestar deben reducirse significativamente e incluso desmantelarse a fin de que los Estados puedan competir con otros Estados que tienen unos salarios más bajos y una protección menor» (Gray, 2001).


  Principios de economía de la señorita Pepis al margen, hay algo de verdad en cuanto se alega sobre la globalización y el decaimiento del Estado. Todos lo hemos aprendido ya a estas alturas. La justicia, la equidad y el regulador viajan en turista mientras que el dinero y el especulador viajan siempre en business class. Cuando el dinero habla de «rigideces» se refiere a la existencia de algo que le molesta y le complica viajar como le gusta: siempre más barato, más rápido y más confortablemente. Por mucho que todos las busquemos, las oportunidades siempre acaban siendo aprovechadas por los mismos. Puede que la globalización resulte imparable, los mercados seamos nosotros y la Tierra sea ahora plana y un lugar de oportunidades, pero paradójicamente le sigue resultando más fácil cruzar este planeta tan global a un televisor o a un tomate que a un ser humano en busca de una vida mejor; más o menos como acontecía en el siglo XX.


  Enemigo a las puertas


  El crecimiento de lo público, la institucionalización entre nosotros de eso que llamamos el Estado del Bienestar y su actual crisis han sido relatados de dos maneras. Como una fábula moralizante con buenos y malos. O como la épica y bastante turbia historia de la competencia y el conflicto entre grupos organizados para controlar y dirigir la asignación de los recursos públicos —presupuestos, regulaciones, burocracias, información— a través de las políticas del Estado.


  En la primera versión, los buenos se pelean con los malos y siempre ganan los nuestros. En la segunda versión, diferentes grupos desarrollan diferentes estrategias para gestionar las decisiones del poderoso Estado Leviatán. Lo hacen porque «no hay poder sobre la tierra que se compare» al de ese Leviatán, como reza la frase del Libro de Job que ilustra la portada de la edición original de la obra de Thomas Hobbes. En la primera versión de buenos y malos, las cosas son así y no se pueden cambiar. En esta segunda versión de conflictos e intereses, los sucesivos equilibrios y compromisos alcanzados en esa competencia feroz entre intereses explican el desarrollo de lo público y del Estado moderno, y además las cosas cambian continuamente.


  En la fábula con moraleja sobre el Estado del Bienestar que acostumbra a transmitirse en el debate político de batalla y en los programas de infotainment, los ricos malos que manejaron a sangre y fuego el proceso de desarrollo industrial se vuelven buenos y empiezan a contribuir a la expansión de lo público por el bien del interés general. Lo hacen porque han aprendido la lección tras dos guerras mundiales y la destructiva inestabilidad social y económica que las precedieron. O por puro temor al fantasma comunista que recorría el mundo. O por el aumento de la conciencia social y la presión de la opinión pública. Hasta puede que en algo influyera la doctrina social de la Iglesia, el cine comprometido de Hollywood o los capítulos con mensaje de grandes series de televisión como «Coronation Street», «Star Treck», «Doctor Who», o incluso nuestras carpetovetónicas «Crónicas de un Pueblo».


  Todo iba bien en el cuento hasta que, precisamente por culpa de tanta generosidad y solidaridad mal entendidas, los pobres buenos se fueron haciendo cada vez más malos y dejaron de cumplir su parte del trato. Se han vuelto malos porque con tanto subsidio y tanto impuesto la cultura del esfuerzo ha sido sustituida por la dependencia. O porque han descubierto que les sale más a cuenta no trabajar. O porque el fraude resulta más fácil y más rentable. O porque han llegado muchos inmigrantes y en sus países de origen las cosas funcionan así.


  Ahora han llegado la crisis y la recesión, y el cuento de buenos y malos se acabó. Todos somos culpables, nadie es inocente, sentencian los relatores del cuento, pero los pobres malos son un poco más culpables. No queda más remedio que tomar decisiones difíciles que a nadie le gusta adoptar. Hemos vivido por encima de nuestras posibilidades, hay que hacer los deberes, lo público no es sostenible. No se puede seguir castigando a los emprendedores que se esfuerzan, mientras se premia a los subsidiados pasivos que viven a cuenta de las «mamandurrias». Las cosas son así y suceden de manera inevitable. No pueden ser de otra manera porque ni las decidimos nosotros, ni las queremos nosotros. Fue bonita mientras duró, pero la fiesta ha terminado. Fin de la cita.


  En la otra manera de explicarlo, nuestra épica, real y algo turbia historia del desarrollo del Estado del Bienestar, disponemos de varias versiones no necesariamente contradictorias entre sí. Cada una seguramente con su parte de verdad. No hay buenos ni malos. No suceden milagros, tampoco ocurren desgracias. Las cosas suceden movidas por fuerzas complejas y difíciles de entender y explicar, incluso de identificar.


  En una revisión de urgencia necesariamente sintética encontraríamos, por ejemplo, las vigorosas tesis neopluralistas, de larga tradición en el pensamiento liberal norteamericano. Para los neopluralistas, el desarrollo del Estado moderno y la expansión de sus políticas son el resultado de la contradicción entre una «política plural» y unas «políticas públicas restringidas». La política plural es decidida por muchos a través de elecciones y la competencia entre partidos. En cambio, las políticas y decisiones públicas concretas vienen decididas de manera restringida y por muy pocos a través del gobierno corporativo de empresas y burocracias estatales.


  Un buen neopluralista como Charles Lindblom (1977) les hablará de la relación entre política y mercados. De cómo las políticas públicas se construyen efectivamente sobre los intereses de las grandes empresas y su enorme capacidad para conformar las preferencias de la sociedad. Los grandes intereses organizados bloquean o excluyen sistemáticamente a los grupos de interés alternativos que puedan intentar organizarse en una sociedad plural. El sistema político plural funciona aún como una poliarquía con diversos centros de poder, decisión y control. Pero se trata de una poliarquía cada vez más deformada por los vetos y bloqueos de las grandes empresas y corporaciones dominantes sobre mercados y administraciones. John Kenneth Galbraith (1969, 1994) pone nombre a la creciente similitud entre las formas de organización de las grandes compañías y las administraciones públicas: la «tecnoestructura». No sólo no existe confrontación entre ambas, sino que cooperan con un alto grado de congruencia y entendimiento para gestionar un «sistema de planificación» de la producción guiado por esta misma tecnoestructura público/ privada.


  En este modelo de «política dual» neopluralista, existe una tensión básica entre la igualdad política formal y las obvias desigualdades inherentes al capitalismo, en especial, la distribución de la riqueza. Por un lado, el Estado opera bajo el control de gobiernos e instituciones representativas que deben afrontar elecciones periódicas y reciben a diario las demandas de los grupos de presión y la opinión pública. Por otro, ese mismo Estado debe responder de manera inmediata y sensitiva a las presiones y a la desproporcionada influencia de los grandes poderes económicos. Esa contradicción y la incapacidad para resolverla hacen que la crisis de lo público derive de la quiebra de su legitimidad política. Los cambios tecnológicos y el proceso de globalización económica contribuirán a agudizar aún más esa contradicción.


  Desde la llamada «teoría elitista radical», el desarrollo del Estado y la expansión de sus políticas es una estrategia de las élites para asegurar su dominio sobre la mayoría. El crecimiento del Estado del Bienestar, la expansión de la regulación y la generalización de políticas macroeconómicas keynesianas son el resultado de la demanda de las «élites de poder» para mejorar la educación, socialización y disciplina de las fuerzas del trabajo. Responde a la estrategia de las élites empresariales y vinculadas a las grandes corporaciones (Domhoff, 1969), las élites profesionales (Parkin, 1979) o incluso las élites burocráticas conformadas desde la propia estructura del Estado (Skocpol, 1979).


  Aplicando el análisis económico a la Ciencia Política, la Escuela de la Elección Racional inspira una tesis que describe la expansión del Estado como un proceso al servicio de las mismas burocracias públicas que lo dirigen. William Niskanen (1971) explica el desarrollo del Estado del Bienestar como el resultado del monopolio de la oferta de bienes y servicios por parte de las burocracias públicas. El Estado sería una empresa demasiado grande, donde los accionistas —los votantes— padecen graves problemas de acción colectiva para controlar a los directivos —los políticos y los burócratas—, que puede así perseguir sus intereses individuales. Este desequilibrio de información y control permite a burócratas y políticos expandir constantemente políticas y presupuestos a través de acuerdos oportunistas.


  La crisis del Estado se debería a la sobreoferta de bienes y servicios y a la evidencia de la amenaza que supone para la libertad individual este enorme «Leviatán». Friedrich Hayek (1948) sentenciaba que la crisis de lo público responde sobre todo a una fractura moral, al convencimiento de que su tamaño creciente y fuera de control conforma una amenaza para la democracia. El Estado ha de ser mínimo y suficiente para garantizar el respecto a los contratos entre los individuos, dice Robert Nozick (1974). Su prioridad debe ser garantizar los derechos individuales y preservar lo justamente ganado por cada individuo.


  La teoría neocorporativista presenta al Estado como fruto de la institucionalización de acuerdos entre grandes cuerpos de intereses organizados. Funcionarios, sindicalistas y patronales serían los grandes arquitectos del Estado del Bienestar. Un neocorporativista convencido como Philippe C. Schmitter (1974, 1982) les hablará de la expansión del «Estado corporativo» a través de los modos de intermediación de intereses. El Estado corporativo gestionaría mediante grandes acuerdos el conflicto entre la intervención racional del propio Estado en la economía y el creciente poder político de los grupos de presión bien organizados, tanto en el lado del capital, como en el lado del trabajo. Gustav Lembruch (1982) confirmará la expansión de la cooperación entre esos grandes grupos organizados como el principal modelo institucional para la elaboración de las políticas públicas. Markus Crepaz (1992) y Colin Crouch (1982, 1992) incluso aportan abundante evidencia empírica sobre la eficacia y creciente densidad de los acuerdos corporativos entre sindicatos, empresarios y administraciones en los Estados industriales modernos, al menos hasta la década de los noventa.


  Para los neocorporativistas, en el mundo de la economía globalizada, la crisis de lo público se plantearía en términos de eficiencia o ineficiencia. Las grandes agregaciones de intereses y los acuerdos corporativos ya no serían capaces de producir los bienes que se les demandan en un mundo crecientemente globalizado. Ya no podrían garantizar ni contención salarial, ni crecimiento económico, ni protección frente a la competencia. Los sindicatos han perdido su capacidad de agregación de los intereses de los trabajadores. Las empresas ven en los viejos acuerdos corporativos rigideces que les impiden aprovechar oportunidades en los nuevos mercados. Tampoco sirven para producir los bienes inmateriales que incluyen las nuevas demandas y las nuevas políticas de las sociedades industrializadas: políticas más ecológicas, o más participativas y más transparentes.


  El pensamiento neomarxista considera el desarrollo del Estado capitalista como un instrumento que ha permitido conjugar la apropiación de la riqueza por parte del capital con su legitimación social. Si les interesa la visión de un buen neomarxista, Claus Offe (1985) afirma que el capitalismo avanzado implica un sistema formado por un conjunto de subsistemas económicos, administrativos y normativos. Para resolver las crisis económicas, se desarrollan los subsistemas administrativos y normativos, que entran en contradicción con los principios de libre intercambio económico. Las políticas sociales contribuyen a gestionar esta contradicción por medio de la regulación de salarios y la promoción de facilidades y medios de producción. Esta mejora de las condiciones de trabajo beneficia a la clase trabajadora, pero sobre todo a la propia élite industrial y al capital. Para garantizar sus beneficios, se expande el Estado del Bienestar. Pero en ese desarrollo late una contradicción. El crecimiento del Estado del Bienestar frena el crecimiento capitalista y la acumulación de capital al significar más impuestos, más intervencionismo y la consolidación de una poderosa burocracia pública.


  Según Offe, el capitalismo se ha vuelto cada vez más desorganizado y cuestiona con creciente virulencia el papel de la provisión social por medio del Estado. El motivo de esa desorganización reside en el colapso de los vínculos y canales de comunicación usados por el poder económico y la autoridad política para organizar los sistemas sociopolíticos del propio capitalismo. El Estado del Bienestar se ha convertido en un instrumento inútil para un capitalismo cada vez más voraz y desorganizado.


  Otro neomarxista de orden, James O’Connor (1973, 1984), teoriza cómo el Estado capitalista debe cumplir una doble función: facilitar la acumulación de capital y legitimar las relaciones sociales que la hacen posible. El crecimiento del Estado resulta indispensable para la expansión de la industria privada. El Estado debe comprometer recursos en capital social para asegurar los beneficios de la acumulación privada y en gasto social para mantener el orden. Ambas funciones resultan contradictorias y provocan crisis periódicas en el sistema. El carácter social de la producción en los Estados capitalistas modernos expande el gasto y el consumo del Estado para asegurar la función de apropiación y no comprometer la de legitimación. El resultado inevitable acaba siendo una crisis fiscal del Estado provocada por el imparable agujero estructural entre los gastos expansivos y los ingresos limitados del Estado, sea vía impuestos, deuda o excedentes. Antes o después, sentencia O’Connor, la función de legitimación amenaza a la función de producción. Antes o después, el Estado se convierte en el problema a eliminar. La globalización económica y la creciente movilidad del capital habrían agudizado todavía más esa contradicción entre producción y legitimación.


  El neoliberalismo corsario al abordaje de lo público


  La globalización ha desequilibrado las relaciones entre los diferentes actores presentes en el escenario público, las reglas del juego y los principios del gobierno que acabamos de analizar sirviéndonos de las principales teorías sobre el Estado. Es cierto. Pero también resulta igualmente cierto que son los jugadores quienes deciden cómo prosigue el partido. Las nuevas reglas y equilibrios que acompañan a la globalización económica no predeterminan un resultado concreto. Sólo hay que conocerlas y aprender a jugar con ellas. El capital y el dinero han aprendido más rápido a jugar mejor.


  La simbiosis entre capitalismo y democracia siempre ha resultado inestable. El capitalismo genera lo que Schumpeter denominaba «destrucción creativa». Los gobiernos deben procurar políticas que sostengan su propia legitimidad. Esas políticas se orientan a limitar los efectos destructivos del capitalismo y asegurar la paz social. Hasta ahora los gobiernos debían diseñar esas políticas afrontando como principal dificultad la existencia de serios problemas de información sobre su efectividad real. El gran problema de los consejos de ministros consistía en saber qué políticas funcionarían y por qué, qué políticas podían limitar la «destrucción creativa» que acompaña al mercado y reforzar la legitimidad de los ejecutivos gracias a sus buenas prestaciones sociales.


  Ahora, la gran dificultad de los ejecutivos reside en otra parte. La globalización ha convertido en estructural un segundo problema: los gobiernos necesitan seguir operando esas políticas de intervención que contengan la «destrucción creativa» de los mercados, pero el capital, las grandes empresas y corporaciones, no. Ellos quieren más «destrucción creativa» porque ahí se encuentran los grandes beneficios y las grandes oportunidades. Los gobiernos siguen confinados en las fronteras de los estadosnación, pero las grandes empresas y corporaciones disponen de la opción de moverse cada vez con menos restricciones en mercados internacionalizados, donde no existen reguladores o poderes que impongan políticas que limiten sus ganancias a cambio de legitimidad, donde la creación de riqueza lo legitima y lo justifica todo.


  Los estados se han debilitado y han perdido toda o buena parte de su capacidad para intervenir en la economía. Lo público se ha agotado y convertido en un problema. El Estado-Nación que funcionó como el núcleo central del poder político y económico a lo largo de los dos últimos siglos, se ve desbordado por las fuerzas de la economía global en un mundo de mercados globales, pero sin instituciones globales que los gobiernen.


  En este nuevo escenario abierto, la internacionalización de los mercados ha conferido a las grandes empresas la opción de irse si las políticas implementadas por el Gobierno de un Estado suponen demasiado impuestos, o costes de regulación, o no aseguran las funciones de producción y acumulación garantizando los márgenes de beneficio. Se han rebajado los costes de «deslocalizar» sus intereses. Pueden marcharse cuando quieran en busca de otro Estado y otro Gobierno que entienda mejor que la riqueza y el empleo los crean los empresarios, siempre que se les faciliten las condiciones demandadas.


  Al abaratar y facilitar la movilidad del capital, la globalización ha agudizado e intensificado la competencia entre estados y gobiernos por atraer y fidelizar inversiones y grandes corporaciones que aseguren el empleo y el crecimiento económico. Aprobar una ley o un decreto consume meses, incluso años, y exige poner a mucha gente de acuerdo. Apretar un botón y mover miles de millones en los mercados sólo ocupa unos segundos y sólo demanda la decisión de unas pocas personas.


  Los mercados se han globalizado y dictan nuevas reglas. Pero las instituciones internacionales que deberían gobernarlos y regularlos, o no existen, o están en proceso de construcción. El poder del dinero tiene todas las ventajas frente al poder de la política. En las sucesivas crisis de los setenta, los gobiernos pudieron mantener la prioridad del pleno empleo y el bienestar mediante políticas de estimulación sostenidas en fondos públicos y basadas en alianzas cooperativas entre gobiernos y sindicatos. Esas estrategias no consiguieron estabilizar el crecimiento económico. Los ochenta traen una fuerte recesión y una brusca reducción de las expectativas de beneficio de un capital que ya se movía con agilidad por encima de las fronteras estatales, en mercados crecientemente internacionalizados. Los gobiernos se ven abocados a reformular su estrategia para empezar a incentivar políticas orientadas a favorecer la acumulación de capital y asegurar los márgenes de beneficio (Scharpf, 1991). El equilibrio inestable entre los intereses del capital, la fuerza de trabajo y las burocracias estatales que hizo posible el desarrollo del Estado del Bienestar se ha roto. Una de las partes, el capital, tiene nuevas opciones y estrategias que no están disponibles para los demás. Los mercados y la economía capitalista tienden a trascender fronteras y a globalizarse, mientras que la capacidad de intervención de los gobiernos se mantiene limitada dentro de las fronteras nacionales.


  Empresas, inversores y corporaciones disponen de cada vez más y mejores opciones para elegir dónde instalarse guiándose por la búsqueda de su exclusivo beneficio. Pueden dejar de cooperar en la producción y sostenimiento de políticas de gasto e inversión social que corrijan la «destrucción creativa» inherente al crecimiento de la economía de libre mercado. A los gobiernos sólo les queda la opción de intentar retener a inversores y corporaciones mediante incentivos y ayudas a cargo del erario público. Un escenario que supone un mar de oportunidades para los «emprendedores» del capitalismo depredador y especulativo, el capitalismo granuja de Stiglitz (2012).


  Un mar que surcarán bajo la bandera y el mandato de gobiernos inspirados por un neoliberalismo de filosofía y carácter corsario: los recursos públicos, las empresas públicas, las agencias públicas son presas que capturar y las políticas públicas, un botín que cobrar o repartir. Lo público debe abordarse por el bien de la nación y el interés general. Lo público debe capturarse y ponerse al servicio de lo privado porque sólo así se aseguran el crecimiento económico y la creación de riqueza. Es el mandato del emergente neoliberalismo corsario. Es la misión que quieren completar los piratas de lo público.


  Frente al desconcierto socialdemócrata ante esta nueva contradicción institucional, este neoliberalismo corsario ha entendido antes las consecuencias y ventajas de la nueva situación. Ha sabido aprovechar sus oportunidades para marcar la agenda política y vender a amplios sectores del electorado la inevitabilidad de sus políticas. Es cierto que, durante las décadas de oro del bienestar, los gobiernos socialdemócratas se habían declarado más propensos al uso de políticas keynesianas contracíclicas, aunque también hubo gobiernos conservadores que las implementaron. También resulta cierto que los gobiernos conservadores se habían declarado más favorables a políticas de ajuste y disciplina presupuestaria, aunque también hubo gobiernos de izquierda que las adoptaron. Pero la evidencia empírica indica que, a partir de los años ochenta, gobiernos de derechas y gobiernos de izquierdas han gestionado esta nueva realidad desequilibrada con discursos aparentemente divergentes, pero políticas convergentes, tanto en su filosofía como en su ritmo e intensidad. Políticas donde el primer objetivo ya no reside en la legitimidad, sino en su eficacia para asegurar la producción y la acumulación de riqueza. Políticas de redistribución a favor de capital, tal y como reclaman el neoliberalismo corsario y el capitalismo granuja. Una nueva agenda de políticas públicas que acaba siendo asumida y ofertada en sus programas electorales por los grandes partidos de derecha europeos, como el Partido Popular (PP). Pero también en parte por los gobiernos y fuerzas de la izquierda en el poder. Esta nueva agenda de políticas pivotará sobre cuatro grandes ejes de acción:


  
    	Reformulación de la oferta de políticas públicas y asignación creciente de los recursos públicos al servicio de intereses privados. Los gobiernos abordan el recorte sistemático del gasto social y su redistribución a favor del gasto público en bienes y servicios que aseguren la producción privada y la acumulación de capital. Se recorta en sanidad o en educación, mientras se expande el gasto en transferencias y subvenciones a sectores industriales o corporativos.


    	Abandono de las políticas de pleno empleo y drásticas reformas laborales para abaratar los costes del trabajo. Los gobiernos se retiran del pleno empleo como objetivo prioritario. Se limitan las políticas activas de empleo. Se pretende el mantenimiento de la competitividad y de los márgenes de beneficio casi exclusivamente mediante la contención o reducción de salarios. Las rentas del trabajo tienden a ser igualadas por abajo para evitar la deslocalización hacia países en vías de desarrollo, con salarios y condiciones laborales menos costosos.


    	Redistribución de la carga fiscal a favor de los grupos de rentas más altas y en contra de las clases medias y bajas. Los gobiernos abordan rebajas fiscales selectivas favorables a las rentas del capital. La evidencia empírica resulta hoy abrumadora. La concentración de riqueza en el porcentaje de individuos con las rentas más altas ha aumentado mientras pagan menos impuestos que hace veinte años. Los tramos de ingresos medios y bajos han perdido renta y pagan hoy más impuestos que veinte años atrás, en España, en Europa y en Estados Unidos.


    	Recurso extensivo a la privatización de lo público. Los gobiernos implementan amplios programas de privatización de los grandes monopolios públicos. El principal objetivo será abrirlos y ponerlos a disposición de los negocios e intereses privados y facilitar la creación de grandes oligopolios privados capaces de competir en mercados crecientemente globalizados. De manera complementaria, con las ventas masivas se buscará asegurar el equilibrio de las cuentas públicas, reduciendo la deuda y compensando la pérdida de ingresos provocada por las rebajas fiscales selectivas.

  


  España no supuso una excepción. Tanto las políticas socialistas, especialmente durante la última legislatura de Felipe González, como las políticas de los gobiernos Aznar, respetaron milimétricamente esta secuencia, aunque con ciertas diferencias de intensidad. Los años noventa vieron en nuestro país la congelación de las políticas sociales para transferir recursos al sector privado, reformas laborales para abaratar costes y asegurar márgenes de beneficio a empresas sin capacidad de añadir valor o innovación, planes masivos de privatización y sucesivas reformas fiscales aparentemente dispersas e inconexas, pero con una filosofía común: bajar impuestos a las rentas más altas y al capital.


  El resultado de estas políticas puede sintetizarse en algunos datos muy elocuentes. A finales de la primera década del siglo XXI, antes de la gran recesión, en el Estado español, según datos del Banco de España, la renta del 20% más pobre se había reducido en un 23% mientras que la renta del 10% más rico había crecido un 15%; la diferencia entre ambas había medrado más de cinco puntos. Según datos de la OCDE, el porcentaje de crecimiento de los beneficios empresariales multiplicaba por veinte al porcentaje de crecimiento de las rentas del trabajo durante esos años. Desde 1992, la participación de las rentas del trabajo en la renta nacional no ha dejado de caer, casi diez puntos. Los salarios se han estancado e incluso han registrado pérdidas de poder adquisitivo desde los años noventa. Por ejemplo, entre 1994 y 2007, según el Instituto Nacional de Estadística (INE), los costes salariales se multiplicaron por 1,5 mientras que el precio medio de la vivienda lo hizo por más de 3.


  Un estudio de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sitúa a España entre los países desarrollados con mayor desigualdad salarial: el 10% de los trabajadores que más ganan multiplican por 4,1 el salario medio del 10% de quienes menos cobran. Según datos de Eurostat, la diferencia de la media de nuestro porcentaje de PIB dedicado a gasto social había retrocedido ocho puntos con respecto a la media de la UE durante este período. Y según datos de Hacienda, más del 20% de las rebajas fiscales del período 1996-2005 se han concentrado en el 1% del total de contribuyentes. El Estado recauda casi un 25% más en IRPF entre las rentas inferiores a 30000 euros que entre las rentas superiores a 144000 euros. En cuanto a las privatizaciones, según la Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI), los ingresos del Estado por este concepto durante el período 1996-2005 se cifran en 30000 millones de euros.


  El primer gran asalto privatizador


  No toda fórmula de prestación de servicios públicos o producción de bienes públicos que no sea por medio de una burocracia equivale a una privatización. La introducción de herramientas y modelos de gestión importados desde las organizaciones privadas, las técnicas de subcontratación externa o la búsqueda de socios privados, no implica necesariamente su privatización, aunque como nos ha enseñado la experiencia, suele avisarla y precederla.


  Para que el concepto signifique algo y no se vea estirado hasta perder todo valor o significado como categoría de análisis, por privatización ha de entenderse de manera prioritaria la transferencia permanente de servicios o actividades de producción de bienes desarrollados por burocracias públicas a firmas privadas u otras formas de organización no pública (Dunleavy, 1986). En este sentido más estricto, las décadas de los ochenta y los noventa contemplaron un verdadero boom privatizador. La propiedad de grandes empresas públicas y el control y gestión de servicios públicos fueron transferidos íntegramente a empresas privadas, especialmente en el seno de la Unión Europea. En parte fue como respuesta a los problemas económicos y fiscales de los estados, pero en parte también operó como un instrumento al servicio de la búsqueda de nuevas áreas de negocio para los intereses privados. La privatización fue un instrumento para expandir o crear mercados que asegurasen la permanencia local de grandes corporaciones y empresas, o promovieran la aparición de grandes oligopolios privados capaces de competir en mercados cada vez más extensos.


  Este «asalto privatizador» contra lo público vino marcado, también en España, por cuatro elementos comunes, presentes en todos los procesos. Elementos que se parecen mucho, en el fondo y en la forma, a la lógica que justifica en nuestros días la estrategia de gestión restrictiva dominante ante la gran recesión:


  
    	La concurrencia de una «hermandad privatizadora» al frente del proceso privatizador. El entusiasmo privatizador fue gestionado por medio de una intensa interacción cooperativa entre responsables corporativos y responsables políticos. Una cooperación muy semejante a la registrada ahora entre responsables políticos y responsables bancarios para gestionar la crisis financiera primero y las políticas de ajuste después. Juntos desarrollaron estrategias para liderar y orientar los procesos de privatización. En la mayoría de las privatizaciones, los responsables políticos, los gestores de las empresas a privatizar y los responsables corporativos de los grandes compradores han actuado e interactuado públicamente como una coalición que compartía objetivos, discursos y argumentos. Operaron como los mayores impulsores, agitadores y defensores del proceso privatizador. Lo hicieron en un ambiente de tan franca y cómplice camaradería que no deja de recordar a aquellas hermandades piratas que imponían su ley en los mares del Sur.


    	«Lo privado es mejor» como un dogma de fe. El asalto privatizador se construye sobre un discurso justificativo fundamentado en la creencia en la superioridad de lo privado más allá de toda duda razonable. Igual que escuchamos repetir a diario ahora, lo público se había vuelto ineficiente, insostenible y obsoleto. La gestión privada traería la salvación y la sostenibilidad a los servicios públicos. También como ahora, esa creencia se basaba más en la fe y en postulados ideológicos, que sobre la evidencia empírica comparada, análisis coste/ beneficio fiables o una valoración mínima de los costes de transacción. La mayoría de las presuntas ventajas ganadas por la gestión privada provienen principalmente, o de una reducción de los estándares de calidad, o de una rebaja de las condiciones laborales, no de mejoras en la gestión o en la eficiencia.


    	La privatización como producto comercial. El «asalto privatizador» fue objeto de una intensa estrategia de venta y comercialización ante las correspondientes opiniones públicas. Como hemos visto hacer durante la gran recesión con la imagen de los funcionarios o la sanidad, se desarrollaron intensas campañas de marketing y comunicación pública destinadas a modificar negativamente las percepciones de la opinión pública sobre la utilidad, eficiencia o sostenibilidad de las empresas públicas. Dichas campañas solían y suelen basarse en el uso masivo de datos y afirmaciones sobre la capacidad de la gestión privada para mejorar la productividad, reducir los costes o crear empleo tan espectaculares como poco fiables o contrastables. La promoción mediática de las bondades de la privatización, solía y suele ir acompañada de tácticas de contención entre los medios de comunicación, estratagemas orientadas a excluir o demonizar los discursos críticos o alternativos a la solución privatizadora.


    	Un «gran salto adelante» privatizador. Se privatiza a gran escala y afectando a grandes corporaciones y empresas públicas. Como sucede hoy con los macroprogramas de ajuste fiscal rápidos e intensivos, la mayoría de los gobiernos pusieron en marcha programas o planes de legislatura para llevar adelante privatizaciones multisectoriales. En un modelo que recuerda, paradójicamente, al «gran salto adelante» de la China de Mao, las privatizaciones se planteaban como procesos simultáneos y a gran escala. De manera consciente, se renunció a estrategias más incrementales o a secuenciar los procesos para ir evaluando sus resultados. El objetivo era y es hacer irreversible el proceso. Evitar que cambios electorales o políticos pudieran generar cualquier posibilidad de reversión a favor de lo público.

  


  De burócratas a ejecutivos: explicando el boom privatizador


  A mediados de la década de los noventa, las empresas públicas incluidas en la Agencia Industrial del Estado (AIE), el grupo Teneo y el grupo Patrimonio tenían en plantilla a casi 300000 trabajadores. El sector público empresarial español arrancó el siglo XXI con menos de 50000 trabajadores, buena parte en empresas de minería, construcción naval y transporte ferroviario. En apenas diez años, la empresa pública española había quedado confinada a aquellos pocos sectores de actividad donde, o bien no hubo tiempo para ordenar su privatización, o bien nadie más quería estar o consideraba la posibilidad de hacer negocio.


  Como motores que explican este centelleante proceso suelen alegarse las necesidades de sanear con rapidez una economía devastada, las ruinosas demandas de financiación de las propias empresas públicas y la generación de incentivos para resolver los viejos problemas de competitividad de nuestro sistema productivo. Todas estas variables eran ciertas y sin duda se utilizaron durante el proceso para argumentar los procesos de privatización. Pero tanto los hechos como los resultados finales del proceso permiten cuestionar la franqueza de tales motivaciones. No es que no fueran verdad. Pero no eran toda la verdad. Ni siquiera constituían la parte más importante de la verdad.


  En primer lugar, si las necesidades de financiación y el saneamiento de las cuentas públicas hubieran conformado un elemento tan central en esta lógica privatizadora, sería relativamente fácil saber cuánto se recaudó privatizando, o cuántos de esos recursos se asignaron a equilibrar las cuentas del Estado. Lo cierto es que resulta tan difícil hacerse con cifras fiables sobre los resultados reales de los procesos de privatización, como determinar con exactitud a qué se dedicaron realmente esos beneficios. Así, por ejemplo, durante la primera legislatura Aznar, Hacienda y la SEPI (http://www.sepi.es) confirman haber obtenido cerca de 30000 millones de euros en ingresos por la venta de empresas públicas. Cerca de 11000 millones fueron dedicados oficialmente a reducir la deuda pública. El resto fue gestionado a través de la entonces recién creada SEPI. Una sociedad autónoma fuera del control parlamentario, algo que ahorró y ahorra muchas explicaciones políticas sobre el destino final de los dineros de las privatizaciones.


  En segundo lugar, resulta llamativa la constante estrategia de falta de transparencia que ha caracterizado todos los procesos de privatización en España. Se implementaron prioritariamente por medio de negociaciones directas y opacas entre vendedores políticos y grandes compradores privados previamente preseleccionados. La venta abierta y pública de acciones en los mercados funcionó siempre como un mecanismo complementario y secundario, más orientado al marketing y la comunicación pública que a resultados efectivos sobre el control de la gestión o la atribución de la propiedad. Además de las dudas legítimas que semejante opción arroja sobre la rentabilidad final de las ventas, esta estrategia de opacidad permite suponer que no sólo se trataba de resolver un problema financiero vendiendo patrimonio público, sino sobre todo de asegurar al final del proceso privatizador un esquema de control predeterminado sobre la propiedad y la toma de decisiones. En otras palabras, las empresas públicas ya tenía dueño, antes incluso de ponerse a la venta.


  En tercer lugar, no parece casual sino deliberada la debilidad, tanto de los procesos regulatorios que han acompañado a nuestras privatizaciones, como de los propios órganos reguladores. Una anemia regulativa que ha facilitado la sustitución de monopolios públicos por oligopolios privados. Durante otros procesos de privatización en países como Inglaterra o Alemania, la venta de empresas públicas fue precedida de fuertes procesos de regulación de la competencia en los sectores liberalizados. En España, la privatización y la liberalización no fueron precedidas de los cambios regulativos que asegurasen una libre competencia efectiva. El objetivo no parece centrarse únicamente en alentar la competencia y el libre mercado para incentivar una mejora de la competitividad de la economía española. De nuevo, el proceso parece también muy preocupado por mantener un esquema de control predeterminado sobre la propiedad y la relación jerárquica con mercados y consumidores. Se privatiza para que los administrados a merced de los monopolios públicos se conviertan en consumidores a merced de los nuevos oligopolios privados.


  Aunque había otras alternativas para afrontarlas, sin duda concurrían las alegadas necesidades financieras y presupuestarias. Pero acabamos de comprobar la existencia de sólidas razones que acreditan cómo ni constituyeron el principal argumento director de las grandes privatizaciones, ni aciertan a justificar por qué se efectuaran de una manera tan marcada por la opacidad y los acuerdos cerrados entre grupos selectos de vendedores, intermediarios y compradores.


  El verdadero detonante del boom privatizador debe buscarse en otras latitudes. Las grandes privatizaciones se entienden mejor desde dentro, desde la lógica del gobierno corporativo al frente de aquellas empresas y monopolios públicos a privatizar. Los procesos privatizadores y su ejecución escasamente transparente y prácticamente a demanda, en pujas cerradas y no en mercados abiertos, responden mejor a una explicación más vinculada a variables internas de las propias empresas privatizadas, antes que a demandas o necesidades externas.


  Esa explicación alternativa reside en los intereses profesionales de los burócratas al cargo del gobierno corporativo de los grandes monopolios y servicios públicos. Mientras que los trabajadores de empresas y servicios públicos suelen resistir vivamente los procesos de privatización, los responsables y gestores de las mismas no sólo no resisten, sino que adoptan roles de liderazgo a favor de la privatización y la liberalización de los monopolios públicos. Sus intereses profesionales se convierten en el motor más potente de esos procesos privatizadores. El salto profesional que supone pasar de burócratas públicos a ejecutivos privados se presenta como la variable que explica mejor y en más medida el entusiasmo privatizador, tanto durante los años ochenta y noventa, como ahora.


  Veinte años después, los procesos de privatización de las grandes empresas públicas en España sólo ofrecen un ganador claro y empíricamente acreditado: los aburridos burócratas al frente de aquellos supuestamente ineficaces conglomerados públicos. Reciclados gracias a las privatizaciones en brillantes ejecutivos y presuntos creadores de valor para el accionista, han acabado resultando los principales beneficiarios de los grandes procesos de venta y liberalización de los monopolios públicos. La ganancia ha sido mucha, asumiendo además muy escaso riesgo o, en todo caso, siempre a cuenta del patrimonio público, no de su peculio privado. Para la mayoría de los burócratas y responsables políticos que gestionaron los procesos de privatización en España, el negocio ha salido algo más que rentable.


  Según datos del Observatorio de Responsabilidad Social Corporativa 2012, treinta y cuatro altos directivos de las empresas del IBEX habían ocupado altos cargos de la administración, un 7% del total. Los viejos monopolios públicos —Telefónica, Repsol, Endesa, Argentaria…— forman ahora parte del núcleo central de las empresas que conforman el selectivo IBEX. La gestión privada resulta muy superior a la pública a la hora de retribuir a sus directivos y gestores. Parece lo único ciertamente indiscutible en el cansino debate público versus privado. La evidencia empírica lo prueba de forma abrumadora. Algunos datos pueden ayudar a entender los poderosos incentivos y el gran salto profesional que ha supuesto para esos gestores la conversión de los monopolios públicos en poderosas corporaciones privadas.


  Las empresas del IBEX han subido las retribuciones para directivos y consejeros a una media del 5% anual durante los años más duros de la crisis (2007-2012) y han aumentado los contratos blindados hasta llegar a un total de 260 directivos, más de la mitad del total. En plena gran recesión, los ejecutivos de las empresas del IBEX perciben de media veintidós veces más que la media de sus empleados, con un sueldo medio de 900000 euros anuales para puestos ejecutivos y 300000 euros anuales para miembros de consejos de administración. Según datos de la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV) (Memoria anual, 2011), los consejeros del IBEX ganan al mes, de media, el equivalente a 432 veces el salario mínimo interprofesional. Y lo que es mejor, a la hora de establecer estas jugosas retribuciones, ni siquiera se aplican sus propias recetas, dado que apenas la cuarta parte de sus emolumentos totales depende de los resultados de la empresa.


  El entusiasmo privatizador se ajusta perfectamente a la lógica del burócrata reorganizador tan bien descrita por Patrick Dunleavy (1991). La privatización implica un salto adelante en su estrategia de remodelación organizativa para maximizar su autonomía frente al control del decisor político. La privatización asegura al burócrata su posición profesional en un entorno incierto y restrictivo hacia todo lo público. Su objetivo consiste en revisar la relación con el decisor político para ganar autonomía y control sobre su propia gestión. El proceso privatizador permite a los burócratas asimilarse a los gestores privados sin apenas asumir riesgos. Serán gestores dotados además de amplia autonomía y capacidad para ajustar sus presupuestos a sus propios intereses y preferencias, mientras transfieren los costes de manera masiva, tanto a los propios trabajadores de las empresas, como a los nuevos clientes y consumidores.


  La evidencia comparada emerge, contundente. A lo largo y ancho de la Europa privatizadora de los años ochenta y noventa, muchos de los burócratas situados por los gobiernos correspondientes al frente de los grandes monopolios públicos del transporte, la energía o las comunicaciones, acostumbran a diseñar y dirigir procesos de privatización donde el punto final no lo constituye su renuncia, como parece lógico y ortodoxamente liberal, sino su continuidad, normalmente blindada, aunque ahora como gestores bien remunerados y emprendedores de éxito.


  Los procesos de privatización gestionados por los gobiernos socialistas entre 1982 y 1996, se explican desde esta lógica burocrática de la reorganización de la empresa pública para ganar control corporativo y autonomía en la gestión. «Los criterios que ha seguido el Gobierno para decidir […] tanto las privatizaciones parciales como las totales, ha sido el criterio del pragmatismo. En España no ha habido, como en otros países europeos, una política de privatizaciones basada exclusivamente en motivos ideológicos o políticos» (Guillermo de la Dehesa, secretario de Estado de Economía, Diario de sesiones del Congreso, 7/6/1988. En Bel, Costas, 2001). «Hay razones para privatizar determinadas empresas, pero no es un planteamiento general de este gobierno […] Sería una pésima política privatizar lo que es rentable […] Yo quiero un sector público empresarial más pequeño, y quiero hacerlo en condiciones de equilibrio financiero…». (Juan Manuel Eguiagaray, ministro de Industria, 1994, Dinero, 21/2/1994).


  Las privatizaciones socialistas fueron impulsadas y dirigidas por funcionarios y técnicos formados en la administración del Estado, especialmente en el viejo Instituto Nacional de Industria (INI) y en el Banco de España. Su experiencia mayoritaria, casi en exclusiva, se circunscribía al mundo de la gestión pública, con ninguna trayectoria o pasos muy limitados por la gestión privada. Ejemplos de la dominancia de este perfil fueron responsables políticos como Carlos Solchaga, el ministro de Economía y Hacienda al frente del proceso, Luis Carlos Croissier y Claudio Aranzadi, ambos al mando primero del propio INI y luego del Ministerio de Industria, o gestores tan relevantes como Óscar Fanjul en Repsol, o Cándido Velázquez en Telefónica.


  Eran esencialmente técnicos del Estado y razonaban como tales. Todos ellos compartían una visión reformista y no hostil sobre cuanto debería ser la empresa pública. «Hay que recuperar la credibilidad de la empresa pública, saneándola, mejorando su funcionamiento y financiación, y evitando que disparen con pólvora de rey […] la empresa pública puede funcionar bien en España» (Luis Carlos Croissier, presidente del INI, El País, 2/4/1986). Pero, también, actuaron como burócratas reorganizadores. Aprovecharon los procesos privatizadores que ellos mismos dirigían para asegurar una posición profesional en el mundo de la empresa privada. De hecho, su presencia en los consejos de administración de empresas privatizadas como Endesa o Repsol, o incluso empresas privadas como Jazztel, Iberdrola o Recoletos, han sido y son habituales. Otro tanto sucede respecto a la prestación regular de servicios como consultores privados para grandes corporaciones y empresas privatizadas.


  Los procesos privatizadores socialistas presentan una característica común que avala en buena medida el predominio de esta lógica del burócrata reorganizador educado en la administración corporativa franquista. Al final del proceso, el Estado mantenía por regla general una participación mayoritaria o lo suficientemente relevante para conservar el control estratégico de la empresa. «En algunas empresas parece conveniente la presencia del Estado. En muchos casos, esa presencia debe ser suficiente para tener un papel predominante en la toma de decisiones» (Pedro Solbes, ministro de Economía y Hacienda, elpaís.com, 6/10/93). Los mismos burócratas que impulsan los procesos de privatización logran retener así el control de la gestión. La fórmula conjuga los dos intereses dominantes durante el proceso. A un lado, el apetito de los burócratas por convertirse en gestores, con la autonomía y los ingresos de los ejecutivos privados y sin las restricciones del servicio público. Al otro lado, la prioridad de los responsables políticos por mantener el control sobre las grandes corporaciones que iban a dominar los sectores estratégicos de la economía española durante el proceso de consolidación democrática. Lo mejor de los dos mundos en un mismo modelo. El acceso a los niveles de renta que disfrutan los directivos de la empresa privada y el control estatal tan al gusto del tardocorporativismo franquista donde se había formado buena parte de los nuevos «gestores». El trato vip de los ejecutivos y la irresponsabilidad perfecta por unas decisiones que siempre podrían imputar a interferencias desde el poder político, como de hecho hicieron en no pocos casos.


  El ataque del burócrata corsario: explicando la gran privatización


  La llegada al poder de la derecha en 1996 rompe ese statu quo impulsado por los burócratas reorganizadores y abre una nueva era en el proceso de privatización de lo público en España. La principal razón para los cambios, de nuevo, debe buscarse entre los perfiles profesionales de los nuevos protagonistas del proceso, antes que en la lógica estrictamente económica o en los apuros financieros del Estado. Los perfiles han cambiado drásticamente y las privatizaciones se intensificarán y acelerarán para adecuarse a los intereses de los nuevos privatizadores.


  Como los responsables socialistas, los nuevos decisores populares de las privatizaciones son burócratas formados en los cuerpos de élite de la administración pública. Pero a diferencia de sus predecesores, habían abandonado la función pública con anterioridad, bien para hacerse empresarios en pequeñas empresas de servicios a las grandes corporaciones, bien para asumir puestos directivos en esas mismas grandes empresas. Intensificar y acelerar el proceso privatizador les ofrecía ahora la oportunidad no ya de convertirse de manera «digital» en ejecutivos privados bien recompensados, sino de acceder de manera confortable y protegida al control de la propiedad de las empresas privatizadas. A diferencia de los políticos que cruzan las «puertas giratorias», no les guía únicamente la búsqueda del beneficio personal. Su misión resulta mucho más ambiciosa: buscan convertirse en propietarios.


  La trayectoria de los nuevos privatizadores conforma una especie de círculo. Se forman en la administración pública, donde tejen y desarrollan las redes de contactos e influencias que les permitirán luego su enrolamiento en la empresa privada. Tras su paso al sector privado, desde sus propias pequeñas empresas o desde puestos ejecutivos en grandes corporaciones, mantienen y alimentan esa red de contactos políticos que les permitirá luego desembarcar de nuevo en la gestión pública al frente de las estrategias de privatización. Pero, ahora, desembarcan con patente del poder político para proceder a la liquidación total de la presencia pública en los grandes monopolios y servicios públicos.


  En cierto modo, se asemejan a aquellos corsarios que disfrutaban de la patente real para asaltar los navíos comerciales de otras potencias y acababan amasando enormes tesoros privados. Son burócratas en su forma de gestionar y decidir, pero al mismo tiempo actúan como corsarios, abordando desde sus bien pertrechadas naves de la empresa privada a los grandes navíos de las empresas estratégicas públicas. Lo hacen bajo licencia ideológica y con autorización política del propio gobierno, pero también en beneficio exclusivamente propio. Son burócratas corsarios.


  A todos ellos les une y les conforma como un grupo, desde haber compartido ejercicios de oposición para acceder a la función pública, a haber pasado por emblemáticos centros de formación privados, muy beligerantes contra lo público en sus programas académicos, como el ICADE, el Instituto de Empresa o la IE Business School, o haber mantenido relaciones de colaboración regulares con las fundaciones próximas al PP, especialmente la Fundación FAES. No sólo comparten intereses. Les cohesiona una visión y un modelo ideal de gestión basado en la no intervención pública. Una visión construida sobre la fe en la superioridad de la gestión privada y la hostilidad hacia todo lo público. «No se trata de hacer caja vendiendo una parte de la participación que tenga el Estado en esas compañías manteniendo el control sobre las mismas, sino de que se produzca esa reforma estructural de la economía de manera que el Estado mantenga exclusivamente el papel de regulador que le corresponde» (Pedro Ferreras, presidente de la SEPI, Diario de sesiones del Congreso, 27/5/1998. En Bel, Costas, 2001).


  Desde esa visión, la política de privatización deja de funcionar como un instrumento al servicio de la política financiera o industrial. Se convierte en una política central dentro del conjunto de la política económica. De hecho, se solemniza como tal cuando el Gobierno de Aznar apruebe, en 1996, el «Programa de Modernización del Sector Público Empresarial del Estado». Una evolución que responde a la creencia compartida en la superioridad de la gestión privada y la inconveniencia de la presencia pública en las empresas. «Las privatizaciones no se hacen para obtener caja, no tienen motivos recaudatorios, sino que se basan en la búsqueda de la eficiencia y de la mejora de la competitividad del conjunto de nuestra economía» (Josep Piqué, ministro de Industria, Diario de sesiones del Congreso, 5/6/1996. En Bel, Costas, 2001).


  Las privatizaciones ya no conforman sólo una cuestión económica. No se trata sólo de resaltar las privatizaciones como soluciones efectivas para los problemas de equilibrio de las cuentas públicas en escenarios de crisis, para los problemas de financiación de las propias empresas, para los déficits de competitividad e innovación de nuestra economía o para la necesidad de abrir mercados y estimular la competencia. Las privatizaciones suponen ante todo un principio y una cuestión ideológica. Al argumento económico, se suma ahora un potente argumento ideológico: la gestión privada como modelo de gestión prescriptivo, como ideal de gestión.


  El nuevo cuadro argumental de la gran privatización se completará progresivamente añadiendo la vinculación entre liberalización y privatización y el proceso de integración en Europa. En estos años, se escuchará con frecuencia que son las directivas de competencia y libre mercado dictadas por Bruselas las que realmente imponen los procesos de privatización tal y como se implementan.


  Igual que el burócrata reorganizador dominante durante las privatizaciones socialistas había evolucionado hacia un nuevo tipo, el burócrata corsario, el discurso privatizador debía evolucionar para adaptarse a los nuevos tiempos y a los nuevos intereses. Ahora se privatizará porque es necesario y es rentable, pero también porque es mejor y porque lo exige Europa.


  La nueva figura del burócrata corsario y su estrategia de privatización explican las diferencias de intensidad y velocidad de los procesos privatizadores parciales iniciados por los gobiernos socialistas de Felipe González y llevados hasta sus últimas consecuencias por los ejecutivos de José María Aznar. El objetivo ya no pasa sólo por ganar el control de la gestión. El botín anhelado reside en hacerse con la propiedad de las empresas bajo patente y permiso del propio Gobierno, que autoriza e incluso financia el abordaje. Un objetivo absolutamente incompatible con el hecho de que el Estado mantuviese algún control del accionariado, o al menos una posición relevante en el mismo. De hecho, las privatizaciones de Aznar se basaron en la liquidación total de la participación pública, con la fijación de una fecha de caducidad (2000/2007) para mecanismos de control político sobre la toma de decisiones como, por ejemplo, la famosa «acción de oro».


  José María Aznar era un burócrata, un inspector de finanzas del Estado que había dado el salto a la política. Su responsable económico, Rodrigo Rato, no. Había llegado a la política desde una familia de empresarios que habían prosperado bajo el franquismo, pero acabó enfrentada a la familia Franco por un crédito. Sin embargo, ambos se han apeado en la misma estación: trabajando como asesores externos de empresas privatizadas por completo bajo su mandato, como Endesa o Telefónica. En política, las casualidades no existen. Siempre hay una razón para todo y un modelo que puede explicarlas. Los perfiles de los principales protagonistas elegidos por ambos, Aznar y Rato, para el proceso de liquidación de la empresa pública española responden nítidamente a la descripción de nuestro burócrata corsario. El final de la gran privatización no podía ser otro. Cristóbal Montoro, secretario de Estado de Economía y luego ministro de Hacienda, provenía del mundo académico, pero había pasado a la subdirección de estudios del Banco Atlántico (1975-1981) y luego a la dirección de estudios del Instituto de Estudios Económicos, el think tank de la Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE) (1981-1993). Aún más claro se presenta el perfil del ministro de Industria que ejecutó el grueso del proceso privatizador: Josep Piqué. También profesor universitario en origen, pasó a ser economista de La Caixa y de ahí a la administración catalana como director general de Industria (19861988). Tras su primera estadía en la política, recala en la industria química privada, en la corporación química Ercros, ocupando diversos puestos en organizaciones y lobbies empresariales hasta ser nombrado ministro de Industria por Aznar en 1996.


  Al frente de la recién creada Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI), la agencia encargada de privatizar las industrias públicas, el ministro Piqué coloca a gente de su confianza con quien ya había trabajado en La Caixa. Como presidente, sitúa a Pedro Ferreras, abogado del Estado que había dado el salto a La Caixa, al igual que otro de sus vicepresidentes, Joaquín Clotet. Como vicepresidente se ubica a Francisco Prada, un inspector de Hacienda que acredita ya entonces una larga trayectoria como gestor de quiebras empresariales. Los perfiles de los gestores elegidos para dirigir los procesos de privatización resultan igualmente elocuentes. Al frente de Endesa se sitúa a Rodolfo Martín Villa, funcionario del cuerpo de ingenieros industriales al servicio de la Hacienda Pública, exministro con la Unión de Centro Democrático (UCD), patrón de la Fundación FAES y un consumado maestro en el arte de cruzar la famosa «puerta giratoria».


  Otro hombre clave en el proceso será Manuel Pizarro, un brillante abogado del Estado que hizo carrera política durante la Transición, primero en Administraciones Públicas y luego en el Ministerio de Economía. En 1980 saltó a la actividad privada como agente de cambio y bolsa, una actividad fuertemente regulada y restringida, llegando a vicepresidente de la Bolsa de Madrid. Hombre próximo al entonces candidato Aznar, colaborará activamente en la elaboración del discurso económico del PP a través de las fundaciones del partido. En 1996, fue nombrado presidente de Ibercaja por el Gobierno, presidiendo la confederación de las cajas de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero (CECA) durante los años de mayor furor desregulador de las cajas de ahorros. Tras cuatro años como vicepresidente designado por el Gobierno, asume la presidencia de la totalmente privatizada Endesa en 2002.


  Otro personaje clave será Francisco González. El hoy todopoderoso presidente del BBVA, era un programador informático en Nixdorf Computer que también accedió en 1980 a la protegida actividad de agente de cambio y bolsa. Ya al frente de su propia pequeña empresa de valores, FG asociados, que acabará vendiendo a Merryll Lynch, entra en contacto con el equipo económico del Partido Popular a través de Manuel Pizarro. Colaborará en actividades de formación y elaboración del programa económico Popular y tras el triunfo electoral en 1996, lo llama Aznar para dirigir la privatización de Argentaria, entonces el buque insignia de la banca pública española.


  Otro actor protagonista en las privatizaciones de Aznar será el hoy imputado Miguel Blesa. También inspector financiero del Estado por oposición y en la misma promoción que el propio Aznar. Tras hacer carrera política durante la Transición ocupando diversos puestos en el Ministerio de Economía, Blesa se pasa a la abogacía privada en los ochenta creando un bufete especializado en derecho tributario. Colaborador habitual de la Fundación FAES, su vuelta a la gestión pública será como presidente de Caja Madrid en 1996, a sugerencia del gobierno del Partido Popular. El negocio sale perfecto para ambos. Durante sus años de mandato en Caja Madrid, Blesa aumentó en un 80% los créditos a municipios gobernados por el Partido Popular en Madrid mientras, presuntamente, cobraba más de seiscientos mil euros del propio Partido Popular a lo largo del mismo período.


  Completan el cuadro de fieles privatizadores, Juan Villalonga en Telefónica, procedente de puestos de gestión en la banca privada como Crédit-Suisse-First Boston, César Alierta, otro gestor de valores, al frente de Tabacalera y Telefónica, y Alonso Cortina en Repsol. Todos ellos, actores principales en el crecimiento acelerado de lo que bien podría denominarse una burbuja privatizadora. Sobre la base inestable y volátil de la venta masiva y rápida de empresas públicas posicionadas en sectores con un extraordinario potencial de negocio y creación de riqueza, se genera una supuesta élite empresarial cuyo espíritu emprendedor se ha desarrollado entre despachos oficiales y a la sombra de la política. Una élite que cree que un buen empresario y una buena empresa son aquellos que ganan mucho y rápido gastando poco. Esta burbuja privatizadora resultará en su pinchazo tan ruidosa, endeble y efímera como la famosa burbuja inmobiliaria.


  Todas las grandes privatizaciones implementadas por los gobiernos de José María Aznar responden a este modelo que, por seguir con nuestra historia de piratas, podríamos denominar el círculo corsario. El modelo operaba de una manera prodigiosamente sencilla y efectiva. El Gobierno fichaba en la empresa privada a uno de nuestros burócratas corsarios para ejecutar el proceso de privatización. A continuación, éste procedía a la renovación forzada de los consejos de administración para blindar mayorías fieles. Inmediatamente, se abordaba un proceso de liquidación total de la participación pública, marcado de nuevo por la opacidad y la venta negociada a compradores privados previamente seleccionados y bien conocidos por haber trabajado para ellos o con ellos. No era tampoco infrecuente que en la venta participasen empresas propiedad del propio burócrata corsario, haciéndose con paquetes significativos de acciones. Así sucedió en el caso de Francisco González en la privatización de Argentaria, o Alfonso Cortina en Repsol.


  En paralelo, se recurría de manera simbólica al mercado, utilizando de manera controlada las Ofertas Públicas de Valores con tramo minorista y la retórica del «capitalismo popular» como coartada, espectáculo mediático y maniobra de distracción. «Las privatizaciones recientes han consagrado definitivamente en España el fenómeno del capitalismo popular y más de dos millones de personas han demandado acciones de estas privatizaciones» (Rodrigo Rato, The Economist, 4/7/97). La teoría del capitalismo popular es bien conocida: dispersar al máximo la propiedad entre los accionistas para evitar parcelas de dominio o control de las administraciones públicas en las empresas (Aznar, conferencia en The Financial Times, elpais.com, 19/11/92). Una propaganda que no se ajusta en absoluto a los hechos contrastados. Entre las veinticinco mayores privatizaciones efectuadas por los gobiernos Aznar, sólo en ocho se recurrió a la Oferta Pública de Venta (OPV) con tramo minorista y además siempre en un porcentaje muy limitado.


  Ya se sabe que en una buena historia de piratas, nunca debe faltar un buque fantasma que surque los mares sin más propósito que asustar. Nada ejemplifica mejor el funcionamiento de nuestro círculo corsario que la rocambolesca historia del fantasmagórico Consejo Consultivo de las Privatizaciones. Creado a imagen de las potentes agencias que gestionaron los procesos de privatización en Alemania o Inglaterra, ahí termina toda la semejanza. Ideado para guiar el proceso desde su supuesta independencia, su actuación resultó siempre meramente ornamental y circunscrita a emitir dictámenes a medida de las privatizaciones prediseñadas. Estaba presidido por un diputado Popular y exministro con la UCD, Luis Gámir, quien incluso mantuvo un tiempo su puesto como consejero en BBV Interactivos, una sociedad colocadora en Bolsa. Varios miembros del Consejo Consultivo de Privatizaciones (CCP) acabaron a los pocos días en los consejos de administración de las empresas sobre cuya privatización acababan de dictaminar; por ejemplo: Gaspar Ariño y Juan Antonio Sagardoy en Telefónica, o Sebastián Martín Retortillo en Endesa.


  El círculo corsario alcanza la victoria final en su abordaje con la entrega total de una empresa pública estratégica a manos de intereses privados. El burócrata corsario se ha convertido en ejecutivo o en empresario, sin padecer ninguno de los inconvenientes que suele acarrear la competencia en el mercado. Ni siquiera ha tenido que exponer su propio capital para convertirse en accionista privilegiado, presidente o miembro de consejos de administración dominados por las mismas empresas beneficiarias de un proceso privatizador opaco, orientado a través de negociaciones con compradores preseleccionados y controlado por los propios burócratas corsarios.


  La lista de los ganadores tras la gran privatización es elocuente: La Caixa, BBV, Santander, Merryll Lynch o Goldman Sachs serán los nuevos propietarios con porcentajes relevantes y determinantes en el accionariado de Telefónica, Repsol, Argentaria o Endesa. El balance del primer abordaje no podía resultar más satisfactorio: un botín cuantioso, escaso esfuerzo, pocas bajas para lograrlo y lo más importante: sin prisioneros. Lo público había caído derrotado y expulsado por completo del mundo industrial y empresarial.
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  Lo público es bueno para sus negocios


  Si, como dicen, el mejor truco del demonio fue convencernos de su inexistencia, el truco más hábil del neoliberalismo corsario ha consistido en embarcarnos en la discusión más barroca e improductiva que contemplaron los tiempos: qué es mejor, la gestión privada o la gestión pública. Como si fuéramos niños chicos, siempre hay alguien preguntándonos a quién queremos más, si al gestor o al funcionario. La comparación carece en buena medida de lógica o sentido y resulta perfectamente inútil.


  La gestión privada dispone de una opción que la gestión pública tiene excluida, o al menos muy limitada, por resultar contradictoria con su propio carácter. Una empresa u organización privada puede seleccionar a sus clientes, aceptar sólo a aquellos clientes rentables y rechazar o excluir a los clientes no rentables. Una organización pública no puede hacerlo. No dispone de esa capacidad para seleccionar a sus clientes y aceptar sólo a aquellos que le convienen. No se trata de si gestionan mejor o peor. Discutir esta cuestión resulta un empeño que no conduce más que a la melancolía. El gestor privado dispone de la opción de elegir a los clientes que le convienen y se ajustan a sus previsiones, mientras que el gestor público carece de esa opción. A partir de esa evidencia, toda comparación con intención de acabar en un combate donde sólo puede quedar una, está amañada.


  Una compañía telefónica privada puede seleccionar zonas de servicio productivas y clientes rentables. Una compañía telefónica pública debe cubrir todo el territorio y dar servicio a todos los ciudadanos, rentables o no. Un hospital privado puede rechazar pacientes, admitir sólo a aquellos que se ajusten a su modelo de negocio. A un hospital público no le está permitido hacerlo. Por eso nunca hay enfermos en los pasillos de los centros privados, porque se quedan en la puerta sin llegar a entrar.


  La discusión no puede plantearse en semejantes términos reduccionistas. Debe manejarse en términos más sutiles y completos, como demanda la complejidad de la cuestión. Un vistazo a la literatura y al expertise disponibles refleja la variedad y amplitud del arco de posiciones y respuestas respecto al debate gestión pública/privada (Gunn, 1996). Por supuesto, no falta quien defienda que la gestión pública sólo es una forma poco eficiente de gestión empresarial. Pero también hay quien sostiene el carácter único de la administración pública: por su marco propio de actuación, por las variables políticas o por las propias características exclusivas de los bienes públicos. Encontramos autores que acreditan las similitudes entre ambas, pero respecto a elementos poco relevantes como las rutinas de producción (Allison, 1979). Hay estudiosos que aportan indicios sobre la creciente convergencia entre la gestión pública y la privada (Murray, 1975). Existen también quienes sostienen que «gestión» responde a un término genérico donde carece de sentido el apellido público o privado. Incluso emerge una escuela de autores que defiende la gestión pública como un nuevo paradigma integrador de las visiones y herramientas públicas y privadas (Perry, Kraemer, 1986; Gunn, 1996).


  La escasa evidencia empírica disponible y fiable respalda la imposibilidad de declarar vencedora por K.O. a la gestión privada y establecer como principio general su superioridad. Parece mucho más productivo trabajar sobre la validez de hipótesis más adaptativas, menos dogmáticas y más integradoras entre ambas. Las prestaciones de los modelos y herramientas de gestión privados o públicos mejoran o empeoran según el tipo de problema, los objetivos y resultados esperados, las condiciones del sector de actividad, las circunstancias económicas y sociales o incluso el momento o el estado de opinión.


  El binomio público/privado implica un reduccionismo que resulta útil a efectos analíticos e incluso de divulgación. Pero la realidad se muestra mucho más compleja y cada vez más repleta de nuevos matices y grises desconocidos. Ni lo privado se reduce sólo al mundo de la empresa, ni lo público se circunscribe al ámbito de las instituciones y los poderes públicos. Como atinadamente sugiere el profesor Joan Subirats, acaso sea hora de empezar a manejar un «trinomio» para intentar analizar una realidad crecientemente compleja: lo común, lo público y lo privado. Un trinomio que permita diferenciar entre la capacidad colectiva para hacer frente a problemas comunes, las organizaciones e instituciones públicas y sus productos y políticas, y el mundo de la empresa privada y lo mercantil. Si la realidad se vuelve más compleja y rica, lo mismo debiera hacer nuestro pensamiento y nuestra manera de entenderla. Pero, paradójicamente, hemos elegido al parecer el camino contrario: un pensamiento cada vez más pobre y empobrecedor.


  Ni la gestión privada resuelve mejor que la pública, ni la gestión pública resuelve mejor que la privada. Ni la gestión privada equivale a libre mercado y libre competencia, ni la gestión pública es sinónimo de monopolio y jerarquía. Privatizar o introducir modelos de gestión privada no garantiza por sí mismo ni más competitividad, ni más libertad, ni más eficacia, ni más eficiencia. Ésa es la evidencia científica disponible. Pero la historia oficial ha intentado consolidar otra versión muy diferente.


  Las grandes privatizaciones del sector público industrial español se sucedieron durante «la etapa de mayor bonanza económica de la historia reciente de España: los ocho años de Gobierno de José María Aznar aportaron a España una prosperidad desconocida hasta entonces y casi olvidada hoy» (Fundación FAES, presentación de España, claves de prosperidad, 2009). En ese relato autocomplaciente sobre los años del llamado «milagro económico» español, suele explicarse cómo el programa de privatizaciones supuso un elemento clave para dar lugar a una etapa de crecimiento económico sostenido.


  La gran privatización mejoró la competitividad y la innovación de nuestra economía, facilitó nuestra integración en Europa y equilibró las cuentas del Estado, sostiene la versión dominante del «milagro español». En virtud de las privatizaciones y la presunta reducción del tamaño de nuestro gravoso Estado, se habría mejorado la gestión gracias a la superioridad de las técnicas privadas, se habrían abierto mercados y oportunidades para los emprendedores, se habría creado empleo y se habrían podido liberar recursos para la iniciativa privada bajando los impuestos. De acuerdo con este discurso dominante, España debería ser hoy un país con mejores mercados, empresas más competitivas y clientes más satisfechos. Pero mire a su alrededor y pregúntese si eso es así.


  Pregúntese, por ejemplo, si a usted, como observador o como consumidor, le resulta fácil, comprensible y transparente el funcionamiento de los mercados de telecomunicaciones, o transportes, o energía.


  Pregúntese, por ejemplo, si las grandes empresas que declaran beneficios monumentales le parecen un modelo de buena gestión o de responsabilidad social. Pregúntese incluso si está seguro de que pagan sus impuestos como deberían o más bien lo contrario.


  Pregúntese, por ejemplo, si como cliente siente que, como reza el eslogan, usted es lo más importante y usted siempre tiene razón. Si tiene dudas sobre la respuesta, una sencilla llamada, por supuesto a su cargo, a cualquier servicio de atención al cliente de cualquiera de estas grandes compañías privatizadas le dará la respuesta. Le clarificará como el agua quién manda aquí y quién tiene razón siempre.


  La ley de los oligopolios piratas


  Los procesos de privatización en España presentan una característica sorprendente y extraordinariamente singular, que refuerza la veracidad de nuestra hipótesis adaptativa sobre la relación entre los modelos de gestión privados y públicos. «Al privatizar monopolios, las autoridades británicas establecieron al mismo tiempo una determinada regulación de la actividad del monopolio y unas reglas de competencia para evitar convertir un monopolio público en otro privado que pudiese tomar posiciones de abuso de poder en el mercado. En España, al no perderse el control de los monopolios privatizados parcialmente, no han sido necesarias dichas medidas específicas, y las reglas de competencia que se aplican son las establecidas generalmente por la Comunidad Europea» (guillermodeladehesa.com, 18/1/93). Esa estrategia de no regulación o regulación mínima de la competencia se mantuvo durante el programa de privatizaciones intensivas desarrollado por los gobiernos de Aznar. Pero ahora concurría una diferencia sustancial respecto a la época socialista. El objetivo final del proceso había cambiado por completo. Las privatizaciones ya no iban a ser parciales, sino totales. Lo público iba a retirarse totalmente del control de las corporaciones privatizadas. Ahora sí que se pretendía reducir a cero la presencia pública en los mismos.


  Cuando se privatiza para liberalizar un sector, desmontando el monopolio público y aumentando la competencia, la privatización debe ir acompañada de dos condiciones. Un proceso regulador intenso que fije las reglas y garantías para la libre competencia, y la creación o reforma de potentes órganos y agencias reguladoras para su implementación. Cuando se privatiza con la finalidad primordial de ingresar recursos y sobre todo transferir el control de los antiguos monopolios públicos a nuevos propietarios privados, previamente escogidos y definidos, las privatizaciones se ejecutan sin regular el sector y bloqueando a los órganos de control. El objetivo no reside en mejorar la competencia. Se centra en sustituir monopolios públicos por grandes oligopolios privados y, como ha sido acreditado, bien conectados por afinidades selectivas con los responsables políticos que diseñan las privatizaciones.


  No liberalizan o privatizan por usted, amigo cliente, lo hacen por ellos. En la lógica del neoliberalismo corsario, no se trata de hacer más libre y más poderoso al cliente ampliando su capacidad de elección. Se trata de hacer más libres y más poderosos a los nuevos propietarios de las viejas empresas públicas para garantizar la producción y acumulación de riqueza. Liberarles del tedioso control político y democrático. Hacerlos más poderosos para imponer su ley sobre un cliente que no tiene adónde huir. Es la ley de los oligopolios piratas: los piratas de lo público se lo llevan todo. Es buena para los negocios y buena para el crecimiento económico.


  En España, los procesos de privatización en sectores estratégicos como las telecomunicaciones, la energía o los transportes, se ejecutaron sin efectuar los cambios precisos en un marco regulativo diseñado para operar con monopolios públicos. La liberalización no fue acompañada de la imprescindible reforma regulativa. Por ejemplo, la privatización total de Telefónica, en 1997, fue previa a la apertura a la competencia en telefonía fija (1998) y con reglas provisionales sobre, por ejemplo, el acceso a red. Endesa se privatiza sin completar la apertura a la competencia en el sector energético.


  No fue por error, ni por omisión. Se trataba de una estrategia deliberada para mantener una posición de poder en los mercados. Y la estrategia funcionó. Telefónica domina más de la mitad del mercado de las telecomunicaciones. Repsol controla en proporciones similares el mercado de hidrocarburos. Endesa e Iberdrola se reparten las dos terceras partes del mercado eléctrico. Gas Natural Fenosa domina abrumadoramente el mercado del gas. Como se aprecia, en nuestros mercados compiten pocos y compiten más bien poco. La liberalización acabó y empezó en los piratas de lo público.


  Aún más evidente resulta la estrategia consciente de debilitar el segundo pilar de la libre competencia: la existencia de órganos y agencias reguladoras potentes. A los oligopolios piratas no les gustan las agencias reguladoras públicas. Igual que dictan su propia ley, prefieren aplicarla ellos mismos. El perfil dominante entre los responsables de las principales agencias de control de los mercados españoles prueba hasta qué punto se ha buscado, de manera deliberada, impedir su profesionalización. Evitar que aumentasen su grado de autonomía frente a los decisores políticos y frente al gobierno corporativo de los nuevos oligopolios privados.


  La Comisión Nacional del Mercado de Valores ha venido presidida de manera casi exclusiva por exministros o exaltos cargos de los gobiernos socialistas y populares. Desde la actual, Elvira Rodríguez (ministra de Medio Ambiente, 2004-2005) a Luis Carlos Croissier (ministro de Industria, 1986-1988), pasando por Manuel Conthe (secretario de Estado de Economía, 1995-1996) o Pilar Valiente (directora general de Inspección de la Agencia Tributaria [AEAT]), 1996-1998).


  Otro tanto sucede en la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, cuyo primer presidente fue Carlos Bustelo (ministro de Industria y Energía, 1978-1982). Sus dos últimos presidentes, Reinaldo Rodríguez y Bernardo Lorenzo, han hecho su carrera profesional en Telefónica y fueron previamente directores generales de Telecomunicaciones. El primer presidente de la Comisión Nacional de Competencia (CNC) fue Luis Berenguer, diputado socialista por Cádiz durante cuatro legislaturas sucesivas, consejero en el Gobierno valenciano y eurodiputado.


  La decisión del Gobierno de Mariano Rajoy de crear un organismo llamado «superregulador» a través de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, lejos de solucionarlos, probablemente agrave aún más los problemas y debilidades de nuestros reguladores. En ese nuevo órgano se integran hasta diez organismos reguladores previamente existentes, incluyendo competencia, transportes, telecomunicaciones, audiovisuales o energía. En lugar de avanzar hacia un modelo de agencias reguladoras potentes, especializadas e independientes, se camina hacia un modelo de una única agencia central con dependencia directa del Gobierno. Tampoco parece un problema menor determinar cómo podrá un único órgano regular y vigilar mercados y sectores tan especializados y de creciente complejidad. El superregulador va a necesitar ciertamente «superpoderes» para cumplir tanta tarea. A no ser que el objetivo de su creación sea precisamente el contrario: reducir a mínimos el control público sobre los mercados y facilitar y abaratar la captura del regulador por parte de los oligopolios piratas. La decisión de situar al frente de la nueva Comisión a José María Marín Quemada, un exvocal del Banco de España experto en energía, vinculado a think tanks conservadores y que lleva diez años ocupando puestos a propuesta del Partido Popular tampoco invita precisamente al optimismo. Aunque resulta extraordinariamente coherente con una larga tradición de colocar a fieles al frente de las agencias reguladoras.


  El resultado final de los procesos de privatización españoles estaba cantado desde el primer momento porque así se pretendió que fuese. El plan siempre fue abordar el sector público industrial para transferir el control absoluto y los máximos beneficios a manos privadas. No se pretendía abrirlos a la libre competencia, beneficiar a los consumidores con mejores servicios o más capacidad de elección. Eso era pura retórica. El plan siempre fue dejar los mercados en manos de los piratas de lo público y a merced de la ley de los oligopolios piratas. Por eso hoy pagamos servicios más caros y sufrimos oligopolios privados que imponen su código en los mercados con la contundencia e impunidad con que aquellos piratas surcaban los mares. Estamos a merced de los piratas de lo público, desamparados y desarmados en mitad de la nada. La única ley es la ley que dictan los oligopolios piratas.


  España se sitúa como uno de los países de la UE con los servicios de telefonía, electricidad y transportes más caros e ineficientes del continente. Llegamos con retraso a la tecnología 3G en la telefonía. Estamos llegando aún más tarde a la tecnología 4G. Según datos Eurostat 2011-2012, el coste de nuestras telecomunicaciones se sitúa veintiocho puntos por encima de la media UE27; es la desviación más elevada.


  Antes de impuestos, en dura pugna con Malta y Chipre, el coste de la electricidad en España aparece como el tercero más caro de Europa, 15,97 céntimos/Kwh frente a los 12,15 c/Kwh de media de la UE. Un dato que cobra especial significado si consideramos que, por ejemplo, en 2007, el coste era de 11,52 c/Kwh y la media UE 10,62 c/Kwh. El coste de la energía tiene mucha más relación con nuestra falta de competitividad que el coste de los salarios.


  Junto con Dinamarca, los conductores españoles pagamos las gasolinas más caras de Europa antes de impuestos. La paradoja reside en que, cuando exportan sus combustibles al exterior, las petroleras españolas sí se muestran capaces de bajar significativamente sus precios para hacerse un hueco en mercados guiados por una competencia real.


  Las prácticas restrictivas de la libre competencia pactadas entre nuestros grandes oligopolios piratas para saquear el botín de sus mercados y clientes cautivos son algo más que una sospecha. Constituyen una evidencia incluso para nuestros débiles órganos de control. En nuestros mercados estratégicos —financiero, comunicaciones, transportes o energía— no se produce competencia real, libre ni efectiva. Sólo existe su apariencia. Funcionan de manera extensiva e institucionalizada los pactos de precios y las prácticas restrictivas entre los grandes oligopolios piratas.


  En diciembre de 2012, La Comisión Nacional de la Competencia (CNC) imponía una sanción récord de 120 millones de euros a Movistar, Vodafone y Orange por abusar de su posición de dominio en los mercados mayoristas de los mensajes cortos. En marzo de 2012, el Tribunal General de la UE confirmaba la multa de 151 millones de euros a Telefónica por abuso de dominio y perjudicar a competidores y usuarios de ADSL.


  Gasolinas y gasóleos bajan los lunes y suben los viernes. Se trata de una casualidad que todos sabemos que no tiene nada de casual. De hecho, Competencia registró en mayo de 2013 las sedes de las grandes petroleras buscando las causas de semejantes coincidencias milagrosas e inexplicables.


  Un estudio de la Universidad de Barcelona (UB) para medir con diversos índices el grado de competencia del sistema bancario español acredita que, durante el período 1994-2001, «concluidos tanto el proceso de desregulación como la integración financiera en el ámbito europeo, las entidades bancarias españolas siguen disponiendo de un considerable poder de mercado, pudiéndose incluso afirmar que el grado de competencia entre las instituciones bancarias españolas —bancos y cajas— ha disminuido en los últimos años. Se confirman así los resultados obtenidos en otros trabajos recientes sobre el sistema bancario español realizados con otras metodologías» (Garrido, 2001, UB).


  La lista de ejemplos resultaría interminable. Pero ningún episodio ejemplifica mejor la ley no escrita de los oligopolios piratas vigente en España como el caso del déficit tarifario supuestamente generado por nuestro pseudomercado eléctrico. Desde la supuesta liberalización del sector eléctrico en 1997 y la privatización de Endesa, el precio de la electricidad ha escalado un 70%, causando una «misteriosa» deuda pública de la que todos los gobiernos se han sentido responsables por razones que nadie entiende, las contadas ocasiones en que se explican. Cifrado a día de hoy en más de 28000 millones, el déficit tarifario lo padecen año tras año unas eléctricas que, pese a declarar no cubrir sus costes, firman cada ejercicio beneficios más cuantiosos.


  Las razones para justificar semejante déficit tarifario alegan que los precios de mercado han resultado muy superiores a los previstos. Pero no explican cómo esos precios no responden sólo a los costes de producción. Se manipulan en función de las necesidades de producción y el monopolio de información controlado por los propios productores y distribuidores, las compañías eléctricas. Así, por ejemplo, durante todo el período de vigencia de los famosos CTC —costes de transición a la competencia—, aprobados por el ministro Josep Piqué, nunca fueron liquidados a favor del sistema y a nuestro favor los ingresos extra obtenidos por las eléctricas hasta 2001, gracias a una tarifa basada en una estimación de precio —36 euros— superior al precio real del mercado. En cambio, las eléctricas sí liquidaron rigurosamente los 8660 millones de euros que les garantizaba el sistema cuando los precios reales empezaron a superar a las tarifas a partir de 2001.


  Parece muy complicado porque así se ha pretendido conscientemente. Pero no lo es. Sólo nuestras pocas y grandes eléctricas saben cuánto cuesta realmente producir la electricidad que pagamos. Es la ley de los oligopolios piratas en estado puro. Controlan de manera absoluta los precios, mediante un mercado y un sistema de facturación que nadie puede contrastar o evaluar y al que añaden continuamente costes inflados a través de la agregación de supuestos servicios sin valor, servicios que el consumidor ni siquiera ha solicitado. El regulador ha evitado asumir el coste político de velar por el correcto funcionamiento del mercado y la verificación de la información que sustenta los costes. El consumidor, aunque quiera saber por qué paga lo que paga, no puede. Carece de los recursos o de la información y tampoco tiene dónde buscarla.


  El déficit tarifario se ha fijado en cerca de treinta mil millones. Pero podrían haberlo valorado en cuarenta o cincuenta. Seguramente pocos podrían haber alegado nada en contra. Si a alguien se le hubiera ocurrido poner objeciones habría sido discretamente silenciado, como lo son ahora quienes cuestionan la deuda con las eléctricas. Es como si el contador de la luz de su casa no funcionase y la compañía eléctrica le mandase cada mes una factura descomunal, que usted acepta por pura fe o confianza; a cambio, la compañía no se la va a cobrar… de momento. La deuda se renegocia y crece año tras año. Mientras, los sucesivos gobiernos la van dejando en el cajón para el siguiente, apuntándose el tanto de subir poco, o incluso bajar, el recibo de la luz.


  Todos ganan, menos nosotros, los clientes. Pero es que ése era el plan. La liberalización y privatización del sector eléctrico no se efectuó para liberarnos a nosotros, los consumidores, sino para liberar a los oligopolios piratas del control democrático de los gobiernos y la opinión pública. Se privatiza para abaratar costes transfiriéndolos a los clientes y facilitar la producción, no para hacer más competitivos a los mercados y más libres a los clientes. En el neoliberalismo corsario, las privatizaciones no se hacen para liberarnos a nosotros, sino para liberar a los piratas de lo público.


  No somos clientes, somos rehenes


  Si el grado de satisfacción de los clientes respecto al funcionamiento de sus mercados y la calidad de los proveedores puede y debe medirse, por ejemplo, evaluando el número de quejas y reclamaciones que presentan, España no va bien. Según los datos del Instituto Nacional de Consumo, durante el período 1995/2010, el número total de quejas y reclamaciones presentadas a través de las organizaciones de consumidores se ha multiplicado por cuatro. A la cabeza de semejante salto, se sitúan precisamente los sectores donde se ha procedido a grandes privatizaciones y teóricas liberalizaciones, presuntamente a mayor gloria y beneficio de los consumidores.


  En las telecomunicaciones, las quejas se han multiplicado por diez. Han saltado de representar una de cada veinte quejas presentadas, a responder por una de cada cinco. Las quejas y consultas contra los servicios financieros se han triplicado durante el mismo período. Las reclamaciones contra las compañías eléctricas se han multiplicado por cinco. La falta de transparencia que las grandes compañías privadas españolas acreditan, tanto a la hora de medir la satisfacción de sus clientes, como a la hora de publicar los resultados de tales mediciones, no dice mucho sobre las supuestas mejoras experimentadas por sus clientes. Más bien revelan una actitud sistemática de prevención contra el consumidor y placaje al cliente.


  Paradójicamente, a pesar de los recortes y restricciones que han padecido, las quejas y reclamaciones presentadas contra los servicios públicos durante idéntico período no alcanzan valores ni remotamente similares. Las quejas sobre el transporte público se han multiplicado por dos. Es donde más han crecido. Sin embargo, las quejas contra la sanidad pública se han reducido a la mitad, mientras que en la sanidad privada han aumentado hasta prácticamente doblarse.


  Según datos de la Memoria del Servicio de reclamaciones del Banco de España de 2012, las quejas de los clientes de bancos y cajas han crecido un 20% respecto a 2011. Más de la mitad de esas reclamaciones fueron informadas favorablemente por el Banco de España. Sin embargo, los grandes bancos —BBVA, Santander, Bankia, Caixabank, Popular, Sabadell o Deutsche Bank— apenas atendieron de media dos de cada diez quejas. Las restantes fueron ignoradas a pesar de las recomendaciones favorables por parte del Banco de España.


  Estos datos sobre reclamaciones de clientes deben manejarse únicamente como indicadores de tendencia. Conviene recordar que, según todas las estimaciones, en España sólo uno de cada veinte clientes insatisfechos se queja. Además, el cliente que se queja no debe tomarse como única referencia de la calidad de un servicio. Pese a todo ello, es la mejor herramienta disponible para intentar averiguar el grado de satisfacción de los clientes españoles.


  Las grandes empresas y corporaciones suelen publicar con relativa frecuencia informes y supuestas encuestas de valoración efectuadas entre sus clientes. Los resultados presentan siempre índices sobrehumanos o milagrosos de satisfacción. En su gran mayoría, son pura propaganda. No resisten un mínimo análisis técnico o metodológico. Se pregunta siempre de manera sesgada, o sobre cuestiones que ya se sabe que funcionan bien, para inducir un resultado altamente positivo. A esta «creatividad demoscópica» de los oligopolios piratas debe añadirse que la medición de la satisfacción de los consumidores ha conformado un campo de actuación tradicionalmente marginal entre las agencias y entidades públicas orientadas a la defensa del consumidor, habitualmente más dedicadas a tareas de mediación y arbitraje.


  El ya clásico modelo «exit, voice and loyalty» de Albert O. Hirschman (1970) establece cómo reaccionan los clientes y miembros ante el decaimiento de un servicio, empresa u organización que no satisface sus expectativas. Pueden salir (exit) para buscar otro o pueden protestar (voice) para lograr una mejora de los resultados. El grado de identificación (loyalty) con el proveedor o la organización influirá en su elección de salir o protestar. Cuanto más accesibles sean las opciones de salida o protesta, más abierto y competitivo resultará el mercado. En teoría, los procesos de privatización y supuesta liberalización efectuados en España deberían haber incrementado la disponibilidad de ambas opciones para todos los consumidores. Pero la realidad indica lo contrario. Ambas opciones se han encarecido y resultan menos accesibles de cuanto ya eran.


  Respecto a las opciones de salida, la anemia regulativa y la debilidad de las agencias reguladoras han generado unos mercados donde se han disparado las penalizaciones por escoger esta opción. Los grandes proveedores de transportes, telecomunicaciones, energía o banca imponen a sus clientes condiciones leoninas para ejercer las opciones de salida. Cuando no las imposibilitan técnicamente, como sucedía hasta hace bien poco, por ejemplo, con la telefonía móvil. Se les cobra por el servicio, se les oculta información, se les acosa con contramarketing… La imaginación de los oligopolios piratas para inventar fórmulas de asedio al cliente no tiene límites. En caso de ejercer la opción de salida, los consumidores saben que han de asumir costes desproporcionados, no sólo económicos, sino en términos de gestión de su tiempo, pérdida de información o incomodidades operativas.


  Otro aspecto no menor reside en el extraordinario grado de inseguridad y complejidad jurídica o administrativa que suele oscurecer y complicar los procesos de salida. El objetivo es extenuar al cliente que pretenda darse de baja. El tópico «Vuelva usted mañana» que Mariano José de Larra imputaba a los funcionarios hispanos se ha reencarnado en los teleoperadores de Telefónica o Gas Natural. Quienes se quejan con frecuencia de la pesadez de la administración pública, seguramente no han intentado jamás dar de baja un móvil, o cambiar de proveedor eléctrico.


  Esta situación ha sido denunciada reiteradamente por las organizaciones de consumidores. También ha resultado objeto de denuncia y sanción por parte de la UE, por ejemplo, respecto a la cuestión de la portabilidad telefónica. También resulta frecuente que los tribunales emitan sentencias anulando condiciones y cláusulas penalizadoras de los derechos de los clientes, especialmente en el sector bancario o el energético. Sin ir más lejos, la reciente sentencia del Tribunal Supremo que en mayo de 2013 ha anulado las temidas «cláusulas suelo» en los contratos hipotecarios de los bancos, forzando a las entidades a promover su eliminación masiva por iniciativa propia para intentar evitar la aplicación de la mencionada sentencia con carácter retroactivo.


  En cuanto a las opciones de protesta, la situación tampoco ha mejorado tras la gran privatización. El «mundo feliz» de los procesos de privatización y subcontratación de servicios públicos colocan ante un exasperante vacío al cliente que pretende protestar tras un mal servicio. Los contratos resultan a la vez incompletos, farragosos y confusos. No hay a quién reclamar porque resulta imposible, o muy costoso, determinar quién es el responsable real del servicio. Cuando se le consigue identificar, dispone de múltiples y baratas opciones para volver a enredar al cliente en otra maraña de proveedores y subcontratistas.


  Los costes de organización de cualquier acción colectiva han aumentado exponencialmente mientras que se han encarecido los costes judiciales, o se han recortado drásticamente —en ocasiones en más de un 60%— las ayudas públicas a las organizaciones y asociaciones de consumidores. Unas reducciones que no han soportado ni de lejos las ayudas y subvenciones públicas destinadas al ejército de organizaciones y cárteles que velan por la agregación y organización de los intereses de los oligopolios piratas.


  Si los procedimientos para ejercer la opción de salida resultaban opacos e inseguros, las actuaciones exigidas para ejercer la opción de protesta se presentan confusas y claramente diseñadas para encarecer o retrasar lo más posible el procedimiento. El objetivo no reside en tramitar una queja y darle satisfacción. El objetivo primordial consiste en placar al cliente insatisfecho y echarlo del circuito de consumo. El desquiciante proceso de Fran Kafka parece el diseño dominante entre los servicios de atención al cliente de bancos, compañías telefónicas o del gas. Presentar una simple reclamación puede convertirse en un ejercicio de oposición a abogado del Estado o inspector de Hacienda. España se configura como uno de los pocos países de la UE-15 donde los servicios de atención al cliente no aparecen claramente regulados. Ni respecto a los requisitos mínimos del servicio, ni respecto a la responsabilidad que asumen por la información o los servicios suministrados.


  La lealtad cuenta poco e influye menos en nuestra decisión de quedarnos o salir de un servicio. Las opciones de salida y protesta se han encarecido de tal manera que sólo asumiendo un fuerte coste individual pueden ejercerse. Simplemente, no hay más opción que quedarse a la fuerza. No somos clientes, somos rehenes. En España, el cliente nunca tiene razón y además resulta profundamente sospechoso, para las empresas proveedoras y para la propia administración, siempre más propensa a garantizar los privilegios de los oligopolios piratas que a promover los derechos de los consumidores.


  Cuando nos decidimos a seguir adelante y asumimos semejantes costes disuasorios y desproporcionados, no ejercemos la opción de salida; en realidad, estamos pagando un rescate para recuperar nuestra libertad como clientes. Tampoco disponemos de acceso fácil a la opción de protestar; en realidad sólo se nos permite un tímido y carísimo derecho al pataleo. El copago judicial que incluye la reforma de la Justicia del ministro Ruiz-Gallardón representa el penúltimo ejemplo de cómo dificultar la capacidad de elección de los clientes ante sus proveedores y encarecer el ejercicio de sus derechos como consumidores. Para los oligopolios piratas esos costes adicionales resultan imperceptibles. Para muchos consumidores, el copago judicial simplemente volverá imposible el recurso a la tutela efectiva de sus derechos. Jamás podrá funcionar bien un mercado donde los tribunales de justicia resultan más baratos y accesibles para las grandes compañías y sus legiones de abogados, que para los consumidores individuales.


  Que innoven ellos


  Otra de las brillantes promesas privatizadoras residió en su supuesta capacidad para potenciar la capacidad de competir de nuestra economía. Las privatizaciones abrirían los obsoletos monopolios públicos a la libre competencia, a la actualización tecnológica y a la capacidad de innovación atribuida a la gestión privada. La gran privatización iba a sacudir el polvo y el moho a nuestras viejas y anquilosada empresas públicas, facilitando tanto la mejora de la competitividad, como la innovación productiva. Los resultados a día de hoy resultan cuando menos desalentadores.


  Lo privado innova lo justo y casi siempre a cuenta de la financiación pública. En España, aún se «innova poco y se dedican pocos recursos a la innovación» (Fundación COTEC, 2006). Aquel viejo y carpetovetónico lema unamuniano, «que inventen ellos», continúa al parecer muy vigente entre la empresa privada española. Seguramente, este déficit de innovación explique más nuestra pérdida de competitividad económica en los últimos años que la recurrente imputación a la evolución de los salarios.


  Según los datos Eurostat (2010) sobre índice comparado de innovación, España ocupa el lugar dieciséis entre los veintisiete países de la UE y uno de los últimos de la UE-15. Según el informe de innovación del Word Economic Forum, España figura en un más que discreto puesto treinta a nivel mundial. Los datos de la OCDE constatan de manera continua cómo, en España, los mejores resultados en cuanto a innovación siguen registrándose entre las universidades públicas y entre las organizaciones públicas.


  Las empresas españolas ocupan puestos de cola en cuanto a inversión en innovación, con la particularidad de que buena parte de la innovación privada destacable se concentra en unos pocos sectores y empresas. La proporción de empresas innovadoras resulta menor que en resto de Europa: no innova el 67% de las empresas, mientras que en la UE la media se sitúa en el 56% (Fundación COTEC, 2006). En España, innovar sigue siendo una responsabilidad de lo público y una tarea del Estado. Más de la mitad de nuestra inversión total en I+D+I (51%) responde a inversión pública. Ocho de cada diez euros de esa inversión se gestionan a través de organizaciones públicas.


  En términos de innovación tecnológica, los datos hablan de manera elocuente. Según Eurostat (2011), respecto al gasto en I+D sobre porcentaje del PIB, España ocupa el puesto 23/37 en Europa y 27/114 en el mundo. La inversión de las grandes empresas privadas españolas en I+D sólo representa el 31% del total de la inversión privada, menos de la mitad que en Alemania (78%) o Francia (70%).


  En España, la innovación privada parece un trabajo de las empresas medianas y pequeñas, que responden por el 69% del total de la inversión privada. En registro de patentes, España vuelve a ocupar un discreto puesto cuarenta en el ranking mundial.


  La conclusión es clara, incluso para un consultora privada como PricewaterhouseCoopers: «Aunque las grandes corporaciones que invierten en I+D lo hacen a niveles muy competitivos, la actividad global de las grandes empresas es menor de la que corresponde a una economía como la nuestra. Podemos por tanto concluir que las “grandes empresas” españolas todavía pueden “hacer más” en términos de intensidad en I+D» (Informe PwC, 2013).


  Un ejemplo muy simbólico lo encontramos en la introducción en nuestros mercados de las telecomunicaciones digitales. Llegamos tarde a la telefonía 3D. Volvemos a comparecer los últimos en la introducción de la tecnología 4D mientras la brecha digital entre las grandes ciudades y el resto del país se amplía sin cesar. Otro éxito imputable sin duda a la privatización total de aquella vieja Telefónica pública.


  En términos de innovación respecto a los modelos de gestión y la cultura empresarial, organizaciones y administraciones públicas han asumido un papel de liderazgo en cuanto a la incorporación e institucionalización de fórmulas y modelos de gestión innovadores. La implantación de manera generalizada de certificados y evaluaciones de calidad ha tenido más que ver con su exigencia por parte de las administraciones públicas para contratar, que con la voluntad innovadora de la empresa privada. Las experiencias y programas de innovación de la gestión se han convertido en el día a día de la administración pública estatal, autonómica y local.


  En un informe sobre innovación entre treinta grandes compañías españolas, incluidas las grandes empresas públicas privatizadas, la consultora Deloitte concluía que la empresa española es «muy conservadora en su concepción de la innovación» y «focalizada en innovaciones funcionales de bajo impacto» por lo que recomendaba «una mayor flexibilidad en las estrategias corporativas» (Informe Deloitte, 2007). En su informe sobre innovación, la consultora PwC remata: «Muchas de nuestras IBEX35 son líderes en sus respectivos sectores en términos de eficiencia, sin embargo, no son reconocidas como empresas innovadoras» (Informe PwC, 2013).


  El modelo de gestión empresarial dominante en España continúa siendo el mismo de siempre. La lógica dominante entre nuestro empresariado es un clásico y un factor fundamental a la hora de explicar nuestra asombrosa capacidad para crear y destruir empleo más rápido que cualquier otro país europeo. En épocas de expansión, la empresa española contrata mano de obra barata a través de contratos temporales sin mejorar ni su productividad, ni su competitividad. En época de recesión, su respuesta preferida ante la dificultad consiste en recurrir al despido masivo, aprovechando la crisis para sacar todo el valor posible a los empleados que no manda a la calle.


  Finalmente, en cuanto a la innovación en términos de responsabilidad social o corporativa, la situación pinta aún más deprimente. En el último informe del Observatorio de Responsabilidad Social Corporativa (2013) se alertaba sobre el retroceso general entre las grandes empresas del IBEX respecto a transparencia, buenas prácticas o respeto a los derechos humanos. Ninguna informa sobre los impuestos que paga o las subvenciones que recibe allí donde tributa. La gran mayoría no informa con claridad sobre las retribuciones de sus directivos y consejeros. La gran mayoría posee sociedades en paraísos fiscales. Apenas una de cada diez realiza evaluaciones de impacto de sus actuaciones sobre el medio ambiente o los derechos humanos.


  En cuanto a los derechos laborales, sólo cinco empresas tienen un compromiso expreso de protección de los derechos de los trabajadores en países que no apliquen en su totalidad las normas internacionales relativas a la libertad de asociación, sindicación y negociación colectiva. Sólo dos sobre treinta y cinco informan por países del porcentaje de empleados afiliados a sindicatos y cubiertos por convenios colectivos. El «mundo feliz» de la gran empresa privada y los oligopolios piratas resulta ser un lugar mucho más tenebroso y frío de lo que nos cuentan.


  La culpa no fue de Europa


  La Unión Europea ha aparecido como uno de los argumentos utilizados con más profusión para justificar el asalto al sector público industrial. Desde el Gobierno de Aznar, se repitió reiteradamente que la apuesta por la liberalización y la privatización provenía de las exigencias de la puesta en marcha del Mercado Único y la política de competencia de la UE. Decir que privatizar nos hacía más modernos y europeos resume perfectamente la idea fuerza empleada de manera recurrente durante la gran privatización.


  Ha sido —y es— sólo una verdad a medias. En 1985, el Libro Blanco de la Comisión supuso un salto adelante en el impulso de la unificación del mercado y la política europea de la competencia, corroborado después por la Acta Única Europea de 1985, el Tratado de Maastricht (1992) y el llamado «Programa 1992». El objetivo del Mercado Único implicaba avanzar en tres grandes categorías con amplias reformas legislativas de orientación liberalizadora:


  
    	Fronteras: simplificación de los controles fronterizos.


    	Mercados: coordinación de estándares, pruebas y certificaciones; liberación de los transportes; eliminación de monopolios y ayudas de Estado; reconocimiento mutuo de calificaciones profesionales.


    	Fiscalidad: armonización de los distintos regímenes fiscales (sobre todo, impuestos indirectos).

  


  Las leyes europeas requerían la eliminación de monopolios —públicos y privados— y la revisión a fondo de las políticas de ayudas públicas, dando prioridad a su recorte y limitación a mínimos. El mandato europeo implicaba remover la posición de dominio y el poder de mercado de organizaciones y empresas públicas para garantizar la libre competencia. El sacrificio de la empresa pública y la privatización total ni han figurado, ni figuran, como una exigencia o como un mandato, ni siquiera aparece como una recomendación europea. Fue una opción que determinados gobiernos tomaron por razones esencialmente ideológicas y de interés político.


  De hecho, la política de competencia ha resultado ser una de las más controvertidas y sujetas a conflictos interpretativos. Esa conflictividad ha venido causada principalmente por el amplio margen de actuación de la Comisión Europea a la hora de implementarla, incluida su potente capacidad sancionadora. Pero también responde a las tensiones y diferencias de corte político e ideológico entre países, gobiernos o comisarios defensores del libre mercado y hostiles a la intervención pública y países, gobiernos o comisaros promotores de una mayor regulación pública. La política de competencia de la UE no supone ningún dogma de fe, ni ninguna tabla sagrada de la ley donde todo figure escrito. Representa un espacio de conflicto y acuerdo donde todo parece interpretable y todo resulta negociable.


  La política de la competencia no es la Biblia de la privatización. Representa una política en construcción sobre esa tensión entre libre mercado e intervención pública. Buena prueba de este carácter abierto y por definir de la política de la competencia es que, a día de hoy, casi veinte años después de Maastricht, la estrategia actual de la Comisión sigue pasando por eliminar los obstáculos persistentes a la libre circulación de bienes, acelerar la reducción de los restricciones tributarias aún relevantes, profundizar en la apertura de industrias gasísticas, eléctricas o de telecomunicaciones a nivel transeuropeo y en países donde aún están incompletas o pendientes, y promover una mayor integración del mercado financiero.


  En paralelo al progresivo reforzamiento de la política de competencia europea y el creciente rol de la Unión Europea como gran regulador continental, muchos de los gobiernos europeos han ido promoviendo estrategias para bloquear la entrada de inversores extranjeros y mantener una presencia relevante del Estado en empresas y sectores estratégicos. Prueba de ello es cómo la Comisión Europea ha abierto en los últimos años no menos de veinticinco procedimientos de infracción a estados miembros por esta causa.


  En 2010, el Financial Times informaba de cómo la mitad de las grandes compañías europeas mantienen mecanismos de bloqueo estatales para placar cualquier intento de toma de control extranjero. El más conocido es la famosa «acción de oro», que otorga a los gobiernos la posibilidad de vetar operaciones estratégicas. Pero no resulta ni mucho menos infrecuente el recurso a mecanismos más proactivos y menos reactivos, como la concurrencia de una presencia pública relevante entre el accionariado para controlar la toma de decisiones estratégicas.


  En Francia, el caso extremo, el Estado ha desarrollado un complejo sistema de compañías y participaciones cruzadas para asegurar su peso en las grandes empresas estratégicas. El Gobierno francés mantiene así participaciones de control en la nuclear Areva (5,2%), Électricité de France (80%) o France Télécom (26%).


  Italia también ha guardado celosamente las posibilidades de intervención pública respecto a la toma de decisiones en las empresas catalogadas como estratégicas. Para ello ha establecido los «derechos especiales» permanentes a favor del Gobierno en las privatizaciones del Ente Nazionale Idrocarburi (ENI), Telecom Italia o Enel. Alemania conserva una presencia pública relevante en buena parte de sus empresas privatizadas. El Lander de Baja Sajonia controla Volkswagen con el 20% del capital y su acción de oro. El Gobierno federal posee posiciones de bloqueo en Deutsche Telekom (15%).


  Los países pequeños también han desarrollado sus propias estrategias de protección. Empezando por un más que significativo retraso en la puesta en marcha de procesos de liberalización, como en el caso de Portugal, Bélgica o Grecia. Nuestro vecino, Portugal, ha congelado sus derechos de veto en todas las grandes empresas privatizadas como Portugal Telecom. Bélgica conserva blindado su sector energético. Irlanda ha reservado el empleo de special rights en Irish Life o Telecom Eiream. Dinamarca lo hizo para Teledanmark, Suecia en Celsius Industrier y Finlandia con Gasum.


  Todos los gobiernos europeos han implementado estrategias para mantener una presencia significativa y relevante entre las grandes empresas públicas privatizadas. Bien por la vía de participar el capital, bien por la vía de controlar la toma de decisiones. En la mayoría de los casos, tales medidas proteccionistas perviven. En el caso de España, privatizar en su totalidad grandes empresas públicas, poniendo fecha de caducidad a mecanismos de control como la «acción de oro», no fue un mandato europeo. Supuso una decisión ideológica de los gobiernos de Aznar. «El Estado no debe ser empresario, ya que tiene otras funciones que hacer […] no dedicarse a la gestión estrictamente mercantil, que se ha demostrado poco competente, poco eficiente» (Pedro Ferreras, presidente de la SEPI, Diario de sesiones del Congreso, 9/6/1997. En Bell, Costa, 2001).


  El resultado es que, a día de hoy, nuestros socios conservan una capacidad de intervención, decisión y control sobre sus sectores estratégicos a la que España ha renunciado voluntariamente, por motivos estrictamente ideológicos. Nuestros socios disponen de la oportunidad de acompasar la estrategia y la gestión de sus empresas clave con sus políticas económicas. El Gobierno de Aznar renunció a esa oportunidad con la única salvedad de un confuso derecho de veto para la venta de empresas eléctricas y gasísticas, la famosa cláusula 14 de la antigua Comisión Nacional de Energía.


  Una situación como la de Endesa, actualmente propiedad de la italiana Enel en un 92%, resulta impensable en Francia, Alemania o la propia Italia. Los gobiernos de nuestro entorno han dejado vías abiertas para decidir y actuar en las grandes empresas. El Gobierno de España sólo puede convocarlas a cumbres fotográficas en la Moncloa. Seguramente por eso, durante esta crisis, el comportamiento de esas grandes empresas y corporaciones se alinea y coopera más fácilmente con las estrategias de sus gobiernos. Seguramente por eso, sus grandes empresarios piden pagar más impuestos mientras que los nuestros reclaman que se los bajen. Seguramente por eso, las regulaciones de empleo se han manejado con criterios de oportunidad política y social que trascienden la mera contabilidad que parece guiar en exclusiva a nuestros oligopolios piratas.


  La gran recesión y la pérdida de valor en Bolsa de las grandes compañías españolas han hecho más evidente aún este agravio comparativo y la situación de indefensión de nuestros sectores y firmas estratégicas. Tanto es así, que el Gobierno de Mariano Rajoy ha vuelto a introducir —Ley 3/2013, de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC)— una serie de mecanismos para intervenir y condicionar posibles asaltos societarios foráneos a grandes empresas estratégicas. La nueva ley amplía la protección a las empresas de hidrocarburos, además de las eléctricas y gasísticas. Al parecer, hasta la fe en el mercado de los buenos neoliberales corsarios tiene que tener sus límites.


  El mapa secreto del tesoro: privatización, corrupción y fraude


  Resultaría fácil y lucido, pero escasamente riguroso, afirmar que la gran privatización ha funcionado como una causa directa de la corrupción política y el enorme fraude fiscal tan asociados con excesiva frecuencia a la «marca España». Sin embargo, parece algo más que fundada la sospecha sobre la existencia de una correlación mayor entre privatización, corrupción y fraude de la que normalmente se asume. En política, como saben, no está permitido creer demasiado en las coincidencias. No existen.


  Por lo que respecta a la corrupción, más de un centenar de directivos bancarios, la mayoría provenientes de las antiguas cajas desreguladas, «despolitizadas» y privatizadas, se hallan imputados o incursos en alguna causa penal relacionada con su gestión. Como parecía previsible, tras haber sucedido así en países de nuestro entorno, conforme se han extendido y generalizado las prácticas de privatización o subcontratación de servicios públicos entre las diferentes administraciones, han crecido en paralelo las noticias y procedimientos judiciales relacionados con sospechas e indicios de corrupción. A los instrumentos de trapicheo tradicionales, colonizados por el urbanismo y la concesión de obras públicas, les ha salido un duro competidor: la privatización o concesión de servicios públicos y la venta de activos públicos a cambio de regalos, comisiones, colocación de afines o, directamente, puestos de trabajo para el privatizador. Casos como la trama Gurtel o el Sumario Pokemon constituyen acabados ejemplos de esta nueva taxonomía de la corrupción hispana: concesión de contratas y servicios públicos a cambio de comisiones, prebendas, puestos de trabajo para familiares y afines, organización y pago de actos electorales o generosas donaciones al partido.


  La economía sumergida no ha dejado de crecer en España. Lo hizo durante los años noventa, siguió cuando la burbuja inmobiliaria y se ha acelerado con la gran recesión. No se trata únicamente de una consecuencia o una respuesta ante la crisis. Constituye un elemento estructural de nuestra economía. Conforma casi un signo de identidad de nuestra sociedad. Una de cada dos personas consultadas justificaba el fraude en 2007, según la encuesta de Opiniones y actitudes fiscales de los españoles realizada anualmente por el Instituto de Estudios Fiscales (IEF). Sólo la recesión y los recortes han agudizado la conciencia contributiva de los españoles. En 2011, sólo dos entre cada diez encuestados por el IEF justificaban defraudar al fisco. Pero pese a esta esperanzadora evolución, lo cierto es que la cultura fiscal no se encuentra precisamente entre nuestras fortalezas como país.


  Un estudio de la Universidad Rey Juan Carlos para la Fundación de las Cajas de Ahorros (publico.es, 1/6/11) acredita cómo durante la primera mitad de la década de los ochenta la economía sumergida española equivalía al 12,5 del PIB, comenzó a dispararse a principios de los noventa, llegando a superar el 15% para entrar en el nuevo siglo rondando el 18% y situarse actualmente en el 21,5% de nuestro Producto Interior Bruto. Según estos cálculos, entre 2005 y 2008, el Estado ha dejado de ingresar 66000 millones de euros. Durante las últimas tres décadas, el Estado español ha fallado en recaudar, de media, 30000 millones anuales. La economía oficial se ha multiplicado por dos, pero la economía sumergida se ha multiplicado por cuatro.


  Gestha, el Sindicato de Técnicos de Hacienda, sostiene que el 80% del fraude fiscal en España se concentra entre las grandes empresas, las grandes fortunas y los profesionales. También, explican cómo dos terceras partes de los magros recursos de las agencias tributarias se gastan en verificar y controlar las declaraciones presentadas. Menos de la tercera parte se invierte en investigar y destapar el fraude sobre el terreno donde realmente se oculta.


  Las grandes empresas del IBEX español figuran como clientes vips algo más que bienvenidos entre los más solicitados paraísos fiscales del mundo. Su uso no ha parado de medrar a lo largo de estos últimos años. De hecho, recuerda bastante a aquellos puertos piratas de los antiguos corsarios. Y no sólo porque estén localizados en el Caribe.


  Según datos del Observatorio de Responsabilidad Social Corporativa de 2013, nada menos que el 93% de las empresas de IBEX, empezando por las grandes privatizadas, posee alguna de las 437 sociedades filiales constituidas en esos «paraísos piratas fiscales». Su número ha aumentado en un 18% entre 2010 y 2011. Parece evidente que de haber mantenido la titularidad pública, o una presencia pública dominante, entre el accionariado de empresas como Telefónica, Repsol o Endesa, su recurso a paraísos piratas o a tanta creatividad fiscal no habría resultado ni tan fácil, ni tan común, ni tan justificable; ni siquiera parecería posible.


  El neoliberalismo corsario acostumbra a mostrarse comprensivo con el fraude fiscal. Suele entender sin esfuerzo que grandes empresas y corporaciones traten de eludir el pago de impuestos que considera confiscatorios y que sólo sirven para financiar el improductivo gasto público. Los piratas de lo público suelen alegar como justificación que esos recursos están mejor aprovechados en sus manos, al servicio de inversiones productivas. Para ellos, el problema nunca es el fraude, el problema siempre es la voracidad recaudatoria del Estado.


  Atribuir el crecimiento de la economía sumergida y el fraude fiscal entre las grandes corporaciones a los presuntamente «elevados» impuestos que pagan en España supone un acto de puro cinismo si consideramos que, aunque el tipo medio nominal del impuesto de sociedades se sitúa en torno al 30%, las grandes corporaciones españolas cotizan a un tipo real inferior al 12,5%; aquellas incluidas en el IBEX tributan incluso por debajo del 11%. Sólo dos de cada diez españoles creen hoy que el fraude se deba a que en España se pagan demasiados impuestos (barómetro fiscal IEF, 2012).


  A los cuantiosos regalos y bonificaciones fiscales otorgadas por sucesivos gobiernos populares y socialistas, las grandes empresas españolas, con las privatizadas a la cabeza, han respondido con la búsqueda de más banderas fiscales de conveniencia. Cuanto más se les han bajado los impuestos, menos han querido contribuir a sufragar el coste de, por ejemplo, las infraestructuras y la innovación que hacen posibles sus abultados beneficios anuales. No debería extrañar a nadie que tres de cada diez ciudadanos opinen que el fraude se debe a la impunidad que gozan los grandes defraudadores (barómetro fiscal IEF, 2012).


  Se ha puesto mucho empeño y mucho esfuerzo en fijar en la opinión pública el tópico de que la economía sumergida y el fraude fiscal en España somos todos, como Hacienda. Todos hacemos chapucillas, pagamos alguna vez sin IVA o cobramos pequeños «incentivos» en negro. Por eso, no parece tan condenable y resulta algo más justificable. España debe de ser uno de los pocos países del mundo donde la imagen recurrente usada por los medios de comunicación al hablar del fraude fiscal consiste en un operario evadiendo unos pocos centenares de euros en una factura, no en un ejecutivo agresivo ingresando millones en las islas Caimán o en Suiza.


  Nada más lejos de la realidad. La economía sumergida y el fraude fiscal se generan de manera muy mayoritaria en los territorios de las grandes empresas, corporaciones y despachos profesionales. Sólo ellos disponen de los recursos y el conocimiento necesarios e indispensables para defraudar miles de millones cada ejercicio. Concretamente, 107350 millones de euros en 2012 según la organización Tax Justice Network. Un dato que situaba a España como la décima potencia del mundo en fraude fiscal. Otras estimaciones más prudentes cifran el fraude fiscal español en torno al 6% del PIB, y la economía sumergida en el 19,5% (Informe sobre distribución de Renta, Consejo económico y social, 2013). Un «éxito» difícilmente imputable a Pepe Goteras y Otilio cobrando chapuzas en negro, o a talleres que no dan factura. El secreto del fraude fiscal se halla en otra parte.


  En el año 2007, los beneficios de las grandes empresas españolas crecieron un 14,9% según el Banco de España. Pero ese mismo año, la recaudación vía impuesto de sociedades caía un 18%. Son datos de la asociación profesional de Inspectores de Hacienda (IHE, 2008). Durante la gran recesión, las grandes empresas españolas han obrado el milagro de los panes y los peces, pero al revés. Han ganado más, pero han tributado menos.


  Mención aparte merece la situación de los grandes directivos y consejeros de las empresas públicas ahora privatizadas. Ya se ha constatado la enorme opacidad y falta de transparencia que rige sus sistemas de retribución e incentivos. De la mayoría, sólo sabemos que, con crisis o sin crisis, cada año facturan más. Entre los consejos de administración mejor pagados del IBEX figuran Telefónica y BBVA. Los altos directivos mejor remunerados entre las empresas del selectivo de la Bolsa española pertenecen a Telefónica (2,2 millones), BBVA (1,8 millones) y Endesa (1,4 millones).


  Parece razonable asumir que, en caso de haber continuado siendo empresas públicas o con participaciones relevantes controladas por el Estado, ni sus salarios, ni las maneras de percibirlos, ni su régimen fiscal, habrían escalado hasta semejantes cielos retributivos. El presidente de Telefónica no pagaría menos impuestos que su secretario o secretaria. Una revolución tan radical que, de producirse, a lo mejor pondría en riesgo el orden establecido.


  De la gran privatización a la gran recesión


  Mercados de truco o trato, oligopolios con mentalidad pirata y extractiva, clientes cautivos, ejecutivos en excedencia o en comisión de servicios, innovación marginal o subsidiada por lo público, falta de transparencia, opacidad y fraude constituyen resultados probados del proceso de privatización del sector industrial público español. Es esa parte de la historia de la gran privatización que no se cuenta o se cuenta muy poco.


  No conviene hablar del cuantioso y escasamente justificable botín atesorado por nuestro neoliberalismo corsario. Ofrece una instantánea del lado oscuro que estropea el cuento de éxito y eficiencia que suelen relatarnos las propias empresas, sus grandes beneficiarias. Ya se sabe que la historia suelen escribirla los ganadores, o cuando menos aquellos que tienen dinero para pagarla.


  El fracaso de la gran privatización ayuda a explicar y entender algunos de nuestros problemas e ineficiencias para gestionar la presente gran recesión. La culpa no fue del tamaño del Estado. La culpa fue del tamaño del mercado. No se trata de que el Estado sea muy grande. Es que nuestro mercado ha resultado ser muy pequeño e ineficiente. La sustitución de monopolios y empresas públicas por oligopolios privados, guiados por la lógica oportunista de los piratas de lo público, ha funcionado como un motor impulsor del predominio de una economía basada en la especulación y la acumulación rápida. Una economía especulativa manejada por una élite corporativa depredadora y corsaria que entiende que crear riqueza consiste básicamente en arrebatársela a los demás.


  En lugar de innovación y competencia, las privatizaciones han traído pérdida de valor añadido y menos competitividad, como economía y como país. La gran privatización ha contribuido, y mucho, a la gran crisis que golpea a tantos a diario. La retirada de lo público de la dirección de las grandes empresas estratégicas ha supuesto la renuncia voluntaria a disponer de poderosos mecanismos para intervenir activamente en la gestión de la recesión, tanto en términos de empleo, como en términos de gestión de la demanda.


  Lejos de contribuir a su solución o mejor gestión, la gran privatización ha agravado todos y cada uno de los problemas clásicos que la teoría económica señala como fallos del mercado. Hoy padecemos más problemas de información como consumidores. Los costes de informarse para decidir se han elevado exponencialmente. Si quiere comprobarlo, sólo tiene que intentar entender una factura de la luz para averiguar cuánto paga o en concepto de qué. O puede también embarcarse en la misión imposible de comparar los planes de precios de los operadores telefónicos siguiendo algún criterio racional.


  Los costes de transacción y comunicación también se han multiplicado a causa de las trabas y acuerdos que las grandes compañías pactan a diario. Los monopolios han sido reemplazados por oligopolios piratas blindados ante cualquier intento de intervención o participación pública. Los recursos se distribuyen hoy de manera evidentemente más desigual. Lejos de reducirse, las externalidades negativas generadas por las actividades productivas de las grandes corporaciones han aumentado. En España, los oligopolios piratas funcionan como verdaderas máquinas de socializar sus costes y pérdidas.


  Los grandes programas de construcción de infraestructuras públicas han respondido en buena medida a las demandas y necesidades de las grandes empresas y corporaciones de nuestro país. A cambio, esas mismas grandes empresas han ido contribuyendo cada vez menos a la financiación de lo público obteniendo sustanciosos regalos fiscales en el impuesto de sociedades, o recurriendo de manera masiva a la creatividad fiscal y los paraísos fiscales. El programa de construcción de autopistas tuvo mucho que ver con las expectativas de negocio de las empresas que aspiraban a gestionarlas. La recesión ha frustrado las ganancias calculadas. El resultado va a ser un rescate público masivo de autopistas de gestión privada, con un coste que ya se estima desde el Ministerio de Fomento en más de 3000 millones de euros.


  Bienes y servicios públicos indispensables, como una energía fiable o unas comunicaciones que funcionen, no llegan hoy como deberían a la población que no vive en los grandes núcleos urbanos. No resultan clientes rentables y las empresas prefieren asumir las pocas multas o sanciones que puedan imponer unas administraciones que prefieren mirar para otro lado. Sólo tiene que intentar acceder a internet desde el interior de la provincia de Lugo, o pasar un fin de semana invernal en algún rincón de la provincia de Soria.


  A cambio de no resolver los fallos de nuestros mercados estratégicos, hemos renunciado a herramientas básicas para una intervención pública efectiva sobre el funcionamiento de la economía, especialmente durante las fases de contracción del crecimiento. La desconfianza ideológica del neoliberalismo corsario ante la eficiencia de la acción pública y su protección de intereses privados han llevado a dejar al Estado sin capacidad de intervención y a los clientes indefensos en mercados capturados por oligopolios piratas. La desconfianza ante la presencia de lo público en las grandes empresas estratégicas ha limitado drásticamente nuestra capacidad para ejecutar políticas activas de estimulación de la demanda.


  La desconfianza ideológica hacia la capacidad del Estado para administrar los ciclos económicos y la protección a toda costa de los beneficios privados nos han dejado en manos del desgobierno corporativo y la incertidumbre estratégica. Los prejuicios contra la capacidad de la intervención pública para generar efectos perdurables en la economía han cercenado la capacidad del Estado para garantizar la provisión de bienes y servicios públicos que el mercado por sí sólo jamás produciría. Estamos en manos de unos mercados que simplemente no nos necesitan. Para los piratas de lo público, somos perfectamente reemplazables, como fuerza de trabajo y como clientes o consumidores.


  La debilidad de la actividad regulativa y la captura de los mercados liberalizados por parte de los nuevos oligopolios piratas han facilitado la transferencia directa de los costes de la crisis a los clientes y consumidores. La caída de ingresos motivada por la recesión ha generado un tipo de respuesta estándar en nuestras grandes corporaciones proveedoras de servicios básicos: subir la factura. Las petroleras han disparado el precio de los combustibles, las eléctricas han encarecido el recibo de la luz, las telefónicas han escalado sus precios.


  A veces lo han hecho a cara descubierta, alegando que los precios que veníamos pagando estaban por debajo del mercado. Pero en la mayoría de los casos han ejecutado las subidas de manera encubierta, haciendo aún más opacos los recibos, inventando nuevos conceptos de facturación, o añadiendo servicios que nadie les había demandado. Una estrategia que sólo resulta posible tras un proceso de privatización como el implementado en España, donde la liberalización no fue preparada por la imprescindible regulación y los órganos reguladores carecen de capacidad efectiva. Se transfirió el control de mercados estratégicos a manos privadas y la consecuencia es que la gestión de esos mercados se guía por criterios estrictamente privados. El objetivo prioritario no reside en mantener o estimular la actividad económica a largo o medio plazo, sino en blindar los márgenes de beneficio a corto plazo. Para eso, siempre se sigue el camino más fácil: que pague el cliente.


  Esta transferencia de costes directa y casi en tiempo real al consumidor ha tenido dos consecuencias devastadoras sobre una economía en crisis. La primera ha consistido en encarecer los costes de producción del conjunto de la economía, afectando de manera muy negativa a nuestra competitividad. La segunda ha sido encarecer de manera muy acusada los costes fijos de las familias en plena reducción de ingresos y salarios, con efectos demoledores sobre la demanda privada.


  El capitalismo granuja ha encontrado en la burbuja empresarial producto de la gran privatización un hábitat ideal para su desarrollo y reproducción. Las grandes empresas estratégicas han primado la inversión especulativa y el beneficio rápido por cualquier medio necesario. La estrategia empresarial ha primado la expansión hacia mercados abiertos y poco competitivos en países emergentes, financiada con los recursos extraordinarios extraídos vorazmente en los mercados cautivos españoles. La cultura de la prima y el bonus ha desplazado cualquier resto que pudiera quedar de cierta cultura de servicio que formaba parte de su filosofía cuando eran aún empresas públicas. Lo único que importa es ganar mucho y rápido porque mañana, cuando pasen la factura, los piratas de lo público ya no estarán aquí. Se habrán ido todo lo lejos que les haya llevado el viento de alguna jubilación multimillonaria. Y sólo hay una manera de ganar mucho y hacerlo rápido: quitárselo a los demás.


  3. Abordaje al bienestar
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  Abordaje al bienestar


  El Estado del Bienestar keynesiano resultaba una presa fácil para los piratas de lo público. En el borrascoso mar de la globalización, era una víctima demasiado expuesta un concepto de Estado del Bienestar entendido como un modelo ideal, sustentado sobre un consenso mayoritario, donde constituye una responsabilidad colectiva asegurar un nivel mínimo de vida como un derecho, consolidar la provisión universal de ciertos bienes públicos e intervenir en la economía para garantizar el pleno empleo. Sólo debían esperar el momento adecuado. La oportunidad ha llegado y la están aprovechando a conciencia.


  Primero fue la forzada retirada de los gobiernos en las políticas de pleno empleo y la reformulación del gasto público a favor de la producción y acumulación privada de riqueza. Ahora, el siguiente paso lógico consiste en aplicar un recorte masivo sobre las políticas de gasto social y acelerar la privatización de los servicios sociales básicos por las mismas razones: facilitar la producción y acumulación de riqueza. Se aborda el Estado del Bienestar para seguir liberando más recursos para su apropiación privada y continuar abriendo lo público a los negocios privados colgando el cartel de «Se vende» en nuevos mercados emergentes, como el sanitario o el educativo.


  La consolidación fiscal vía recortes sociales permite mantener bajos los impuestos a empresas y capital, mientras se dedican más recursos a las políticas al servicio de la producción. La privatización de la sanidad o la educación públicas genera nuevos mercados, oportunidades de negocio en áreas hasta ahora vedadas o restringidas a las empresas privadas. Durante una gran recesión como ésta, la gente se abstiene de comprar iphones o pantallas de plasma, salvo que sea Mariano Rajoy y necesite alguna para una rueda de prensa. Pero no deja de enfermar, ni de jubilarse, y sus hijos tienen que seguir asistiendo al colegio, aunque sea para tratar de escapar a la misma triste suerte.


  Los proveedores privados de educación, sanidad, pensiones o dependencia ven en la liberalización y privatización de los servicios públicos del bienestar la oportunidad de acceder a grandes mercados, poblados por consumidores fácilmente convertibles en clientes o rehenes siempre dispuestos a pagar por bienes de los cuales no pueden prescindir. El neoliberalismo corsario sólo ha de facilitarles desde el Gobierno un acceso en óptimas condiciones, incluso subvencionado, y los mercados financieros, financiación barata.


  Como antes las puntocom y las telefónicas, o luego el ladrillo, la sanidad y la educación pueden acabar convertidas en la próxima burbuja de negocio fácil y beneficio rápido para el capitalismo granuja. De hecho, ya disponemos de algún precedente. A finales de la década de los noventa, alguien pensó que la atención a los mayores podía resultar un gran negocio. Bancos y cajas crearon o financiaron modernas empresas que iban a rentabilizar el cuidado de los jubilados a cambio de sus pensiones. Hasta que descubrieron que era verdad que la pensión media en España no superaba los ochocientos euros al mes —hoy en día, ronda los novecientos euros al mes—. Atender a una persona mayor con problemas leves de dependencia cuesta, de media, dos mil euros al mes. No había negocio. Entonces, las administraciones públicas, especialmente las autonómicas, debieron acudir en su rescate y concertar plazas de manera masiva con las residencias privadas. Dejaron de construirse y abrirse muchas y necesarias residencias públicas. No porque fueran ineficientes o insostenibles, sino porque había que asegurar la inversión privada de bancos y cajas en residencias privadas ineficientes y ruinosas.


  La historia se repite: el neoliberalismo corsario al asalto del Estado del Bienestar


  Buena parte del argumentario actual contra el Estado del Bienestar les resultará conocido, a pesar de los ímprobos esfuerzos de marketing político para presentarlo siempre como el último grito del pensamiento, la penúltima novedad de la ciencia. Esta película ya la hemos visto en analógico. Es la misma cinta, sólo que digitalizada en 3D. La lógica desplegada contra el Estado del Bienestar responde a la perfección al modelo del pensamiento reaccionario tan bien sintetizado por Hirschman (1991). Todo intento de cambio o progreso siempre es contestado con un triple argumento: «Jeopardy, futility, perversity»: el empeño en el cambio, o es peligroso, o es inútil, o es perverso. La acusación ha hablado, señores del jurado. El Estado del Bienestar resulta «peligroso, inútil y perverso».


  
    	El Estado del Bienestar es peligroso. No resulta sostenible y pone en riesgo otros avances, proclama la acusación en nombre del neoliberalismo corsario. Genera déficit, y los desequilibrios del presupuesto público acaban siendo presentados sistemáticamente como la causa de la crisis y la recesión. El déficit resulta intrínsecamente negativo para la economía, porque devora el ahorro privado y porque dispara los tipos de interés. Se confiscan recursos de la sana y productiva «inversión» privada, para malgastarlos en el inútil e improductivo «gasto» público. El Estado del Bienestar constituye hoy una grave amenaza para el bienestar, concluyen sus críticos.


    	El Estado del Bienestar es inútil. La regulación pública del mercado de trabajo con mecanismos como el salario mínimo ya era ineficiente y ahora, en los mercados globalizados, resulta inútil, sostiene la acusación en nombre del pensamiento corsario. Otras regulaciones indispensables para la eficacia de la intervención pública en la economía, como el comercio exterior o los mercados financieros, simplemente ya no parecen posibles, porque ahora, o eso dicen, «la tierra es plana».


    	El Estado del Bienestar es perverso. El exceso de protección social y el uso extensivo de políticas redistributivas han matado al individuo y al espíritu emprendedor, denuncia la acusación en nombre del pensamiento neocon y el discurso corsario. La cultura de la subvención y la falta de incentivación de la iniciativa individual actúan como un veneno para el progreso económico y social de nuestras sociedades.

  


  Parece innegable que el Estado del Bienestar keynesiano ya tenía sus propios problemas, sin necesidad de que nadie más se los buscase. En palabras de Taylor Gooby (1999), incluso sin la gran recesión actual, tanto la propia idea del Estado del Bienestar, como el consenso que la sustentaba, debían enfrentar problemas que ya afectaban seriamente a su dimensión económica, su legitimidad política, la percepción social sobre su eficacia o la capacidad tecnológica para intervenir con eficiencia.


  Las políticas del bienestar tenían que vérselas con la aparición de nuevas necesidades no cubiertas por las viejas soluciones. El modelo del Estado del Bienestar keynesiano gestionaba ya con serias dificultades el empeoramiento de algunos de los viejos problemas como la sanidad o las pensiones. Tampoco encontraba con facilidad nuevas soluciones ante los cambios dramáticos que se producían en el entorno, en la globalización y la nueva división internacional del trabajo, en la demografía y el envejecimiento, en la creación de empleo o en la incorporación de la mujer al mercado laboral. Al tiempo, el Estado del Bienestar keynesiano debía enfrentar una creciente competencia por parte de actores políticos relevantes que ofrecían como respuesta a esos retos, o bien la retirada del Estado, o bien un nuevo intervencionismo en educación, en sanidad, en inmigración, en tecnología o en investigación.


  La necesidad de cambios y reformas se antojaba obvia. Pero la crisis ha permitido recrear un escenario que el neoliberalismo corsario quiere aprovechar para ir hasta el horizonte de la reforma y mucho más allá. Ha abierto otra nueva ventana de oportunidad para proceder no ya a su reforma, revisión o ajuste, sino al abordaje y captura definitivos.


  El exitoso asalto contra lo público efectuado en los años ochenta y noventa llegó muy cerca de las playas del Estado del Bienestar, pero no pudo avanzar más allá de incursiones puntuales y relativamente locales. Los servicios sociales básicos resistieron mejor de cuanto se suele afirmar, al menos en términos de gasto e inversión. Por ejemplo, la mitificada Margaret Thatcher consiguió reducciones significativas en la política de vivienda pública a base de transferir la propiedad a los inquilinos de las viviendas sociales. Pero apenas fue capaz de podar discretamente el gasto en sanidad o educación. El coste político de reducir el gasto social de manera contundente resultaba inasumible, incluso para ella, una consumada maestra en el manejo de los ciclos electorales. Seguramente por eso, antes que empeñarse en obtener reducciones significativas y visibles en sus volúmenes presupuestarios, como acontece en la actualidad, el asalto contra el bienestar se concentró en cuestionar aquello que estaba efectivamente a tiro: su legitimidad, su eficiencia o la conveniencia de las maneras para gestionar el gasto social.


  El Estado del Bienestar representa algo más que productos y servicios. Responde a una cultura política. Expresa una formulación y una comprensión de las cuestiones referidas a la igualdad, la solidaridad y la justicia. El ataque más intenso se centró contra el propio concepto del Estado del Bienestar, no contra su apariencia en términos de gasto, blindado entonces por la presión de la opinión pública y el voto mayoritario entre los electorados. En aquel momento, el gasto social no parecía atacable en términos políticos y electorales. Pero sí estaba a tiro la filosofía que lo sostenía y le daba coherencia. Abordando el concepto que lo cohesionaba entonces, se sentaron las bases para asaltar hoy su apariencia, sus posesiones, productos y servicios concretos. Para matar hoy el gasto social, había que matar primero la idea del Estado del Bienestar.


  La recuperación económica mundial de finales de los noventa devolvió al superávit a las cuentas públicas de muchos países. Aunque ahora parezca increíble, la campaña presidencial entre George Bush y Al Gore, en 2001, tuvo como eje central en qué iban a gastarse la herencia de Bill Clinton: el mayor superávit presupuestario de la historia de Estados Unidos. En Europa, el gran salto en el proceso de construcción europea que habían supuesto el Tratado de Maastricht y la creación del euro, generó un espacio de estabilidad y crédito barato sin precedentes en el continente.


  La oportunidad política para asaltar lo público provocada por la crisis y la recesión de principios de los años noventa se cerraba en falso. Al menos en Europa, la economía crecía de nuevo y la población seguía envejeciendo. Crecimiento económico y envejecimiento demográfico, los dos motores principales del gasto social recuperaban potencia. La evidencia empírica comparada (Esping-Andersen, 1990; Lane, Ersson, 1999) apunta cómo el volumen de gasto en bienestar aparece directamente relacionado con las variables económicas y demográficas. El volumen de las políticas sociales depende más del crecimiento económico y el envejecimiento demográfico que de la influencia de la política o quién tenga la titularidad del poder.


  Por un tiempo, pareció posible el sueño de una especie de círculo virtuoso del bienestar. Los gobiernos parecían poder mantener congelados los recortes en políticas de gasto social o empleo y efectuar al tiempo sustanciosas rebajas fiscales selectivas. El endeudamiento había dejado de ser un recurso prohibitivo y excepcional debido a los bajísimos tipos de interés. Con tasas de crecimiento por encima del 3% y en el entorno de fiabilidad proporcionado por la Eurozona, a casi todos los ejecutivos les salía más rentable endeudarse que cobrar impuestos, especialmente cuando la crisis comenzó a asomar. Igual que a las familias les resultaba también más racional endeudarse para seguir gastando que ahorrar y racionalizar su gasto.


  Sólo fue una ilusión. La burbuja crediticia permitió comprar algo de tiempo para mantener a duras penas las posiciones de las políticas sociales antes del segundo asalto. La recuperación económica esta vez no trajo consigo un relanzamiento del gasto social. Sólo políticas de defensa y mantenimiento del gasto consolidado. La riqueza se redistribuyó, pero hacia las rentas más altas a través de políticas fiscales regresivas. A diferencia de lo acontecido en décadas anteriores, las políticas sociales ni crecieron, ni desarrollaron toda su capacidad para redistribuir la riqueza hacia las rentas más bajas.


  De qué hablamos cuando hablamos del Estado del Bienestar


  Hemos regresado a un futuro que ya conocimos: el déficit, la deuda y el paro son productos de los excesos de lo público. El estallido de la burbuja crediticia y la gran recesión han creado una nueva oportunidad para iniciar el segundo abordaje a lo público: el asalto al Estado del Bienestar.


  Para entender de manera precisa a qué nos referimos, conviene aclarar de qué hablamos cuando hablamos de «Estado del Bienestar» o de su asalto. De nuevo, intentaremos explicarlo evitando el manido relato de buenos y malos donde unos intentan cargarse las políticas sociales mientras otros las defienden a capa y espada. O donde unos u otros viven por encima de sus posibilidades, reciben castigo o premio por su espíritu emprendedor o su carácter perezoso, usan y abusan de ayudas o subsidios o viven asfixiados por el ansia confiscatoria de un Estado insaciable.


  La realidad, como siempre, resulta bastante más compleja. Para empezar, no existe un modelo único de desarrollo de la idea de un «Estado del Bienestar». Igual que no existe una conspiración en su contra, un «asalto organizado», o tan siquiera una única forma de asaltarlo. Durante el proceso de expansión y consolidación del Estado del Bienestar han concurrido varias formas para organizarlo institucionalmente. Formas que presentan importantes niveles de divergencia.


  El clásico estudioso del bienestar Richard Titmuss identifica tres tipos de Estado del Bienestar en función del alcance de sus funciones: el Estado del Bienestar residual, supeditado a los fallos de la familia o del mercado, el Estado del Bienestar de desarrollo industrial, al servicio del mercado y la economía, y el Estado del Bienestar redistributivo o institucional, donde los servicios sociales suponen una función normal del Estado.


  Pero, sin duda, el relato más conocido y difundido de esas divergencias lo ofrece el politólogo danés Esping-Andersen a través de sus conocidos «tres mundos del bienestar» (1990). El autor usa el término «mundo» en vez de «Estado» para clarificar que no se refiere a estados o países, porque casi todos los países con sistemas de bienestar incluyen elementos propios de los tres regímenes o mundos que describe.


  En el régimen o mundo liberal o neoliberal (predominante en países como Estados Unidos, Inglaterra o Australia), la fuerza creadora principal residió en la tensión entre las necesidades de producción del capital y la movilización de sindicatos y partidos de izquierda. El resultado fueron sistemas de provisión más pequeños, con un gasto selectivo e individualizado. Su filosofía es restrictiva, supeditada a las normas de la ética del trabajo. La ayuda pública resulta algo casi vergonzante. Por tanto, debe basarse en mecanismos de transferencias vinculados a la previa comprobación de los medios y merecimientos del teórico receptor. Se rige por reglas estrictas de acceso y exclusión. Se implementa vía programas de gasto específicos y discriminatorios. El mundo liberal representa una visión limitada de la desmercantilización de los derechos. El papel del Estado del Bienestar no es independizar al individuo sino estimular al mercado.


  En el régimen conservador, católico o democristiano (predominante en países como Alemania, Austria, Italia, Francia y, de manera peculiar, España o Italia), el principal motor se hallaba en la influencia combinada de catolicismo (partidos católicos) y la pervivencia de rasgos del viejo estatalismo autoritario. El resultado fue un sistema de provisión de tamaño medio. El gasto se selecciona por grupos, y los derechos se vinculan al estatus social y a la pertenencia a un grupo. Su misión principal reside en conservar las diferencias entre grupos y estatus sociales y económicos. Su impacto redistributivo resulta mínimo. En su forma, la estructura estatal trata de reemplazar al mercado como proveedor de bienestar social. En el mundo conservador, los programas de gasto se organizan por grupos, con dominio absoluto de la familia como unidad de provisión, restringiendo el acceso al sistema a los individuos o unidades familiares no tradicionales.


  En el régimen o mundo socialdemócrata o universalista (predominante en países como Suecia, Finlandia o Dinamarca), la fuerza impulsora nacía de la tensión entre los partidos de izquierda en el Gobierno y la presencia de partidos católicos en la oposición. El resultado fue el sistema de provisión de mayor volumen. El gasto es universal porque el bienestar busca promover la igualdad desde los estándares más altos de prestación, no desde la igualación en los subsidios. Los derechos se formulan de manera comprehensiva, teniendo como tarea la emancipación frente a la familia y el mercado. Se socializan los costes familiares y los costes de transacción del mercado. El mundo socialdemócrata ofrece una fusión peculiar entre liberalismo y socialismo, al pretender potenciar a un tiempo las capacidades para maximizar la independencia individual y la libertad de elección. En el mundo socialdemócrata, los programas de gasto presentan un carácter universal y su misión principal es la desmercantilización de los derechos. Las políticas de pleno empleo también constituían un elemento principal porque el Estado podía y debía forzar al mercado a operar de una determinada manera.


  La «vía media» del bienestar en España


  El régimen del Estado del Bienestar español se integra, junto con Italia, Grecia y Portugal, en el denominado «régimen mediterráneo» (Moreno, Sarasa, 1995). Se trata de países que han ido construyendo un modelo de bienestar que combina elementos del régimen socialdemócrata y el régimen conservador. En España, el retraso en el proceso de modernización, la pervivencia de la dictadura, el peso de la Iglesia católica como proveedora de asistencia social, el papel central de la familia como distribuidora de bienestar, la década de gobiernos socialistas y el desarrollo autonómico, han dado como resultado un «vía media» al bienestar (Moreno, 2005). Ésta «vía media» incluye elementos propios de un sistema basado en el mantenimiento de rentas y la pertenencia a un grupo junto con elementos propios de un sistema de coberturas universales.
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  El régimen del bienestar español se sitúa en un camino intermedio entre las dos tradiciones del bienestar dominantes en el continente europeo (véase tabla 1, Navarro, 1998; Moreno, 2010). Una combinación compleja, dadas las grandes diferencias de ambas tradiciones en cuanto a su alcance, funcionamiento y objetivos. Esa complejidad ha dado como resultado un sistema de bienestar irregular, variable y en ocasiones, incluso contradictorio. En nuestro régimen del bienestar han convivido y se han superpuesto los procesos de universalización de los sistemas de pensiones, educación o sanidad, con una Seguridad Social de carácter contributivo, donde tener o no tener trabajo supone importantes discriminaciones.


  La acción política de los gobiernos socialistas durante los años ochenta y la consolidación del Estado Autonómico impulsaron en España reformas y desarrollos del bienestar con una clara vocación «universalista». En el año 1988, comienza un «ciclo expansivo de los servicios sociales en España» (Moreno, 2010). Se combinan el potente incremento del gasto social con la transferencia masiva de competencias a las autonomías. Las Comunidades Autónomas institucionalizaron progresivamente sus propios sistemas autonómicos de servicios sociales y desarrollaron nuevas políticas de carácter asistencial, como los programas de rentas mínimas de inserción. La creación en 1987 del Ministerio de Asuntos Sociales y el instrumento del Plan Concertado de Servicios Sociales impulsaron un modelo de desarrollo de las políticas sociales basado en la negociación casi «contractual» entre las diferentes administraciones.


  En apenas veinte años, la mayor parte del gasto social se ha descentralizado. Su ejecución ha pasado a las Comunidades Autónomas, que dedican un 60% de su gasto total a los servicios de educación y sanidad. En este escenario, el pariente pobre ha resultado siempre la administración local, a quien se han transferido amplias responsabilidades en materia social sin que fueran acompañadas en muchos casos de la imprescindible financiación. Una «precariedad local» que ha generado diferencias muy significativas entre ayuntamientos y territorios respecto a sus políticas sociales.


  La agenda oculta: inventando el «estado del malestar»


  Hasta el estallido de la crisis, el neoliberalismo corsario había ido preparando el asalto al Estado del Bienestar cuestionando más sus fundamentos y legitimidad que criticando o reduciendo su tamaño o los volúmenes de gasto. Una opción políticamente más viable entonces y más útil para desmontar la capacidad de intervención del Estado en la economía, o capturar el negocio de los grandes monopolios y servicios públicos. El objetivo del primer asalto fue acabar con las políticas de pleno empleo y las políticas de intervención económica. El bienestar podía esperar porque aún no estaba a tiro. Primero había que socavar su legitimidad para debilitar el amplio consenso social que lo sostenía.


  Privatizar Telefónica o Repsol parece una acción que casi todo el mundo puede llegar a entender como justificable y muchos pueden incluso apoyar. Privatizar un hospital supone otra muy distinta. Muchos no la entienden y otros tantos la rechazan. Las telecomunicaciones son un negocio. La salud continúa siendo un derecho y un servicio. En términos de opinión pública, no podía atacarse directamente a los productos del bienestar. Se hizo necesario desarrollar una «agenda oculta» contra el Estado del Bienestar que modificase a peor las percepciones mayoritarias entre la ciudadanía respecto a las políticas sociales. Dicha agenda se centró en cuestionar, tanto el excesivo consumo de sus políticas, como los decepcionantes resultados producidos tras tanto esfuerzo. Para reducir el gasto social, primero había que convencer a la mayoría de que efectivamente era gasto, pero no era social.


  En cuanto a los inputs o insumos que consume o entran al Estado del Bienestar, los esfuerzos se concentraron en cuestionar tanto la legitimidad de las decisiones de gasto como su eficiencia. El neoliberalismo corsario, con abundante apoyo de sofismas y formatos seudocientíficos, ha elaborado un poderoso discurso donde el gasto social no responde realmente a las necesidades de la gente, sino a los intereses particulares de los «burócratas» y «políticos», que lo deciden y gestionan lejos del control y los intereses de los ciudadanos. Gastamos mucho y además gastamos mal, en cosas que realmente la mayoría no necesita. Lo público se ha convertido en sinónimo de una burocracia autoritaria que decide sin consultarte sobre cosas tan personales como tu médico.


  El Estado del Bienestar es representado como una amenaza para la libertad individual. Un discurso que se complementa con una causa general contra la política. Según el discurso corsario, ni las elecciones, ni los partidos, sirven como instrumentos efectivos del control, dada la creciente distancia que existe entre los electores y unos representantes a quienes se vota cada cuatro años y aparecen como inaccesibles, opacos, distantes y oportunistas. El objetivo de semejante dialéctica ha buscado desplazar la idea del Estado del Bienestar del núcleo de nuestra identidad colectiva como sociedades democráticas. Lo público ya no es «nuestro»; es de «ellos», los políticos y burócratas que deciden por nosotros sin contar con nosotros. El Estado del Bienestar ha ido perdiendo espacio y base en nuestra identidad colectiva, para convertirse en algo que sólo sirve a «los políticos», a «los burócratas», a los «parados» o a los «subsidiados».


  En cuanto a los outputs o resultados que produce o salen del Estado del Bienestar, lo público lleva años soportando un implacable fuego cruzado de seudoestudios, macroestadísticas y psicoteorías para demostrar «científicamente», tanto la ineficiencia e ineficacia del voluminoso gasto generado, como su incapacidad para resolver los problemas que pretendía gestionar. La idea fuerza se centra en demostrar con grandes números cómo los programas y políticas públicas no pueden funcionar porque no se ajustan ya a los intereses de los grupos e individuos que declaran atender. Responden principalmente a los intereses de los grupos y burócratas que toman las decisiones de gasto. El gasto social no es social, por eso no funciona.


  En este relato, la defensa de lo privado no supone sólo una apuesta por un modelo superior de gestión. Enseña el camino para devolver la libertad y la capacidad de elección a los individuos frente a la amenaza de un Estado intervencionista y confiscatorio que ya no es de todos, ya no es «público». Se privatiza para liberar y para obtener mejores resultados, no para hacer negocio, proclaman siempre los piratas de lo público. No lo hacen por ellos, lo hacen por nosotros. El Estado del Bienestar se ha convertido en el «estado del malestar». Porque no funciona, porque no responde a nuestras necesidades, porque interviene en nuestras esferas de decisión más personales y porque además nos sale muy caro.


  Esta causa general contra el «estado del malestar» encontró además una nueva audiencia muy receptiva entre amplios sectores de una sociedad que evolucionaba, desde pautas de producción y consumo masivos, a pautas de producción flexible y consumo segmentado. Hace cuarenta años, en un continente arrasado por las guerras y el hambre, lo prioritario era poner en pie sistemas de producción masiva de bienestar que distribuyeran ayuda, sanidad o educación a una población en precario. Tras décadas de sanidad y educación públicas, disfrutando niveles de renta crecientes, amplias capas de la población prefieren poder elegir servicios más personalizados y ajustados a sus necesidades y están listos para votar a la fuerza política que se los ofrezca. Para nuestros abuelos, lo relevante era tener acceso a un médico. Para nosotros, lo relevante reside en si tenemos que esperar o no, o si podemos elegir o lo va a escoger por nosotros un funcionario desconocido. El discurso «libertador» del neoliberalismo corsario da plena satisfacción a las aspiraciones de grupos e individuos convencidos de que lo público ya no es para ellos, que lo público es cosa de otros, algo que sólo les sirve a los demás.


  Si medimos el impacto de esta «agenda oculta» sobre el Estado del Bienestar en términos de volumen de gasto en sanidad, educación o protección social antes de la gran recesión, la primera impresión sería que el bienestar ha resistido razonablemente bien al malestar. Pero si medimos su impacto sobre la idea del bienestar como «institucionalización de la responsabilidad gubernamental de mantener unos estándares nacionales mínimos de bienestar» (Mishra, 1990), la conclusión resulta bien diferente. El neoliberalismo corsario ha obtenido grandes resultados a la hora de convertir en ideas predominantes entre la opinión pública afirmaciones como: «Las políticas activas de creación de empleo no sirven para nada y sólo valen para financiar a los sindicatos», «Los servicios universales son injustos y regresivos porque el hijo de un rico tiene los mismos beneficios que el hijo de un pobre», «Es injusto que un jubilado no pague sus medicinas y un parado sí», «El paro está lleno de gente que no quiere trabajar» o «Mucha gente que percibe ayudas en realidad se las gasta en irse de vacaciones o comprar plasmas».


  Admitámoslo, el neoliberalismo corsario ha obtenido un gran éxito a la hora de lograr que nos planteemos la legitimidad de criterios de elegibilidad para acceder al sistema de bienestar público, la justicia y eficacia de las políticas de redistribución de la riqueza e igualdad de oportunidades, o la inevitabilidad de ciertos niveles de pobreza y exclusión social como resultado de la libre elección de los individuos. Para muchos, por la vía de las políticas redistributivas y la igualdad de oportunidades, ya no llega riqueza. Sólo llega pobreza. Se ha impuesto en grandes capas de la sociedad la «teoría económica del goteo» (Stiglitz, 2012). Mantener las rentas y el margen de beneficio de los que más tienen acaba beneficiando («goteando») a todo el mundo, porque ellos son quienes generan el crecimiento y el consumo. Mientras que subirles los impuestos y obligarles a compartir parte de su riqueza sólo conseguirá que se vayan, dejando más pobreza tras de sí. «La desigualdad genera riqueza» es el mensaje emergente entre los piratas de lo público. Da igual que la evidencia demuestre cómo, durante los últimos años, la acumulación de riqueza en los grupos de renta más altos ha provenido de la extracción de renta entre aquellos grupos de clase media o media baja. Los propagandistas del «goteo» nunca se rinden. Si Amancio Ortega gana mucho dinero y obtiene beneficios fiscales, creará empleo; todos seremos un poco más ricos. Si le obligamos a pagar impuestos, se irá; todos seremos un poco más pobres.


  Los tres mundos del Estado del Bienestar o los tres infiernos del estado del malestar


  Revisitar la tipología de los mundos del bienestar de EspingAndersen puede servirnos como guía para sistematizar mejor el efecto de esta «contrarreforma del estado del malestar» sobre la evolución de las diferentes formas de provisión del bienestar. La estrategia de socavar la legitimidad de la misma idea de Estado del Bienestar ha logrado inducir impactos muy relevantes, afectando no sólo a las formas institucionalizadas de provisión del bienestar, sino a la filosofía que las sustenta y las justifica.


  En el régimen liberal del bienestar «revisitado» se ha tendido a la «remercantilización» de los derechos. Se han reforzado aún más la fe ilimitada en el mercado y el compromiso político con la minimización del Estado. El mundo liberal evoluciona hacia una progresiva reducción de los derechos asociados con la ciudadanía. Lo público debe limitarse a garantizar los peores riesgos y se restringe cada vez más la condición de elegible para los beneficios. En este «capitalismo del bienestar», lo público estaría por completo al servicio del mercado. La desmercantilización de los derechos no es una opción. El bienestar presenta un alcance cada vez más residual. Se definen cada vez más restrictivamente los riesgos sociales y se produce un desplazamiento hacia sistemas de provisión más locales. El mundo liberal camina hacia la consolidación de un «sistema dual». Una red de servicios para quienes están dentro del mercado y compiten, y otra red providencial para quienes quedan fuera o no son capaces de competir. Su principal misión consiste en facilitar que el mercado privado pueda reclutar trabajo barato y de baja calidad. Eso permite mantener una tasa de paro relativamente baja pero, a cambio, el crecimiento económico que genera viene acompañado por un acusado desequilibrio en cuanto al reparto de la riqueza.


  En el régimen conservador «revisitado» se ha tendido a la «recalibración» de los derechos. Se mantiene un acusado corporatismo, reforzando aún más el peso de la segmentación por estatus social y corporativo para acceder a los derechos. En el mundo conservador, la familia sigue teniendo un papel central y la intervención pública se limita a actuar como respuesta a los fallos de la familia. Se mantiene el tratamiento privilegiado para los funcionarios públicos. Pero se apuesta por una creciente provisión de los servicios sociales vía mercado y, sobre todo, a través de asociaciones voluntarias y benéficas. No varía sustancialmente el enfoque pasivo de las políticas de empleo, pero no tanto para evitar interferir en el mercado, como para preservar el papel del cabeza de familia. El principal riesgo para este régimen reside en que la financiación del sistema responde mal en tiempos de crisis, al basarse primordialmente en el empleo. Más paro supone menos ingresos, menos recursos y más demanda. De ahí que también evolucione hacia un «sistema dual» donde convivirían dos «submundos» del bienestar. Una red de servicios y derechos para aquellos que tienen una carrera laboral estable. Otra diferente y más reducida para quienes viven con su empleo en precario.


  En el régimen socialdemócrata del bienestar «revisitado» se ha priorizado la contención del gasto. Pese a proceder a ajustes y recortes, se mantiene un alto compromiso con una cobertura comprehensiva de los riesgos y niveles generosos de beneficios. Se introducen políticas de promoción activa de bienestar, vinculándolo a la búsqueda de empleo y oportunidades como requisito para acceder al sistema de ayudas. El mundo socialdemócrata mantiene formalmente su carácter universal, y los derechos acompañan al individuo-ciudadano, pero con un creciente peso de las ayudas vinculadas a la necesidad. Conserva un alto grado de desmercantilización de los derechos para maximizar la independencia de los individuos frente al mercado, pero ha abandonado las políticas de pleno empleo y de expansión de los servicios sociales. Su principal riesgo reside en la elevada fiscalidad exigida por su mantenimiento y la amenaza que implica para su financiación la creciente movilidad del dinero. Como respuesta, ha evolucionado hacia el debilitamiento del monopolio del Estado, potenciando los servicios de suministro mixto con un creciente peso de los modelos de gestión y la iniciativa privada. En este régimen, no hay dualización de la red, sino dualización de las formas de provisión. La misma red de servicios se dualiza en cuanto a la manera de suministrarlo: a través de burocracias públicas y por medio de proveedores privados.
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  La tabla 2 sintetiza las principales pautas de reforma de los tres mundos del bienestar y ayuda a entender cómo ha afectado a los elementos diferenciales de los diversos mundos o regímenes. Como puede comprobarse, el daño provocado a la legitimidad de lo público y al ideal del bienestar como una responsabilidad colectiva, ha resultado ser mucho mayor de lo que parecía bajo el brillo del crecimiento económico y la prosperidad del arranque del siglo XXI.


  En España, la crisis económica de mediados de los años noventa y la llegada al poder del Partido Popular confirman el cambio de tendencia registrado durante los últimos gobiernos de Felipe González. Al igual que en el resto de Europa, el cambio no supone tanto una reducción como una congelación de los volúmenes de gasto. La transformación más relevante se refiere también al cuestionamiento del modelo y la filosofía que había construido la «vía media» española. Especialmente durante su segunda legislatura, el Gobierno de Aznar pone en marcha una estrategia de «recentralización» de políticas «básicas» del Estado, que se consideraba no deberían haberse cedido en semejante proporción a las Comunidades Autónomas. En el diagnóstico aznarista, las Autonomías estaban matando al Estado.


  Se trataba de recuperar un papel jerárquico superior para el Estado central que le permitiera planificar, dirigir y controlar las políticas públicas básicas y el desarrollo de las autonómicas. España tenía que volver a ser gobernada desde Madrid, porque si no, antes o después, dejaría de ser España. Un «neoespañolismo» que se intentó en materia educativa con la Ley Orgánica de Calidad de la Educación (LOCE), recentralizando la elaboración y control del currículo, la evaluación del rendimiento o la acreditación del profesorado. Se intentó también en materia social, reforzando la capacidad de decisión exclusiva y el control del Gobierno central sobre las transferencias y mecanismos del Plan Concertado de Servicios Sociales.


  La teoría que inspira la aspiración recentralizadora de esta «nueva derecha neoespañolista» no puede resultar más sencilla. Las Comunidades Autónomas no son Estado, son unidades implementadoras. Sólo es realmente Estado el Gobierno central y su administración general. El Gobierno central manda y las Comunidades Autónomas obedecen. El Gobierno central controla y las Comunidades que no cumplan reciben castigo. El Estado se configura como una pirámide, en cuyo vértice superior se sitúa el Gobierno central y su administración. Las restantes administraciones se van descolgando hacia la base siguiendo una estricta relación jerárquica. El Gobierno central decide y controla, las Comunidades Autónomas implementan sus decisiones y responden a su control.


  El camino de reforma del bienestar en España ha mezclado de manera desordena elementos de las revisiones y transformaciones ya expuestas para los regímenes conservador y socialdemócrata. Hasta la llegada de la gran recesión, se ha centrado en congelar y recuperar el control sobre los procesos de universalización de la sanidad o la educación, reforzar el vínculo entre acreditación de la necesidad y obtención de la ayuda para acceder al sistema y la apuesta por formas de provisión que priman las fórmulas de mercado o a las asociaciones voluntarias o benéficas. En este tiempo, hemos avanzado hacia un «sistema doblemente dual», tanto respecto a la oferta de servicios —universales y selectivos—, como respecto a las formas de provisión. Ha ido medrando el peso de la combinación entre servicios de bienestar de concepción universal y servicios de funcionamiento selectivo. También ha crecido la combinación entre fórmulas de provisión púbicas y fórmulas de provisión privada para ambos regímenes de bienestar. Nuestra «vía media» al bienestar parece haber iniciado su conversión hacia una «doble vía»; una lleva al bienestar, otra conduce al malestar.


  El estado del malestar a la española: las oportunidades perdidas de Zapatero


  El cambio de Gobierno propiciado por la victoria electoral de José Luis Rodríguez Zapatero en 2004 afectó directamente, tanto a las políticas de equilibrio fiscal, como a la estrategia de privatización masiva de lo público. El nuevo Gobierno rompe con el dogma del equilibrio presupuestario, «descongela» las políticas de gasto social y pone en marcha el ambicioso intento de la ley de dependencia. La creación del sistema de atención a la dependencia pretendía conformar un paso hacia un régimen de bienestar más próximo a la tradición del Norte de Europa. Pero, en la práctica, acabó respondiendo una vez más a la «vía media» que ha marcado el desarrollo de nuestro bienestar. La atención a la dependencia superpone elementos de carácter universal en cuanto al reconocimiento del derecho con un exhaustivo sistema de acreditación de la necesidad individual.


  En cuanto a la política de privatizaciones, su ritmo, alcance e intensidad se redujo significativamente. Así, durante la primera legislatura, sólo destacan la liquidación de Izar, la salida del polémico Aresbank y la venta de una pequeña participación en Endesa a raíz de la oferta pública de adquisición (OPA) de Acciona-Enel en 2007. Las privatizaciones retroceden muchas posiciones en la agenda pública. Esencialmente, porque no quedaba mucho que vender. Pero también a causa de una decisión ideológica y política por parte del nuevo gobierno.


  Este giro impulsado por Zapatero se explica por tres razones. La primera es económica. El crecimiento económico y el progresivo saneamiento de las cuentas públicas, acelerado por la exuberancia recaudatoria que acompaña al boom inmobiliario, habían relajado por completo la urgencia del ajuste fiscal y la necesidad o utilidad de privatizar patrimonio público. Además, los negocios privados iban bien. Los mercados no acreditaban excesivo interés por los «retales» que quedaban en exposición en las vitrinas del Estado. Con las cuentas equilibradas, el gobierno carecía de incentivos para mantener congelado el gasto social. Tampoco necesitaba buscar más recursos primando la privatización de las empresas con problemas. Tampoco resultaba fácilmente justificable transferir a manos privadas actividades tan rentables como las loterías o los paradores de turismo, mucho menos servicios sociales básicos y apreciados como la sanidad o la educación.


  Aunque, de nuevo, el factor definitivo del cambio será que los perfiles de los nuevos gestores económicos ya no encajan en el perfil del burócrata corsario que habían liderado las privatizaciones de las dos legislaturas de Aznar. El máximo responsable de Economía, Pedro Solbes, había sido ministro de Economía y Hacienda con Felipe González (1993-1996) y responsable principal ya entonces de la ralentización del proceso privatizador impulsado por Carlos Solchaga. Tras dejar el ejecutivo, se mantuvo en el servicio público en puestos de responsabilidad política en Europa. No realizó el tránsito a la empresa privada. Los sucesivos ministros de Industria, José Montilla, Joan Clos o Miguel Sebastián, también presentan el perfil de una dedicación casi exclusiva a la vida pública y a la actividad política. Priman los perfiles políticos y comparten una visión positiva de las capacidades de la gestión pública. Pero, sobre todo, pesa en su ánimo el saldo político negativo de los procesos de privatización iniciados por los gobiernos de González y rematados por Aznar.


  La gran privatización había significado la transferencia del control sobre empresas y sectores claves a un grupo de teóricos empresarios, la mayoría funcionarios en excedencia, más propensos a entenderse con gobiernos conservadores. Una experiencia que los ejecutivos de Zapatero no querían repetir. «Se hizo una privatización muy mal hecha de algunas empresas españolas […] sin un desarrollo previo de una adecuada regulación del sector ni en temas de seguridad energética ni de ningún otro tipo» (Pedro Solbes, vicepresidente primero, elpais.com, 29/7/2006). Esta visión crítica responde también a argumentos de carácter más estrictamente económico. «El poder político se ha inmiscuido de forma excesiva en la toma de decisiones en las cajas de ahorro […] la privatización puede resolver ese problema, pero puede generar problemas de concentración» (Pedro Solbes, lainformacion.com, 26/11/09).


  La segunda razón del giro del nuevo gobierno se halla en la política. En el discurso de la política económica socialista, el gasto social supone un eje básico. La política de privatizaciones había resultado siempre instrumental y complementaria, no una política central como lo era y es en el discurso económico popular. El discurso económico socialista necesita la concurrencia de circunstancias económicas excepcionales que justifiquen el recurso a un elemento ajeno como las privatizaciones. En el discurso económico popular, la privatización conforma un elemento tan natural como central de su modelo económico ideal.


  La tercera razón es estratégica. Desmarcarse de la dinámica privatizadora de Aznar ofrecía al nuevo ejecutivo una oportunidad segura y muy visible públicamente para diferenciarse, remarcando su perfil más ideológico y de izquierda. En la campaña de 2008, durante el famoso debate entre los responsables de economía del Partido Socialista (PSOE) y del PP, Pedro Solbes y Manuel Pizarro, el socialista marcó uno de sus mejores tantos al acusar a los populares de pretender privatizar las pensiones. Ilustró su acusación recuperando unas palabras de Pizarro en 1994, en las que se manifestaba a favor de que España implantase un sistema de capitalización privada al estilo de Chile. Otro buen ejemplo lo presenta una de las eternas candidatas a la privatización: Radio Televisión Española (RTVE). La estrategia del nuevo ejecutivo se orientó en la dirección contraria a la privatización. Se reforzó su carácter público, llegando incluso a excluirla como competidora de las televisiones privadas en el mercado de la publicidad.


  Sin duda, la estrategia de diferenciación funcionó. Nadie lo explica y refleja tan bien como Álvaro Nadal, el entonces secretario de Economía del PP: «Zapatero se parece a los nostálgicos del bloque comunista» (libertaddigital.com, 21/5/2010). Sin nostalgia alguna del pasado, si algo se debe reprochar a los gobiernos de Zapatero es precisamente no haber aprovechado esa primera legislatura de bonanza económica para reconstruir un discurso de afirmación de lo público más seguro y contundente, menos acomplejado ante la suficiencia de los defensores de la supremacía de lo privado por cualquier medio necesario.


  Zapatero desaprovechó la ocasión generada por la bonanza económica para recuperar presencia pública en sectores económicos e industriales clave para nuestra competitividad. Tampoco se ocupó de regular con criterios de eficiencia e interés público los sectores liberalizados por los gobiernos de Aznar a mayor gloria y beneficio de los oligopolios piratas. Tampoco dotó de recursos e instrumentos suficientes a las diversas agencias reguladoras para que ejerciesen de verdad su función en defensa de los ciudadanos y clientes, dejando de ser sólo una parte del decorado.


  Sin cuestionar apenas el marco conceptual de superioridad de lo privado que había sustentado el programa de privatizaciones de la derecha, incluso aceptándolo implícitamente, el ejecutivo socialista se limitó a congelar la estrategia de privatización de lo público sin revisarla. Una posición muy coherente con la lógica del burócrata reorganizador protagonista de las privatizaciones de los gobiernos de Felipe González y dominante en la tradición socialista. De nuevo, lo mejor de los dos mundos. Conservar el estatus y los incentivos de lo ejecutivo, pero haciéndolo compatible con cierto grado de intervención en la economía; pero tampoco mucho, no fueran a ser catalogados como radicales o comunistas.


  La crisis económica forzó un abrupto cambio de rumbo en el segundo mandato de Zapatero. Acuciado por el déficit y presionado desde Bruselas, en 2009, Zapatero anuncia sin apenas explicarlo un giro dramático en su política económica, virando hacia el ajuste y la consolidación fiscal exprés. Un cambio de dirección que no supone tanto una novedad como más bien una vuelta al pasado. En coherencia con la tradición socialista, Zapatero repite errores parecidos a los de Felipe González durante la década de los ochenta. Desde un discurso de culpabilización de lo público, se demonizan el gasto y el déficit mientras se constitucionaliza el dogma del equilibrio fiscal y se plantea recurrir a la venta del patrimonio público para aliviar problemas de financiación y recaudación. La política de privatizaciones se recupera como política instrumental al servicio de la estrategia de consolidación fiscal a toda costa. De nuevo, se opta por el camino más fácil: vender las joyas de la familia, salir del bache como sea, aunque implique subordinar lo público a lo privado.


  El Gobierno de Zapatero puso en marcha un duro e injusto programa de ajuste del gasto y contención del déficit. Se baja el sueldo a los funcionarios, se congelan las pensiones y se implementan políticas de choque para recortar y ajustar el gasto social. En paralelo, arrancó el proceso para privatizar parcialmente al menos un 40% de AENA y un 30% de Loterías por medio de una oferta pública de venta (OPV). Llegó a autorizar la salida a Bolsa de Loterías para octubre de 2011. La oposición del Partido Popular fue frontal, pese a haber incluido las privatizaciones en su programa electoral de 2008. Los medios de comunicación próximos al neoliberalismo corsario convirtieron la previsión de las privatizaciones de AENA o Loterías en una causa general contra el Gobierno socialista. El argumentario osciló entre la acusación de «malversación de caudales públicos» y el levantamiento de graves sombras de corrupción sobre, por ejemplo, el proceso de privatización de los aeropuertos. Desde el Partido Popular se llegó a hablar de privatizaciones «fraudulentas» (elplural.com, 28/5/2012). Finalmente el gabinete socialista paralizó el proceso alegando las difíciles condiciones del mercado.


  El debate político suscitado y la paralización final de las ventas indican en qué medida la privatización de lo público en España, una vez más, viene determinada y condicionada por la cuestión del control del resultado final del proceso. Se privatiza para transferir la propiedad a un comprador predeterminado, no por la urgencia o la necesidad de sanear las arcas públicas. Se privatiza para que la empresa o servicio público acabe en manos de intereses privados previamente seleccionados, definidos y pactados. El comprador se hace con el negocio desde posiciones de ventaja. A cambio, el vendedor político recibe control, influencia y, si llega el caso, una oportunidad profesional. La crisis, la economía y el déficit ofrecen la excusa perfecta para privatizar. Pero la razón que realmente guía y explica la privatización reside en transferir el control del patrimonio público a manos e intereses privados, afines y próximos. Se privatiza para los piratas de lo público.


  El círculo corsario ataca de nuevo


  El Gobierno de Mariano Rajoy ha dejado claro desde el principio que su primera prioridad residía en la corrección del déficit. La «inevitable» solución pasaba por ejecutar un agresivo programa de ajuste fiscal y recorte del gasto público, sin que ninguna partida pudiera considerarse a salvo o «blindada», tampoco entre el gasto social. No hay excepciones. Como el propio Rajoy suele repetir: «No me gusta pero hay que hacerlo». El rigor y la seriedad de semejante compromiso se publicitan incansablemente como el camino más seguro para recuperar la confianza de los todopoderosos mercados.


  Se trata no sólo de reducir el gasto del Estado, sino su tamaño. Lo privado no sólo es mejor y más barato. Lo privado es además la solución. En coherencia con ese discurso, se ha anunciado un segundo plan de privatizaciones semejante al programa implementado por Josep Piqué durante la primera legislatura de Aznar. Una vez más, la retórica gubernamental lo justifica en la expectativa de ingresar «entre 20000 y 30000 millones de euros» (cincodias.com, 27/05/2012) para amortizar la deuda pública. La «precisión» y el «rigor» de los cálculos y la exagerada amplitud de la horquilla manejada dan buena cuenta del carácter puramente publicitario y justificativo del argumento. El Ministerio de Economía trabaja sobre la idea de privatizar empresas como Renfe, AENA, Puertos del Estado, Paradores de Turismo o Loterías y Apuestas del Estado. Las expectativas del mercado marcarán los tiempos y los ritmos.


  Mariano Rajoy y su partido se aprestan a hacer, en versión corregida y ampliada, aquello que cuando fue anunciado por Zapatero calificaron como «una “malversación” de fondos públicos porque el Estado habría dejado de recaudar una cantidad anual fija a cambio “de unos capitales”. El Gobierno puede vender una parte de Loterías, pero por una cantidad que garantice los ingresos que obtiene actualmente, ya que, de lo contrario, se estaría produciendo una “despatrimonialización del Estado”» (Cristóbal Montoro, portavoz de Economía del PP, lavanguardia.com, 29/9/11). Lo harán utilizando exactamente los mismos argumentos de Zapatero: la necesidad urgente de ingresar recursos para equilibrar las cuentas públicas y las siempre oportunas «presiones» de Europa por una mayor liberalización.


  Aunque lo parezca, no es exactamente lo mismo. Existen algunas variaciones significativas respecto al escenario que debió gestionar el presidente socialista. En primer lugar, el Estado ya ha hecho un ajuste importante del déficit. Privatizar ahora no parece tan urgente, ni tan necesario. A no ser que se cuestione el discurso oficial sobre la buena marcha de la consolidación fiscal, o la supuestamente recuperada facilidad para financiarse en los mercados. En segundo lugar, Europa parece más interesada en que nuestro Gobierno afronte la ineficiencia de los oligopolios privados y piratas surgidos en España tras las privatizaciones, que en propiciar el nacimiento de nuevos oligopolios. Europa habla poco de privatizar Loterías o Renfe. Sin embargo, suele explayarse sobre las prácticas restrictivas de nuestras telefónicas o nuestras eléctricas.


  «No queremos vivir en la subvención permanente» (María Dolores de Cospedal, abogada del Estado, secretaria general del PP, presidenta de Castilla-La Mancha, cadenaser.com, 30/6/2013). El retorno al eje central de la política económica del Gobierno del discurso sobre superioridad de la gestión privada, la proclamación de la necesidad de «mejorar» la eficiencia pública apostando por lo privado y la recuperación de la política de privatizaciones no responden a urgencias presupuestarias. La razón, de nuevo, debe buscarse en la ideología y en los intereses profesionales de los nuevos responsables económicos. Los perfiles han vuelto a cambiar drásticamente. El proceso privatizador recupera su centralidad para ajustarse a esos nuevos intereses y valores. La administración que emerge tras el triunfo Popular en 2012 está claramente colonizada de nuevo por la figura del burócrata corsario. O para ser más preciso, por la segunda generación de burócratas corsarios.


  Como los protagonistas de las dos legislaturas de Aznar, los nuevos responsables Populares son también en su mayoría burócratas formados en los cuerpos de élite de la administración pública, especialmente técnicos económicos del Estado. A diferencia de sus predecesores, su primer tránsito es hacia la política, aunque ejerciendo roles de expertos y asesores. Su salto a la empresa privada se produce casi siempre ya desde puestos de notable responsabilidad política.


  El viejo modelo del círculo corsario se modifica levemente para adaptarse a las características distintivas de esta segunda generación. Formados en la administración pública, pasan a la política como técnicos y expertos y luego a cargos políticos medios en los gobiernos de Aznar. Desde allí tejen y desarrollan las redes de contactos e influencias que facilitarán su salto a la empresa privada tras la victoria socialista de 2004. Ya al frente de pequeñas consultoras propias, o en puestos ejecutivos en grandes corporaciones, extienden y alimentan la red de contactos políticos que les ha facilitado volver a desembarcar con viejos y nuevos objetivos en la política y en la gestión pública.


  Vuelven a la administración pública para cumplir una misión acorde con los intereses privados para los cuales han trabajado y que hacen suyos. Pero también para terminar la tarea ideológica que la derrota electoral del 2004 interrumpió inesperadamente.


  Como hizo la primera generación de burócratas corsarios, su primera gran prioridad será declarar culpable a lo público. Así aseguran que el Estado cubra las pérdidas privadas causadas por el derrumbe del castillo crediticio, la recesión económica y la mala gestión en sectores previamente desregulados, como el financiero. Como antes sus mayores, también buscarán completar la captura a manos privadas de las empresas públicas que no pudieron privatizarse en su día, bien por causa de su rentabilidad, bien por una difícil justificación ante la opinión pública.


  Pero esta segunda generación corsaria tiene la oportunidad de plantearse nuevas misiones y retos inalcanzables para la primera por mor de sus altos costes políticos y electorales. El Estado del Bienestar parece exhausto y su legitimidad se aprecia fuertemente desgastada. Por primera vez, el gasto social parece abordable. Se ha abierto una oportunidad para ampliar drásticamente la participación del negocio privado en el gasto social, facilitando su acceso privilegiado a espacios y mercados hasta ahora protegidos por tratarse de servicios públicos básicos.


  Por primera vez, lo público puede acabar capturado y puesto al servicio de los nuevos grandes negocios del siglo XXI: la educación privada, la sanidad privada o los planes de pensiones privados. Negocios que, además, por culpa de la gran recesión, ven peligrar sus márgenes de beneficio y atisban en los presupuestos públicos su tabla de salvación para salir del bache y generar beneficios rápidos y seguros.


  La creciente contribución de los mecanismos y vías de provisión privada en los regímenes públicos del bienestar había incentivado una potente expansión del sector privado. Hasta la gran recesión, las cifras de negocio privado en la sanidad o la educación no habían parado de crecer, aunque fuera de manera modesta pero sostenida. Esta expansión se había basado en buena medida en «asunciones heroicas» respecto a la concurrencia de un crecimiento constante de la demanda privada de bienestar en detrimento de la pública, la rebaja continua de los costes de la producción de estos servicios en el sector privado y la ascendente disposición a pagar por parte de los hipotéticos clientes.


  La realidad ha desmentido buena parte de esas asunciones heroicas sobre la insatisfacción de los ciudadanos respecto a lo público y sus ganas de lo privado. La crisis ha dinamitado por completo los pronósticos de beneficio y ha parado en seco el crecimiento de los mercados del bienestar. Mucha gente renuncia a su seguro privado para volver a la sanidad pública. Colegios o universidades privadas habilitan líneas propias de crédito para evitar impagos de alumnos y padres o bajas de matrículas. Los fondos privados de pensiones zozobran. Mayores y dependientes deben ser socorridos por las administraciones cuando su centro de atención privado cierra sin previo aviso y sus gestores de desvanecen como fantasmas en una maraña de sociedades y subcontratas.


  Además de abrir nuevos mercados y expandir las posibilidades de negocio y el volumen de clientes, el abordaje al bienestar público ha debido garantizar un objetivo adicional: asegurar el volumen de negocio y el margen de beneficio de los operadores privados del bienestar ya en el mercado. Se trata de favorecer que las administraciones y los contratos públicos reemplacen a los clientes privados que se han perdido o ya no vendrán hasta que vuelva una recuperación económica de momento incierta.


  No se trata de una conspiración contra lo público, ni de un complot contra el Estado del Bienestar. Se trata de intereses que se organizan para asegurar sus propios objetivos por conveniencia y por convicción. De hecho, como comprobaremos, el abordaje se está desplegando de manera desordenada y parcial. La desorganización e incompetencia de los piratas de lo público y su búsqueda del beneficio individual ultrarrápido se han convertido en los mejores aliados del Estado del Bienestar. En gran medida, cada uno va a lo suyo y aprovecha las oportunidades al vuelo, como en los ataques piratas.


  Pero el abordaje no se circunscribe sólo a una cuestión de interés, control y maximización de beneficios privados. La misión que se impone nuestra segunda generación de burócratas corsarios se apoya también en una visión y una fe renovada en la superioridad de los modelos privados de provisión y gestión del bienestar. «Lo público es bueno para los demás, lo privado es lo mejor para mí» es el mensaje renovado del neoliberalismo corsario.


  Una segunda generación de burócratas corsarios


  Mariano Rajoy es un burócrata clásico y un político vocacional. Proviene de una burocracia semipública como son los registradores de la propiedad. Su pensamiento es tan burocrático que aún mantiene la titularidad de su plaza como registrador en Santa Pola (Alicante). Asegurada su actividad profesional con una profesión regulada por el Estado, pronto se dedicó por entero a la carrera política. Primero como burócrata en la sala de máquinas del Partido Popular, luego como político y ministro todoterreno en los gabinetes de Aznar. Su discurso nunca ha sonado especialmente agresivo hacia lo público, aunque su discurso casi nunca suena especialmente agresivo contra casi nada. Tampoco su posición en el partido ha sintonizado nunca en demasía con el ala ultraliberal de la derecha española. Pero siempre que ha debido elegir, ha escogido el lado de quienes ven un problema en el tamaño del Estado. «Tendremos el Estado del Bienestar que podamos permitirnos […] con todo el respeto, un país africano puede tener unos gobernantes con unas magníficas intenciones que quieran un gran Estado del Bienestar, pero si no tiene ingresos no es posible […] Si se reactiva la economía y se crea empleo, se pagarán más impuestos y podremos tener Estado del Bienestar. Y tendremos el que se ajuste a nuestras posibilidades» (Mariano Rajoy, elpais.com, 4/6/2012). No se puede decir más claro. Primero va la economía, luego, al final, si queda algo, irá el bienestar… o no.


  En coherencia con esa visión, no resulta extraña la presencia abrumadora de esta segunda generación de burócratas corsarios en su Gobierno, especialmente en el área económica, donde se conforma el núcleo central del ejecutivo y se define con autoridad y notoria visibilidad las políticas de las restantes áreas del Gobierno. Resulta evidente que las políticas sanitaria, educativa o de empleo se definen antes en los despachos de los ministerios económicos que en los propios despachos de los titulares sectoriales.


  Como a la anterior, a esta segunda generación también le une un itinerario muy semejante. Han accedido con trayectorias similares a la función pública. Se han formado mayoritariamente en centros privados tan militantes en lo privado como el ICADE, el Instituto de Empresa o la IE Business School. La gran mayoría han mantenido estrechas relaciones con el buque insignia del discurso privatizador en España: la Fundación FAES, tanto en sus etapas en el Gobierno como en sus períodos en la actividad privada.


  Comparten intereses, biografías y un modelo político basado en la hostilidad hacia la intervención pública. En cierta medida, conforman una «comunidad» conformada por una visión de cómo debe hacerse la política y las políticas públicas, hermanada por los intereses y por la fe en un modelo construido sobre la preferencia por la gestión privada como solución estable y la prevención contra todo lo que sea intervención pública.


  En el prólogo del libro España, claves de prosperidad (2010), coescrito por destacados miembros del equipo económico de Aznar, coordinado por el entonces independiente Luis de Guindos y publicado por FAES, el propio José María Aznar resume con su típica claridad castellana la esencia de esta fe compartida: «El éxito económico del período 1996-2004 responde […] a la sustitución de las malas políticas aplicadas con anterioridad por buenas políticas a partir de entonces. Se consiguió con el reemplazo de políticas socialistas —alérgicas a la economía de libre mercado y adictas al gasto público, al déficit público y a los altos impuestos— por políticas liberales, comprometidas con la libre iniciativa…». El ministro Luis de Guindos sintetizaba con similar perfección esta visión al explicar la filosofía que inspira la intervención de Bankia con miles de millones de dinero público: «Su futuro es brillante y la voluntad del Gobierno es llevar a cabo la privatización tras hacer su saneamiento» (elpais.com, 19/05/2012). Lo privado es el destino final, la nueva tierra prometida, el nuevo Nirvana.


  A la figura ya comentada del ahora ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, Cristóbal Montoro, se suma el nuevo ministro de Economía y Competitividad, Luis de Guindos. Pertenece al cuerpo superior de técnicos comerciales y economistas del Estado. Hizo carrera política en distintos cargos durante los gobiernos de Aznar, pasando por la dirección general de Política Económica, el consejo de administración de la SEPI (2000), la sociedad que gestionó la gran privatización, y la secretaría de Estado de Economía. Tras el triunfo de Zapatero en 2004, salta al sector privado como miembro del consejo asesor de Lehman Brothers a nivel europeo y director en España y Portugal, hasta su quiebra en 2008. De ahí, pasó a hacerse cargo de la dirección financiera de PricewaterhouseCoopers (PwC), firma actualmente investigada por delito fiscal. PwC es una de las cuatro grandes consultoras, junto a Deloitte, KPMG y Ernst and Young. Marcas a las que seguramente ya se habrán acostumbrado porque se han convertido en una especie de «fuerzas especiales» de este Gobierno. Son la gente de confianza, los «hombres de Harrelson» a quienes recurre el Gobierno cuando hay que efectuar un trabajo de desmonte del Estado realmente delicado. Luis de Guindos fue así mismo director del Instituto de Empresa desde 2010 y perteneció al consejo de administración de Endesa con carácter de externo independiente.


  También al máximo nivel político, al frente de la Oficina Económica de la Presidencia del Gobierno, se sitúa Álvaro Nadal. Doble licenciatura de Derecho y Económicas en ICADE, aprobó como número uno las oposiciones a técnico comercial y economista del Estado. Fue asesor de Josep Piqué en el Ministerio de Industria y Energía, que dirigió la liquidación total de la presencia pública en las grandes empresas públicas. Desde ese puesto, pasó luego por el Ministerio de Economía, donde trabajó a las órdenes de Cristóbal Montoro y posteriormente a las de Rodrigo Rato, a quien acompañó hasta 2001. Tras la derrota electoral, Nadal se integró en el PP como secretario de Economía y diputado, ejerciendo también como profesor en la inevitable IE Business School. Quien sí dio el salto a la actividad privada fue una figura muy próxima, su hermano, Alberto Nadal. También pertenece al cuerpo de economistas del Estado (fue el número dos tras su hermano). También hizo carrera política como asesor en el equipo económico de Rato para acceder, tras el cambio de Gobierno, a ocupar la dirección adjunta de la secretaría general de la CEOE. Ahora ejerce como secretario de Estado de Energía. Es el responsable de la política de reversión total de la apuesta por la diversificación de las fuentes de energía y las energías renovables, para volver a una política energética más próxima a los intereses de las grandes corporaciones dominantes. La reforma eléctrica aprobada en julio de 2013 ha supuesto la eliminación de las primas a energías renovables y la sexta subida de la luz desde que gobierna el Partido Popular. Ha repartido los costes del déficit tarifario entre consumidores, presupuestos del Estado y renovables, resultando ganadoras por KO las grandes eléctricas.


  Por su carácter simbólico, destaca el caso de Esperanza Aguirre. Funcionaria por oposición en el cuerpo de técnicos de información y turismo, tras hacer carrera política en los gobiernos de Aznar, accede a la presidencia de la Comunidad de Madrid para gestionar una administración que ha convertido la privatización en la bandera de su discurso político. Esperanza Aguirre ha actuado como una de las portavoces más audaces del discurso de superioridad de lo privado frente a lo público. En 2013, dimite y ficha como consejera de la firma Seeliger y Conde, una empresa catalana de recursos humanos especializada, paradójicamente, en la selección de directivos. Nadie como ella para resumir el discurso que inspira el segundo abordaje al Estado. Según Aguirre, la privatización de la gestión sanitaria tiene como objetivo «lograr que el sistema no colapse, que se pueda pagar puntualmente a los proveedores y farmacéuticos, y que ellos, los magníficos médicos y enfermeros de nuestra Sanidad, mejoren salarial y profesionalmente» porque «la experiencia ha demostrado que la Administración no es siempre la mejor gestora de esos servicios públicos cuando lo hace directamente» (Esperanza Aguirre, abc.es, 3/12/12).


  En los segundos niveles de decisión de la nueva administración económica, se sitúan también, de manera masiva, burócratas corsarios de segunda generación. En el área de Economía aparece Fernando Jiménez Latorre, secretario de Estado de Economía y Apoyo a la Empresa. Pertenece también al cuerpo de técnicos comerciales y economistas del Estado (1984). Tras ejercer como asesor del ministro de Economía y Hacienda (1989-1993), fue director general de Defensa de la Competencia (2002-2004). Pasó luego a la actividad privada como director asociado de National Economic Research Associates (NERA) del grupo Marsh& Mclennan, una consultora de servicios financieros, gestión de riesgos y capital humano.


  En la secretaría de Estado de Comercio se sitúa Jaime GarcíaLegaz Ponce. También pertenece al cuerpo de economistas del Estado. Ha ejercido como profesor en las universidades Complutense, Autónoma de Madrid, Europea de Madrid, CEU y San Antonio de Murcia. Su carrera política ha oscilado entre Presidencia del Gobierno y la Comunidad de Madrid. Fue director de Economía y Políticas Públicas de la Fundación FAES, donde ejerció como secretario general, y actualmente figura como patrono de la Fundación.


  En el área de Hacienda, encontramos a Miguel Ferre Navarrete. Inspector de finanzas del Estado desde 1991 y actual secretario de Estado de Hacienda. Fue subdirector general de Estadística y Planificación en el departamento de Aduanas e Impuestos Especiales (1996-2000) y consejero de Hacienda de la Representación Permanente de España ante la Unión Europea en Bruselas hasta 2006. Su paso a la actividad privada se produce en 2009, como socio de fiscalidad internacional de la consultora PricewaterhouseCoopers.


  Como secretario general del Tesoro y Política Financiera, se nombra a Iñigo Fernández de Mesa Vargas. También pertenece al cuerpo de economistas del Estado. Tras ser subdirector general del Tesoro en los gobiernos de Aznar, fue responsable de financiación del sector público e infraestructuras en Lehman Brothers y desde 2007 era consejero delegado en Barclays Capital.


  Antonio Carrascosa Morales fue primero director general de Política Económica y pasó luego a la dirección general del famoso Fondo de Rescate Ordenado Bancario. También pertenece al cuerpo de técnicos comerciales y economistas del Estado. Fue subdirector general del Tesoro y director general de Entidades de la Comisión Nacional del Mercado de Valores. Desde mayo de 2008, trabajaba como director de cumplimiento regulatorio en una vieja e inevitable conocida: PricewaterhouseCoopers.


  Las llamativas similitudes de las trayectorias de los integrantes del equipo económico del primer Gobierno de Mariano Rajoy ayudan a explicar, y entender, su absoluta sintonía con el diagnóstico y solución para la crisis financiera formulado desde el propio sector bancario. Como ellos, se centran en la clasificación del déficit público como el problema prioritario y en la receta de la austeridad como medicina. «La austeridad en el gasto público y la transparencia en la gestión de las cuentas públicas; la consolidación de un modelo social basado en la creación de más y mejor empleo; y una apuesta firme por el libre mercado, por la competencia, por la innovación y por el dinamismo empresarial» (De Guindos, España, claves de prosperidad, 2010).


  El grupo directivo del área económica comparte currículo y procedencia, pero también una fe renovada en la superioridad de todo lo privado y la percepción de lo público como algo que sólo merece desconfianza. Lo público es un problema que debe liquidarse y una carga que ha de aligerarse. La mejor prueba de esta fe compartida reside en cómo han empleado, de manera sistemática y planificada, una táctica específica de abordaje contra la credibilidad de los instrumentos públicos de gestión y control.


  La táctica resulta sencilla pero contundente. Primero se sitúa bajo sospecha permanente la credibilidad y validez de los instrumentos públicos de control, desde el Banco de España, a la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV) o el Instituto Nacional de Empleo (INEM). Para lograrlo, se recurre tanto a la descalificación interna, mediante una agresiva campaña de comunicación pública cuestionando su trabajo, como al descrédito internacional, alegando incluso supuestas exigencias de instituciones europeas ante la nula credibilidad de nuestras instituciones públicas. A continuación, mediante sustanciosos contratos públicos otorgados discrecionalmente, el Gobierno convierte en referentes y árbitros de su propia gestión a las empresas y al oligopólico sector de consultoría privada donde ellos mismos trabajaban, conservan intereses y seguramente volverán a recalar algún día. Fueron consultoras privadas como Oliver Wyman y Roland Berger las encargadas de verificar la «situación real» de las entidades financieras nacionalizadas. Serán consultoras privadas como KPMG quienes presuntamente van a gestionar, a partir de 2014, las prestaciones por desempleo, el control de los parados, el Fondo de Garantía Salarial (FOGASA) o la propia intermediación laboral.


  Un nuevo modelo para la privatización del bienestar: el abordaje 3D


  Como hemos visto hasta ahora, los elementos básicos del modelo que dio vida y justificó en su momento la transferencia masiva a manos privadas de empresas y monopolios públicos vuelven a estar operativos y listos para entrar en acción. La función parecía lista para representarse otra vez.


  
    	De nuevo, opera una «hermandad» privatizadora. La apuesta por la privatización de los servicios del bienestar viene gestionada por una amplia interacción cooperativa entre responsables corporativos de las empresas aspirantes a quedarse con los servicios y los responsables políticos. Think tanks, informes, jornadas, ponencias o programas piloto conforman un amplio repertorio de iniciativas conjuntas para desarrollar diagnósticos comunes y reivindicar lo privado como solución.


    	«Lo privado es mejor» vuelve a convertirse en dogma de fe. El abordaje privatizador del bienestar se construye sobre un discurso que reivindica sin complejos la superioridad de lo privado ante lo público. Lo público aparece denunciado a diario como abusivo, ineficiente, insostenible y obsoleto. La gestión privada se presenta como la única que puede garantizar la sostenibilidad de los servicios públicos. De nuevo, se trata de una creencia basada en la fe y en los prejuicios ideológicos. No sobre la evidencia empírica comparada. De nuevo, las presuntas ventajas de la gestión privada provienen, o de la rebaja de la calidad, o de los salarios. No es que gestionen mejor, simplemente pagan peor.


    	La privatización de servicios se vende nuevamente como un producto comercial. De nuevo, el «abordaje privatizador» se presenta envuelto en una intensa estrategia de venta y comercialización ante los usuarios de los servicios y las correspondientes opiniones públicas. De nuevo, soportamos un despliegue masivo de datos y afirmaciones sobre mejoras de productividad, reducción de costes o creación de empleo tan espectacular como poco contrastado. De nuevo, la promoción comercial de la privatización se refuerza con tácticas de contención en los medios de comunicación para minimizar la difusión de los discursos alternativos a la solución privatizadora.


    	Otra vez, se pretende dar un «gran salto adelante» privatizador. Han regresado los anuncios de programas y planes de privatización a gran escala. La estrategia vuelve a ser privatizar a través de procesos simultáneos y en masa para aprovechar a fondo la ventana de oportunidad de la crisis. A grandes males, grandes remedios, es el mensaje. El objetivo vuelve a consistir en asegurar la irreversibilidad del proceso e impedir que cualquier cambio de Gobierno posibilite la reversión a lo público.

  


  Sin embargo, la estrategia no parece operar con la misma eficacia ni con la misma contundencia exhibida durante los años ochenta o noventa. Los intentos de privatización en la sanidad o en la educación han encontrado una resistencia sin duda superior a la calculada por los piratas de lo público. La «agenda oculta» para el estado del malestar ha funcionado, pero sólo en parte. La deslegitimación de los inputs y outputs del Estado del Bienestar ha logrado un éxito desigual. Es cierto que mucha gente, especialmente aquella que disfruta de rentas altas y quiere poder optar por servicios privados, sostiene que lo público se ha vuelto autoritario, ineficaz y obsoleto. Grupos y amplios sectores de la población se muestran convencidos de que los servicios públicos se construyen en función de los intereses de los burócratas que los gestionan y controlan, sin atender las necesidades de los sujetos que los justifican. Mucha gente cree que lo público, efectivamente, no es para ellos y está dispuesto a votar a quien se lo quite de encima o les ofrezca recortarlo y reducirlo.


  Pero una sólida mayoría sigue pensando que lo público es para todos, ellos incluidos. El Instituto de Estudios Fiscales (IEF) presenta todos los años una potente macroencuesta con entrevistas presenciales sobre «Opiniones y actitudes fiscales de los españoles» (IEF, 2012). Los datos y las series temporales resultan contundentes y reveladores. Promediando los resultados de los últimos diez años, los ciudadanos se muestran críticos con los servicios públicos y con ellos mismos como usuarios. Identifican un amplio margen de mejora, pero la mayoría aprueba tanto su evolución (promediando 2,5 sobre 4), como su grado de accesibilidad (2,8 sobre 4) o su valoración y grado de satisfacción (2,7 sobre 4). Las opiniones se muestran algo más negativas al valorar la justificación del pago de impuestos respecto a la oferta de servicios (2,4 sobre 4) o la adecuación entre la oferta de servicios e impuestos (2,3 sobre 4).


  La relación entre fiscalidad y servicios conforma el punto más débil de la conexión entre ciudadanía y bienestar. Menos de la mitad de los entrevistados en 2011 por el IEF (43%) afirmaba que la oferta pública de servicios y prestaciones justificaba el pago de los impuestos. Casi seis de cada diez opinaban que no lo justifica. Esta percepción negativa se distribuye de manera bastante homogénea, aunque mejora entre los mayores (sesenta y cinco años y más), quienes tienen mayor nivel educativo y los residentes en municipios de mediano y gran tamaño. Como podía esperarse, los períodos de mayor «insatisfacción fiscal» con la oferta de servicios y prestaciones coinciden con la segunda legislatura de Aznar y la crisis económica.


  Aun con todo, la iniciativa privada suscita bastante más desconfianza que la administración, cosechando valoraciones negativas tanto en lo referente a la gestión (1,6 sobre 4), como en lo relativo a la financiación (1,6 sobre 4). Esta percepción, lejos de debilitarse con la recesión, parece incluso haberse reforzado durante las entregas posteriores a 2007. Así, por ejemplo, en 2011, un abrumador 70% considera que ningún servicio público debe estar gestionado o financiado por la iniciativa privada. En la serie de barómetros fiscales, como cabía esperar, los años en que las percepciones de los encuestados fueron ligeramente más favorables hacia lo privado y algo más hostiles hacia lo público, se corresponden con el final de la segunda legislatura de José María Aznar.


  Para esa sólida mayoría, la sanidad, la educación o los servicios sociales resultan mejores y, sobre todo, más fiables si son públicos. Mientras que la desconfianza y la incertidumbre aumentan cuando son privados. Para esa rocosa mayoría, parece existir una contradicción no resuelta entre bienestar público y negocio privado. No ve de manera intuitiva ni con facilidad dónde está realmente el negocio en la sanidad o en la educación. De dónde puede salir el margen de beneficio que racionalmente debe mover a los empresarios. Los usuarios de esos servicios tampoco se ven a sí mismos como clientes, al menos de momento. Aún se ven a sí mismos como ciudadanos que ejercen sus derechos.


  Los trabajadores de las empresas públicas como Telefónica o Endesa tuvieron que resistir las privatizaciones casi en solitario, con un apoyo mínimo de la opinión pública. Eran un negocio, estarían mejor en manos privadas y la mayoría preferíamos vernos como clientes, no como administrados. Sin embargo, las movilizaciones de los trabajadores de la sanidad o la educación contaron, desde el primer momento, con un amplio respaldo entre la opinión pública y los usuarios. La razón es que la sanidad o la educación no se perciben fácilmente como un negocio. Se catalogan y defienden como un derecho y a ellos como servidores públicos; no está tan claro que estén mejor en manos privadas y nosotros tampoco nos acabamos de ver como clientes. Acometer estrategias masivas de privatización para los servicios del bienestar aún parece venir acompañado de un coste político y electoral potencialmente elevado.


  El segundo asalto del neoliberalismo corsario a lo público y al bienestar necesitaba un modelo de abordaje diferente y más agresivo, dotado de una potencia de fuego capaz de destruir una resistencia al abordaje cimentada en una percepción mayoritariamente positiva respecto a los servicios de bienestar públicos. No bastaba con proclamar que lo privado era mejor, más eficiente o más libre. Había que demostrar a la mayoría que lo público es peor, más ineficiente y más autoritario. Para conseguirlo, debía asegurarse de que efectivamente los servicios públicos funcionaran peor. Había que deteriorarlos primero, y descapitalizarlos después para finalmente poder proceder a su desmantelamiento. Es el nuevo modelo de abordaje a lo público: el abordaje 3D: deteriorar, descapitalizar y desmantelar.


  La primera fase se centra en deteriorar los servicios públicos. La estrategia de ajuste fiscal exprés no responde únicamente a la necesidad o la urgencia de pagar las deudas o asumir las consecuencias del estallido de la burbuja crediticia. Supone una decisión deliberada para crear de nuevo otra gran oportunidad para reformular las políticas públicas en términos de oferta. La urgencia en la reducción del déficit ofrece la coartada que permite plantear recortes masivos también en el gasto social porque no queda otra opción. La decisión se plantea y se toma así en términos de auténtico shock. La urgencia y la necesidad de tomar decisiones que eviten un desastre mayor y más doloroso resultan tan apremiantes que nada puede permanecer al margen. Ni siquiera las partidas de gasto que en crisis anteriores permanecieron protegidas. Ni siquiera las partidas de gasto que se ha comprometido blindar en campaña electoral. Pese a que se pretenda vender como una decisión técnica o impuesta por otros, el ajuste fiscal exprés responde a una decisión ideológica. El ajuste exprés del déficit se usa como una herramienta política para deteriorar la calidad, los estándares y la eficacia de los servicios públicos encargados de aprovisionar el bienestar.


  Un ejemplo de cómo funciona esta fase inicial de deterioro deliberado de los servicios para preparar su privatización lo encontramos en la decisión de Renfe de reducir líneas y frecuencias en un 16%, afectando a más de 900000 viajeros. Una medida que se gestionó ocultando la información sobre los recortes de manera deliberada, generando más confusión entre los viajeros y aumentando la sensación de deterioro y crisis de la empresa. Otro tanto sucedió con el expediente de regulación de empleo (ERE) presentado en la empresa pública de Paradores, que supuso reducir la plantilla en más de un 12% y cerrar varios establecimientos tras un largo período de incertidumbre y conflicto que repercutió directamente sobre los clientes.


  La segunda fase se preocupa por descapitalizar los servicios públicos. No basta con reducir la oferta de bienes o servicios, reducir plantillas o sobrevalorar los costes e infravalorar los beneficios. Deteriorar no resulta suficiente. Debe lograrse eliminar el valor añadido que para una mayoría sigue aportando el carácter público de esos servicios. Hay que descapitalizar ese valor añadido. Para ello se atacan sistemáticamente a los grandes creadores de ese valor: los trabajadores públicos. Se cuestionará su integridad, su compromiso con lo público, sus motivaciones, su estatus profesional o sus intereses. Arrasando la confianza en los trabajadores públicos se destruye la confianza en lo público. En paralelo, se procede al desmonte de otro elemento clave para sostener la confianza en lo público: las reglas de decisión y los procedimientos que regulan a las organizaciones públicas proveedoras del bienestar. Las reglas y procedimientos que limitan y obligan el comportamiento y las decisiones de los funcionarios públicos, las reglas y rutinas que nos permiten conocer y tener asegurados nuestros derechos. El objetivo es que lo público se vuelva incierto, discrecional, inestable o caprichoso; es decir, un valor en el que ya no se pueda confiar.


  Minar la confianza en el sistema es cuanto buscan las continuas filtraciones sobre cambios e incertidumbres en torno a cómo se van a calcular las pensiones en el futuro, o sobre cómo se van a modificar los criterios de acceso a los servicios de dependencia. Otro buen ejemplo lo ofrece la gestión selectiva de los recortes en el empleo público. Las rebajas salariales, la eliminación de permisos o vacaciones o las reducciones en materia de bajas por enfermedad fueron presentadas por los respectivos gobiernos como la retirada de una serie de privilegios a un colectivo que había antepuesto siempre su interés gremial al interés de los ciudadanos. Convenientemente, se omitió del relato que se trataba de derechos obtenidos como compensación a renuncias salariales, por ejemplo, durante la crisis económica que marcó la Transición.


  Desde el año 2011, en España han sido despedidos más de 374800 empleados públicos (Datos INE, 2013). El 60% se ha localizado entre los trabajadores por cuenta de Comunidades Autónomas y ayuntamientos, los mayores responsables del gasto social y proveedores de los servicios sociales. El grueso de la descapitalización del personal público se ha concentrado, por tanto, entre el personal docente y sanitario y los trabajadores de servicios sociales municipales. En cambio, en los servicios de la administración central la reducción apenas ha llegado al 10% del total de los despedidos. Muy significativamente, el empleo sólo ha crecido entre las empresas públicas. Cuatro mil empleados más que han ganado su puesto de trabajo en empresas públicas a través de procesos de selección predominantemente discrecionales. Se ha despedido a trabajadores seleccionados por oposición y se ha contratado a trabajadores seleccionados por entrevista personal. Se recambia personal reclutado vía concursos públicos por cargos o puestos de libre designación, donde el principal nexo de confianza ya no va del usuario al trabajador, sino del trabajador a quien le nombró.


  La tercera fase del modelo se ocupa en desmantelar los servicios públicos. Igual que en los procesos de privatización de las grandes empresas públicas la venta se hizo por tramos y empleando instrumentos de venta opacos y controlados por el comprador, la privatización del bienestar se implementa por servicios y a beneficio de compradores también previamente seleccionados y mediante procesos opacos de adjudicación. En la sanidad, la educación o las pensiones, no hay empresas que poner a la venta en los mercados; hay servicios que desmantelar privatizando la gestión, transfiriendo parte de sus clientes a los proveedores privados o externalizando su control y evaluación.


  El ejemplo más acabado de cómo funciona esta fase final de desmantelamiento lo ofrece la práctica recurrente de entregar la gestión de servicios o su evaluación a consultoras y firmas privadas. Se confirma la encomienda a consultoras privadas la gestión de la intermediación laboral, el FOGASA o el control de los parados. Un modelo que el Gobierno de Mariano Rajoy pretende generalizar de manera declarada. De hecho, ya se ha anunciado en repetidas ocasiones la intención de encargar a agencias privadas el control y la evaluación de los sistemas de dependencia, o el control del rendimiento de los funcionarios. Renfe vuelve a ofrecer otro ejemplo de desmantelamiento secuenciado. En junio de 2013, la empresa matriz ha sido rebautizada como Renfe Operadora y desgajada en cuatro empresas diferenciadas en función de sus servicios: transporte de viajeros, mercancías, mantenimiento y material rodante. Una operación que sin duda facilita, tanto su puesta a la venta por servicios, como la subcontrata de servicios técnicos a los operadores que puedan acceder al mercado de transporte ferroviario.


  En los capítulos siguientes, comprobaremos en detalle cómo se ha aplicado este modelo de abordaje 3D contra la sanidad, la educación o el sistema de pensiones público. De paso, trataremos de ir separando la estrategia y la publicidad engañosa de los datos y las evidencias disponibles. Los piratas de lo público son muy profesionales y saben cómo hacer su trabajo. Su discurso suena poderoso y suelen manejarlo con habilidad. Su nuevo modelo de abordaje 3D está funcionando y no resulta fácil de repeler.
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  Lo público es para los demás


  Cómo una crisis motivada primordialmente por decisiones privadas ha terminado en una crisis de lo público y un nuevo intento de abordaje al Estado del Bienestar representa un enigma que sólo puede resolverse mediante una explicación política. Alguien lo ha decidido así porque así sale ganando y alguien ha sabido hacerlo. Los nuevos tiempos exigen nuevos argumentos. El neoliberalismo corsario ha sabido movilizar sus recursos y renovar y manejar sus armas mejor, más rápido y con más decisión que los defensores de lo público.


  Las crisis se inducen, se construyen, se aprovechan y se manejan. No son catástrofes naturales, ni castigos divinos, ni fuerzas de la naturaleza, o que la mano invisible del mercado se haya convertido en el puño del increíble Hulk. Lo que ha sucedido, está sucediendo y va a suceder en la economía mundial y en la española no está escrito por los dioses sagrados de la economía y los mercados. Una crisis de origen privado ha sido reconstruida como una crisis pública para generar una oportunidad que permita repetir un asalto a lo público que funcionó hace diez años, generando cuantiosas ganancias económicas, políticas e institucionales para los piratas de lo público.


  Para semejante reconstrucción, el nuevo argumentario del neoliberalismo corsario ha empezado por volver a estigmatizar el gasto público y el déficit como origen y causa de todos los males. La solución cae por su propio peso: menos de lo público, más de lo privado.


  Lo público no es para mí. De qué hablamos cuando hablamos de privatización del bienestar


  La privatización masiva del sector industrial público y la privatización del bienestar se parecen, pero no son exactamente lo mismo. Métodos y modelos coinciden en ámbitos relevantes. Pero se mueven por objetivos propios. El objetivo del primer asalto a lo público consistió en eliminar por completo la presencia pública en el mundo de la empresa y el gobierno corporativo. Extinción total de lo público, sin hacer prisioneros. La misión de este segundo asalto a lo público no consiste en aplicar la misma solución a los mercados del bienestar. Cuando el neoliberalismo corsario afirma que no quiere acabar con el bienestar público, o privatizar por completo la sanidad o la educación, no miente. Ése no es su objetivo principal ni inmediato, es cierto. Pero tampoco nos cuenta toda la verdad; en el largo plazo, sí lo es.


  Conviene evitar el dejarse arrastrar por una de las trampas argumentales más ingeniosas para justificar el abordaje al bienestar público: negar su existencia presentando como prueba el mantenimiento del gasto social total. El neoliberalismo corsario ha sabido presentar su mayor debilidad como una virtud. Ante la imposibilidad real de recortar el gasto efectivo, a causa del resistente apoyo de la opinión pública a las políticas sociales, sus propagandistas han optado por una retirada a tiempo: convertir esa incapacidad forzada y su debilidad en una elección voluntaria y una fortaleza. Han sabido presentar ese fracaso como un éxito y una prueba de su compromiso con el mantenimiento del gasto social. «No se ha reducido el gasto social, solo se ha “racionalizado”», «Seguimos gastando lo mismo, pero lo gastamos mejor» o «Hacemos más con menos», componen eslóganes recurrentes de esta línea argumental de los piratas de lo público. Con las macrocifras del gasto social en la mano, al menos hasta la gran recesión, ese debate era una trampa saducea y estaba perdido para la izquierda. Aun así, se empeñó en darlo y perderlo.


  Es cierto que los procesos que se han dado en llamar de «racionalización» del gasto social habían mantenido, en general, el volumen total de gasto. Pero ya sabemos que el objetivo no se centraba en reducirlo, porque no parecía políticamente viable. La verdadera meta se fijaba en redistribuir la estructura del gasto. Una redistribución que no ha resultado, ni resulta, neutral. Tras esos procesos de pretendida «racionalización del gasto social», se ha camuflado la transferencia masiva de costes y cargas a grupos de género (por ejemplo, las mujeres han resultado castigadas en cuanto receptoras y trabajadoras del sector público) o de clase (por ejemplo, el mantenimiento de servicios de consumo para las clases medias y acomodadas, mientras se recorta en las prestaciones para los grupos más desfavorecidos).


  La «racionalización» ha supuesto cambios en la financiación para dar mayor peso a los impuestos indirectos y mermar las aportaciones a partir de la tributación directa. También ha permitido recortar las prestaciones directas a los individuos que se quedan fuera del mercado, mientras se aseguraban o aumentaban gastos y exenciones fiscales a beneficio de quienes se mantenían dentro de mercado.


  Si atendiéramos exclusivamente a la variable del volumen del gasto como indicador, costaría apreciar cómo, con la coartada de la supuesta «racionalización» del gasto, se ha acometido también una evidente estrategia de desinstitucionalización del sistema público y universal del bienestar. La coartada de la racionalización ha servido para cambiar las formas de organización y provisión. Se han cerrado grandes proveedores públicos y se ha dado preferencia a proveedores privados o más pequeños. Se ha incentivando la expansión del voluntariado. Se ha desregulado la provisión de servicios del bienestar para acelerar cambios en la gestión, introducir mercados internos y habilitar diferentes y cada vez más intensos mecanismos de privatización de la provisión del bienestar.


  El objetivo de abordaje al bienestar público no se centra en la privatización total de los servicios públicos. A día de hoy, parece un objetivo políticamente imposible y de dudosa efectividad. El gasto social cumple una función de legitimación del sistema productivo, aseguramiento de la paz y mantenimiento de un cierto grado de cohesión social. Bienes públicos que ninguna red privada parece en condiciones de suministrar. Antes al contrario, la experiencia comparada disponible sugiere una manifiesta incapacidad privada para asegurar su provisión.


  El objetivo del segundo asalto a lo público se ha desplazado desde la privatización total que motivó el abordaje al sector público industrial, a la privatización selectiva del bienestar. Para asegurar ese resultado, la táctica principal se ocupa en completar y acelerar el avance, ya constatado, hacia un sistema doblemente dual, tanto en la oferta de servicios, como en las formas de provisión del bienestar.


  Esta oferta de «dualización» del bienestar conecta directamente con las demandas y expectativas de un votante de clase media y alta que lleva tiempo manejando la percepción de pagar demasiados impuestos y recibir pocos servicios. Para ese votante, relevante entre las bases del Partido Popular, pero también entre las bases del otro partido mayoritario, el PSOE, los demás siempre reciben mucho más de lo que pagan a través de unos servicios que le gustaría poder exclusivizar, distinguir o personalizar de alguna manera. No se trata de no cooperar en un sistema de bienestar colectivo. Se trata de tener acceso a una oferta de servicios «a medida», con margen para elegir entre proveedores diferentes, más ajustada a sus necesidades y donde puedan evitarse la sobrecarga y las morosidades que soportan buena parte de los servicios públicos.


  El abordaje a lo público busca la consolidación y separación de dos redes o circuitos de servicios para el acceso al bienestar. Una red de servicios públicos de carácter providencial, exclusiva para aquellos individuos que se queden fuera del mercado laboral o aquellos clientes y usuarios no rentables para el sector privado. Otra red semipública de servicios selectiva y con predominio de las formas de provisión privada, exclusiva para aquellos individuos integrados en el mercado laboral y aquellos clientes rentables y con capacidad de gasto en bienestar. No pretenden privatizar el sistema de bienestar; en realidad, quieren convertir en un asunto privado su propio sistema de bienestar y seguir financiándolo con recursos públicos.


  El déficit siempre llama dos veces: una nueva oportunidad para el neoliberalismo corsario


  El año en que España se proclama por segunda vez en su historia campeona de Europa de fútbol, 2008, nuestro PIB/per cápita ascendía a 23900 euros, el déficit público se situaba en un gestionable 4,5%, la deuda pública ocupaba solo un 40% del PIB, 9608 euros por habitante, y la Agencia Tributaria (AEAT) declaraba haber recaudado 173453 millones de euros. El año en que la selección española de fútbol gana su primer mundial, 2010, el PIB/per cápita bajaba a 22800 euros, el déficit se disparaba al 9,70, la deuda pública escalaba hasta el 61,50% del PIB, 14022 euros por habitante, y la AEAT declaraba haber ingresado sólo 159536 millones de euros. El año en que la Roja conquista su tercera Eurocopa, 2012, el PIB/per cápita descendía hasta 22700 euros, el déficit trepaba hasta el 10,60, la deuda se iba al 84% del PIB, 19113 euros por habitante, y los últimos datos publicados por la AEAT en 2011 informaban de unos ingresos de 161760 millones de euros.


  En apenas cuatro años, el PIB había retrocedido más de un 4%, el déficit y la deuda se habían duplicado, y la recaudación fiscal había caído cerca de un 10%. Ningún Gobierno, por incompetentes que sean sus políticas, puede causar semejante destrozo en tan poco tiempo.


  España volvía a situarse donde estaba diez años antes: entre los países con más déficit y deuda. El superávit presupuestario de 2007, cifrado por encima del 2% del PIB sólo había sido el sueño de una noche de verano. Hoy, en 2013, el gasto en pago de intereses de la deuda casi duplica al coste del desempleo, y ambas partidas consumen casi la mitad del gasto público.


  Pero pese a todo, y aunque cueste trabajo creerlo, éramos y somos un país mucho más rico. Nuestro PIB se ha multiplicado por tres desde 1996 y la renta per cápita se ha duplicado. Así que lo público, eficiente y saneado, tuvo que acudir al rescate de lo privado, ineficiente y endeudado. Los beneficios de la poderosa expansión económica que acompañó nuestra entrada en el euro se habían privatizado por completo. Sólo quedaban las pérdidas para socializar. Para ser un país tan poblado de liberales, resulta paradójica la facilidad con la que tantos en España endosan sus pérdidas al Estado. Había que hacer frente a una fabulosa bola de endeudamiento privado, 1,9 billones de deuda de las empresas, más 1 billón de euros de las familias, y apenas 0,7 billones de euros de deuda pública.


  En 2009, Zapatero tuvo que dar su brazo a torcer y asumir el colapso de las viejas respuestas socialdemócratas para mantener las políticas de pleno empleo y gasto social en semejante escenario de recesión. La transferencia de costes de la crisis desde el sector privado a lo público había llegado a su límite. Mantener las alianzas cooperativas con los sindicatos y financiar las políticas expansivas con fondos públicos ya no resultaba viable. El Plan E, la oferta de empleo público o las subvenciones fiscales de 400 euros, sólo consiguen efectos duraderos si las adoptan mercados amplios. En el ámbito de un solo país, fracasan. Su sostenibilidad fiscal resulta inaceptable para un capital que se mueve con suma facilidad por encima de las fronteras y en mercados crecientemente internacionalizados. Lo público ya no tenía crédito para hacerse cargo de las deudas privadas.


  En 2012, Mariano Rajoy tuvo que corregir a toda prisa sus propias políticas y hacer todo cuanto prometió en campaña que no haría: subir impuestos, castigar a los funcionarios, recortar gasto social consolidado en sanidad y educación o abaratar el despido. Colapsaba la ilusión electoral de que era posible una «gestión piramidal» de la crisis basada en una transferencia de costes sin fin, haciendo circular la factura pendiente de los ajustes de los funcionarios a los parados, luego a los dependientes y a los jubilados y vuelta a empezar. No iba a venir otra burbuja a sacarnos del pozo, como en 1996. Había que pedir el rescate y pagar la factura.


  Había llegado el momento de adoptar decisiones. Ya no quedaba dónde correr y esconderse. Y la decisión que se ha adoptado en España resulta ser una vieja conocida: lo público paga la cuenta porque lo público no es sostenible, es culpable y, además, «no es para mí porque no me hace falta; a mí me va bien».


  El gravísimo deterioro de la economía española se explica primordialmente por malas decisiones privadas y el impacto de la tormenta perfecta que sacudió la economía globalizada a finales de esta década. La consecuencia de que fuera lo público, el Estado, quien se hiciera cargo de la factura de una crisis motivada principalmente por decisiones privadas no fue una desgracia inevitable, ni una conjura astral, ni un castigo por haber vivido por encima de nuestras posibilidades. Fue el resultado de una decisión política. En la economía de la globalización, los vicios privados ya no producen virtudes públicas; endosan facturas públicas. El déficit público ha tenido en España tres grandes fuerzas impulsoras en los últimos años. Ninguna de ellas ha sido el régimen o el coste del bienestar.


  En primer lugar, el déficit ha sido motivado por la inapelable necesidad de asumir la enorme bola de deuda privada generada en España. Lo público debió acudir en auxilio de lo privado. Los mercados llevaban tiempo descontando esta situación y disparando los tipos de interés de la deuda. Los mercados, en realidad un grupo reducido y selecto de macroinversores que controlan gigantescos fondos de inversión, sabían que los casi tres billones de deuda privada acabarían siendo cubiertos por el Estado. Empezaron a reclamar mayores garantías y tipos de interés para seguir financiando la deuda pública. Esa evidencia convierte a la economía española en un blanco fácil para la especulación que señaló al euro como su presa y su negocio, como ha reconocido públicamente la propia Comisión Europea. Durante el período 2008-2011, la famosa prima de riesgo se multiplica por cuatro y el interés que pagamos por nuestra deuda se triplica. En los presupuestos generales de 2013, la partida para deuda asciende a 38589,55 millones de euros, 10000 millones más que en 2012.


  La deuda pública española se ha convertido en una víctima colateral de la estrategia de acoso y derribo al euro, desarrollada por los grandes inversores en los mercados financieros con el doble objetivo de obtener pingües beneficios y frustrar el proyecto de construcción europea. No es un conspiración, sólo son negocios. Se trata simplemente de que grandes inversores que manejan ingentes cantidades de recursos ganan enormes cantidades de dinero apostando contra Europa y bloqueando el proyecto de construir un mercado y un gobierno que opere como ellos, por encima de las fronteras nacionales. Que se pusieran de acuerdo para hacerlo a la vez, sólo era cuestión de tiempo.


  En segundo lugar, el déficit público responde al estallido de la burbuja inmobiliaria generada en España. La falta de sectores alternativos donde crear actividad económica y empleo ha disparado la recesión y el desempleo. Entre 2007 y 2011, el paro se ha duplicado. La consecuencia ha sido doble para lo público. Menos ingresos para el sistema vía cotizaciones y más gasto vía ayudas y subsidios. En los presupuestos generales de 2013, figuran 26993,70 millones previstos para el gasto en prestaciones para los parados.


  En tercer lugar, el déficit público español se explica en razón del mal funcionamiento de nuestro sistema fiscal. A la renuncia de ingresos que supuso la estrategia de bajadas selectivas y sucesivas de impuestos, se agregó de golpe una brusca caída de la recaudación fiscal al fallar la principal fuente de ingresos: la vivienda. Nuestro sistema fiscal recauda poco y mal. Sólo rinde óptimamente cuando el mercado de la vivienda funciona a pleno rendimiento. Durante el período 2008-2011, la recaudación fiscal española cae cerca de una cuarta parte del total. La burbuja inmobiliaria había generado además una especie de «ilusión fiscal»: parecía que las sucesivas rebajas fiscales no afectaban a la baja a la recaudación, sino más bien lo contrario.


  Gobiernos de derecha y de izquierda renunciaron a afrontar la peligrosa cuestión de la reforma fiscal para evitar sus riesgos y costes electorales. Apostaron por bajar impuestos de manera selectiva y oportunista, pensando fundamentalmente en sus bases electorales. Así, hasta la gran recesión, el tipo máximo del IRPF había caído 5 puntos, la media de la OCDE, pasando de 48 a 43, y los tramos del impuesto se habían reducido en una tercera parte, beneficiando principalmente a las rentas más altas. A ello, debe sumarse la desaparición prácticamente total de los dos impuestos que más gravan la riqueza: patrimonio y sucesiones. Sólo tras la espectacular caída de la recaudación se recupera temporalmente el impuesto de patrimonio, y el tipo máximo del IRPF sube hasta el 52. Por otra parte, el tipo máximo del impuesto de sociedades ha caído otros cinco puntos desde el año 2000, tres menos que la media de la OCDE, aunque el dato resulta engañoso, ya que las grandes empresas cotizan a un tipo medio real que no alcanza el 12%.


  La gestión de la crisis del déficit y la estrategia de consolidación fiscal debería haber pivotado sobre estas tres fuerzas inductoras: ajustar las cuentas públicas para reducir la carga de la deuda en un mercado cerrado a más endeudamiento, público y privado, estimular la actividad económica expandiendo la demanda para bajar costes y generar más ingresos y abordar la inaplazable reforma fiscal que actualice y equilibre un sistema impositivo obsoleto e injusto.


  La realidad demuestra que sólo se ha actuado de manera decidida sobre la primera. Con una agresiva estrategia comercial y mediática, se impuso eso que el Nobel de Economía Paul Krugman llama acertadamente el «fetichismo del déficit». Se demonizaron por inútiles las políticas de estímulo y fueron abandonadas, con el supuesto fracaso de un relato esperpéntico del Plan E como gran demostración. La reforma fiscal integral que todo el mundo sabe que necesita nuestro sistema ni siquiera entró en la agenda. Incluso hoy sólo figura «en fase de estudio».


  No ha sido una decisión neutral. No se trata de un diagnóstico técnico que se aplica porque no existe otra opción. El «fetichismo del déficit» no responde a una desviación académica de un puñado de economistas visionarios. Tampoco viene causada por un error de cálculo, como la famosa hoja Excel de Carmen Reinhart y Kenneth Rogoff, que dejaba fuera, casualmente, todos los datos que estropeaban su tesis sobre los límites del endeudamiento y su impacto negativo sobre el crecimiento al traspasar el umbral del 90% del PIB. Se convierte el déficit en fetiche y se aplica una política de consolidación fiscal exprés para crear la oportunidad que permita asaltar de nuevo lo público.


  La consolidación fiscal exprés responde a una estrategia que permite al neoliberalismo corsario desarrollar al máximo la táctica de la «doctrina del shock». Se usan o crean situaciones de desastre para aprovechar la confusión y conmoción social y forzar o amparar la toma de decisiones económicas que impulsen el abordaje al bienestar. Todo es para ayer, todo es a vida o muerte, no hay tiempo para discutir o pensar, porque las consecuencias de la inacción resultarían desastrosas. Todos los días se nos repite machaconamente que si no recortamos el déficit de manera radical y antes de que amanezca, los mercados se cerrarán, la prima de riesgo se disparará, no podremos refinanciar la deuda, no seremos capaces de devolver lo prestado y el país será intervenido, suspenderá pagos o tendrá que salir del euro. Y sólo existe una manera de reducir el déficit mucho y rápido: recortando en todo, especialmente en donde más gastamos: sanidad y educación. Sólo existe un camino hacia la redención y la recuperación: el sufrimiento masivo, nos recuerdan constantemente.


  De «el rescate sería una opción bajo condiciones aceptables» (Luis de Guindos, elmundo.es, 4/9/12) hemos pasado a «el año pasado España estuvo a punto de un crac y era absolutamente necesario hacer una política de mayores ingresos, a través de la disminución del gasto de 20000 millones de euros y del incremento de los ingresos por 2000 millones. Cuando el Gobierno pueda, bajará los impuestos. Pero la prioridad era evitar una intervención» (María Dolores de Cospedal, elpais.com, 6/5/2013). La doctrina del shock ha funcionado de tal manera que incluso el propio presidente del Gobierno, Mariano Rajoy, parece impactado por ella al repetir continuamente que «haber evitado el rescate» constituye el mayor éxito de su acción de gobierno.


  La explicación de la gestión traumática del caso Bankia ofrece un acabado ejemplo de cómo se ha implementado estratégicamente la doctrina del shock: la intervención en Bankia se aceleró «ante la situación de alarma que se estaba generando y la necesidad de actuar de forma rápida, transparente y contundente», tal como le habían transmitido todos los organismos internacionales: el FMI, el BCE, la Comisión Europea, el Eurogrupo y el G20 (Luis de Guindos, 20minutos.es, 2/4/2013). Primero se interviene con gran estruendo y luego se justifica la intervención empleando como argumento la alarma y el caos generado por la propia intervención.


  El fetichismo del déficit resulta también un mensaje extraordinariamente conveniente desde el punto de vista electoral. Permite ofrecer al votante la ilusión de que serán otros quienes paguen los costes de salir de la crisis. El fetichismo del déficit vende a los votantes la idea de que se puede salir de la gran recesión sin tocar ni sus impuestos ni sus niveles de renta, sólo castigando al «despilfarrador» sector público. Proporciona un culpable y una solución. Era la puerta de salida lógica para la «gestión piramidal» de la crisis que sostenía el programa electoral del Partido Popular.


  El déficit justifica la urgencia y ésta justifica todos los recortes y que se recorte en todo. Cualquier otra opción queda excluida. No queda tiempo para priorizar y discriminar entre tipos de gasto. No queda tiempo para distribuir los recortes en vez de repartirlos a escote entre todos los ministerios, los sociales también. No hay tiempo para implementar la reforma fiscal o luchar contra el fraude. De nuevo, otro clásico del pensamiento reaccionario: siempre que se intentan cambiar las cosas, o no hay tiempo, o no hay dinero, o va contra la ley de Dios.


  En el nombre del paro


  En la nueva estrategia de abordaje al bienestar, el neoliberalismo corsario esta vez trae prisioneros. Los parados son los rehenes que ofrece canjear a cambio de un precio: el Estado del Bienestar. En nuestra «vía media» del bienestar, el empleo representa un factor clave de su financiación. Al tratarse de un sistema con fuerte presencia de servicios financiados vía cuotas y contribuciones, su sostenibilidad demanda una tasa de paro baja. Si el desempleo sube, el sistema de bienestar ve fuertemente reducidos sus ingresos y soporta un aumento exponencial de la demanda de ayudas. Si la tasa de paro permanece baja, el bienestar parece sostenible. Si el paro sube, el sistema de bienestar se convierte en un problema. El argumento no puede sonar más sencillo e intuitivo: ingresamos menos por el paro pero gastamos más por los parados. Para recuperar el empleo y la actividad hay que reducir ese gasto y liberar recursos que creen el empleo que pueda volver a financiar el gasto. De acuerdo con la lógica corsaria, si queremos liberar a los parados, debemos encadenar el gasto social.


  En el año 2007, según la Encuesta de Población Activa (EPA), en España había algo más de 20257600 personas ocupadas y algo más de 1833900 en paro. Hoy tenemos más de 16600000 personas ocupadas y más de 6200000 desocupadas. Nuestra tasa de actividad ha caído a poco más de la mitad de la población activa. La tasa de paro ha escalado del 8,3% en 2007, al 27,16% en 2013. El impacto para las arcas públicas ha resultado demoledor. La factura del seguro de desempleo ronda los veintisiete mil millones para los presupuestos de 2013. Con las estimaciones en la mano, ni el paro ni su factura comenzarán a bajar de manera relevante antes de 2015.


  El diagnóstico es bien conocido y ha sido archipublicitado por los propagandistas del neoliberalismo corsario. En España había mucho desempleo porque contratar era arriesgado y despedir salía muy caro; por eso los empresarios habían dejado de contratar. En España se había «penalizado la creación de empleo» (Luis de Guindos, abc.es, 11/7/2011). El mercado laboral era rígido y los sueldos resultaban muy altos. De manera consciente, se excluyó de la explicación el dato contrastado de que el modelo dominante de empresa española se basa en contratar barato y a tiempo parcial en épocas de expansión y despedir de manera masiva para responder a las épocas de recesión. Un modelo que no permite aprovechar los ciclos expansivos para asegurar mejoras en productividad o en competitividad. La verdad oficial sólo admite que se despedía porque nuestra rígida y excesivamente garantista legislación laboral no ofrecía otra opción.


  Del diagnóstico también se retiró de manera consciente otra evidencia que arruinaba esa verdad oficial. Es cierto que en España los salarios nominales han subido claramente. Pero los reales sólo lo hicieron durante la década de los ochenta, la década de oro de nuestro bienestar. A partir de los años noventa, se observa un cierto descenso, coincidiendo con los años de mayor expansión económica. Una tendencia que se confirmó incluso durante los años de la burbuja inmobiliaria, con un descenso continuo de la media salarial en términos reales. Hoy, en nuestro mercado laboral, la mayoría gana menos y una minoría gana muchísimo más. Según datos de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el 10% de los trabajadores que más perciben multiplica por cuatro el salario medio del 10% de los que menos ingresan. Para la OCDE, somos uno de los países desarrollados con mayores desigualdades salariales.


  Los datos presupuestarios retratan de manera elocuente el uso simbólico de las políticas de creación de empleo por parte de un ejecutivo que se declara angustiado por el paro, pero actúa exclusivamente obsesionado por el déficit. Igual que la traumática política de consolidación fiscal exprés ha servido para vender a un electorado conmocionado el principio de que ningún gasto estaba a salvo y todo era recortable, el crecimiento continuado y espectacular de los datos del paro ha sido utilizado estratégicamente para desplazar a las políticas de empleo del núcleo duro de las políticas de bienestar, abaratar el despido y desamortizar masivamente los derechos laborales colectivos.


  Ningún gobierno europeo habla tanto de los parados y ningún Gobierno hace tan poco por ellos como el ejecutivo de Mariano Rajoy. En los presupuestos de 2012, el gabinete de Mariano Rajoy recortó un 5% el presupuesto para las prestaciones de desempleo y nada menos que un 21% el presupuesto para políticas activas de empleo. En 2013, el recorte de las políticas activas de empleo se disparó hasta los 1600 millones, un 34%. Muy significativamente, la única partida que ha aumentado ha sido la dedicada a bonificaciones a la contratación para empresarios. Parece evidente que los recortes en gasto social no están sirviendo para liberar recursos para políticas públicas de creación de empleo. Puede que estemos pagando el rescate asumiendo copagos sanitarios o educativos, pero desde luego los piratas de lo público no están liberando a los rehenes.


  La reforma laboral representa otro ejemplo de esta política donde se habla de los parados, pero lo que realmente importa es el déficit. El día de su presentación, el Gobierno anunció que ejecutaba la reforma laboral para crear empleo. Ante la falta de resultados positivos, ha ido cambiando el discurso para sostener que la ejecuta hoy para recoger sus beneficios mañana, cuando se resuelvan de algún modo que nadie explica los verdaderos problemas de nuestra economía. En este momento, lo único incontrovertible y objetivo sobre el decretazo de Rajoy es que, a cambio del mayor recorte de derechos laborales de la historia de la democracia española, hemos obtenido mucha fe y un millón más de parados. El nuevo marco laboral ha avanzado de manera «extraordinariamente agresiva» en la misma dirección de los «decretazos» de Aznar y Zapatero. Por desgracia, los resultados de tanto y tan continuado empeño están a la vista: más de seis millones de parados. Pero el neoliberalismo corsario jamás permite que la realidad le estropee una buena teoría. Así que la respuesta ante semejante fracaso ha consistido en acelerar el paso.


  Con la misma legislación laboral, en el momento de la reforma, Euskadi rondaba el 10% de paro, mientras que Andalucía o Canarias superaban el 30%. Los costes del despido apenas suponían entonces el 1,5% de los costes laborales totales. No parece que la famosa falta de flexibilidad externa e interna de las empresas tenga mucho que ver con el millón largo de empleos perdidos, por ejemplo, en la construcción. Son sólo algunas de las evidencias que acreditan cómo el problema de nuestro mercado laboral reside en la calidad y potencia de la oferta y demanda de trabajo, no en sus mecanismos de ajuste. Se busca trabajo barato y de baja cualificación porque resulta más rentable despedirlo que conservarlo, reemplazarlo que formarlo. Mientras eso no cambie, en situaciones de bonanza tendremos paro por encima de la media europea, y en recesión, el ajuste se hará por medio de despidos masivos.


  La reforma laboral, ni responde a esos problemas, ni dota al mercado de trabajo de instrumentos que permitan corregirlos a medio plazo, sencillamente porque no se ejecutó para eso. Se implementó para arrancar definitivamente a las políticas de empleo del núcleo duro de nuestro Estado del Bienestar. La nueva política de empleo que impulsa la reforma laboral pierde su dimensión social. Se reconvierte en una política exclusivamente económica al servicio de un modelo de empleo: trabajo barato y reemplazable. La reforma multiplica con incentivos las oportunidades para que exista más rotación y más precarización. No se incentiva el ajuste vía despido, directamente se premia. Despedir está resultando aún más barato que contratar o invertir en un trabajador. La reforma fue ideada para renovar las plantillas con empleados más jóvenes, más baratos y con menos derechos transfiriendo costes ingentes al erario público, que subvencionará los nuevos contratos y el coste de rescindir los antiguos. Con el insufrible paro juvenil como coartada, se ha abandonado a su suerte a los trabajadores de más de cuarenta años, tratados impíamente como un coste por amortizar.


  El resultado a medio plazo será un mercado laboral con más trabajo, pero de baja calidad. Lo que implicará una rebaja muy sustancial de su capacidad para contribuir a la financiación del sistema del bienestar. La reforma de nuestro mercado laboral para abaratar el empleo funciona como una bomba de relojería en el corazón de un sistema que se sostiene en buena medida a partir de cuotas y contribuciones individuales. Una amenaza ante la que muchos trabajadores con empleo estable y bien remunerado estarán cada vez más dispuestos a ejercitar la opción de salida de un sistema público mal financiado y sobrecargado, para ingresar en un sistema privado selectivo, más estable y mejor dotado.


  El cambio de mayor calado incorporado por la reforma laboral del Gobierno de Mariano Rajoy reside en el desmantelamiento radical de la política de empleo como una política social. En España, las relaciones laborales que han traído la prosperidad y el bienestar de la democracia se han articulado sobre un consenso básico donde la legislación laboral debía responder a un triple objetivo: asegurar los intereses del empresario, proteger los derechos del trabajador y amortiguar, por vía regulativa, el desequilibrio que existe por definición entre el poder negociador del empresario y el trabajador. La reforma ha dinamitado ese consenso. Supone una verdadera «desamortización social», tanto del sistema de protección de los derechos del trabajador, como de los mecanismos de negociación colectiva. La diferencia reside en que la desamortización liberal sacó al mercado propiedad improductiva. Esta desamortización laboral expropia y vuelve a convertir en privados bienes que habíamos acordado asegurar como públicos porque así ganábamos todos.


  La legislación laboral se rige ahora por un principio dominante: blindar los intereses del empresario. El trabajo ya no supone un bien social que proteger porque produce riqueza y asegura la cohesión social. Vuelve a conformar un factor de producción que abaratar para mantener los márgenes de beneficio. La evidencia empírica acredita cómo los mecanismos de negociación colectiva operan como una pieza clave para proveer crecimiento y estabilidad en cualquier sistema productivo. Reducen costes de producción, mejoran la eficiencia de los mercados, dotan de estabilidad el funcionamiento del sistema y la libre competencia y permite gobernar a escala la economía, rebajando los costes de implementar las decisiones y mejorando su eficacia.


  Ahora se repite hasta la saciedad que aunque la reforma no ha creado empleo, sí ha puesto las condiciones para generarlo cuando la economía lo permita. Ni es necesariamente cierto, ni tiene por qué ser así. La voladura «descontrolada» de la negociación colectiva reducirá la certidumbre en el funcionamiento de los diferentes sectores productivos y hará más difícil el gobierno de la economía. La ganancia que muchos empresarios perciben a corto plazo, se verá neutralizada por los costes de un mercado laboral fragmentado, judicializado y sin mecanismos de gobernanza. Cuando la economía vuelva a crecer, el nuevo marco laboral puede convertirse en una rémora que lastre el ritmo y la calidad de nuestra recuperación. Porque, dogmatismos aparte, en una sociedad capitalista avanzada, el trabajo es un bien social que regular y proteger y la política de empleo conforma una política social, aunque sólo sea porque ha demostrado ser lo mejor para hacer buenos negocios.


  La austerocracia, el arma definitiva del neoliberalismo corsario


  «Sin crecimiento económico, la austeridad no servirá de nada», sentenciaba Luis de Guindos en 2011 (abc.es, 11/7/2011). Aún no era ministro y reclamaba un plan de crecimiento para reactivar la economía. Luego, todo cambió. «Ésta es la realidad, señorías. Tenemos que salir de este atolladero y necesitamos hacerlo cuanto antes. Y aquí no caben ni fantasías ni ocurrencias, porque no hay mucho para escoger», sentenció el presidente Mariano Rajoy ante el Parlamento (elpais.com, 11/7/2012) mientras anunciaba un programa de ajuste que pretendía rebajar el gasto público en 65000 millones de euros, incluyendo severos recortes en salarios de funcionarios, desempleo, sanidad o educación. El programa de ajuste no incluía una sola medida de estímulo y crecimiento económico. Otra vez, o todo o nada, o lo tomas o lo dejas, truco o muerte. Apenas un año después, en 2013, las tornas volvían a cambiar y el mismo Mariano Rajoy planteaba, decidido, a Angela Merkel que «la austeridad es una receta que no sirve para todos los países» (hoy.es, 28/1/2013).


  ¿Qué había sucedido? ¿Por qué se ha producido a tal velocidad semejante descrédito del discurso intelectual y económico que había elevado el dogma de la austeridad a los altares de todos los mercados? ¿Por qué el «fetichismo del déficit» ha mutado de virtud a perversión? La respuesta es fácil. Ha cumplido su misión y ya no se requieren más sus servicios. Y su misión no se centraba en gestionar la crisis económica. Su tarea clave consistía en dar cobertura política y moral a los recortes en el gasto social. La austeridad ha servido para legitimar la política de recortes masivos, convirtiendo una estrategia de recortes selectivos y transferencia de costes en un gran esfuerzo colectivo guiado por razones morales, antes que económicas o políticas. El truco ha funcionado a la perfección.


  «Los tiempos de crisis son tiempos de sacrificios» (Mariano Rajoy ante el Consejo de Estado, publico.es, 3/5/2012). En la jura de su cargo como presidenta de Castilla-La Mancha, María Dolores de Cospedal proponía «un rearme político y moral de la sociedad española desde los principios de la austeridad, de la integridad y del sacrificio diario para la generación de riqueza» (Agencia EFE, 23/6/2011). Austeridad ha sido sin duda la palabra más repetida a lo largo de los últimos cinco años. Cuando la derecha estaba en la oposición, el mensaje era «austeridad» y «crecimiento». Al alcanzar el Gobierno, el concepto «crecimiento» desaparece del discurso gubernamental y el concepto «austeridad» legitima y justifica todas las decisiones en un régimen de Gobierno que bien podríamos bautizar como austerocracia.


  La legitimidad ya no proviene de los votos, de las leyes o de las instituciones. La legitimidad la confiere el ahorro y salir barato. En la nueva legitimidad austerocrática, sólo lo barato es legítimo. La austerocracia se convierte en un régimen que institucionaliza y ampara la doctrina y las políticas de sufrimiento masivo. Un régimen que conecta además fácilmente con una parte del electorado a la que se le ha prometido salir de la crisis sin tocar, ni sus impuestos, ni sus niveles de renta. La austerocracia ofrece a esos votantes cambiar un Estado del Bienestar excesivo, insostenible y despilfarrador por un Estado barato, eficiente y que atenderá básicamente las mismas funciones. El régimen austerocrático promete recortar y reducir lo público para que lo privado pueda recuperar la senda del crecimiento y la creación de riqueza. La legitimidad austerocrática conecta de manera directa con el sentimiento de amplios sectores entre las bases electorales de los partidos mayoritarios, convencidos de que el despilfarro público ha causado la crisis y lo barato debe ir primero. El criterio de elección y decisión austerocrático no puede sonar más claro e intuitivo para ese elector y ciudadano: lo más barato siempre es lo más legítimo.


  Cualquier estudiante de economía sabe que De Guindos tenía razón en 2011. Sin crecimiento, la austeridad no sirve para nada. Lo sabía en la oposición y lo sabe en el Gobierno. En palabras de Paul Krugman: «Hace un siglo, cualquier economista —o, de hecho, cualquier estudiante universitario que hubiese leído el libro de texto Economía, de Paul Samuelson— les podría haber dicho que la austeridad frente a una depresión era una idea muy mala. Pero los que elaboran las políticas, los expertos y, siento decirlo, muchos economistas, decidieron, en gran parte por razones políticas, olvidar lo que solían saber. Y millones de trabajadores están pagando el precio de su amnesia deliberada» (elpais.com, 31/1/2012).


  Hay mucho de teatro y fingimiento en esta «abjuración pública» de la austeridad que presenciamos últimamente en España y en Europa. Se sabía que esto iba a suceder. Está en los manuales de economía y en los libros de historia. Se eligió la austeridad y se olvidó el crecimiento de manera consciente y deliberada. La extensión masiva del sufrimiento fue una táctica de abordaje. La austeridad es un gran invento, como la globalización. Ha supuesto el arma secreta y definitiva de los piratas de lo público en su abordaje al bienestar. Cumple varias funciones y todas las cumple letalmente.


  La política de austeridad suministra un poderoso marco conceptual y justificativo a la estrategia de la consolidación fiscal exprés. La austeridad es una virtud, como el sufrimiento que la hace realidad. Algo que se ejecuta en su nombre y por su causa ha de ser necesariamente virtuoso, o al menos puede presentarse como tal. No se recorta el gasto social para evitar subir los impuestos, o incluso bajárselos a quienes más beneficios están obteniendo con la crisis. Tampoco se recorta para liberar recursos públicos que puedan dedicarse a seguir manteniendo los márgenes de beneficio de grandes empresas y corporaciones, financiando sus costes de innovación o producción. En la austerocracia se recorta porque no podemos permitirnos ese gasto, o porque era superfluo, o porque suponía un derroche, o porque parecía innecesario. Se recorta porque representaba lo contrario de la austeridad, un exceso, un abuso, un lujo.


  La austerocracia institucionaliza sin cuestionarla una idea fuerza que ha sido estratégicamente manejada por los grandes beneficiarios del boom crediticio y los piratas de lo público. La crisis como un castigo a los excesos que todos cometimos. La austeridad como única política y como única solución confirma en todos sus extremos el diagnóstico y el discurso creado por los países del norte de Europa sobre el comportamiento de los países del sur. La crisis ha venido provocada por nuestro comportamiento despilfarrador e irresponsable. La crisis no tiene que ver con la burbuja crediticia inflada por los grandes bancos del norte de Europa, con los alemanes a la cabeza. La crisis ha sido culpa nuestra, no suya. La deuda deviene una responsabilidad exclusiva del deudor porque ha sido su comportamiento reprobable lo que la ha generado. La austeridad no ofrece sólo la manera de asegurar a los bancos europeos el cobro de las deudas contraídas por nuestra irresponsabilidad, sino también la respuesta moral que exige una crisis económica causada por una crisis moral.


  Igual que refuerza sin cuestionarlo el discurso de los países del norte, la austerocracia convierte en regla de gobierno para España el diagnóstico y el discurso de nuestras propias élites económicas y financieras. La crisis ha venido causada por nuestro comportamiento despilfarrador. La crisis no tiene que ver con la orgía de crédito disparada por los bancos. La crisis es culpa nuestra, no suya. La crisis debemos pagarla nosotros y la crisis tiene un origen moral que exige nuestra penitencia y nuestro castigo, no el suyo. La austerocracia no discrimina, no hace distinciones. Todos somos iguales. Todos hemos tenido el mismo grado de responsabilidad y todos debemos asumir idénticas consecuencias. El sufrimiento ha de extenderse de manera masiva porque el exceso también fue masivo. Todos somos culpables, nadie es inocente. Amancio Ortega, Emilio Botín, Francisco González, usted y yo somos igual de culpables de la gran recesión. Ellos ganaron más, pero se lo merecían, igual que ahora todos merecemos el mismo castigo, sostienen sin complejos los piratas de lo público.


  El mensaje de la austeridad como receta, pero sobre todo a modo de penitencia y castigo merecido por una crisis provocada por nuestros excesos, ha sonado repetidamente sin descanso por las mismas élites que obtuvieron pingües beneficios durante la época de los excesos que tanto critican y siguen obteniéndolos ahora en plena crisis. Los grandes beneficiarios del asalto al Estado de la década de los noventa, se han convertido en los grandes apologetas de la austeridad, los cónsules de la austerocracia, legitimados para decidir quién merece sufrir más y quién merece sufrir menos.


  La austeridad ha constituido la purga prescrita, tanto por los líderes y portavoces de la derecha, como por los más cualificados representantes de los gobiernos corporativos. Lo han predicado los más destacados representantes del «capitalismo granuja» como el expresidente de la CEOE Díaz Ferrán, hoy en prisión por delitos económicos: «Hay que trabajar más y cobrar menos para salir de la crisis» (expansión.com, 4/12/2012). Lo han difundido sin descanso representantes modélicos de nuestros esforzados burócratas corsarios a lo largo y ancho del país. «Nuestras propuestas son las que ya propusimos en 1996, pues después de una época en la que se ha estado viviendo por encima de las posibilidades es necesaria la austeridad […] hay que ayudar a la gente a generar empleo y no limitarse a decir que se va a pagar el subsidio» (Manuel Pizarro, nuevaalcarria.com, 21/4/2009). El mensaje era unívoco; más, y más, y más austeridad para todos para purgar y limpiar el sistema. «Las medidas de austeridad adoptadas por España no son suficientes para asegurar la reducción de la deuda, sanear las finanzas públicas y garantizar el crecimiento del país» (Francisco González, presidente del BBVA, americaeconomica.com, 14/6/2010).
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  Un sencillo ejercicio comparativo de las grandes cifras presupuestarias de los dos primeros años del Gobierno de Mariano Rajoy (ver tabla 3), puede suministrarnos alguna pista sobre la orientación ideológica de los recortes y el uso simbólico y estratégico del discurso de la austeridad para implementar unas políticas de pretendida austeridad masiva y general en su formulación, pero claramente selectiva e ideológica en su concreción en los presupuestos.


  La austerocracia resulta funcionar como un régimen selectivo y fuertemente ideologizado. La austeridad en las partidas de gasto social (sanidad, educación, empleo) va en progresión. El año 2013 pasará a la historia incluso como el año del mayor recorte sanitario de nuestra historia si añadimos los hachazos efectuados en las Comunidades Autónomas (diariomedico.com, 19/4/2013). La austeridad en el gasto dedicado a transferencias al capital y a la industria (economía e industria), en cambio, sale regresiva. Los recortes se reducen a menos de la tercera parte, y en tan sólo un ejercicio presupuestario. Incluso en 2013, el presupuesto del Ministerio de Economía y Competitividad es el único que crece. El Estado se ha gastado en estos dos años dieciocho mil millones de euros en transferencias al capital y a la industria. La austeridad en las partidas de gasto clásicas en la concepción liberal del Estado (interior, justicia y defensa) resulta especialmente selectiva y moderada. Figuran como las partidas que menos se recortan, y cada año se recortan además un poco menos.


  La austerocracia y el discurso justificativo de la austeridad suministran, además, un argumento legitimador de las políticas de recorte masivo del gasto social, abriendo de paso una vía de agua en la legitimidad del Estado del Bienestar. Como ya hemos demostrado, el asalto al bienestar y el recorte del gasto social no resulta de fácil comprensión para buena parte del electorado y de la opinión pública. Lo público sigue disponiendo del valor añadido de la confianza. Los argumentos de corte puramente economicista no bastan e incluso pueden devenir contraproducentes. Los recortes sanitaros o educativos no pueden plantearse en términos puramente económicos o de coste y beneficio. En primer lugar, porque en el marco interpretativo que maneja la mayoría de la opinión pública, ni la sanidad ni la educación son un negocio o una empresa que deban gestionarse en términos de balance y cuenta de resultados. En segundo lugar, porque la frialdad del tecnicismo económico se convierte en agresividad cuando se aplica contra nuestros derechos más valorados.


  La austerocracia y sus políticas de sufrimiento masivo rompen el marco estrictamente económico y suministran un «marco interpretativo moral» para justificar los recortes. La austeridad se presenta así como la respuesta legítima, la medicina adecuada ante quienes abusan del sistema para seguir viviendo por encima de sus posibilidades. Es la legitimidad austerocrática. Se recortan las prestaciones del desempleo porque la factura se ha disparado, pero también se justifica porque ha habido muchos parados que han abusado del sistema y han preferido cobrar el subsidio a trabajar. El copago farmacéutico se implanta para ahorrar, pero también se justifica por culpa del comportamiento irresponsable de muchos usuarios que despilfarran o revenden medicamentos. Las becas se recortan para ahorrar, pero también se justifica porque ha habido muchos becarios que no se han esforzado y han abusado del sistema.


  La austeridad y los recortes como resultado o respuesta ante los abusos de ciertos individuos contra el sistema de bienestar, conforman un mensaje que penetra con enorme facilidad entre una población donde reina la percepción mayoritaria del uso abusivo e irresponsable de los servicios públicos. Siete entre cada diez entrevistados reconocen hacer algún mal uso de algún servicio público o prestación social («Opiniones y actitudes fiscales de los españoles», IEF, 2012).


  La austerocracia cuestiona directamente la propia legitimidad del Estado del Bienestar. La idea fuerza que transmite el discurso de la austeridad es que hay gente que usa correctamente el sistema de bienestar y hay gente que abusa impunemente del sistema; esa contradicción acaba haciendo insostenible el sistema y obliga a efectuar recortes masivos e indiscriminados y eso no parece justo. El final de la historia es obvio. La solución para evitar que quienes usan lealmente el sistema de bienestar no acaben pagando la factura causada por quienes lo han empleado de manera abusiva pasa por discriminar entre ambos tipos de usuarios. Hacer selectivo el bienestar se convierte así en una cuestión de justicia, no sólo de costes. Esta nueva legitimidad austerocrática abre el camino hacia ese bienestar selectivo que pretende el abordaje al Estado del Bienestar.


  La austerocracia sirve en bandeja el giro hacia una concepción más punitiva y residual del bienestar que impulsa el neoliberalismo corsario. El sistema del bienestar no está para hacernos más libres o más solidarios. Debe funcionar para que cada uno reciba lo que se haya pagado y merezca, y debe facilitar siempre el consumo y la producción. El bienestar debe estar al servicio del crecimiento económico, no el crecimiento económico al servicio del bienestar.


  En la progresión histórica de la idea del bienestar público, primero como un acto de caridad, luego como un sistema de ayuda a quien lo necesitase, más tarde como un sistema de seguro social y finalmente como un sistema de provisión universal institucionalizado y profesionalizado, el discurso de la austeridad permite revertir la dirección, retroceder hasta la idea puritana del bienestar como un sistema de autoayuda para aquel que lo necesite y lo merezca.


  Tras dos años de intensos ajustes y recortes nunca vistos en el gasto social, la austerocracia como régimen ha cumplido y cumple eficazmente su misión, pero la austeridad económica ha comenzado a convertirse en un riesgo y una amenaza para el crecimiento económico y la producción que permiten la creación y acumulación de riqueza. El llamado «austericidio» terminará porque ya no podrá hacer más daño al sistema de bienestar sin dañar también al modelo de producción. La obsesión por la austeridad se argumentaba sobre pretextos falsos y respondía al «evidentemente intenso deseo de los legisladores, políticos y expertos de todo el mundo occidental de dar la espalda a los parados y, en cambio, usar la crisis económica como excusa para reducir drásticamente los programas sociales» (Paul Krugman, elpais.com, 21/4/2013).


  Ya se ha hecho la reforma laboral que permite suministrar de manera masiva empleo barato y renovable. Ya se han reducido drásticamente los programas sociales. En la lógica y la estrategia corsaria, la austerocracia se ha instaurado como régimen y servirá para seguir legitimando las políticas de sufrimiento masivo. Pero la austeridad estrictamente económica ha perdido su sentido y su utilidad. Puede que incluso sus interpretaciones y defensores más radicales se hayan convertido en una amenaza. Es hora de volver a hacer negocios y que la demanda pública se expanda a favor del capital y las grandes empresas y corporaciones para que regresen el crecimiento y las buenas oportunidades de negocio privado.


  La democracia, un daño colateral


  El más bien modesto Estado del Bienestar español es un producto de la política y de la democracia. La evidencia empírica resulta indiscutible. En 1973, el gasto social apenas llegaba a un miserable 8,6% del total del PIB, mientras que Francia invertía un 23%, o Alemania un 28%. En los años finales del franquismo, los presupuestos generales del Estado sólo respondían por cuatro de cada cien pesetas de gasto social total. En 1987, tras la Transición y diez años de democracia, el gasto público se había doblado y el porcentaje destinado a gasto social se iba acercando a la media europea, al rondar la cuarta parte del PIB.


  Entre todos los ataques de nostalgia y las reinvenciones interesadas de la historia que padecemos cotidianamente, ninguna tan corrosiva como asociar a la dictadura franquista un supuesto funcionamiento ideal de lo público y la extensión universal de un sistema de protección social. No parece una asociación casual, ni tampoco un error histórico fruto de la ignorancia. Responde a una estrategia deliberada. Conforma una pieza clave en el asalto a lo público. Cortar el nexo causal entre democracia y bienestar allana el camino para deslegitimar el Estado del Bienestar. Permite que la lógica de la austerocracia sustituya de manera casi natural a la lógica democrática. No son la voluntad popular, ni la demanda mayoritaria, o el mandato constitucional para construir un estado social y democrático de derecho el origen y la condición de la legitimidad de las decisiones públicas. El bienestar no viene con la democracia. El coste y el ahorro devienen así los principales y casi únicos argumentos legitimadores.


  En la prédica de los propagandistas del abordaje al bienestar, los recortes sociales no suponen una merma de la calidad de la democracia porque en España ya hemos tenido bienestar sin democracia. Franco había llevado a España «a las cotas más altas de prosperidad en siglos. Un hecho fuera de discusión que no se le reconoce, lo que es un problema porque refleja una verdadera enfermedad política […] dejó un país próspero y reconciliado» (Pío Moa, historiador, elconfidencial.com, 21/3/2009). El argumento puede llevarse, y se ha llevado incluso, más lejos. En el relato corsario, la democracia y la competencia electoral oportunista, la política, los partidos políticos y sus redes clientelares, han vuelto insostenible y han corrompido el sistema de bienestar creado por la dictadura, que funcionaba mejor, salía mucho más barato y soportaba bastante menos fraude y abuso.


  En este discurso, se compara sistemáticamente una visión idealizada y radicalmente falsa del tamaño, calidad, alcance o funcionamiento del sistema de protección social paternalista y corporativista del franquismo, con la visión deformada y catastrofista del Estado del Bienestar democrático. Un relato que conecta además con la memoria y las percepciones de una parte del voto conservador español. «Sé que suena mal, el asunto es que España prosperó gracias a Franco, la gente tuvo su cochecito, su residencia y la democracia fue posible gracias a Franco […] no sé si no tendríamos que pasar, por ejemplo en España, a una fase suprapolítica, suprapartidista, de gestores firmes, ¡si tenemos cinco millones de parados!» (Álvaro Pombo, diputado de Unión Progreso y Democracia [UPyD]), The Clinic, 25/8/2012).


  En este relato histórico de ficción, se comparan los pocos y buenos funcionarios que pagábamos durante el franquismo para hacer funcionar un Estado pequeño y honrado, que cobraba pocos impuestos, suministraba los mismos servicios que ahora y nos trataba a todos por igual, con este Estado de las Autonomías hipertrofiado y caótico que presta los mismos o incluso menos servicios, donde los catalanes tienen más derechos que los madrileños, o los gallegos menos que los vascos, donde el volumen de los impuestos o el número de funcionarios se ha multiplicado por la primera cifra que se les venga aquel día y en aquella tertulia a la cabeza.


  «Franco era bastante socialista […] hacía políticas socialistas […] promovió una seguridad social insostenible» (Esperanza Aguirre, «59 segundos», TVE, 12/11/2008). La historia, como las hemerotecas, perdona poco. La verdad sobre el sistema de protección social desarrollado por la dictadura queda muy lejos de reunir los elementos mínimos para hablar de un Estado del Bienestar. Tras la guerra civil, la dictadura pretendió instaurar una especie de capitalismo de estado marcado por un control total sobre las relaciones de producción. Un nuevo estado que aspiraba a «sacar a la mujer del taller y retornarla al hogar» (citado en Moreno, Sarasa, 2010). La derrota del fascismo, la autarquía primero y el desarrollismo después, forzaron la modificación de esa pretensión, y la dictadura debió variar el rumbo. En sintonía con los grandes planes de estabilización económica y la lógica tecnocrática que los inspiraba, se embarcó en el desarrollo de una Seguridad Social con pretensiones universalistas, pero un funcionamiento claramente selectivo y de tipo corporativo. Su función principal no era expandir la autonomía de los individuos, como pretende el Estado del Bienestar, sino asistir al proceso de producción y al desarrollismo industrial, en sintonía con la lógica tecnocrática y el pensamiento católico conservador dominantes.


  Las características que definían este modelo de «corporativismo despótico» franquista (Moreno, Sarasa, 2010) acreditan un modelo de asistencia social providencial y rígidamente estamental. El corporativismo despótico franquista gastaba muy poco en políticas sociales, la tercera parte que los países europeos de nuestro entorno. Los beneficios y prestaciones sociales dependían muy directamente de los ingresos percibidos durante el período de actividad laboral. Operaba con un «régimen general» integrado por los asalariados medios como gran financiador de un sistema repleto de «regímenes especiales» para asalariados cualificados, funcionarios, profesionales o grandes empresas; regímenes especiales que recibían mucho más de lo que aportaban. En el mundo feliz e idílico del corporativismo despótico franquista, resulta que los trabajadores de rentas más bajas y los pequeños y medianos empresarios financiaban el bienestar de los trabajadores cualificados, profesionales liberales y grandes empresarios.


  En el corporativismo despótico franquista, los trabajadores sin seguro sólo podían recurrir a un sistema providencial de beneficencia semipúblico, marcado por la descoordinación entre las diferentes administraciones que regían un entramado confuso e inconexo de centros asistenciales, hospitales o asilos. La ineficiencia en la gestión de los recursos y la corrupción conformaban la rutina del régimen. La oferta de servicios sociales resultaba raquítica y debía financiarse casi exclusivamente con las cotizaciones de patronos y trabajadores. En 1973, sólo uno de cada cinco parados inscritos oficialmente percibía algún tipo de ayuda.


  En el corporativismo despótico franquista, las políticas públicas en materia de educación o sanidad operaron como subsidiadoras del crecimiento y desarrollo de los respectivos sectores privados. Se basaban en la transferencia masiva de recursos públicos al sector privado y a la Iglesia católica para que fortalecieran y expandieran su oferta de servicios. La Seguridad Social también operaba como un mecanismo de «ahorro obligatorio», que era utilizado regularmente para financiar operaciones y objetivos privados en el sector financiero, o en el sector industrial a través del Instituto Nacional de Industria.


  La universalización de los servicios, la consolidación de un sistema público de provisión, el desarrollo del concepto del bienestar orientado a fortalecer la autonomía de los individuos o la expansión del gasto social aparecen como un éxito y un patrimonio exclusivo de la democracia. El bienestar llegó con la democracia.


  El uso de las políticas públicas para financiar la expansión de la oferta privada de servicios de bienestar, la extracción masiva de recursos desde las rentas más bajas hacia los grupos de renta más alta, o la existencia de redes diferenciadas según la capacidad de pago, conforman la realidad de aquel modelo paternalista y despótico del franquismo, idealizado por la nostalgia y los intereses de quienes, hoy, sesenta años después, encabezan el abordaje al bienestar buscando viajar a ese pasado y reinstaurar aquellos mismos principios.


  Desconectar bienestar y democracia supone un requisito básico para deslegitimar el Estado del Bienestar y desplazarlo del núcleo central de nuestra identidad colectiva como sociedad democrática. Mientras la gran mayoría establezca una relación de causalidad entre democracia y bienestar, ese desplazamiento resulta arriesgado y complicado. La misma mayoría que recuerda y asocia la llegada de la democracia con la expansión del gasto social y las políticas de bienestar, fácilmente puede interpretar las políticas de ajuste y recortes sociales como una amenaza para esa misma democracia que ha traído la igualdad. Si el bienestar ya estaba cuando llegaron la democracia y la libertad política, entonces los recortes no suponen ninguna amenaza ni plantean ningún dilema o problema político. Son sólo algo que hay que hacer, una cuestión técnica. Consolidar esa percepción entre la opinión pública resulta el objetivo que persigue la difusión masiva de una versión idealizada de las políticas sociales del franquismo. Desconectar bienestar y democracia resultaría así un recurso clave para intentar minimizar o controlar los daños políticos y electorales que puedan provocar las políticas de recorte y sufrimiento masivo.


  En esta desconexión entre política y bienestar, conviene reconocer que la política ha ayudado mucho. La inacción escandalosa de los partidos políticos ante la incompetencia o la corrupción propias y la escandalera frente a las de los demás, ha cimentado la percepción generalizada de que los políticos y la política no son de fiar y resultan inútiles. La insensibilidad acreditada por una élite política que ha impuesto la lógica del sacrificio masivo a la mayoría, pero siempre encuentra con facilidad una buena razón para hacer una excepción en su propio caso y ahorrarse su sacrificio por el bien de todos, ha dado alas a la idea de la existencia de una «casta» o «clase» política que sólo se ocupa de sus cosas. Una casta política inútil y cara que se ha alejado de los ciudadanos a quien dice representar. Se ha sustituido el liderazgo y la dimensión pedagógica de la política para explicar políticas y decisiones difíciles, por la publicidad y las tácticas de marketing político para confundir al electorado y diluir costes y responsabilidades. Eso ha multiplicado exponencialmente la desconfianza y la percepción de que la política y los políticos no constituyen parte de la solución a nuestros problemas, sino que son el problema.


  En este contexto, no representa un gran esfuerzo tratar de inducir como conclusión en una parte relevante de la opinión pública que esta política oportunista y ventajista, protagonizada por políticos insensibles y privilegiados, no puede haber tenido nada que ver con el bienestar de la mayoría. Las series históricas del Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS) muestran cómo los políticos y la política han ido escalando posiciones en la lista de las preocupaciones y problemas de los españoles, hasta colocarse en un preocupante tercer puesto. Sólo el paro y los problemas económicos angustian más hoy a los españoles y las españolas.


  En este relato puesto en circulación por el ala más extrema del neoliberalismo corsario, la política se ha convertido en una amenaza para el bienestar. Ha sido la hipertrofia de administraciones, autonomías, partidos, parlamentos, defensores del pueblo o incluso institutos meteorológicos, lo que ha vuelto insostenible nuestro sistema de bienestar. Ésa es la lógica que inspira y justifica el plan de reforma de la administración del Gobierno de Mariano Rajoy, el llamado «Plan Soraya». Una supuesta reforma de la administración que, en realidad, apenas retoca a la administración y apela a «reformar la política» para que tengamos mejor bienestar.


  «Ha llegado la hora del sacrificio de los políticos» (Soraya Sáenz de Santamaría, cadenaser.com, 22/7/2013). Una forma cuando menos curiosa pero muy reveladora de justificar un plan de reforma de la administración que plantea ahorrar 37620 millones de euros como principal argumento y objetivo. Un ahorro que se extrae fundamentalmente, no de la reforma de órganos y unidades administrativas, sino de la destrucción masiva de empleo público. En dos años se han eliminado más de 370000 empleos públicos, lo que responde por más de la mitad del ahorro anunciado por el ejecutivo.


  La reforma administrativa se centra esencialmente en recentralizar de hecho competencias en la administración central por la vía de imponer a las Comunidades Autónomas el cierre de los órganos creados para desarrollarlas, como en el caso de los noventa observatorios autonómicos que se pretender clausurar, o las agencias reguladoras de la competencia o de defensa de los consumidores. El segundo eje primordial de la reforma se orienta a eliminar o debilitar órganos e instituciones de carácter político que tienen como misión primordial el control de la acción del ejecutivo.


  La reducción del número de representantes en los parlamentos autonómicos, la eliminación de los defensores del pueblo o la supresión de los tribunales de cuentas autonómicos, supondrá un ahorro de apenas cincuenta millones de euros. A cambio, los ciudadanos veremos reducido el valor de nuestro voto al elegir menos representantes, y los parlamentos tendrán más dificultades para controlar la acción de los gobiernos. Los ciudadanos tendremos una institución menos a la que acudir en defensa de nuestros derechos y ya no dispondremos de los informes de los tribunales de cuentas, que, aunque fuera tarde y mal, ponían en nuestro conocimiento las irregularidades en la financiación de los partidos, las manipulaciones interesadas sobre uso y abuso de los servicios públicos o las prácticas de contabilidad creativa de los gobiernos para maquillar sus cuentas y sus déficits. Una vez más, la austerocracia parece haber vencido a la democracia.


  Lo público corrompe, lo privado regenera


  La idea de que lo público induce dependencia y desincentiva a los emprendedores resulta una de las más queridas del neoliberalismo corsario. Su gran utilidad reside en su probada capacidad para convertir el abordaje al bienestar en un dilema moral, no en un asunto de negocios. Se recorta para regenerar, limpiar, incentivar, animar…, no para rebajar el déficit o pagar menos impuestos.


  De acuerdo con este discurso, el Estado del Bienestar no ha acreditado su capacidad para habilitar ciudadanos más libres y autónomos, a pesar de sus políticas intervencionistas y su enorme volumen de gasto. Sólo ha demostrado su capacidad para multiplicar el déficit, los perceptores de ayudas públicas y los ciudadanos subsidiados y más dependientes. La idea reelabora y vulgariza la conocida tesis de Hayek sobre el «camino hacia la dependencia» y la «crisis moral» del Estado. Lo público crece sin cesar y los ciudadanos resultan cada vez más dependientes. El Estado se ha convertido en una amenaza para la libertad individual y para los fundamentos de la democracia liberal. La vertiente cada vez más autoritaria del Estado del Bienestar debe ser revertida con un renovado concepto de la intervención pública basado en dos criterios claramente restrictivos: ha de actuar sólo cuando sea inevitable y ha de ser mínima.


  Lo público y el Estado del Bienestar generan dependencia, abuso, fraude y se han convertido en un freno y una carga para el espíritu emprendedor del individuo. Este mensaje corsario ha llegado a formar parte muy relevante y cotidiana del imaginario mediático colectivo. Un relato que prende con facilidad en una población que percibe de manera muy mayoritaria que se hace un uso abusivo de los servicios y prestaciones públicas (IEF, 2012).


  Para popularizar la idea de cómo las ayudas públicas generaban dependencia y fraude, Ronald Reagan se inventó a una tal «mistress Welfare», una mujer de color ya entrada en años que vivía en Chicago y conducía un lujoso Cadillac. Ni ella ni sus hijos habían trabajado jamás. Vivían acomodadamente sólo a base de ayudas y cheques sociales. Nunca existió en la vida real, pero algunos medios incluso le pusieron cara en una fotografía. En España hemos preferido inventarnos al parado que no quiere trabajar. «En España hay un millón y medio de personas que no quiere trabajar ni en las mejores condiciones económicas» (Miguel Ángel Revilla, «La Noria», Telecinco, 26/8/2009). Al parecer, a muchos españoles y españolas les sale más a cuenta quedarse en casa cobrando el paro. «A mí me cuesta contratar a gente porque hay muchas veces que la gente tiene un subsidio, que a lo mejor son 800 o 1000 euros, y tú les estás ofreciendo un trabajo, y resulta que prefieren no trabajar» (Rocío Aguirre, «La Sexta Noche», 26/1/2013). No existen datos o cifras que acrediten semejantes teorías, pero sin embargo se dan por ciertas. Incluso se manejan abiertamente para justificar la toma de decisiones por parte de gobiernos y administraciones. La CEOE ha llegado a reclamar que se retire el subsidio a todo aquel que rechace una oferta de trabajo «aunque sea en Laponia». La Comunidad de Madrid ha puesto en marcha un programa para obligar a trabajar a los parados con prestación en los servicios municipales de los ayuntamientos de la comunidad.


  Al clásico «Lo público genera dependencia», añaden ahora con más fuerza «Lo público genera corrupción». El abordaje al bienestar desde el neoliberalismo corsario ha reforzado este argumento, en un intento de conectar su asalto a lo público con una preocupación creciente entre la ciudadanía de nuestro país: la corrupción. No bastaba con imputar al Estado del Bienestar que aniquila el espíritu emprendedor. Hay que relacionarlo directamente con la corrupción para minar su legitimidad ante una población escandalizada a diario por los casos de corrupción política y empresarial. En España, en el imaginario de los mass media, el ejemplo de fraude a la Seguridad Social no lo encarna el vicepresidente de la CEOE, Arturo Fernández, que pagaba parte de sus salarios a sus empleados en sobres y negro. El ejemplo que más se repite lo personaliza el «chapuzas» que está cobrando el paro y hace, cuando puede, arreglos domésticos.


  La corrupción se convierte así y se utiliza como un arma de destrucción masiva contra todo lo público. En este contexto, reducir el tamaño de lo público equivale a reducir la corrupción. Una vez más, el mensaje se sintetiza a través de una lógica tan simple como intuitiva para las grandes audiencias. Lo público genera corrupción de manera casi natural porque el dinero es de todos y lo que es de todos, acaba siendo de nadie. Lo privado no genera corrupción porque tiene dueño y cada dueño se preocupa de mirar por sus intereses y su dinero.


  Resulta fácilmente constatable cómo los medios de comunicación se han ido llenando de informaciones y desinformaciones, tanto sobre el supuesto enorme tamaño, como sobre el presunto grado de institucionalización del fraude organizado al bienestar público en España. Algunas de esas informaciones son ciertas, pero se repiten tantas veces y de manera tan confusa que parecen más y más graves. Así, un día, el Ministerio de Empleo informa que «El plan antifraude permite aflorar 57457 empleos sumergidos» (elpais.com, 3/10/2012). Apenas un par de meses después ya resulta que «El plan de lucha contra el empleo irregular destapa 91470 casos» (elpais.com, 23/1/2013). Con gran estruendo, el Ministerio de Sanidad denunciaba en enero de 2012 que, en Andalucía, 30000 fallecidos seguían cobrando la prestación por dependencia y las Comunidades habían recibido 140 millones de manera indebida. En mayo de 2013, un informe definitivo del Tribunal de Cuentas desmentía por completo esos datos (eldiario.es, 23/4/2013).


  Otras muchas informaciones y cifras millonarias sobre la presunta corrupción que rodea lo público han resultado ser mentiras y leyendas urbanas. O, por lo menos, no se sabe de dónde han salido los supuestos datos que la avalan. La ministra Ana Mato descubre un día «un “megafraude” de 200000 personas que figuraban como pensionistas mientras cobraban un salario» (vozpopuli.com, 25/6/2012), y al día siguiente vuelve a descubrir que «150000 tarjetas sanitarias de fallecidos estaban activas. El Ministerio de Sanidad cree que algunas se usaron para obtener fármacos gratis. En especial, según sus informes, en Andalucía» (libertaddigital.com, 28/7/2012).


  En España había 445000 políticos, cuando en realidad, sumando incluso a todos los concejales, nuestras administraciones no sobrepasan los 75000 cargos políticos. Una mentira que llegó a ser difundida incluso por académicos como Arturo Pérez Reverte. «Alemania tiene 80 millones de fulanos y 150000 políticos. España, 47 millones y 445000 políticos. Sin contar asesores, cómplices y colegas» (@perereverte, julio de 2012). Las cifras del maltrato está trucadas para cobrar más subvenciones europeas o forzar divorcios ventajosos, según diputados tan emergentes como Toni Cantó. «La mayor parte de las denuncias por violencia de género son falsas, y los fiscales no las persiguen», «¿Sabían que la UE paga 3200 euros por cada denuncia por malos tratos? Desde 2004 nos han entrado así 2.080.000.000. ¿Qué gobierno renuncia a eso?» (@Tonicanto1, febrero de 2013). La casuística de las leyendas urbanas que corren sobre el grado de corrupción, abuso y mangancia reinantes en lo público y en nuestro Estado del Bienestar resultaría interminable. Además, los bulos proceden y se expanden desde todos los lados del arco político.


  Relacionar sistemáticamente la idea de bienestar con el riesgo o la consecuencia inevitable de la corrupción, dota de un potente discurso legitimador a los recortes del gasto social. Se reduce en bienestar porque no podemos pagarlo, porque no funciona y además porque genera mucho fraude. El asalto al bienestar se camufla bajo un discurso moralizante y regenerador. Se recorta para regenerar, para que reciba ayuda quien realmente lo merece y lo necesita. No se trata de un problema de eficiencia o de no querer contribuir, se dice. Estamos ante un problema moral y una cuestión de justicia.


  Lo público genera corrupción no sólo a nivel individual, o entre grupos más o menos organizados. Algunos de los actores o instituciones del propio sistema del bienestar se han corrompido o son corruptos. La tesis se aplica con especial dedicación y contundencia a los sindicatos. El mensaje del neoliberalismo corsario resuena claro y con una presencia masiva entre los medios de comunicación. Los sindicatos han institucionalizado la corrupción en el sistema público del bienestar, repiten incesantemente los piratas de lo público. A veces lo ha hecho de manera burda y brutal para hacer caja, como en el caso de los ERE de Andalucía. Pero en la gran mayoría de los casos, de un modo más discreto y sutil que debe ser denunciado y combatido con más recortes.


  El neoliberalismo corsario ha expandido masivamente la idea de que buena parte de nuestros esfuerzos para financiar lo público y el sistema de bienestar sólo sirven para dilapidarse en el mantenimiento de «gigantescas» estructuras de liberados sindicales, el reparto de prebendas entre sus miembros o la financiación irregular de las propias organizaciones sindicales. Bulos como el ya mencionado sobre el medio millón de políticos que supuestamente había en España corren a diario por la red y los medios con respecto a los liberados sindicales.


  La táctica persigue un objetivo muy claro. El abordaje a lo público se facilita si uno de los actores potencialmente más y mejor organizados para su defensa, los sindicatos, acaban expulsados del sistema, o ven muy reducida y cuestionada su presencia o participación en unos mecanismos de toma de decisiones públicas sobre el bienestar ya colonizados por la lógica de los burócratas corsarios.


  La búsqueda de consenso y la concertación social han operado como un método dominante en la elaboración de las políticas sociales en España. El consenso social reforzaba su legitimidad y las hacía más eficaces. Pero no se puede asaltar el Estado del Bienestar por consenso. Lo público se aborda y desmonta por decreto. Para poder hacerlo así, era preciso desprestigiar y deslegitimar un método de elaboración de políticas que, en términos generales, siempre sale bien valorado entre la opinión pública. A la mayoría le gusta el consenso y prefiere que las políticas se decidan por consenso. La única manera de eludir esa expectativa ciudadana pasa por destruir la legitimidad de una de las partes sentadas a la mesa de la concertación social.


  Se destruye la legitimidad de los sindicatos como representantes de los trabajadores presentándolos como representantes de sus intereses corporativos y sindicales. Así se logra justificar su expulsión de los procesos de toma decisión y los mecanismos de control de las políticas públicas del bienestar, especialmente las políticas de empleo. Nadie lo sintetiza tan bien como Esperanza Aguirre: «Estos sindicatos caerán como el Muro de Berlín» (elmundo.es, 30/3/2012).


  Al éxito notable de esta estrategia de «triturado rápido» de los sindicatos como representantes de intereses legítimos e interlocutores válidos en la elaboración e implementación de las políticas del bienestar, han contribuido, y mucho, los propios errores de las organizaciones sindicales. Su evidente falta de capacidad de renovación, tanto en sus cuadros dirigentes como en elementos centrales de su discurso, ha facilitado su retrato deformado como fuerzas obsoletas e inútiles en un mundo en cambio, representantes únicamente de los intereses de los líderes y burócratas que los dominan.


  Tampoco han sabido reforzar su autonomía e independencia frente a gobiernos y partidos políticos. Ni han aprovechado el reconocimiento a su papel durante la Transición para expandir sus bases y su volumen de afiliados. En materia de empleo, su preocupación predominante por preservar la posición de aquellos que ya estaban instalados en el mercado de trabajo, les ha alejado de las preocupaciones y de la posibilidad de representar a quienes sólo pueden acceder al mercado laboral con empleos basura o contratos temporales. Ellos mismos han contribuido decisivamente a extender la idea de que, en realidad, no defienden a los trabajadores, sólo a aquellos que ya tienen trabajo o son de los suyos.


  El siguiente paso en el despiece de los sindicatos ha consistido en reducir bruscamente su acceso a los recursos públicos vitales para desempeñar su función en un país con baja tasa y tradición de afiliación sindical, tras cuarenta años de sindicatos verticales. En 2012, las transferencias a sindicatos se han reducido en un 42%. En los fondos que les correspondían por razón de su representatividad, el recorte ha ascendido a más de cinco millones de euros y a más de catorce millones en fondos para formación. El marco desregulado y flexible que ha suministrado la reforma laboral, reduciendo el peso de la negociación colectiva y los convenios sectoriales para favorecer un mercado laboral basado en negociaciones individuales y desequilibradas entre patrón y trabajador, necesita ahora el complemento de unos sindicatos debilitados de recursos y capacidad para asistir a los trabajadores en esas negociaciones.


  Una vez más, en el discurso oficial que los justifica, los recortes no se ejecutan para destruir al interlocutor y convertir la elaboración de políticas sociales en un monólogo de los piratas de lo público. Se implementan para limpiar y regenerar a unos sindicatos dependientes del poder y corruptos, que sólo se representan a ellos mismos y ya no cumplían la función que les hacía merecedores de recibir esas ayudas. Aunque tanto empeño en matar a esos mismos sindicatos que dan por muertos y enterrados, no deja de resultar reconfortantemente esperanzador.


  El imperio de la ley de quien más pague


  En el asalto al bienestar por parte del neoliberalismo corsario, la reforma del sistema de justicia no es un verso suelto, tampoco un apéndice. Igual que despiezar a los sindicatos como representantes válidos de los intereses legítimos de los trabajadores agrava la indefensión del sistema del bienestar, encarecer o dificultar el acceso a la Justicia limita drásticamente la potencia de fuego de una de las armas que se ha mostrado más efectiva en la defensa de los derechos sociales. Limitar el acceso a la Justicia opera como un elemento capital para completar la desinstitucionalización de nuestro sistema de bienestar y asegurar el éxito y la no reversibilidad del resultado final del abordaje. La reforma de la Justicia para introducir un sistema de copago judicial impulsada por el ministro Gallardón blinda en buena medida el abordaje al bienestar, limitando gravemente las posibilidades de defensa de lo público y dificultando la posibilidad de revertir por vía judicial recortes de servicios y ayudas.


  Una justicia universal y accesible supone una amenaza permanente para quien pretenda un sistema de bienestar de oferta dual y funcionamiento basado en criterios selectivos. El recurso a una Justicia accesible y rápida supone un arma muy potente en manos de los defensores de lo público. La Justicia puede romper en cualquier momento la separación entre los diferentes estadios de bienestar. Una sentencia judicial puede, en cualquier momento, universalizar derechos que han sido restringidos o definidos de manera selectiva, modificar las condiciones de acceso al sistema o cambiar los requisitos para acreditar la situación de necesidad. Una Justicia de pago y poco accesible es la mejor garantía para que eso no pueda suceder.


  La reforma de la Justicia y el copago judicial de Gallardón han supuesto una subida generalizada de las tasas judiciales. Han encarecido de manera universal y prácticamente indiscriminada el acceso individual a la Justicia. Sólo quedan exentos, de manera bastante confusa y aparentemente provisional, aquellas personas que ya tenía derecho a la Justicia gratuita. Todos los ciudadanos que hagan uso de la Justicia abonarán tasas. Hasta la reforma, sólo lo hacían las empresas con más de ocho millones de euros al año de facturación. Las cuantías de esas tasas se duplican. La tasa fija oscila entre los 100 y los 1200 euros, según el tipo de pleito y de cuántas veces se recurra la sentencia.


  Pleitear puede ahora llegar a costar entre 150 y 1200 euros de tasa fija, además de una cantidad variable dependiendo de la cuantía del proceso. La introducción de este «copago judicial» afecta a los órdenes civil, contencioso-administrativo y social. Un buen ejemplo de esta dimensión disuasoria del copago judicial lo tenemos en la defensa de los derechos de los consumidores. El 70% de los clientes que acuden a un abogado han renunciado a interponer una demanda o plantear un recurso por el elevado coste de las tasas, según un informe elaborado por el Colegio de Abogados de Barcelona (ICAB, 2013).


  Asociaciones de consumidores como FACUA ha advertido que el nuevo sistema de tasas «abre la puerta a que las empresas se nieguen a acatar las decisiones del sistema de arbitraje, al obligar a los consumidores a pagar un mínimo de 200 euros para exigir su cumplimiento» (facua.org, 20/11/2012). Si un consumidor pierde en primera instancia y apela, deberá asumir una tasa de 800 euros por recurso, más el depósito judicial que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial.


  Con una justicia de pago, la ley de los oligopolios piratas campará ya definitivamente a sus anchas con la enorme ventaja que les otorga el copago frente a consumidores y clientes individuales o débilmente organizados. Las asociaciones de consumidores han presentado una variado surtido de ejemplos de cómo el sistema de tasas nos convierten aún más en rehenes en lugar de clientes. Ejemplos como tener que abonar 200 euros para reclamar en los tribunales la devolución de una factura telefónica de 80 euros, depositar 312,50 euros para reclamar daños y perjuicios por la cancelación de un vuelo de 2500 euros, o pagar 715 euros de tasas para exigir 3000 euros de intereses cobrados de forma abusiva en un crédito o hipoteca. Quien pretenda reclamar judicialmente en el asunto de las preferentes, deberá abonar una cantidad proporcional al importe reclamado. Otro caso: si una aseguradora se niega a cubrir un siniestro por valor de 2300 euros, podrá quedar impune ante quien no pueda pagar los más de trescientos euros que costaría acudir a los tribunales.


  El encarecimiento de la justicia afecta también a la posibilidad de defender los derechos sociales básicos. Si un ciudadano o ciudadana quiere recurrir la retirada de una ayuda o un subsidio, o si aspira a recurrir la decisión de una administración negándole el derecho a percibir una ayuda o declarándole no elegible, o si un funcionario quiere pleitear la supresión de su paga extra, deberá abonar no menos de 300 euros en concepto de tasa. Las mujeres maltratadas que iban a verse obligadas a pagar una tasa para divorciarse de su maltratador, finalmente fueron incluidas en una nueva ley de justicia gratuita que ha elevado en un 15% el nivel de renta máximo para ser incluido, pero ha limitado el número de veces que una misma persona puede acudir a ella.


  La introducción del copago judicial se presentó y justificó empleando como argumento una variante del discurso moralizante de la austerocracia. No se implementaba para encarecer el acceso a la Justicia, sino para disuadir a los ciudadanos que han venido haciendo un uso abusivo del sistema. Con gran fanfarria se acompañaba con el dato de que más de nueve millones de asuntos habían entrado en los juzgados españoles en 2011. El copago judicial se presenta, no como un mecanismo de selección económica, o para reforzar los derechos de quien pueda pagarse el acceso a la Justicia, sino como un castigo que todos debemos sufrir por causa de un mal uso de la Justicia del que todos somos responsables.


  Sin embargo, la realidad del colapso judicial se presenta muy diferente. La Justicia en España aparece usada y abusada principalmente por parte de quien tiene recursos económicos y profesionales para hacerlo, y no es precisamente el ciudadano medio. «Ahora mismo prestamos un buen servicio a los bancos, las aseguradoras, el propio Estado o la comunidad autónoma, los grandes litigantes en la mayoría de asuntos, y, en cambio, al ciudadano que de vez en cuando ha de ir al juzgado con un problema se le han puesto muchísimas barreras económicas» (Edmundo Rodríguez Achútegui, coordinador de Jueces para la Democracia en Euskadi, elpais.com, 10/3/2013). Todo el mundo sabe que el colapso de nuestra Justicia tiene poco que ver con la afición de los españoles a litigar y abusar de un servicio público gratuito, pero que no valoran en demasía.


  El tapón judicial español se explica más por la falta de recursos y personal que deja juzgados vacantes durante meses o años. O por el retraso prehistórico que acarrea la incorporación del uso de las nuevas tecnologías en nuestros juzgados. O por un sistema de enjuiciamiento que multiplica las oportunidades para demorar, bloquear, obstruir e impedir el avance de los procedimientos a quien disponga de recursos para soportar y financiar estrategias de demora. Si el objetivo fuera acabar con el colapso judicial, ésas serían las causas que estarían siendo atacadas y gestionadas. La reforma va bien encaminada sólo si el objetivo reside en encarecer y limitar el acceso individual de los ciudadanos a la Justicia como mecanismo de defensa de sus derechos sociales en pleno abordaje al Estado del Bienestar.


  Los profesionales de la justicia han liderado la oposición a la reforma. A diferencia de lo acontecido con los gestores en los procesos de privatización de las grandes empresas durante los noventa, los profesionales de los servicios a privatizar no comparten la lógica del burócrata corsario ni calculan obtener los mismos beneficios. La notable resistencia presentada ante el copago judicial por parte de los profesionales de la justicia, jueces, abogados y procuradores, ha sido gestionada empleando el modelo de abordaje 3D a lo público que maneja esta nueva generación de piratas de lo público. El mismo modelo que veremos aplicado a la sanidad o a la educación, y que consiste en:


  Deteriorar. La primera medida adoptada por el recién nombrado ministro Gallardón fue paralizar y volver a iniciar los avanzados procesos de reforma de las leyes de enjuiciamiento civil y criminal desarrollados por el ejecutivo anterior. Se trata de dos piezas legislativas antiguas, obsoletas y claramente favorables a un uso más abusivo de la Justicia según se disponga de más recursos económicos. Su reforma supone una condición básica e indispensable para gestionar el colapso de los juzgados españoles. Demorando la reforma, se prologa el colapso y se refuerza la sensación de urgencia para la toma de medidas excepcionales.


  Descapitalizar. Ante las protestas de jueces y abogados, la defensa elegida por el Gobierno fue cuestionar la validez y honestidad de sus protestas y denuncias sobre encaminarnos a una justicia para ricos y otra para pobres. «¿Cómo no van a protestar si les hemos quitado a los jueces la paga extraordinaria? […] No puedo dejar que ningún interés particular se interponga al interés general» (Ruiz-Gallardón, elpais.com, 11/12/2012). Los jueces y abogados sólo defendían sus privilegios en un sistema que les beneficiaba y amparaba. El problema no está en el copago, según el ministro, el problema estaba en los operadores jurídicos y sus privilegios e intereses. «Este Gobierno y este ministro no gobiernan para los operadores jurídicos, sino para los ciudadanos; la opinión de los operadores jurídicos es importante pero no vinculante ni determinante» (Ruiz-Gallardón en el Parlamento, elpais.com, 14/3/2013).


  En ese discurso orientado a destruir la confianza del ciudadano en las motivaciones de los trabajadores del sistema público de justicia, el gobierno jugaba con el viento a favor de la mala percepción que los españoles suelen declarar acerca de la justicia y su funcionamiento. En el barómetro del CIS de febrero de 2013, la de juez era la profesión peor valorada, con una nota de 59,01 sobre 100.


  Desmantelar. Desde el Ministerio de Justicia se han puesto en marcha medidas y reformas que se orientan claramente en la dirección de crear un sistema judicial de dos velocidades. Una Justicia lenta y desabastecida para quien no pueda pagar. Una Justicia rápida y bien dotada, donde quien pueda optar por pagar más a determinados proveedores privados, obtendrá más justicia y más rápido. Así, por ejemplo, se pretende transferir el control sobre los registros civiles a notarios y registradores como Mariano Rajoy. «Justicia prepara una ley que pasará la gestión de ese servicio a los registradores de la propiedad, porque éstos “han perdido mucho trabajo por el pinchazo de la burbuja inmobiliaria”, alegan fuentes del Ministerio» (elpais.com, 10/10/12012). La reforma prevista de la Ley de Enjuiciamiento Civil abre la puerta a pagar para agilizar la administración de Justicia. De acuerdo con el nuevo régimen previsto para los procuradores, se podrán acelerar los trámites abonando cantidades extra; se podrá elegir entre el sobrecargado sistema de notificación de los juzgados, o una especie de «notificación plus» a través del procurador.


  La institucionalización y la universalización del bienestar tienen mucho que ver con la eficacia del imperio de la ley. A lo largo de la historia del bienestar, muchos avances han sido resultado directo de la existencia de la posibilidad de solicitar y obtener el amparo de la Justicia y los tribunales. En sentido contrario, no pocos recortes y contrarreformas del bienestar han logrado ser paradas en último extremo en las cortes de justicia. No se trata de una mera constatación histórica. Es el presente. En los tribunales, los defensores del bienestar dan batallas y algunas incluso las ganan.


  La reforma laboral del gobierno ha sufrido una serie de reveses espectaculares en el ámbito judicial, con la sonora anulación de alguno de sus ERE más publicitados, por ejemplo en Telemadrid. Los funcionarios han obtenido una sentencia favorable respecto a la percepción de una parte de la paga extra retirada en 2012. Otro ejemplo reciente lo ha facilitado la decisión judicial de investigar la privatización de seis hospitales en la Comunidad de Madrid en julio de 2013.


  Se va conformando así una potente jurisprudencia que anula la retirada o denegación de derechos relacionados con la atención a la dependencia. La batalla judicial es y será un campo crucial en el asalto al bienestar. Si la orografía del campo judicial está alterada a favor de los asaltantes, o se encarece el acceso a unos más que a otros, o ha sido arrasada la confianza en eso que el ministro Gallardón denomina «los operadores jurídicos», la batalla parece ganada de antemano por los piratas de lo público.


  El acceso a la justicia ya parecía un juego suficientemente desequilibrado. Ya había que enfrentarse a las potestades jerárquicas y privilegios jurídicos que tienen a su disposición las administraciones para ejecutar sus decisiones, recortes del bienestar incluidos. Las grandes empresas y corporaciones ya disfrutaban de la enorme ventaja que les conceden sus superpoblados gabinetes jurídicos, o funcionar bajo marcos regulativos ambiguos y llenos de recovecos, horadados gracias a su capacidad de acceso e influencia sobre los legisladores. Ahora se le añade el hecho de que el ciudadano individual deba asumir costes individuales desproporcionados para entrar a jugar en la liga de la Justicia. Igual que la libre competencia parece hoy un simulacro en nuestros mercados regidos por la ley de los oligopolios piratas, el imperio de la ley será una ilusión en un sistema de Justicia de dos velocidades, donde quien paga más, obtiene más justicia.
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  El mapa del tesoro de la sanidad pública


  «No es cierto que la gestión sanitaria privada sea mejor que la pública» (Rafael Bengoa, exconsejero de Sanidad del Gobierno vasco, directivo de la Organización Mundial de la Salud [OMS], asesor de la administración Obama, levante-emv.com, 15/1/2013). A pesar de opiniones tan acreditadas como ésta, hay tanta gente convencida de lo contrario como de que Elvis Presley sigue vivo, Hitler no se suicidó en el búnker y continúa vivo en algún lugar del planeta o «Paul is dead», como juran que se escuchaba al hacer girar al revés Abbey Road de los Beatles.


  La superioridad de la gestión sanitaria privada ha devenido para muchos una auténtica cuestión de fe. Cuanto más la contradigan las evidencias empíricas disponibles, más fuerte parece crecer su convicción. Normalmente, la razón que explica semejante milagro acostumbra a resultar siempre la misma. A alguien le interesa y mucho sostener racionalmente una creencia por completo irracional o injustificable. Alguien invierte mucho tiempo y dinero para convertirnos en buenos creyentes en lo privado.


  La fe en la superioridad de la sanidad privada resulta muy conveniente y útil para los fines del neoliberalismo corsario. Facilita su trabajo. Legitima cualquier intento de desmontar el sistema público de sanidad, o favorecer a los proveedores privados. Permite presentarlo simplemente como una elección racional, técnica. Proclamar la fe en la superioridad de la sanidad privada ayuda a despejar la decisión de cualquier componente ideológico, político o incluso moral.


  Nadie escoge la sanidad privada porque no sea solidario, porque no quiera contribuir o porque quiera tener acceso a una gama de servicios exclusiva. Se elige porque «objetivamente» es mejor. Un argumento que funciona y parece tremendamente efectivo entre los votantes en busca de razones para justificar socialmente su preferencia por la oferta sanitaria privada en un país donde la sanidad pública goza aún de un gran prestigio. Una manera de pensar que resulta muy útil para los piratas de lo público al acecho de la sanidad pública.


  El círculo corsario contra la sanidad pública


  La presencia activa y relevante de perfiles asimilables a nuestro conocido burócrata corsario no se limita a las áreas económicas. Allí es donde su posición resulta más aparatosa y visible, dada la evidente preeminencia que las áreas de economía tienen sobre las restantes áreas en el gobierno de Mariano Rajoy. Pero en la sanidad opera también su propio círculo corsario, bien armado, convencido de la idoneidad de su misión de liberación de lo privado. Lo integran burócratas corsarios que hicieron carrera primero en la administración pública, en el entorno de la sanidad pública, para pasar luego al sector sanitario privado. Vuelven ahora a la gestión pública con una misión clara: expandir los mercados sanitarios privados, transferir recursos desde el gasto sanitario público al gasto privado.


  Para asegurar sus resultados y sus propósitos, los burócratas corsarios deben actuar también desde los puestos relevantes a cargo de las políticas sectoriales, no sólo desde las áreas de Economía o Presidencia. De hecho, su presencia y acción están resultando críticas para efectuar la ejecución e implementación de las políticas de privatización masiva de los servicios del bienestar.


  La colaboración con la sanidad privada es una «tradición» en la sanidad pública española, afirmó en el Congreso la ministra de Sanidad (Ana Mato, elpais.com, 22/5/2013). «La colaboración con el sector privado es siempre bienvenida, especialmente en tiempos como los actuales, de dificultades económicas y recursos limitados […] puede ayudar a la sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud» (diarioprogresista.com, 19/3/2013). Durante la presentación del informe RESA sobre resultados de la sanidad privada, realizado por el Instituto de Desarrollo e Integración de la Sanidad (IDIS), el think tank de la patronal sanitaria, la ministra alabó «la confianza que los usuarios tienen depositada tanto en los recursos humanos como en los recursos técnicos que aporta el sector privado. Y señaló cómo el consejo asesor del Ministerio reconocía el papel de la sanidad privada, sin olvidar cómo las distintas Comunidades Autónomas acuden “desde hace tiempo a la sanidad privada, que apoyan en mayor o menor medida”» (actasanitaria.com, 19/6/2013). En ese mismo acto, la ministra Ana Mato anunciaba que la sanidad privada tendría pronto acceso a los historiales de la sanidad pública. Una excelente manera de recortar sus costes de explotación en nombre del paciente.


  La sintonía de la máxima responsable política de la sanidad pública con la preferencia por la gestión privada del equipo económico del ejecutivo parece evidente. Una sintonía que se extiende a los puestos de gestión claves de la administración sanitaria, las posiciones privilegiadas que permiten impulsar, dirigir y controlar el día a día de los procesos de privatización. Ana Mato, la ministra de Sanidad, es una burócrata de partido. Aznar la descubrió y fichó como asesora en la presidencia de CastillaLeón. Luego se la llevó consigo a la dirección del partido. Ha sido diputada, eurodiputada y es miembro de la dirección nacional del PP. Nunca había trabajado en temas de sanidad o bienestar. Su trabajo en política siempre ha estado ocupado con cuestiones de organización y funcionamiento del partido. Su matrimonio e interminable separación de uno de los políticos populares implicados en la trama Gurtel, el exalcalde de Pozuelo de Alarcón, Jesús Sepúlveda, sumado a su discutible mesura a la hora de idear fiestas de cumpleaños y su caótica manera de organizar viajes familiares, la han colocado en el punto de mira de la opinión pública. Su perfil como responsable de sanidad se ha debilitado hasta la extenuación. El peso del equipo que la rodea, mejor conectado y con mayor conocimiento del mundo sanitario, ha resultado y está resultando determinante en la gestión de la política sanitaria. En ninguna política sectorial opera con tanta autonomía el círculo corsario como en la sanidad.


  Ana Mato se ha rodeado en su equipo de una nutrida representación de perfiles de burócratas corsarios. En este círculo corsario sanitario encontramos una fuerte presencia de gestores provenientes de las comunidades de Galicia, Madrid o Valencia, las administraciones bandera del Partido Popular en la estrategia de privatización de la sanidad pública. Como secretaria general de Sanidad se nombra a Pilar Farjas, médica de sanidad nacional, exconsejera de Sanidad en Galicia e impulsora de la fórmula de construcción público-privada de hospitales. También ocupó puestos de responsabilidad en la consejería de Sanidad de Galicia en los años noventa, cuando era consejero José Manuel Romay Beccaría y se pusieron en marcha experiencias como las «fundaciones sanitarias». La idea consistía en hacer funcionar los hospitales con criterios de empresa. Para ello, se les sustraía de la esfera pública transfiriendo su titularidad a fundaciones que iban a ser gestionadas profesionalmente. El resultado final, diez años después, fue un cuantioso rescate público para una flotilla de fundaciones quebradas y el acceso a la función pública de más de ochocientos empleados sin pasar por ningún tipo de concurso público.


  En el transcurso de la presentación oficial de otro macroinforme de un viejo conocido, el Instituto para el Desarrollo e Integración de la Sanidad (IDIS), el gran promotor de la sanidad privada financiado por las empresas más importantes del sector, se imputaban a la sanidad pública graves dificultades de solvencia y estabilidad, en contraste con la situación saneada de una sanidad privada que reclamaba ser incluida en la planificación estratégica del sistema sanitario público. Pilar Farjas no sólo no rebatió el diagnóstico, sino que lo asumió declarando estériles los debates sobre sanidad privada o pública y proclamándose «convencida del importante papel que tendrá la sanidad privada» (eldiario.es, 24/5/2013). Como puede observarse, la «colaboración» entre la sanidad privada siempre se plantea desde el Ministerio en términos de inferioridad, tanto en sus resultados, como en su modelo de gestión. El mensaje del círculo corsario sanitario no podría resonar más diáfano: la sanidad pública necesita a la sanidad privada, en ella está su salvación.


  Como subsecretaria de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, figura María Jesús Fraile Fabra. Pertenece al cuerpo de técnicos superiores de administración general. Fue directora general de Presupuestos y Patrimonio de la Comunidad de Madrid, y subsecretaria del Ministerio de Medio Ambiente. Hasta su nombramiento, era coordinadora general de Modernización y Administración Pública del Ayuntamiento de Madrid. En la dirección general de la Cartera Básica de Servicios del Sistema Nacional de Salud y Farmacia se sitúa Agustín Rivero Cuadrado, médico especialista de admisión y documentación clínica, con plaza en propiedad en el Hospital Universitario La Paz. Proviene del corazón de la administración que ha convertido en enseña la privatización de la sanidad: la Comunidad de Madrid. Fue subdirector general de Programas del Ministerio de Sanidad y Consumo, director general de Salud Pública y Alimentación de la Comunidad de Madrid y director gerente del Instituto de Nutrición y Trastornos Alimentarios de la Caja de Ahorros del Mediterráneo (CAM). En la actualidad, era director gerente de la empresa pública Hospital Universitario del Tajo de la Comunidad de Madrid, uno de los hospitales privatizado en 2013.


  Como director general de Políticas de Apoyo a la Discapacidad se nombra a Ignacio Tremiño Gómez. Máster por el Instituto de Empresa, proviene directamente del sector privado de atención a la dependencia. Ha sido consejero delegado del Grupo de Empresas de Accesibilidad de la Fundación ONCE y director general adjunto y director general de Empresas Filiales de Fundosa Grupo, grupo empresarial de la Fundación ONCE. Desde 2007 era director corporativo de Fundosa Grupo y presidente ejecutivo de Fundosa Accesibilidad.


  Ejemplos aún más notorios del círculo corsario al abordaje de la sanidad pública pueden hallarse en una de las administraciones de referencia para el nuevo equipo del Ministerio de Sanidad, el departamento de Sanidad de la Comunidad de Madrid, la «lideresa» indiscutible en el proceso privatizador de la sanidad pública. Tanto es así que los dos últimos exconsejeros de Sanidad madrileños, Manuel Lamela y Juan José Güemes, trabajan ahora en la sanidad privada. De hecho, el juzgado de Instrucción número 4 de Madrid investiga la privatización de la gestión hospitalaria que implementaron ambos consejeros desde el Gobierno regional, tras la llegada de Esperanza Aguirre a la presidencia en 2003. «Yo siempre he hablado de una sanidad sin apellidos. Lo he considerado siempre como una suma de lo privado y de lo público» (Manuel Lamela, cadenaser.com, 2/4/2013). El sucesor de ambos y actual consejero, Javier Fernández Lasquetty, antiguo secretario general de la Fundación FAES, aún va más allá en su fe al sostener que la sanidad privada crea más satisfacción entre los profesionales y que «lo que le importa a la gente es que se le atienda bien, y les da igual el sistema de gestión. Lo importante es que la atención y la calidad sean buenas, y si además logramos que esto tenga un coste presupuestario menor, mucho mejor» (libertaddigital.com, 28/11/12).


  Como bien puede apreciarse, difuminar la diferencia entre público y privado en la provisión de sanidad para neutralizar la cuestión y reducir una elección ideológica a un dilema puramente técnico, conforma un elemento reiterativo en el discurso que avala su asalto a la sanidad pública.


  Manuel Lamela es un burócrata corsario de manual. Abogado del Estado, ocupó puestos en la administración tributaria y en el Ministerio de Agricultura durante los gobiernos de Aznar. Luego fue consejero de Sanidad en la CAM hasta 2007. Creó en 2010 la sociedad mercantil Madrid Medical Destination, S.L., dedicada a promocionar Madrid como destino del turismo sanitario. Entre sus clientes más destacados figuran algunos de los aspirantes a concursar en las privatizaciones madrileñas: Capio Sanidad, MD Anderson o Clínica La Luz. Tanto la Comunidad de Madrid como el Ayuntamiento le facilitaron créditos y subvenciones para desarrollar con más facilidad su proyecto. También ocupa un puesto en el consejo de administración de Assignia Infraestructuras, empresa concesionaria de la gestión del Hospital del Tajo.


  Su sucesor en la consejería de Sanidad, Juan José Güemes, también es un ejemplo perfecto de burócrata corsario. Tras trabajar como analista del Banco de España, hizo carrera política como asesor en el equipo de Rodrigo Rato en los gobiernos de Aznar, llegando a ser nombrado secretario de Estado de Turismo. Difusor del eslogan «El dinero sigue al paciente», su paso por la consejería de Sanidad significó una aceleración del proceso de privatización de la gestión hospitalaria en Madrid y un endurecimiento de la agresividad ideológica del argumentario privatizador. «Con el sueldo de los liberados, más de 1000, se podría construir un hospital de 450 camas» (elpais.com, 19/3/2010), declaró ante las protestas de los trabajadores de la sanidad pública en 2009. Durante su mandato se inauguraron seis hospitales, todos con gestión privada, y se externalizaron las pruebas clínicas de más de un millón de madrileños a favor de una Unión Temporal de Empresas (UTE) liderada por Capio Sanidad, al tiempo que cerraban tres laboratorios públicos. El primer auditorio donde Güemes explicó su Plan de Infraestructuras Sanitarias 2007-2011 lo conformaban 150 empresarios del sector sanitario y de la construcción que habían pagado 1200 euros por asistir a una jornada en el Ritz. El subtítulo de las jornadas constituía toda una declaración de intenciones: «Aproveche las oportunidades de negocio para su empresa» (elpais.com, 19/3/2010). Apenas dos años después de ser nombrado consejero, cumplida con creces su misión privatizadora, dimite para pasar inmediatamente a la IE Business School como presidente del Centro Internacional de Gestión Emprendedora e integrarse en el consejo de administración de la empresa Unilabs, parte de Capio Sanidad, un puesto que se vio forzado a abandonar al hacerse público que Unilabs había sido comprada por BR Salud, la empresa a la que, siendo consejero de Sanidad, adjudicó la gestión de los análisis clínicos de seis hospitales y 250 centros de salud en virtud de un contrato millonario a diez años.


  En un segundo nivel, pero con un papel absolutamente clave, se sitúa Antonio Brugueño. Médico formado en el sistema púbico, es el sempiterno director general de Hospitales de la CAM. Fue director asistencial de la aseguradora Adeslas (1990-2001) y uno de los padres del polémico «modelo Alzira» en el hospital La Ribera de Alzira (Valencia). Ha trabajado para Ribera Salud y para Capio Sanidad. En Valencia destaca por su notoriedad el caso de Manuel Marín Ferrer. Entre 2000 y 2007 fue el comisionado público encargado de supervisar desde la administración a la empresa privada adjudicataria de la atención sanitaria en Alzira: Ribera Salud UTE. En septiembre de 2007, esa misma operadora sanitaria le fichó para la dirección de su departamento de Salud.


  El llamado «modelo Alzira» asume que la propiedad, la financiación y el control se mantienen públicos, y la construcción y la gestión se privatizan. Se trata del modelo que ha inspirado los procesos de privatización sanitaria del Partido Popular en Valencia y en Madrid. El hospital de la Ribera en Alzira fue el primero. Su construcción implicó una inversión de 54 millones de euros públicos. Durante el primer ejercicio, Ribera Salud UTE, liderada por Adeslas, Ribera Salud, BanCaja, la CAM y Dragados, registró un margen bruto de explotación de 2938949 millones de euros, pero declaró unas pérdidas de un millón y medios de euros. Desde el primer momento, sindicatos y profesionales sanitarios denunciaron que el presupuesto asignado al hospital para atender su zona de cobertura resultaba superior al previsto en otras zonas comparables. También se ha denunciado de manera regular y documentada cómo el hospital atendía un porcentaje excesivo de enfermos desplazados con un coste superior, el envío injustificado de enfermos crónicos o un incremento inexplicable del número de partos, generando así el consiguiente aumento de la facturación bruta de la empresa concesionaria. Pese a ello, durante los años 1999 y 2000, el hospital de la Ribera recibió el premio nacional de innovación en la administración y gestión sanitaria de la Escuela Nacional de Salud.


  Sin embargo, los premios no evitaron el fracaso. En 2002, la concesionaria declaró pérdidas de 2,7 millones de euros. En 2003 confirmó no poder seguir haciendo frente a la concesión. La Generalitat valenciana acudió al rescate. Resolvió la concesión e indemnizó a Ribera Salud por lucro cesante con 25 millones de euros. Un pago que acabó siendo reprochado por el Tribunal de Cuentas valenciano. Tras semejante «éxito», la solución fue ampliar el volumen de negocio y asegurar el margen de beneficio a los gestores privados. La Generalitat convocó un nuevo concurso en cuyo pliego de condiciones se privatizaba también la gestión integral de la asistencia sanitaria pública en el área, incluyendo a los centros de atención primaria, y se aumentaban en un 68% las cantidades que la administración autonómica abonaría a la empresa adjudicataria.


  La concesión vuelve a corresponderle a Ribera Salud, seguramente gracias al «aval» de la eficacia demostrada en la experiencia anterior para apropiarse de beneficios privados y socializar sus pérdidas. Por cada uno de los 250000 habitantes del área gestionada, la Comunidad Valenciana abonaba en 2012 una cantidad fija de 639 euros a la empresa. Hasta 2011, la concesionaria ha reportado unos beneficios de 28 millones de euros. Un dato al que no debe ser ajeno que, de media, su plantilla cobre un 10% menos que los profesionales sanitarios del sistema de salud valenciano, o que un 15% de sus ingresos se facture por la vía excepcional de atender pacientes procedentes de otras áreas sanitarias.


  A pesar de la opacidad financiera del modelo y la constatación de que la preferencia por la gestión privada no se sostenía sobre evidencias sólidas, seis hospitales en la Comunidad Valenciana y otros seis centros en la Comunidad de Madrid funcionan hoy bajo el «modelo Alzira». En comunidades como Galicia o Castilla-León, se ha anunciado que estudian también su implantación. En 2012, el informe negativo de Abogacía del Estado bloqueó la prevista extensión a todo el sistema de salud de la Comunidad de Valencia del modelo de privatización de toda la gestión sanitaria excepto la asistencia médica.


  Otro ejemplo de cómo opera el círculo corsario en su abordaje a la sanidad pública se encuentra en la actual administración catalana, gobernada por Convergència i Unió (CiU). El actual consejero de sanidad, Boi Ruiz, ha accedido al cargo directamente desde la presidencia de la patronal sanitaria catalana, la Unión Catalana de Hospitales. Una de sus ideas más repetidas es que «la sanidad es un bien privado» (abc.es, 30/11/2011). Tras instaurar el copago por receta y el cierre masivo de servicios, su propuesta estrella para resolver los acuciantes problemas de la sanidad catalana consiste en que los ciudadanos contraten obligatoriamente una póliza de salud privada en función de la renta. La oficina antifraude de Cataluña ha abierto una investigación de oficio contra su número 2, Josep María Padrosa, director del Servei Català de la Salut (SCS), que maneja el 97,9% del presupuesto de sanidad de la Generalitat. Se le imputa haber compaginado su cargo público con el de apoderado de seis empresas privadas del sector sanitario que han facturado más de 14 millones de euros a la sanidad catalana.


  Burócratas corsarios claves en puestos críticos para la implementación segura y fiable de la privatización de la sanidad, la marinería aguerrida imprescindible para el éxito final del abordaje a la sanidad pública. Su misión está clara y bien definida. Sus políticas deben demostrar que la sanidad pública no resulta sostenible, que la sanidad privada funciona mejor y ahorra dinero y que usted estará mejor fuera del sistema público. Un lema que repiten con frecuencia en el transcurso del abordaje a la sanidad pública dice que «la financiación debe seguir al paciente». En realidad, vamos a comprobar cómo no opera exactamente así. Empujan fuera al paciente para que la financiación le siga fuera del sistema público.


  El abordaje 3D contra la sanidad pública


  La urgencia traumática y forzadamente inevitable de las políticas de la consolidación fiscal exprés y la ya relatada legitimidad austerocrática han constituido las mejores armas en manos del círculo corsario sanitario para su asalto a la sanidad pública. «Hay que hacerlo, se va a ahorrar mucho dinero y además no existe alternativa», reza el argumento martilleado sin descanso para excluir cualquier tipo de debate, acelerar la puesta en marcha de recortes basados en la pura ideología y sin más evidencia argumental que la propaganda y el uso sesgado de las cifras.


  La verdadera razón para tanta prisa no reside en las innegables apreturas financieras del sistema sanitario. La urgencia funciona como un seguro. Nuestros burócratas corsarios están convencidos de que el sistema sanitario público funciona mal y la gente está deseando abandonarlo y disfrutar de un seguro privado pero, por si acaso, van a asegurar con sus políticas que efectivamente no funcione. El modelo de asalto empleado es el ya conocido y utilizado sistemáticamente por los piratas de lo público: el abordaje 3D por fases: deteriorar, descapitalizar y desmantelar.


  1 Deteriorando la sanidad pública


  La primera fase del asalto se preocupa sobre todo por asegurar que el sistema no funcione o funcione peor. La idea fuerza empleada por la austerocracia ha consistido en prometer algo muy parecido a un milagro: el ahorro de más de 7000 millones de euros sin que los usuarios del sistema lo noten en los servicios. De hecho, de acuerdo con el programa de estabilidad presupuestaria 2013-2016 del Gobierno de Mariano Rajoy, el gasto en materia sanitaria bajará aún más, hasta un 5,4% en 2016. En ese lapso temporal perderá un 15,6% de peso en el PIB, lo que representa una caída real del gasto en torno a 9000 millones de euros.


  El aparente baile de cifras no es un error, tampoco una confusión. Es una táctica de comunicación estándar para ajustar a cada audiencia el coste de la austeridad. Extendiendo la confusión sobre el volumen y el alcance real de los recortes, se puede mantener ante la opinión pública y las propias bases electorales la ilusión de que los recortes, en realidad, ni son tantos, ni van a afectar tan directamente.


  Con la urgencia de la consolidación fiscal se han ejecutado dos tipos de medidas: empobrecer la oferta y destartalar el servicio. Se las ha justificado por ser rápidas y ahorrar mucho, los dos argumentos favoritos de la legitimidad austerocrática. Pero la realidad es que ambas aseguran una capacidad de ahorro discutible mientras que sí ofrecen una enorme potencia para deteriorar la oferta sanitaria pública. Siguiendo esa lógica de la urgencia fiscal, se ha apostado, o por empobrecer drásticamente la cartera de servicios reduciendo su contenido y encareciendo o dificultando el acceso, o por destartalar el propio funcionamiento operativo de la sanidad por la vía del racionamiento presupuestario.


  Ambas estrategias se han implementado de manera simultánea, valiéndose de grandes dosis deliberadas de confusión y tácticas de contrainformación en su comunicación a los usuarios del sistema y al gran público. El objetivo de esa táctica ha sido generar una mayor sensación de deterioro y caos respecto a la situación del sistema sanitario. Las medidas siempre se han aplicado a medio camino entre el desconcierto y la desinformación, tanto a los profesionales sanitarios como a sus pacientes. En buena medida, parece haberse buscado su enfrentamiento, reforzando artificialmente la sensación de que la sanidad española vive sumida a diario en el caos, el desorden y la crisis permanente.


  En cuanto al empobrecimiento de la cartera de servicios sanitarios, se ha optado primordialmente por excluir o encarecer la oferta. Por la vía de la exclusión, se ha revisado a la baja el catálogo de especialidades cubiertas para rebajar la cantidad y calidad de la oferta. También se ha apartado del sistema a quienes carecieran de tarjeta sanitaria, fomentando la percepción de que la sanidad pública ha generado fraude y abuso financiado con el dinero de nuestros impuestos. Así, en la más pura lógica de la legitimidad austerocrática, los recortes no suponen sólo una cuestión de eficiencia, también son de justicia. El ahorro ha resultado pírrico sencillamente porque el objetivo no se centraba en economizar. Lo que realmente se pretendía era empezar a empujar a los pacientes hacia la oferta privada, echándolos a empujones de una oferta pública previamente deteriorada y devaluada.


  El recurso al encarecimiento del servicio sanitario ha presentado como medida estrella la reintroducción masiva del copago en todo el sistema. Se ha aumentado el copago del transporte sanitario no urgente, las prótesis o el consumo de medicamentos. «El copago es justo y equitativo […] la reforma es justa y equitativa. Ojalá no hubiéramos tenido que hacerla, pero la herencia que hemos recibido hace que sea inviable no hacerla» (Ana Mato, europapress.es, 19/4/2012).


  El copago farmacéutico ha actuado sin duda como la gran estrella del show del ahorro sanitario. «En los seis primeros meses de copago farmacéutico, “hemos ahorrado entre todos” 1107 millones de euros en farmacia» (Ana Mato, hispanidad.com, 3/7/2013). Pero las cifras dicen que en 2012, el copago ha supuesto un ahorro para las administraciones y un repago para los pacientes de 552 millones de euros, según datos de un estudio de Cofares, la principal distribuidora farmacéutica. La aportación al sistema por copago se ha duplicado en un año, siendo la medida que más impacto ha tenido en la reducción del déficit público. Por ejemplo, el uso de genéricos y la prescripción por principio activo aportaron 433,4 millones; el sistema de precios menores, 274,8; y la exclusión de fármacos, 107 millones.


  Puestos a ahorrar porque «la sanidad no es gratuita» (Ana Mato, europapress.es, 19/4/2012), había y hay otras opciones con idéntico potencial de ahorro que no suponen una transferencia de costes masiva a los usuarios de la sanidad. Rafael Bengoa, exconsejero de Sanidad vasco y experto mundial en política sanitaria, usa con frecuencia otro ejemplo muy ilustrativo de ahorro. En Inglaterra, una sencilla campaña para recordar el lavado de manos por los profesionales y entre pacientes ha salvado 10000 vidas y ahorrado 500 millones de euros en tres años de gestión de infecciones hospitalarias; el coste para los usuarios fue el medio millón de euros que costó la campaña (rafaelbengoa.com). Con la compra estratégica de medicamentos, el ahorro medio por compra sube hasta el 20%. Su implantación podría haber supuesto un ahorro anual de al menos 1000 millones de euros que no saldrían del bolsillo de los pacientes. Tras años de promesas y pruebas, sigue sin implantarse.


  Al copago el círculo corsario sanitario lo llaman «ahorro», pero en realidad quieren decir «transferencia de costes». El copago no ahorra, sólo desplaza el coste a los usuarios, garantizando que las farmacéuticas y demás proveedores mantengan márgenes de beneficio razonables. De hecho, en las reformas de los sistemas sanitarios de nuestro entorno, el copago se ha empleado para desincentivar el uso del sistema más que para reducir sus costes.


  Respecto al destartalamiento operativo del funcionamiento de los servicios sanitarios, el instrumento principal ha sido la reducción drástica de los cuadros de personal y el racionamiento extremo de recursos y pruebas diagnósticas. Ya hemos comprobado cómo el grueso de los despidos en el sector público se ha concentrado en la sanidad y la educación. Según los datos del INE, más de 226800 trabajadores han sido despedidos en las Comunidades Autónomas desde el año 2011, en su gran mayoría, personal sanitario y educativo. La gestión menguante del personal también ha afectado a las rebajas salariales, a los contratos temporales, a la no cobertura de bajas, e incluso la jubilación forzosa de profesionales sanitarios con años de experiencia de valor incalculable para el sistema. Sólo en Madrid, se han jubilado de golpe más de 700 médicos, muchos de ellos jefes de servicio o responsables de área en sus hospitales y centros. El coste y el desorden infligidos a esos servicios sanitarios parecen tan incalculables como deliberados.


  Resulta discutible si las medidas implementadas han cubierto el objetivo de reducir en 7000 millones el gasto sanitario. Pero parece probable que hayan obtenido un gran éxito a la hora de aumentar el porcentaje de usuarios de la sanidad pública dispuestos a abandonar un sistema que les trata permanentemente bajo la sospecha del fraude, les ofrece menos servicios y más caros y donde les atienden profesionales peor pagados y sobrecargados de trabajo y presión.


  2 Descapitalizando la sanidad pública


  La segunda fase del asalto al sistema sanitario público se centra en su descapitalización. Se ha concretado en descapitalizar los dos valores añadidos principales que debe proveer un sistema público de sanidad: su sostenibilidad financiera y la calidad y compromiso de sus profesionales.


  El círculo corsario sanitario repite como un mantra la amenaza que supone para la viabilidad del sistema una deuda que cada uno cuantifica cuando y como le conviene, y que oscila entre 15000 y 21000 millones; depende del miedo que se quiera meter ese día. No deja de resultar paradójico que cuanto más se esfuerzan el neoliberalismo corsario y su aparato propagandístico en definir el problema de la sanidad pública española como un asunto de exceso de gasto, más evidente resulta el déficit realmente acuciante de nuestra sanidad: su precaria financiación. Mecanismos como el copago no reducen el gasto, sólo lo trasladan a nuestros bolsillos recaudando más recursos. En esta evidencia del déficit sanitario como un problema de financiación antes que de gasto coincide incluso el mayor adalid de la privatización: Antonio Brugueño, el padre del modelo Alzira: «Los retoques no aseguran la viabilidad del Sistema Nacional de Salud […] La crisis no es del sistema prestador sino del financiador» (redaccionmedica.com, 9/7/2012).


  España goza de una sanidad muy superior a la que paga. Nuestro gasto sanitario se sitúa más de un punto por debajo de la media de la OCDE y ha crecido a la mitad de ritmo en los últimos años: un 2,5% frente a 4,5% de media OCDE. «España se encuentra por debajo del promedio de la OCDE en términos de gastos totales per cápita, con un gasto promedio de 3076 USD en 2009, mientras que el promedio en la OCDE alcanzó 3268 USD en 2010» (Informe OCDE, 2012).


  Ni la crisis ha metido de repente en apuros al sistema sanitario, ni ha sido el despilfarro sanitario el causante del déficit público; siempre ha soportado una mala financiación. Nuestro sistema sanitario ha tenido que dotarse de recursos extraordinarios de manera periódica. La financiación extraordinaria se ha convertido en norma para nuestro sistema sanitario, mientras que gobiernos y administraciones se pasaban el problema de la financiación sanitaria, en un intento de rehuir o trasladar sus costes políticos y electorales.


  Siempre se puede gastar mejor, pero el dilema prioritario que debemos resolver es otro: tenemos una sanidad que muchos no están dispuestos a pagar. A eso, ha de sumarse un efecto ralentizador de la disposición a pagar que suele acompañar a las políticas sanitarias. A todos nos parecen muy relevantes e importantes, pero nunca entendemos por qué hay que gastar tanto o tienen que consumir tantos recursos precisamente ahora, que no estamos enfermos… Hasta que caemos enfermos, entonces sí lo entendemos.


  El primero que no quiere pagar es el Gobierno central. El centralismo ha estado asfixiando al sistema sanitario español. El Gobierno central transfirió la sanidad a las Comunidades Autónomas durante los años noventa. Pero lo hizo imponiendo unas condiciones de financiación leoninas en la mayoría de los casos. Transfirió el problema, pero se quedó con buena parte del dinero. Así, durante veinte años, las Comunidades Autónomas han gastado más recursos de los que recibían en proporcionar sanidad de calidad a su población, mientras que el gobierno central ha despilfarrado los recursos que retenía, no sabemos muy bien en qué, para qué o por qué.


  Las Comunidades Autónomas también rehúyen la tarea de pagar la sanidad que tanto ha contribuido a su éxito y consolidación institucional. Los apuros de muchas de ellas para abonar puntualmente las facturas de los farmacéuticos, o mantener abiertas plantas y servicios de hospitales inaugurados en su día con gran pompa y circunstancia, tienen más que ver con la estrategia de sumir al sistema en el caos para justificar su privatización, o con su predilección por satisfacer antes otras cuentas, que con una imposibilidad real de tesorería.


  El cambio de sistema de financiación acordado en 2002, lejos de solucionar el déficit estructural de la sanidad, se limitó a endosárselo a las Comunidades Autónomas. Al asumir éstas todo el gasto sanitario a cambio de recibir ciertos impuestos especiales y mayores porcentajes en el IVA y el IRPF, las autonomías han absorbido íntegramente un gasto que tiende a crecer de manera sostenida y que se financia con un modelo tributario decidido siempre desde el Gobierno central.


  Nuestra sanidad devuelve bastante más de cuanto invertimos en ella. Definir nuestro problema sanitario como una cuestión de exceso de gasto responde más a la no disposición a pagar de ciertos grupos que a la realidad. La sanidad pública española resulta claramente sostenible. Amenazar a diario con su futuro insostenible constituye una mentira consciente. La supuesta insostenibilidad de la sanidad pública tiene su causa en el hecho de que las rentas más altas ya no están dispuestas a seguir pagando para que resulte sostenible. Quieren su sanidad privada y la quieren ahora. Quieren la vuelta a una sanidad financiada por medio de contribuciones individuales y no a través de impuestos. Que cada quien tenga la sanidad que pueda pagar y se pague. Plantearlo así puede resultar política y electoralmente peligroso. En cambio, si el problema se define como una cuestión de sostenibilidad del sistema, entonces todo se vuelve justificable en nombre de la legitimidad austerocrática.


  Una segunda línea de descapitalización del valor añadido de la sanidad pública afecta al cuestionamiento sistemático de la calidad y el compromiso de sus profesionales. Se trata de una táctica para compensar el déficit de valoración que hemos constatado respecto a la sanidad privada. Si la confianza en los profesionales públicos opera como un elemento que fija al paciente en el sistema público, el objetivo del burócrata corsario pasa a ser destruir esa confianza. También se convierte en el eje central de la respuesta corsaria ante movimientos de protesta como las «mareas blancas», que gozan desde el primer momento de amplias cotas de apoyo y comprensión entre la opinión pública.


  Todas las «mareas blancas» contra los procesos de privatización de la sanidad pública han sido contestadas sistemáticamente con idénticos argumentos. La idea fuerza se concentra en demostrarnos que no se movilizan por nosotros y la sanidad pública, sino por sus privilegios y sus sueldos. «Los médicos sólo se quejan cuando les tocan el bolsillo», suele proclamar el consejero de sanidad catalán, Boi Ruiz. El presidente de la CAM, Ignacio González, ha acusado a la mitad de los médicos que protestaban contra sus privatizaciones de no querer por la mañana la misma sanidad privada en la que trabajan por la tarde; pero, en realidad, sólo dos de cada diez médicos compatibiliza práctica privada y pública en Madrid, según el Colegio de médicos. El actual consejero de sanidad de la CAM, Lasquetty, hace tiempo que coloca siempre en la misma frase «marea blanca» contra los recortes, «radicales» y «de izquierdas».


  Existe una tercera vía de descapitalización que se realimenta con la táctica ya analizada de generar un constante clima informativo de confusión en torno a los recortes sanitarios. El objetivo pasa por diluir costes políticos y consolidar la percepción de que la sanidad pública es un caos a punto de quebrar. Esa vía consiste en alterar las reglas y el procedimiento para acceder al sistema o ser tratado por él. En materia de listas de espera, se ha retrocedido todo lo avanzado en la transparencia de su gestión. Las listas de espera vuelven a resultar opacas, discrecionales y arbitrarias. Otro tanto está aconteciendo con la tarjeta sanitaria, los servicios de transporte o la realización de pruebas.


  No es casual. Ni fruto del desbarajuste o la penuria. Se trata de quebrar el elemento que más institucionalizaba la confianza en los servicios públicos: que funcionan con reglas que deben garantizar a todos un tratamiento equitativo y adecuado a las necesidades. Esas reglas garantizan nuestros derechos y limitan la discrecionalidad de los gestores del sistema. Si esas reglas desaparecen o se opacan y la sanidad pública empieza a incluir o excluir usuarios de manera arbitraria, la confianza se quiebra. Incluso la sanidad privada puede empezar a parecer tanto o más confiable. Al menos allí se sabe que rige una regla: si pagas más, te atienden antes.


  Ahora avanzamos decididamente hacia la tercera fase, el desmantelamiento y la puesta a la venta por tramos de diferentes servicios sanitarios. Igual que Telefónica o Repsol se privatizaron por tramos de capital, la sanidad pública se va transfiriendo gradualmente a manos privadas por hospitales, centros o servicios.


  3 Desmantelando la sanidad pública


  El abordaje a la sanidad pública ha entrado ya en una estrategia de desmantelamiento por fases. El camino lo abrieron los concursos para la externalización de servicios médicos como los análisis o las pruebas diagnósticas. Luego vino la privatización a gran escala de la gestión de hospitales y centros de atención primaria, como en el caso de la Comunidad de Madrid. Ahora acaban de llegar las confusas, inconcretas y opacas fórmulas para la construcción público/privada de hospitales. Lo único claro a día de hoy sobre esas fórmulas milagrosas se resume en la certeza de que la construcción sale hasta dos veces más cara (por ejemplo, el caso de los hospitales de Vigo y Pontevedra en Galicia), sumada a la incertidumbre de desconocer cuándo y en qué condiciones se prestará el servicio, o revertirá la gestión al patrimonio público.


  La fe en la superioridad y eficiencia de la gestión privada sanitaria sobre la pública es sólo eso, una cuestión de fe. Hasta los think tanks más liberales deben reconocer que «la escasa información disponible en España y las experiencias observadas en otros países señalan que por más interesante que sea desde un punto de vista académico el debate entre gestión pública y gestión privada de servicios públicos sanitarios, sin duda hay otras reformas que abordar de mucho mayor calado para garantizar la solvencia de nuestro SNS» (Sánchez, Abellán, Oliva, Instituto Elcano, 7/3/20139). Decir que no se ha probado que la gestión privada es mejor, tampoco es toda la verdad. Existe evidencia empírica relevante y solvente. Pero parece demostrar justamente lo contrario. Por ejemplo, la prestigiosa revista médica británica British Medical Journal (Guyatt, 2009) ha publicado un estudio donde demuestra cómo la calidad de los servicios sanitarios privados se valora por debajo de los públicos respecto a indicadores como las cualificaciones del personal, el número de complicaciones en el tratamiento clínico, la utilización de medidas que restringían la movilidad de los pacientes o las violaciones de las normativas gubernamentales.


  En la misma prestigiosa publicación, varios trabajos han ido acreditando el incremento de gasto que ha supuesto la incorporación de técnicas de gestión privada en el Reino Unido. La revista PLOS Medicine ha publicado una revisión sistemática comparando la gestión pública y privada en países de renta media y baja (Basu, Andrews, Kishore, Panjabi, Stuckler, 2012). Concluye que no se sostiene sobre evidencias fiables afirmar que el sector privado resulta más eficiente, responsable o médicamente eficaz que el sector público.


  A contrario sensu, los supuestos datos a favor de la gestión privada suelen carecer de paternidad, o resultan confusos, o cuando menos dudosos. El consejero de Sanidad madrileño, Lasquetty, siempre invoca un dato para justificar la privatización de hospitales: el coste por paciente en un hospital público escala hasta 600 euros, mientras que en uno privado no supera los 441. Ese dato es huérfano, carece de padre reconocido. Sin embargo, otros datos sí tienen padre. El sindicato CSIT sostiene en un estudio que la cama en un hospital de gestión privada cuesta 1660 euros por día, mientras que en uno de gestión pública la misma cama cuesta 955. Ambos cálculos resultan igualmente fiables, puesto que en esta materia, los números, como diría Winston Churchill, «convenientemente torturados confiesan lo que sea».


  Si acudimos a la realidad de las evidencias presupuestarias y abandonamos el mundo mágico de las previsiones de ahorro que suelen manejar profusamente los piratas de lo público, los números resultan muy esclarecedores. Con las cifras de gasto consolidado de 2011 en la mano, los pacientes tratados a través del concierto sin publicidad entre la CAM y la Fundación Jiménez Díaz, controlada por Capio Sanidad, le han costado al contribuyente 700 euros por enfermo. Una cifra muy alejada de los 441 euros por enfermo que manejan estimaciones oficiales sobre la gestión privada. Sobrecostes que además suelen sufragarse a través del recurso opaco a ampliaciones presupuestarias, haciendo casi imposible o fácilmente manipulable el proceso de verificar cuánto cuestan realmente los enfermos derivados a centros privados.


  Como acertadamente sugiere el doctor Gordon Guyatt, una de las mayores eminencias mundiales en materia de gestión médica basada en la evidencia, «es hora de basar nuestra política sanitaria en las evidencias, no en la ideología» (Guyatt, pnhp.org, 19/8/2009). La elección entre la gestión pública o privada de la sanidad no se reduce a un debate técnico, a una elección racional entre diferentes maneras de gestionar y donde lo importante serían los resultados. Contiene un dilema político y responde a una elección ideológica: sanidad universal y de calidad o la buena sanidad para quien la pueda pagar; para los demás otra cosa: asistencia sanitaria.


  La sanidad pública española: una historia de éxito


  En 1945, la tasa de cobertura sanitaria en España subía hasta un 22,06%. En el año 1991, llegaba al 99,79% a través de un sistema de provisión que puntúa entre los mejores del mundo. En 2009, según datos de la OCDE, gastando dos puntos menos de PIB (9,5% PIB), teníamos una tasa de cobertura universal y la misma esperanza de vida (81,8 años) o mortalidad infantil (3,3) que países como Alemania (11,6% PIB), Francia (11,8% PIB) o Dinamarca (11,5%). En todos ellos, el gasto público responde por más del 75% del total. Consumiendo el doble de su PIB (17,4%), Estados Unidos deja descubierto a dos de cada diez ciudadanos, presenta una esperanza de vida menor en dos años y una tasa de mortalidad infantil superior en un punto. Menos de la mitad de su gasto total responde a gasto público. Tenemos una sanidad que no pagamos.


  En 1986 se aprueba la Ley General de Sanidad, que prescribe el tránsito gradual desde un sistema sanitario vinculado al trabajo, a un sistema sanitario vinculado a la condición de ciudadano e inspirado por el modelo Beveridge y el National Health Service inglés. La sanidad se universaliza como derecho en España en los presupuestos de 1989 y con el decreto 1088/89, iniciándose entonces la lenta y desordenada «liquidación» de los restos de la beneficencia franquista y de los regímenes sanitarios especiales.


  En treinta años, la sanidad pública española y sus profesionales han recorrido el camino y han llegado a la altura de países y sistemas sanitarios que habían empezado a avanzar veinte años antes, invirtiendo bastantes más recursos. Si como sostiene Scharpf (1999), la legitimidad de las democracias occidentales crece conforme aumenta su capacidad para solucionar problemas, la sanidad pública ha sido una de los grandes proveedores de legitimidad democrática en España.


  El asalto a la sanidad no se limita sólo a una cuestión de dinero, modelos y eficiencia; esconde también una cuestión ideológica. La sanidad pública y universal constituye un producto exitoso de la democracia. La gran mayoría asocia la expansión de la sanidad pública a la llegada de la democracia. De ahí, el empeño en alterar el punto de referencia y recrear el mito de una sanidad pública universal franquista para facilitar su deslegitimación democrática. La derecha española, representada entonces por Alianza Popular, se opuso firmemente a la implantación del modelo de un sistema nacional de salud de vocación universalista.


  Una sanidad al estilo del Servicio Nacional de Salud británico (NHS, por sus siglas en inglés) financiado vía impuestos no es el modelo de sanidad pública de la derecha española. El modelo de la derecha española era, y es, una sanidad estratificada y segmentada por grupos y financiada por medio de contribución o cuotas. El actual modelo dominante en la sanidad española no responde al que defendía y pretendía la derecha política española; el actual sistema nacional de salud no es el sistema que pretendían desarrollar.


  La sanidad fue uno de los asuntos públicos que durante la Transición quedó relegado ante la urgencia de los dilemas políticos y económicos de un país instalado en el miedo, en la constante amenaza de una vuelta atrás por la vía de la fuerza. Profesionales y burócratas sanitarios actuaron como los grandes promotores de la evolución hacia un sistema nacional de salud inspirado por el NHS. Un sistema de ámbito nacional, universal, centralizado, íntegramente público y profesionalizado.


  Esa aspiración contó con la oposición frontal de la derecha política, tanto la nacional como la nacionalista, y del bien organizado sector de la sanidad privada. Ambos eran partidarios de que la expansión de la sanidad se hiciera manteniendo el modelo en vigor: regímenes especiales, predominio de la financiación vía contribuciones e incremento de la participación privada en la provisión de servicios sanitarios. De hecho, en aquella época, la mayoría de las camas de la sanidad pública estaban en centros privados concertados.


  Durante la Transición no pudo resolverse este bloqueo. El resultado fue un aplazamiento de la reforma de la sanidad pública. Una situación que se modifica durante los primeros gobiernos de Felipe González. En 1986, la ya mencionada Ley General de Salud (LGS) supone el primer paso consistente hacia la implantación de un sistema nacional de salud público. Un objetivo que además encuentra un gran eco y apoyo entre la opinión pública, lo que contribuye a bloquear la oposición al nuevo modelo desde la derecha política y la sanidad privada.


  Alianza Popular votó en contra de la LGS, igual que años después el Partido Popular se opondría a la extensión de la cobertura sanitaria a los inmigrantes. El recorte de esa extensión ha constituido una de las primeras medidas de ajuste del gasto sanitario del Gobierno de Mariano Rajoy. Se ha argumentado sobre la urgencia de la consolidación fiscal exprés, pero se trata de una decisión coherente con una posición ideológica expresada cuando el déficit no era el problema. Del mismo modo que los recortes y ajustes que está aplicando al Sistema Nacional de Salud (SNS) se corresponden con su originaria oposición ideológica a ese modelo universal de provisión sanitaria. La legitimidad austerocrática opera como coartada para un asalto ideológico a un sistema nacional de salud que nunca ha sido el suyo.


  El sistema funcionará fuertemente centralizado en su primera época. Pero conforme avanza el proceso de desarrollo autonómico, el SNS evoluciona hacia un sistema altamente descentralizado en la gestión, pero muy centralizado en la financiación. De hecho, el actual SNS puede describirse como una red formada por los diecisiete sistemas sanitarios de la Comunidades Autonomías. Igual que el éxito de la extensión de la sanidad pública ha funcionado como un potente legitimador del sistema democrático, el éxito de las Comunidades Autónomas a la hora de desarrollar sus propios sistemas de salud ha reforzado de manera muy directa su legitimidad institucional. La eficacia y la buena percepción sobre el SERGAS en Galicia o el SCS en Cataluña han aportado mucho a la consolidación y valoración institucional de la Xunta o la Generalitat, incluso al reforzamiento de sus identidades nacionales.


  La descentralización sanitaria ha resultado también ser un escenario propicio para el desarrollo de una red marcada por el paradigma de la Nueva Gestión Pública (NGP) y la innovación autonómica en la organización sanitaria, con la puesta en marcha de múltiples programas y experiencias de nuevas fórmulas de provisión y gestión.


  Los perennes problemas de financiación del sistema y las diferencias entre territorios y servicios obligaron a sanear en varias ocasiones el sistema inyectando recursos extra. Se fue abriendo paso el creciente convencimiento de la necesidad de reformar un sistema exitoso, pero con deficiencias estructurales que amenazaban su futuro.


  La Ley de Cohesión y Calidad del SNS, aprobada con amplio consenso en 2000, trata precisamente de abordar esos déficits. Se crea el Fondo de Cohesión para intentar gestionar el problema de los desequilibrios financieros de la sanidad. También se diseña una nueva estructura para mejorar la coordinación y la cooperación entre los diferentes sistemas nacionales, dotando de mayor coherencia a los instrumentos de control y evaluación.


  La tabla 4 resume los elementos clave de la evolución de la sanidad como problema público en España. Una evolución marcada por la carencia estructural de recursos, la tensión de fondo entre actores que prefieren el modelo SNS y actores que añoran el viejo modelo de la Seguridad Social, la creciente capacidad de presión del sector privado y un electorado a veces dividido entre su buena valoración del bien público de la sanidad y su limitada disposición a pagarlo.


  La sanidad pública española alcanzaba el siglo XXI atribulada por grandes desafíos. Pero también con resultados y niveles de provisión y satisfacción entre los usuarios superiores a países de nuestro entorno con un gasto sanitario superior. Esta dualidad entre retos y éxitos ha provocado que desmontar y privatizar el Sistema Nacional de Salud esté resultando un trabajo mucho más duro de lo imaginado por los piratas de lo público.
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  La gente valora mucho la sanidad pública española, le parece el servicio más útil, mejor gestionado, más accesible, más adecuado y que más justifica el pago de sus impuestos. Los datos del barómetro de opiniones fiscales de los españoles del IEF (2012) son contundentes. Siete de cada diez encuestados en 2011 estaban mucho o bastante satisfechos con la sanidad pública. Nueve de cada diez la habían utilizado. El 64% lo considera el servicio más accesible. La mitad creen que resulta el servicio que más justifica el pago de sus impuestos. La serie histórica de datos también se muestra elocuente. Desde el año 2000, la sanidad figura como el servicio más valorado: recibe una nota media de 2,8 sobre 4.
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  La comparación de los diferentes barómetros sanitarios del CIS confirma, tanto la buena valoración media de la sanidad pública, como la solidez de la confianza en su funcionamiento y la demanda de cambios para hacerlo mejorar. La gran mayoría cree que el SNS funciona bien, pero puede y debe ser mejorado. Apenas uno entre cada veinte españoles se apunta al diagnóstico catastrofista sobre nuestro sistema sanitario que manejan al unísono el sector privado y el círculo corsario sanitario.


  La sanidad pública también sale clara ganadora en la comparación directa con la sanidad privada. Una percepción que la gran recesión incluso ha reforzado. Las tablas 5 y 6 presentan algunos datos del CIS que demuestran hasta qué punto la sanidad púbica ha constituido uno de nuestros grandes logros colectivos y del sistema democrático. Por eso, goza de una percepción privilegiada y sólida entre la gran mayoría que dificulta en extremo su abordaje. La sanidad pública es un fortín sólidamente amurallado ante cualquier asalto.


  La mayoría elige de largo la sanidad pública por su superioridad tecnológica, la confianza en sus profesionales, la información que se les transmite y el trato personal. Sólo en esta última variable, la sanidad privada se aproxima a la pública. La oferta privada sólo se impone, y por márgenes más estrechos, en cuanto a rapidez en la atención o el confort de las instalaciones, en la dimensión de lo que podríamos denominar «hostelería sanitaria». Una situación que en los últimos cinco años ha mejorado a favor de la pública en todas las variables.
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  La oferta pública ha mejorado su percepción donde era más débil y ha fortalecido sus cualidades más valoradas. La sanidad privada no ha mejorado sustancialmente sus debilidades y ha mermado considerablemente sus fortalezas. Una dinámica que tiene una traducción inmediata en las elecciones de los pacientes, como vemos en la tabla 7. Contrariamente a la leyenda urbana que suele repetir el pensamiento corsario, la mayoría, cuando puede elegir, escoge sanidad pública.
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  Los últimos datos del barómetro sanitario que publica regularmente el Ministerio de Sanidad, con las respuestas de más de siete mil entrevistados, confirman esta realidad. Según los datos del barómetro de 2012, el sistema sanitario ha mejorado su valoración durante los últimos treinta años. En 1995, un 61% contestaba que el SNS funcionaba bien o bastante bien. En 2007, lo hacían un 67% y en 2012 un 71%. En ese mismo año, sólo un 25% reclamaba cambios fundamentales y apenas un 4,6% demandaba rehacerlo. La valoración del sistema sanitario público se ha mantenido desde 2005 por encima del seis, llegando en 2011 a un 6,59 y a un 6,57 en 2012. La puntuación que los españoles otorgan a los centros de atención primaria y los hospitales públicos se sitúa por encima de un contundente 7,2. Respecto a la igualdad del sistema, siete de cada diez encuestados opina que la sanidad presta los mismos servicios a todos con independencia de sexo, raza, edad o renta. En cambio, sólo cuatro entre cada diez percibe que se presten los mismos servicios en zonas rurales y urbanas o entre Comunidades Autónomas.


  La comparativa con la sanidad privada resulta algo más que elocuente y los datos se han mantenido estables a lo largo de los últimos diez años. Seis de cada diez prefiere acudir a un centro de atención primaria público, a las urgencias públicas y a hospitales públicos, el doble de quienes optarían por acudir a servicios privados. En cuanto a las consultas de atención especializada, cinco de cada diez prefieren la sanidad pública, y cuatro de cada diez optan por la privada. Respecto a las razones que motivan la elección, seis de cada diez optan por la sanidad pública gracias a su superioridad tecnológica y de medios y la capacitación de los profesionales, y cinco de cada diez por la información que se les facilita. La sanidad privada resulta elegida por seis de cada diez gracias a la rapidez en la atención. En el trato al paciente y hostelería sanitaria, la sanidad privada conserva una leve ventaja: cinco de cada diez entrevistados, frente a cuatro de cada diez que eligen la atención y el confort de la sanidad pública.


  Junto a este innegable éxito de nuestro SNS, han venido también graves problemas que debían y deben ser abordados. La oposición al modelo universalista de la derecha y la bien organizada sanidad privada, junto con nuestra «vía media» de desarrollo del bienestar, han provocado como resultado actual un sistema sanitario complejo. En nuestra sanidad se superponen el modelo universal del SNS y el viejo modelo de la Seguridad Social. De hecho, en la calle, a la sanidad muchos la siguen llamado «la Seguridad Social». El sistema parece confuso y a veces contradictorio, tanto en la financiación, como en la cartera de servicios o los derechos de los usuarios. Según datos del barómetro sanitario de 2012, seis de cada diez entrevistados creen que se hace un uso innecesario o abusivo del sistema sanitario, y ocho de cada diez reclama que las Comunidades Autónomas gestionen por acuerdo la puesta en marcha de nuevos servicios.


  El alto grado de descentralización ha generado cuantiosos beneficios para nuestro SNS: mayor accesibilidad, un funcionamiento más eficiente al ajustar mejor demanda y oferta, y grandes dosis de innovación organizativa. Pero la falta o el mal funcionamiento de mecanismos de coordinación y cooperación han creado fuertes desequilibrios entre territorios y servicios. El problema de nuestro sistema de salud no reside en la existencia de diecisiete sistemas sanitarios. Ésa es nuestra gran ventaja. La mayor dificultad subyace en que el Ministerio no se haya percatado de que ahora gestiona una red. Su misión no es desmadejarla. El valor que puede aportar reside en hacer que la red funcione y opere bien interconectada.


  Al déficit financiero ya aludido, se une así un déficit de estructuras de diseño y gestión estratégica del sistema sanitario entendido como una red integrada. Un sistema donde, además, el papel y la aportación de la sanidad privada suponen una cuestión abierta y no resuelta, pero que debe resolverse. Tampoco resulta ni mucho menos una dificultad menor la falta de información fiable y de una cultura de la evaluación de nuestra sanidad. Sabemos poco sobre cómo funciona nuestra sanidad, y lo que sabemos, en mucha parte, lo sabemos mal o resulta incorrecto. Los debates públicos y políticos sobre los problemas de nuestra sanidad presentan un déficit de validez de la información y calidad de las teorías que también debe subsanarse, si realmente se pretende mejorar la toma de decisiones sanitarias.


  Parece evidente que ni el copago, ni retirar la tarjeta a los inmigrantes o subastar hospitales van a arreglar ninguno de estos dilemas. De hecho, resulta llamativo el carácter ridículamente epidérmico y pueril de las políticas presentadas e implementadas como las grandes soluciones para las cuitas de nuestra sanidad, frente al alcance y el carácter estructural de los desafíos que afronta el Sistema Nacional de Salud.


  Esta desproporción entre problemas y soluciones aporta otro indicio de hasta qué punto los recortes y reformas sanitarias tienen como objetivo habilitar un nuevo modelo, no reformar o arreglar los problemas del vigente. Un modelo que, en realidad, no resulta tan nuevo. Se parece bastante a lo que siempre quiso la derecha española y el sector privado: un sistema con servicios diferenciados por grupos sociales y profesionales, fuerte presencia de provisión privada con financiación pública y donde cada uno reciba la atención que haya pagado. Un sistema doblemente dual. Una red sanitaria para los pacientes con capacidad de pago y otra red sanitaria de carácter residual para los que no pueden pagar; en ambas redes, la característica común de una amplia dualización público/privada respecto a las formas de provisión. Un modelo donde quien pueda pagar pueda elegir su oferta sanitaria a la carta.


  En la sanidad pública está el negocio


  Aunque a la gran mayoría le resulte difícil percibirlo o sentirlo así, la sanidad representa un gran negocio mientras el paciente no es demasiado viejo, no sufre una patología crónica o sólo precisa tratamiento estándar. Se transforma en un problema cuando el paciente no es tan joven, se convierte en un enfermo crónico o requiere terapias avanzadas y costosas. Separar ambos tipos de pacientes ofreciéndoles servicios diferenciados, representaría un negocio aún mayor. Si además se transfieren costes desde la red rentable a la asistencial, entonces el negocio sale redondo. Ése es el objetivo del abordaje a la sanidad pública: asegurar el gran negocio de la sanidad privada.


  Ha quedado claro que, en realidad, existen poderosas razones para sostener que no se está reformando la sanidad pública con ánimo de fortalecer un modelo de sanidad pública universal financiado vía impuestos. De hecho, las evidencias apuntan en otra dirección. Se está deteriorando, descapitalizando y desmantelando conscientemente un sistema nacional de salud que había proporcionado unos niveles razonables de éxito para legitimar un cambio de modelo. El objetivo final pasa por tornar al paradigma que siempre ha defendido y preferido la derecha española: un modelo segmentado, con redes diferenciadas de servicios y financiado vía contribuciones individuales.


  Existe por tanto una poderosa razón ideológica y de preferencia política. La derecha española prefiere un modelo más próximo al régimen conservador dualizado. Una red con amplias posibilidades de elección para los pacientes con capacidad de pago. Otra red asistencial y de coberturas mínimas para los pacientes sin capacidad de pago. Pero la ideología nunca está necesariamente reñida con la economía. La preferencia por este sistema dualizado se retroalimenta con dos poderosos motivos de índole económica. El negocio potencial que ofrece una sanidad segmentada resulta enorme y, además, en plena gran recesión, el sector privado sanitario necesita un empujón amistoso que le ayude a salir del bache.


  Los datos del gráfico 1 acreditan el factor multiplicador del gasto que supone un modelo sanitario restrictivo y selectivo. En Estados Unidos, la cobertura llega apenas al 80% de la población, pero su gasto sanitario total supera en más de seis puntos al de Alemania y duplica al español. Hay una razón para explicar semejante divergencia. La mitad del gasto es negocio privado. En Europa, en cambio, el modelo de servicio nacional de salud, tanto en países de tradición conservadora como Italia o Alemania, como en países de tradición liberal, como Inglaterra, mantiene la proporción entre el gasto público/privado en magnitudes estables y homogéneas.
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  El potencial del crecimiento del gasto sanitario total y el gasto sanitario privado bajo el modelo dualizado resulta espectacular. Las posibilidades de negocio parecen inmensas. Basta con que España aumente, por ejemplo, uno o dos puntos su gasto privado en sanidad. Una transferencia que no debería haber resultado especialmente complicada en plena oleada de reformas sanitarias. Sin embargo, los datos del gráfico 2 muestran de manera muy visual cómo al avance del gasto sanitario privado acontecido a principios del siglo XXI en España o Alemania, al amparo de las reformas parciales de sus sistemas de salud, le sigue un período de estancamiento, que se convierte en retroceso al estallar la gran recesión. Solo la austerocracia y las políticas de ajuste rápido parecen permitir una cierta recuperación a partir del año 2010. Pero siempre manteniendo el gasto sanitario privado por debajo de 2,7% del PIB, a gran distancia de los más de nueve puntos que anota Estados Unidos.
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  La sanidad estaba llamada a convertirse en uno de los grandes negocios emergentes. De acuerdo con la teoría manejada por el neoliberalismo corsario, las sociedades occidentales crecían llenas de consumidores cansados del autoritarismo de los sistemas sanitarios públicos, deseosos de disfrutar del libre mercado y la eficiencia de la empresa privada. Pero, al parecer, la teoría había fallado y la realidad funcionaba de manera bien distinta. La demanda de cambio y mejora en el funcionamiento de la sanidad pública no escondía el deseo de ejercer la opción de salida hacia la sanidad privada. Más bien, respondía al convencimiento de que la sanidad pública merece más confianza que su competidora privada.


  Como muestra el gráfico 3, el gasto público en sanidad se mantiene constante, incluso aumenta, tanto en la época de bonanza como en el arranque de la recesión y hasta el inicio de las políticas de consolidación fiscal exprés. Solo las políticas de recortes masivos hacen caer el gasto público sanitario en torno a una media de 1 punto. En otras palabras, a pesar de jugar con todos los elementos a favor, la sanidad privada no consigue despegar como gran negocio con un gasto propio y autónomo, que no dependa de trasferencias desde el gasto público y la sanidad pública.
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  Ni las políticas claramente orientadas a facilitar su expansión, ni la propaganda masiva sobre sus virtudes y los defectos de la sanidad pública han sido capaces de consolidar el mercado. La gente, siempre imprevisible y dispuesta a arruinar una buena teoría y un mejor negocio, seguía eligiendo la sanidad pública, incluso cuando podía escoger.


  España siempre ha tenido un sector privado sanitario con marca y tradición, bien organizado y que ha sabido mantener una imagen que lo asocia más con la buena prensa de una fundación o las entidades sin ánimo de lucro que con una empresa. Pero la actividad sanitaria privada española también ha cambiado durante los últimos años. El sector sanitario tradicional se ha modernizado y profesionalizado, incorporando una gestión y una filosofía más empresarial, más orientada al beneficio económico.


  Las tradicionales organizaciones sanitarias sin ánimo de lucro han desaparecido. Los antiguos centros privados de ámbito local, con propiedad muchas veces familiar, han sido reemplazados por modernos grupos empresariales y ambiciosos holdings. Muchos de ellos aparecen ahora participados por grandes empresas sanitarias extranjeras. Empresas de referencia en provisión sanitaria privada como Sanitas se han integrado en grandes grupos como la multinacional británica BUPA. Otras como Adeslas han sido adquiridas por bancos como Caixabank. La sanidad ha pasado a convertirse en una rama de su negocio. El paciente se transforma en un cliente y los proveedores sanitarios privados operan como empresas obligadas a generar beneficios y crear valor para los accionistas.


  Paralelamente, también han entrado en España, con su propia marca, empresas procedentes de otros sistemas con mayor participación privada en el gasto sanitario y que funcionan bajo un modelo de gestión empresarial. Capio Sanidad pertenece a CVC, un fondo extranjero de capital riesgo. Las dos adjudicatarias de la judicializada macroprivatización de seis hospitales en Madrid durante 2013 han sido Ribera Salud, perteneciente al holding sanitario británico BUPA, y el grupo puertorriqueño HIMA, vinculado a corporaciones sanitarias privadas de Estados Unidos como Centene.


  La «hermandad privatizadora» ya está completada y lista para entrar en acción. El referente para el sector privado sanitario español ya no reside en la sanidad del franquismo y sus más bien modestas transferencias de servicios o financiación, que tanto les ayudaron a consolidarse. Su referente mayoritario se ha desplazado hacia el mercado sanitario norteamericano, donde el negocio privado de la sanidad equivale a nueve puntos del PIB, mientras que en España no pasa de dos puntos y medio. Estamos hablando de un negocio que hipotéticamente debería facturar cerca de noventa mil millones de euros al año, pero apenas llega a los treinta mil millones de euros. Y retrocediendo por efecto de la crisis.


  El impacto de la gran recesión sobre el gasto sanitario en España se refleja claramente en la gráfico 4. Durante los años de la burbuja inmobiliaria, el gasto sanitario privado escala hasta su máximo y crece cuatro décimas. La brecha entre gasto sanitario público y privado se achica. El estallido de la crisis paraliza esa progresión y dispara paulatinamente de nuevo el gasto público. La brecha entre ambos vuelve a agrandarse. Un resultado que, sin duda, andaba muy lejos de las expectativas del sector privado sanitario y su emergente cultura empresarial.
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  La austerocracia y el inicio de la política de consolidación fiscal a través de recortes en los servicios sanitarios parecen haber empezado a revertir la tendencia. Los últimos datos disponibles, de 2011, muestran cómo la estrategia parece acercarse a su objetivo y marcar un nuevo cambio de tendencia para la distribución entre público y privado en el gasto sanitario.


  Los años más duros de la crisis aparecen como los años de más gasto privado sanitario en España. No tanto por la elección de los usuarios, como por las decisiones políticas de los gestores del sistema. En 2010, el gasto sanitario privado recupera una décima que pierde el gasto público. En 2011, sobre el gasto total (9,3), el gasto público soporta todo el ajuste retrocediendo tres décimas, mientras que el gasto privado se afianza firmemente en los dos puntos y medio del PIB. Una tendencia que se repite en los restantes países europeos; en Italia incluso el gasto privado progresa dos décimas. El recorte del gasto público sanitario parece significar más mercado y más negocio para el sector privado. Los clientes que poseen capacidad de pago empiezan a compensar con más gasto privado el deterioro de la sanidad pública. El plan de los piratas sanitarios parece funcionar.


  La sanidad pública contra el neoliberalismo corsario


  La sanidad pública española ha probado representar una causa digna de mayor y mejor defensa que la obtenida hasta la fecha. A diferencia de los piratas de lo público y los publicistas del neoliberalismo corsario, no precisa apoyarse ni en la ideología, ni en la fe ciega en la superioridad de su modelo de gestión. No necesita manipular ni forzar la realidad. Su causa se sostiene en evidencias, argumentos y persuasión. La primera victoria del pensamiento corsario ha residido en imponer un marco de debate que parte siempre de la premisa contraria: la sanidad pública está, o en el caos, o al borde del caos, precisamente porque es pública. A partir de ahí, aceptado ese diagnóstico, sólo queda un debate posible: cómo liquidarla.


  Pero la realidad dice otra cosa bien distinta. La sanidad pública funciona y el modelo del sistema nacional de salud universalista, fuertemente descentralizado y financiado vía impuestos, funciona. Quien quiera cambiar el modelo, debe ser obligado a asumir el coste político y electoral de declararlo y explicar las razones para abandonar un modelo de éxito. La buena defensa de la sanidad pública debe empezar siempre por un buen ataque, no por entregar sin más el SNS porque el círculo corsario lo ha declarado insostenible.


  El actual Gobierno de Mariano Rajoy pretende cambiar el modelo sanitario por razones ideológicas. No quiere un modelo de provisión universal porque siempre ha defendido una provisión selectiva, segmentada por grupos y estratos, como corresponde a la tradición conservadora y democristiana que representa. Tampoco quiere un SNS tan descentralizado, ya que su visión del Estado responde a un paradigma fuertemente centralizado, donde las autonomías deben funcionar únicamente como unidades implementadoras. Quiere una sanidad que se financie a través de un modelo de cotizaciones y no vía impuestos, porque facilita la dualización de redes de servicios y formas de gestión.


  La preferencia por un modelo selectivo o universal representa un dilema ideológico y moral que cada uno resolverá como le parezca. No se trata de tener razón, porque nadie la tiene. La cuestión reside en discernir qué modelo permite gestionar mejor los retos y desafíos a afrontar por la sanidad pública. Concurren muchas razones para sostener que el modelo universalista ofrece mejores prestaciones.


  La crisis y la gran recesión han generado un espectacular incremento de la desigualdad. La apuesta por un modelo dualizado aumentará esa desigualdad y los costes asociados: costes económicos, costes de salud pública y costes políticos en términos de cohesión social. El modelo SNS posee una capacidad de redistribución de la que carece el modelo contributivo, especialmente en tiempos de penuria y dificultad. La sanidad universal y financiada vía impuestos resuelve problemas de legitimidad democrática y produce cohesión social porque todos estamos en el mismo sistema y poseemos los mismos derechos y obligaciones. La sanidad dualizada y contributiva crea problemas y produce fragmentación social porque genera diferencias; la primera y más relevante, entre quien tiene sanidad y quien no la tiene.


  Las perspectivas demográficas y de envejecimiento que presenta España tampoco hacen que sea muy aconsejable caminar hacia un sistema sanitario dual y contributivo. Una población más envejecida y con menos contribuyentes netos a ese sistema haría bien en decantarse por una sanidad financiada vía impuestos. Acceder sólo a la sanidad que uno paga está muy bien, hasta que no puedes seguir pagándola y nadie está dispuesto a sufragarla por ti.


  Las expectativas de los usuarios y clientes de la sanidad han cambiado en los últimos años. Resulta evidente la necesidad de adaptarse a esas nuevas exigencias. Pero en la sanidad opera un valor básico que nunca cambia: la confianza. El modelo universalista público ha demostrado su capacidad para producir más y mejor confianza entre sus pacientes y entre la opinión pública.


  La descentralización que caracteriza nuestro SNS ha resultado clave para reducir los costes de atención sanitaria, hacer más accesible el sistema a los usuarios, adaptar la oferta a la demanda local o innovar y mejorar la gestión. Pero también ha generado descoordinación, externalidades, competencia destructiva entre comunidades, vaciado de responsabilidad ante las crisis y cierto grado de desigualdad en la oferta y provisión de servicios. La cuestión es hasta qué punto avanzar hacia un sistema dual y contributivo, lejos de aliviar esas deficiencias, va a contribuir a agravarlas al introducir nuevos elementos de desigualdad y discriminación. Hace tiempo que sabemos que la desigualdad no se corrige centralizando los problemas y los servicios. Se soluciona con igualdad. Las respuestas ante los retos de la sanidad del siglo XXI no residen ni en el copago, ni en el combate público/ privado, ni en el debate sobre si conviene o no recentralizar competencias. Pasan por aprovechar las fortalezas del actual sistema nacional de salud y afrontar sus debilidades.


  Existe un problema de concepto y pensamiento de nuestro sistema sanitario que debe resolverse. Nuestro sistema de salud se ha desarrollado como una red y eso constituye una fortaleza. Pero ni piensa ni funciona en red, y eso supone una debilidad. Carece de órganos de coordinación y cultura de la cooperación. Al Ministerio de Sanidad le ha tocado históricamente ese papel, pero ha preferido enredarse en el empeño de fortalecer su pretendida posición jerárquica superior frente a las autonomías. La sanidad pública se articula como una red. Debemos aprender a gestionarla como tal porque eso nos confiere una gran ventaja.


  El Ministerio de Sanidad carece de sentido a día de hoy. Supone una anomalía en la red sanitaria por el componente jerárquico que introduce o pretende introducir. El sistema sanitario español pasa más tiempo dilucidando cuestiones de competencia que dilemas de gestión o eficiencia. El Ministerio como tal debe desaparecer, dejar paso a órganos de coordinación y cooperación que trabajen de manera horizontal y cooperativa. Tenemos una sanidad que ya funciona como debe hacerse en el siglo XXI; no puede seguir pensando y decidiendo como lo hacía en el siglo XX.


  Nuestro SNS debe aprender a pensar estratégicamente. Necesita disponer de una estrategia nacional de salud que impulse de manera regular y sistemática la descentralización y la cooperación. No se trata de imponer una central de compras desde el ministerio u otro órgano central. Se trata de aprender a comprar estratégicamente. Otro tanto puede afirmarse respecto a la cultura de evaluación del sistema. Necesitamos saber cómo funciona nuestra sanidad en la vida real, no en los mundos de Yupi y de los prejuicios ideológicos. El SNS debe acostumbrarse a recopilar sistemáticamente información y a evaluar el rendimiento para mejorar tanto su funcionamiento, como la toma de decisiones.


  Existe un problema de financiación que no puede seguir posponiéndose. Tenemos una sanidad que sabe gestionar razonablemente sus recursos, y eso constituye una fortaleza. Pero sus recursos resultan escasos e insuficientes, y eso supone una debilidad. La sanidad pública necesita más inversión y un nuevo modelo de financiación que elimine la confusión entre servicios pagados por contribuciones y servicios pagados por impuestos. La sanidad pública debe financiarse completa y exclusivamente vía impuestos, sin excepciones. Eso demanda una fiscalidad pensada para la sanidad. Una fiscalidad que penalice directamente las actividades y comportamientos que repercuten directamente sobre los costes sanitarios. Fumar, beber, contaminar, hacer ruido y demás actividades nocivas deben pagar más y mejor los costes que derivan a la sanidad pública.


  En esa nueva fiscalidad sanitaria, deben desaparecer todos los incentivos de salida hacia la sanidad privada, especialmente en las coberturas y seguros privados de las grandes empresas. La separación entre la sanidad pública y privada en materia de fiscalidad ha de ser radical y total. Quien quiera salir del sistema público, debe asumir íntegramente el coste. La sanidad privada no constituye un derecho; tampoco elegir el tipo de sanidad que a uno le parezca mejor. La sociedad no tiene obligación alguna de pagar a escote la posibilidad a elegir. Quien prefiera la sanidad privada, debe pagarla. Es una decisión individual, no una responsabilidad colectiva. La opción de salida no debe estar penalizada, pero tampoco remunerada, como lo está ahora.


  Hemos constatado la existencia de una amplia percepción autocrítica sobre nuestro mal uso y abuso del sistema sanitario. Conforma un elemento crítico que corregir. Es necesario corresponsabilizar más a los pacientes en el uso responsable del SNS. Se impone responsabilizar más a los profesionales que trabajan en el sistema. La sanidad pública precisa reducir costes y evitar ineficiencias. Pero no por la vía de trasladar los sobrecostes a los pacientes o a los contribuyentes. El camino pasa por la introducción de mecanismos que graven el uso ineficiente de los recursos e incentiven su empleo responsable.


  Si lo que se pretende es reducir el gasto farmacéutico, el mecanismo para lograrlo no consiste en trasladar sin más parte del coste a los pacientes. La solución pasa por corresponsabilizar a las farmacéuticas. Enseñarles que a más gasto, menos ingresos. Si lo que busca es reducir el número de pruebas diagnósticas que se efectúan, la solución no consiste en hacérselas pagar al paciente, sino en hacer responsable de la decisión al profesional y evaluar regularmente los criterios que emplea para pedir o no pedir pruebas.


  Los grandes desafíos sanitarios del futuro se centran en la atención a una población cada vez más envejecida y con mayores grados de dependencia. El tratamiento de los enfermos crónicos representa un desafío clave del futuro. Los actuales modelos de atención primaria y atención especializada deben cambiar y evolucionar para adaptarse y mejorar su eficacia y eficiencia. Las experiencias y programas de gestión integrada de equipos para atención a crónicos y dependientes están demostrando, tanto su capacidad para mejorar la calidad, como para reducir costes y optimizar la eficiencia. La interacción entre la atención sanitaria y otros programas y profesionales de las políticas sociales, como vivienda, dependencia o exclusión, ha demostrado su potencial a través de experiencias como los Primary Care Groups en el Reino Unido. La salud pública debe volver a encontrarse con la atención médica. El SNS debe cambiar su modelo asistencial y avanzar hacia modelos y estrategias más proactivas y anticipativas.


  La sanidad pública no es algo que no podamos sostener. Supone y representa uno de nuestros mayores éxitos colectivos, como sociedad y como sistema democrático. El éxito de nuestra sanidad y su expansión universal representa uno de nuestros signos de progreso y modernidad más reconocibles. Los ingleses homenajearon a su NHS ante el mundo entero en la ceremonia de inauguración de los Juegos Olímpicos de Londres 2012, reconociendo que su sistema sanitario los había hecho mejor país y una sociedad más justa. Su sanidad pública y universal forma parte de lo mejor y más celebrado de su identidad colectiva. Nosotros podríamos hacer lo mismo. De hecho, deberíamos hacer lo mismo porque nos sobran los motivos y se lo debemos.
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  El mapa del tesoro de la educación pública


  El abordaje a la educación pública no resulta novedad alguna en la agenda de la derecha española. La crítica atroz y sin miramientos al sistema educativo público ha conformado una de las enseñas del neoespañolismo que se ha instalado en una parte del Partido Popular y que marcó el paso durante la segunda legislatura de Aznar. La línea argumental tampoco resulta novedosa. Se ajusta al milímetro a la retórica del pensamiento reaccionario. De acuerdo con el radical diagnóstico de la derecha neoespañolista, la educación pública española produce resultados peligrosos, inútiles y perversos. Su reforma debe ser radical, profunda y no puede esperar ni depender de consensos o acuerdos políticos. El problema es el modelo implantado durante la democracia. La solución pasa por recuperar el modelo tradicional de la educación española: centralizado, católico y castellano.


  La educación pública española es peligrosa porque su excesivo igualitarismo castiga la excelencia mientras recompensa la mediocridad. En lugar de servir como instrumento de promoción de la calidad, solo promueve la mediocridad.


  La educación pública española es inútil porque más recursos no están significando mejores resultados. Para el pensamiento corsario el éxito educativo nunca es una cuestión de dinero. Es un asunto de esfuerzo individual.


  La educación pública española es perversa porque su elevado grado de descentralización ha generado un absoluto descontrol y falta de exigencia en los currículos. Les resulta especialmente aviesa la cuestión de la enseñanza del castellano, según el neoespañolismo, una lengua en peligro de extinción.


  Durante la segunda legislatura de Aznar ya se trató de poner remedio a los tres males que la derecha señala en nuestra educación pública: la falta de calidad, el exceso de descentralización y la cuestión lingüística. La LOCE (2003) de la ministra Pilar del Castillo supuso un intento de recentralizar por la vía de hecho el sistema educativo, blindar la dualización de la red de centros, rebajar la dimensión redistributiva de las políticas educativas e imponer la enseñanza del castellano. El final del ciclo del Gobierno de la derecha neoespañolista frustró aquel intento. La Ley Wert sólo es el segundo asalto, el intento de terminar un trabajo que la gente con sus votos obligó a dejar a medio hacer.


  El círculo corsario contra la educación pública


  En pocas áreas como Educación se ha configurado un equipo tan abiertamente decidido a cumplir una misión de abordaje de lo público predeterminada por la ideología y guiada por la fe. El círculo corsario educativo situado al frente del Ministerio de Educación reúne además varias características comunes que refuerzan su identidad de grupo y su funcionamiento como tal. La mayoría proviene de la Comunidad de Madrid, una de las administraciones que más ha favorecido a la educación privada, tanto en materia de regulación como en transferencia de recursos. La mayoría ha desempeñado puestos de responsabilidad en el sector privado educativo. La mayoría carece de experiencia directa o conocimiento actualizado sobre cómo funciona el sistema educativo público, pero comparte una visión de marcado carácter negativo, en parte debido a la levedad de su propia trayectoria como docentes.


  «La progresiva dejación del Estado y el entendimiento restrictivo de cuáles eran sus competencias […] ha ejercido insuficientemente las facultades para garantizar un mínimo de homogeneidad en todo el territorio» (José Ignacio Wert, europapress.es, 4/7/2013). Si algo distingue al círculo corsario educativo es la rocosidad de su argumentario. Comparten un diagnóstico extremo y catastrofista sobre la situación de la educación pública. La descentralización comporta un problema y una debilidad. La función redistributiva de la política educativa les parece inútil y disfuncional. Sostienen sin complejos la conveniencia y la utilidad de mantener el sistema de redes educativas diferenciadas. Su propuesta pasa por avanzar aún más y de manera más descarnada en la dualización del sistema. Reniegan de la «política» sistemáticamente y tratan de presentar siempre sus posiciones como evidencias científicas y empíricas. Según su relato, la superioridad de sus posiciones parte del convencimiento ideológico. Ellos no hacen política, ellos aplican la racionalidad y la ciencia.


  «Es muy frustrante que se tomen decisiones políticas basadas en evidencias científicas robustas, que se han ido acumulando en el tiempo, y éstas lleguen “profundamente distorsionadas” a la ciudadanía» (José Ignacio Wert, cadenaser.com, 1/7/2013). En distancia profesional con el mundo de la educación, ninguno de los responsables políticos del Ministerio de Educación supera al propio ministro José Ignacio Wert Ortega. Un detalle que no le impide reclamar su propia superioridad técnica y la presunta neutralidad científica de sus políticas sin más base que la ideología. Wert no es un hombre de la educación. Pero a cambio sí es un perfecto burócrata corsario. Tras un breve paso por la universidad pública en la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Autónoma de Madrid, ingresa por oposición en 1973 en la plantilla de titulados superiores de RTVE. En mayo de 1979 fue nombrado jefe del gabinete técnico del Centro de Investigaciones Sociológicas de la Presidencia del Gobierno. Entre 1981 y 1982, pasa a la política como asesor y forma parte del gabinete del presidente del Gobierno de la UCD. Tras ser diputado por A Coruña, renuncia en 1987 y abandona la actividad política para dedicarse en cuerpo y alma a la empresa privada. Desde 1987 hasta 2003, ha sido presidente de Demoscopia S.A. empresa dedicada a la investigación de opinión y mercado, consejero delegado de GDM, comercializadora de publicidad del Grupo Prisa, presidente de Kantar Media y presidente de ANEIMO, la asociación patronal española de empresas de investigación de mercado. Entre febrero de 2003 y septiembre de 2005, desempeñó el cargo de adjunto al presidente (director de relaciones corporativas) en el grupo BBVA. A finales de 2005, fundó Inspire Consultores, empresa consultora en los campos de comunicación, opinión pública y responsabilidad social corporativa.


  Su conexión con la educación pública tiende a ser cero. Ni por experiencia, ni por formación parece un experto. Un hecho que no le impide sostener como una verdad revelada la presunta ineficacia de las políticas educativas como instrumentos de redistribución de riqueza y oportunidades. «Pensar que el éxito educativo depende de los recursos es equivocado. Es como pensar que la belleza de una casa reside en la cantidad de cemento que tenga» (José Ignacio Wert, hufftintonpost.es, 14/6/13). Para el ministro y su equipo, parece claro que la educación debe definirse como un problema individual, antes que una responsabilidad colectiva. Arrancar a la política educativa del núcleo duro de las políticas de bienestar, despojarla de su dimensión social para empujarla hacia el campo de atracción de las políticas económicas, será una de las constantes en su discurso y su toma de decisiones.


  «Nuestro sistema educativo es ineficiente, porque a pesar de la elevada inversión, genera unos resultados muy pobres, y es un sistema anticuado que no atiende a la diversidad del alumnado, no permite trayectorias alternativas y no incentiva el esfuerzo ni reconoce el mérito» (Montserrat Gomendio, aulamagna.com.es, 13/3/2013). En la secretaría de Estado de Educación, Formación Profesional y Universidades se designa a Montserrat Gomendio Kindelan, la ideóloga de la reforma Wert. Es una investigadora del Consejo Superior de Investigaciones Científicas (CSIC), licenciada en Biología por la Universidad Complutense de Madrid y doctorada por la Universidad de Cambridge (Reino Unido). Entre los altos cargos de la Administración Rajoy, declara el segundo patrimonio más alto: 14588581 euros. Como gestora, su experiencia consiste en haberse graduado en el programa de dirección general de uno de los centros de referencia del pensamiento corsario: la IESE Business School (Madrid). Su conocimiento del mundo académico conecta más con el ámbito de la investigación que con la docencia. Un detalle que no le ha impedido hacer un balance negativo sin matices sobre la educación española. Ante el IX Congreso de la Asociación de Centros Autónomos de Enseñanza Privada (ACADE, 19-20 abril, 2012) diagnosticaba en tono milenarista cómo en «un momento de emergencia educativa, ya que tenemos unos índices inaceptables de abandono y fracaso escolar, desaliento en los profesores y altas tasas de abandono universitario […] la reforma educativa ha de ser más profunda, debe afectar a las personas, a los educadores, e implicar un cambio profundo en la cultura de la educación. Y los docentes van a ser los protagonistas de dicha reforma».


  El círculo corsario educativo se ha afanado también en copar los puestos secundarios claves relacionados con la educación superior y universitaria. No es por una casualidad. La educación universitaria y superior ofrece el mayor campo de expansión y de negocio para el sector educativo privado. Además, las relativamente jóvenes universidades privadas españolas aparecen como las empresas de la enseñanza que más están sufriendo las consecuencias de la gran recesión.


  Como director general de Evaluación y Cooperación Territorial, se sitúa a Alfonso González Hermoso de Mendoza, el hombre de la universidad privada y la conexión con las escuelas de negocios en la nueva administración. Su carrera política se ha desarrollado esencialmente en la administración educativa de la Comunidad de Madrid. Allí ha ejercido como subdirector general de Investigación de la Dirección General de Universidades e Investigación, director del Sistema de Información y Promoción Tecnológica de Madrid y secretario de la Comisión Interdepartamental de Ciencia y Tecnología. En el sector privado, fue director de la Escuela de Negocios EOI (2008-2012) y secretario de la Asociación Española de Escuelas de Dirección de Empresas (AEEDE).


  Como director general de Política Universitaria figura Jorge Sainz González. Profesor titular en el departamento de Economía Aplicada I en la Universidad Rey Juan Carlos de Madrid. Ha desarrollado su carrera profesional sobre todo en la empresa privada. Ha sido economista jefe de sala CIMD, una consultora financiera y energética, director de análisis start up tecnológico de Bescos.com y director de comercio electrónico de Yahoo! España. Como político, proviene también de la Comunidad de Madrid, donde fue asesor del gabinete de la consejera de Educación de la CAM y subdirector general de Investigación de la Consejería de Educación y Empleo.


  «En nuestro sistema educativo conviven tres modelos de escuela: pública, concertada y privada, y nuestro criterio es que esta convivencia debe continuar. Por tanto, la LOMCE [Ley Orgánica para la Mejora de la Calidad Educativa] es respetuosa con los tres sistemas de centros que prestan el servicio educativo, y no atribuye privilegios a ninguna de las tres redes, pero garantiza el derecho de los padres a elegir centro docente» (Montserrat Gomendio, aulamagna.com.es, 13/3/2013). La libertad de enseñanza es el eje central de la reforma Wert, no la igualdad o redistribución de oportunidades. Preservar y profundizar en la dualización de la red educativa es la misión que se ha marcado públicamente el círculo corsario educativo, reforzar la oferta privada y expandirla a un territorio hasta ahora casi virgen: la educación universitaria.


  Como gusta de decir el propio ministro Wert, «esto es una operación de salvamento del sistema educativo» (larazon.es, 2/7/2012). Para el éxito de esa misión, un elemento recurrente en su discurso será despojar a la política educativa de cualquier dimensión social o redistributiva, para reducirla a una política científica o al servicio de la producción y el mercado. «En el afán por preservar estas becas de base social, que son las becas generales, hemos tenido que renunciar a becas de excelencia basadas exclusivamente en el rendimiento y nos ha dolido mucho, porque yo creo que el sistema tiene que ser consistente en enviar señales de valor acerca del rendimiento y el esfuerzo, y la equidad no basta y tiene cara B y ésa es la responsabilidad. La cara B es que el estudiante que recibe ingresos de cierta cuantía, que representan un sacrificio importante para la sociedad que lo sufraga, tiene que corresponder con un rendimiento» (José Ignacio Wert, 20minutos.es, 4/7/2013). La política educativa no se definirá ya como una política redistributiva que implica transferencia de oportunidades y renta hacia los alumnos más desfavorecidos. Se busca definirla como un intercambio puramente económico. Se invierte un dinero y el sistema productivo debe obtener un rendimiento y amortizarlo. Es lo justo, concluyen. La legitimidad austerocrática completa el argumento corsario: es lo justo y además lo más barato, lo que nos podemos permitir.


  El abordaje 3D contra la educación pública


  El diagnóstico catastrofista sobre el estado de nuestra educación pública y la doctrina legitimadora de la austerocracia han conformado, como en la sanidad, las dos armas más contundentes en manos del círculo corsario educativo. Wert y su equipo han propagado y escenificado un uso masivo de la doctrina del shock. Su diagnóstico apocalíptico se resume y comunica con facilidad. La educación pública española está en situación de emergencia. Precisa un rescate urgente. No se trata de una cuestión de dinero; de hecho, gastamos mucho en educación, sostienen. Es una cuestión de exceso de igualdad. Un mensaje que compra con facilidad una audiencia sensibilizada por los recortes en otras áreas de bienestar y preocupada por las altas tasas de paro juvenil y la incapacidad de jóvenes teóricamente formados para encontrar empleo. Un mensaje que conecta directamente con el voto más conservador y castellano de las bases del Partido Popular. El abordaje a la educación no es sólo una cuestión de negocios o ideología; también funciona como un efectivo gancho electoral en bloques relevantes del voto conservador español.


  A diferencia de lo que acontece en la sanidad, los elementos ideológicos y discursivos, antes que los económicos, conforman el eje primario de la estrategia corsaria contra la educación pública. Su caballo de batalla principal no será tanto el gasto, sino la búsqueda de una calidad y una excelencia, al parecer, incompatibles con un sistema público. Lo público genera mediocridad, lo privado genera excelencia, ésa es su receta. Los recursos públicos no deben financiar la mediocridad, sino la excelencia. Una política que se ajusta perfectamente a la demanda de una buena parte de esas clases medias y altas que matriculan a sus hijos en centros privados o concertados buscando no sólo un modelo determinado de formación, sino también un entorno específico y más restringido.


  El abordaje a la educación pública funciona igual que hemos visto en materia de sanidad. Los burócratas corsarios están convencidos de que los centros educativos públicos sólo producen mediocridad. La gente está deseando abandonarlos y buscar la excelencia en otro tipo de centros. Pero por si acaso la teoría falla, se asegurarán con sus políticas de asalto de que la educación pública no funcione o funcione mal.


  1 Deteriorando la educación pública


  La primera fase del asalto se preocupa sobre todo por asegurar que el sistema no funcione o lo haga peor. «El Gobierno ha tenido que atravesar “líneas rojas” debido a los “espantosos números rojos” que ha dejado el anterior ejecutivo socialista» (José Ignacio Wert, Pleno del Senado, 8/5/2012, comunidad-escolar, cnice.mec.es). La herencia recibida y la situación de emergencia proclamada de manera tan continua como melodramática aparecen como una táctica recurrente en la comunicación del círculo corsario educativo. El mensaje vuelve a ser la inevitabilidad de cuanto se va a ejecutar. O eso, o el caos. En el programa de estabilidad 2013-2016 del Gobierno de Mariano Rajoy se ha previsto que el gasto en educación retroceda siete décimas en su peso sobre el PIB, un recorte de alrededor de 7000 millones de euros. En los primeros presupuestos del Gobierno de Rajoy, Educación sufría un hachazo de 620 millones de euros, un 22% menos que en 2011. Por programas, descendía un 36,5% educación infantil y primaria, mientras que secundaria y Formación Profesional (FP) bajaba un 29% y las enseñanzas universitarias soportaban una reducción del 62%. En los presupuestos de 2013, la partida destinada a Educación era de 1944,73 millones de euros, casi un 15% menos que en 2012, distribuyéndose los recortes de manera bastante pareja entre todo los programas.


  «Las medidas que se adoptan en este real decreto-ley resultan imprescindibles para cumplir con la senda de consolidación fiscal fijada y con el compromiso de reducción de déficit de la Unión Europea, por lo que concurren las circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad que exige el artículo 86 de la Constitución Española como premisa para recurrir a este instrumento jurídico» (Real Decreto Ley de Medidas Urgentes de Racionalización del Gasto Público en el Ámbito Educativo, 2012, Preámbulo). El decreto ofrece un acabado surtido sobre cómo deteriorar la calidad y el valor añadido de un servicio en nombre de la austerocracia. En la educación primaria y secundaria se aumenta el número de alumnos por aula hasta en un 20%, se incrementan las horas lectivas de los profesores en un 20%, se aplaza la implantación de los ciclos formativos y las dos modalidades de bachillerato previstas en la Ley Orgánica de Educación (LOE) y se elevan hasta diez los días precisos para sustituir a un profesor de baja. En la educación superior, se suben las tasas entre una cuarta parte y la mitad del coste de la matrícula y se vincula la supervivencia o no de la oferta educativa a un número mínimo de alumnos. Menos oferta y más cara, el peculiar camino elegido para la mejora de la calidad educativa.


  Existe cierta contradicción entre el diagnóstico crítico que emite de manera reiterada y sistemática el círculo corsario educativo y las primeras medidas «urgentes» adoptadas. Según su definición, el gran problema de nuestro sistema educativo reside en la falta de calidad y en su renuncia a la búsqueda de la excelencia. Sin embargo, la paradójica solución consiste en deteriorar el servicio y encarecerlo. En nombre de la austerocracia y la excelencia se programan más alumnos por aula, menos horas para atenderlos fuera de clase, menos profesores, menos oferta educativa y más tasas. Una contradicción que sólo puede tener un origen ideológico. Especialmente si tenemos en cuenta que, al tiempo que hablaba de líneas rojas e insostenibilidad del sistema o retiraba profesores de apoyo y negaban interinos, el Ministerio blindaba los conciertos con colegios que segregan por sexo o financiaba programas para que quien lo pidiera, recibiera en Cataluña toda la enseñanza en castellano. Dos programas dirigidos directamente a las bases del Partido Popular y de dudosa constitucionalidad.


  Para comunicar las medidas, una vez más, se recurre a las ya habituales dosis de confusión o apagón informativo. Los recortes educativos son desvelados en una nota de prensa emitida de noche, un par de días después de la comparecencia del propio Mariano Rajoy para anunciar su programa de ajuste de abril de 2012. Durante semanas se informa y contrainforma a la opinión pública y a los padres con datos y mensajes contradictorios sobre el alcance y contenido final de los recortes y cómo pueden afectarles directamente. Un ejemplo de esta táctica deliberada lo ofrece lo acontecido en 2012 y 2013 con las becas Erasmus. Tras mantener en el aire la propia convocatoria de las ayudas hasta bien entrado el curso, ya con muchos alumnos en sus destinos, se emitieron después informaciones y mensajes contradictorios, tanto sobre la responsabilidad de las administraciones implicadas, como sobre el número de becas o la reducción de su cuantía, que finalmente fue cercana a la mitad. La intención de generar caos y reforzar la percepción de deterioro resulta patente.


  Como hemos visto ejecutar en la sanidad, se deja a los centros y los profesores solos ante los usuarios, sin información y sin capacidad de explicar los recortes y sus efectos. La sensación de caos, de hallarnos ante un sistema al borde de la quiebra, se multiplica exponencialmente. El propio ministro José Ignacio Wert llega a afirmar que «las Comunidades Autónomas han reconocido que son “incapaces” de seguir manteniendo el sistema educativo, y que por este motivo el Gobierno ha aprobado el decreto de medidas urgentes de racionalización del gasto en materia de enseñanza […] Estamos hablando de medidas urgentes que no son la reforma educativa, sino simplemente elementos para sostener un sistema educativo que las Comunidades Autónomas reconocen que eran incapaces de seguir manteniendo» (Pleno del Senado, 8/5/2012, comunidad-escolar.cnice.mec.es).


  El objetivo prioritario en esta fase de desmantelamiento de la educación pública se ha ensañado especialmente contra los profesores. A la paralización de convocatorias ya en marcha para plazas de nueva creación y a una tasa de reposición tendente a cero, se suman las rebajas salariales y la restricción a la contratación de interinos. Una estrategia que se ha apoyado sobre la tesis de no relación entre recursos asignados y resultados educativos y sobre una verdad a medias: en España hay muchos profesores y teníamos una de las ratios alumno/profesor más bajas de Europa.


  Según datos de la OCDE 2012, el tamaño real de las clases de educación primaria en los países de la OCDE, la UE21 y España es similar: veintiuno y veinte alumnos. El número real de alumnos por clase tiende a aumentar entre la educación primaria y la primera etapa de educación secundaria. En el promedio de la OCDE sube a dos alumnos por clase y España duplica ese aumento medio: cuatro alumnos por clase. En realidad, nuestras cifras sólo son mejores respecto al tamaño estimado de las clases. En los colegios públicos de educación primaria, la media estimada de alumnos por clase en la OCDE es de dieciséis, mientras que en España es de trece alumnos. En la primera etapa de educación secundaria, el tamaño estimado también aumenta con respecto al nivel educativo inferior; 17,3 alumnos en la OCDE, 18,6 alumnos en la UE y 15,2 alumnos en España.


  Cuatro de cada diez despidos públicos efectuados desde 2011 han correspondido a las Comunidades Autónomas. En su mayor parte, eran trabajadores de los servicios más nutridos: personal de sanidad y educación. De acuerdo con cálculos del sindicato Comisiones Obreras (CC.OO.), desde 2009, el presupuesto de gastos de personal de las administraciones educativas se ha reducido en el equivalente al sueldo de 61782 docentes de la escuela pública. Los profesores han bajado en uno por cada diez mientras que el alumnado de colegios e institutos públicos ha aumentado en unos 400000 más. Según datos del propio Ministerio, sólo entre los cursos 2009/2010 y 2010/2011, el número de docentes en primaria y secundaria ha descendido en 19.972. Durante el curso 2011/2012, los alumnos han sumado 5470312, un 3,63% más que el curso anterior, mientras que los profesores han sumado 474111, un 4,57% menos.


  El resultado de la fase de deterioro ha sido que los colegios públicos han perdido buena parte de sus grandes ventajas competitivas frente a la oferta privada: las ratios de alumno por aula y por grupo, la pluralidad de su oferta académica, las tasas de profesorado/alumnos y las tasas de reposición del profesorado. La «racionalización» urgente de Wert ha tenido un efecto cierto y seguro, más allá del ahorro que pueda haber permitido, siempre estimado. Ha igualado por abajo la oferta entre centros privados y públicos, eliminando todas las ventajas de los centros públicos.


  Un padre y una madre españoles saben hoy que llevando a su hijo o hija a un centro público no va a tener menos alumnos por aula o grupo, tampoco más profesores, ni los docentes más horas para atenderles fuera de clase, como sucedía hasta ahora. Incluso, si algún profesor titular se pone enfermo y hay que cubrir su puesto, los padres saben hoy que en los centros privados se cubren antes. En los centros privados, no deben esperar diez días para llamar a un interino de sustitución. Tampoco encontrará, si elige un centro público, una oferta educativa más amplia y plural en cuanto a sus contenidos. La estrategia de forzar la reducción de la oferta de títulos y másteres universitarios, vinculándola a reunir un número mínimo de alumnos, pretende eliminar esa ventaja competitiva de la educación superior pública. Tampoco en los centros públicos se podrá estudiar aquello que los centros privados no ofrecen porque tiene difícil ubicación o salida en el mercado. Los piratas de lo público sostienen que su modelo educativo concederá a los padres y alumnos más capacidad de elección. Pero a día de hoy, lo único seguro es que les ofrece mucho menos para elegir.


  2 Descapitalizando la educación pública


  La segunda fase del asalto corsario a la educación pública se ha centrado en la descapitalización del sistema educativo público. La misión consiste en romper la confianza en el sistema y reducir al máximo el valor añadido que pueda aportar su carácter público. Los burócratas corsarios han empleado todos los medios necesarios para infligir pérdidas de valor a los tres grandes activos de la educación pública: su valor redistributivo, su calidad y sus profesionales. «Nuestro sistema educativo es ineficiente porque en la última década se ha duplicado la inversión en educación y sin embargo se mantienen unas tasas elevadas de abandono educativo temprano y unos resultados pobres en pruebas internacionales. No se han obtenido resultados a pesar de este enorme esfuerzo de inversión; en España se invierte un 21% más por alumno que la media de la OCDE» (Montserrat Gomendio, aulamagna.com.es, 13/3/2013).


  Dejando aparte la burda manipulación de los datos, se aprecia con claridad cómo el discurso corsario ataca desde dos frentes al carácter redistributivo de la educación pública. Más recursos no aseguran mejores resultados y además el sistema público ha probado su incompetencia para poner en valor esos recursos y redistribuir las oportunidades.


  El punto álgido de semejante retórica se ha alcanzado al justificar al alza las notas para acceder a becas de matrícula, desplazamiento o estudios. Se oscurece la beca como instrumento de redistribución de la riqueza y se vincula casi exclusivamente al mérito individual. «A los estudiantes no sólo se les pagan los estudios, se les paga por estudiar […] En el caso de un estudiante de pocos recursos, que se esfuerce y no llegue a ese 6,5 quizá la pregunta es si está bien encaminado o tendría que estar estudiando otra cosa» (José Ignacio Wert, «Los Desayunos de TVE», 24/6/13). Un estudio efectuado por expertos en financiación universitaria de la Universidad de Jaén y la Universitat Politècnica de Valencia (UPV) calcula que 35000 estudiantes han perdido su beca para el curso 2012-2013. El Ministerio se ha ahorrado 110 millones con los nuevos requisitos académicos, pero a cambio de dejar sin ayudas a uno entre cada diez becarios. Según las proyecciones del estudio, en apenas dos cursos, el porcentaje de becados sobre el total de universitarios se reducirá del 23 al 16%. Habremos retrocedido casi veinte años en nuestra política de becas.


  El discurso sobre la ineficiencia del sistema, o la retórica que relaciona prioritariamente esfuerzo y becas, acarrea otro mensaje de carácter subliminal pero igualmente destructivo. Hay muchos becarios que no merecían la ayuda, parece decir el ministro Wert. El sistema público despilfarra recursos, y por su carácter igualitario y su falta de control, incentiva o tolera el fraude y el abuso. Un mensaje que obtiene una buena recepción entre una audiencia que, como hemos visto, cree mayoritariamente que los españoles hacemos de manera generalizada un uso indebido de los servicios públicos.


  El resultado que pretende alcanzarse parece claro: negar o cuestionar el carácter redistributivo de la política educativa y el valor de la escuela pública como instrumento de transferencia de renta y oportunidades, redefinir la política educativa como gestión del esfuerzo individual y supeditarla a un sistema puramente meritocrático. No basta con ser pobre o tener menos recursos para ser atendido por políticas que faciliten el acceso a la educación; además hay que ser listo. Para el neoliberalismo corsario, la educación no es un derecho, es una inversión que debe satisfacer una tasa de retorno.


  El diagnóstico catastrofista sobre los resultados y el nivel de calidad de nuestro sistema educativo, comparado con los sistemas de otros países equiparables al nuestro, conforma un vértice central del abordaje corsario. La política de recortes y la selección de los mismos aparecen claramente orientadas a reforzar tanto el diagnóstico como el discurso sobre la falta de calidad de la enseñanza pública. El mensaje resuena nítido. A pesar de la abundancia de recursos, la confortabilidad de la tasa de alumnos por aula y por profesor, los muchos docentes y lo bien pagados que están, la educación pública no produce excelencia, sólo mediocridad. La razón, concluye el pensamiento corsario, reside en el carácter igualitario propio de la educación pública. Al no discriminar entre alumnos o centros por su capacidad, esfuerzo o mérito, iguala pero siempre por abajo.


  Lo público produce mediocridad porque anula la competencia, lo privado produce excelencia porque estimula y recompensa la confianza; es la idea fuerza que machaca insistentemente el círculo corsario educativo. Un mensaje que pretende inducir en los padres una conclusión: si aspira a que sus hijos accedan a una educación excelente y competitiva, mejor recurra a la enseñanza privada.


  La descapitalización de la calidad de la educación pública produce así un efecto secundario buscado de manera deliberada: crear más clientes potenciales para la educación privada. La introducción de un prolijo sistema de reválidas, que actuará como filtro y selector a lo largo del itinerario educativo, contribuye a reforzar esa percepción. La excelencia garantiza pasar las reválidas, y la excelencia sólo está garantizada en los centros privados.


  Los profesores suponen uno de los mayores activos de un sistema público de enseñanza. También conforman un elemento capital en la resistencia a los procesos privatizadores. Son profesionales formados y bien organizados, que pueden y saben movilizar recursos en defensa de lo público. Sus acciones de protesta, por ejemplo la Marea Verde, han contado desde el primer momento con un amplio respaldo en la opinión pública. El motivo se halla en su elevada valoración social. La gente confía en los profesionales del sistema educativo, por eso cree en ellos y los apoya cuando protestan.


  De manera consistente, las series del CIS sitúan a los profesores como una de las profesiones mejor valoradas por la sociedad. Recientemente, el estudio El prestigio de la profesión docente. Percepción y realidad (Fundación Europea Sociedad y Educación [EFSE] y Fundación Botín, 2013) concluía que la pretendida caída del prestigio de los docentes no era cierta. En una escala de 1 al 5, los encuestados atribuyen a los profesores de secundaria un prestigio de 3,7 puntos. El prestigio social de los profesores de secundaria y los maestros de primaria aparece en el nivel medio-alto de la clasificación de cien profesiones (21 y 22, respectivamente). Ambos superan la nota de 68 sobre 100. «La evaluación que los ciudadanos y, especialmente, las familias hacen de la enseñanza y de los docentes es bastante positiva. Su disposición ante la educación combina un acto de asunción de plena responsabilidad como padres y un acto de confianza en los docentes», concluye el informe.


  El abordaje a la educación pública apunta desde el primer instante a quebrar esa confianza y valoración. Al igual que acontece en la sanidad, el burócrata corsario sabe que destruir la confianza en los profesionales que trabajan en el sistema es la mejor manera de dejar inerme al propio sistema educativo. Además, necesita quebrar la legitimidad y el apoyo que la opinión pública otorga a sus movimientos de resistencia y defensa de la enseñanza pública.


  El círculo corsario ha puesto en su diana a los profesores desde el principio. Ha movilizado muchos recursos y dedicado mucho tiempo y esfuerzo a presentar a los docentes como privilegiados que se mueven en defensa de sus privilegios, sus horarios, sus buenos salarios o su cómodo trabajo. En ese relato, se han omitido sistemáticamente las fuertes rebajas que los docentes han sufrido en sus nóminas con las políticas de ajuste. Una táctica de desprestigio social idéntica a la aplicada a los profesionales de la sanidad. Se repite con insistencia el dato de que su salario medio se sitúa por encima de la media de la OCDE, pero se omite que se coloca por debajo de aquellos países con los que recurrentemente nos comparamos para cuestionar la calidad de la educación pública. Un docente español gana un 20% menos que un docente alemán y un 10% menos que un docente inglés o norteamericano.


  «Sabemos que les estamos pidiendo un esfuerzo especial pero veinte horas son, en general, menos de las que trabajan el resto de los madrileños» (Esperanza Aguirre, elpais.com, 1/9/2011). Más tarde, la entonces presidenta madrileña se disculpó por haber dado a entender que los maestros sólo trabajaban veinte horas para descalificar una huelga de profesores. Pero no desaprovechó la oportunidad para insistir en que la huelga era «absurda, irracional y clarísimamente política. Ni se toca la jornada de trabajo, ni la calidad de la enseñanza, ni la retribución. Es un ensayo general de lo que van a hacer la oposición y los sindicatos cuando ganemos las elecciones, pero anchas son nuestras espaldas» (Esperanza Aguirre, lavozdegalicia.es, 7/9/2011). El discurso de descalificación y cuestionamiento de los motivos de los profesionales educativos se utiliza de manera recurrente por el pensamiento corsario para desacreditar cualquier resistencia a su asalto a la educación pública. Así, el presidente de Galicia, Alberto Núñez Feijóo, se declaraba en su día «sorprendido» por el hecho de que «lleven a la huelga» a los profesores en Galicia por aplicar el mismo horario lectivo de otras comunidades, mientras afirmaba que su actitud «no es muy responsable […] y algo que no merecen los padres de las familias que tienen niños en edad escolar» (laopinioncoruna.com, 6/9/2011).


  3 Desmantelando la educación pública


  La fase de desmantelamiento de la educación pública se está centrando en debilitar la oferta de la red pública, mientras se blinda y potencia la oferta de la red concertada y la red de centros privados. Ha recurrido de manera sistemática a complementar las políticas de recortes y deterioro de la oferta pública con decisiones encaminadas a asegurar el trasvase de recursos públicos hacia la educación concertada y privada.


  En materia de recursos económicos, el ejemplo más notorio lo ha ofrecido la manifiesta voluntad de blindar los conciertos con centros que segregan a sus alumnos por sexo, o la decisión de habilitar financiación para que los padres ejerzan su supuesto «derecho» a educar a sus hijos íntegramente en castellano. Al parecer, la meritocracia que tanto gusta al círculo corsario educativo sólo resulta relevante cuando se es pobre. Cuando la demanda se refiere a estudiar separado de las niñas o los niños, o hacerlo exclusivamente en castellano, la nota media no cuenta tanto. Lo importante es asegurar ese «derecho fundamental». Una manera como otra cualquiera de abrir una puerta falsa para financiar con dinero público un modelo de educación privada discriminatorio, retrógrado y elitista. Otro tanto puede afirmarse con respecto a la paradójica recuperación de la asignatura de religión, confiriéndole una posición de centralidad dentro de una reforma de la oferta educativa que proclama buscar la modernización de los contenidos y su mejor adaptación a la realidad cambiante de un mundo globalizado.


  A pesar de las quejas reiteradas de la patronal educativa privada, la austerocracia ha sido más benévola con los fondos destinados a conciertos con centros educativos que con los fondos destinados a los centros públicos. El grueso del ajuste y los recortes ha recaído sobre la red pública, no sobre la concertada. La financiación de la red concertada se ha asegurado al ampliar la duración de los conciertos de cuatro a seis años y plantear su extensión a la educación secundaria no obligatoria. La Ley Wert abre incluso la puerta para el acceso de los centros concertados a nuevos fondos de financiación adicionales que se asignarán, no a partir del número de alumnos, sino en razón de vagos criterios de excelencia, rendimiento o proyecto docente.


  Un ejemplo del uso estratégico del ajuste fiscal en educación nos lo ofrece la autonomía bandera de la fe en la superioridad de lo privado: la Comunidad de Madrid. En el curso 2012/2013, se eliminaron las ayudas para la compra de libros de texto y se redujeron las becas de comedor, pero en cambio la CAM ha mantenido las deducciones fiscales para gastos de escolarización en la etapa obligatoria fuera de la red pública o concertada. En plena «situación de emergencia», incluso ha elevado hasta 30000 euros por cónyuge el nivel de renta para beneficiarse de estas desgravaciones.


  El blindaje de la red privada educativa no se reduce únicamente a la financiación. Tanto o más trascendente resulta la decisión de desmantelar el modelo de gestión de los centros públicos, basado en la participación de los padres y las reglas de selección y decisión de las burocracias públicas. Bajo la bandera de una supuesta mayor autonomía, los centros públicos se verán obligados a asumir un modelo de gestión más próximo a los modelos de gestión privados. Los padres son apartados de la toma de decisiones, los directores serán nombrados por el «propietario» (en este caso, el Gobierno de turno) y el personal, e incluso parte del alumnado, podrá ser seleccionado por el centro, por la «empresa». Es otro paso más en la destrucción del valor añadido creado por la confianza de la gente hacia la forma de funcionar de los centros públicos. Otra muestra más de fe incondicional en la superioridad intrínseca de los paradigmas de la gestión privada.


  El caso más notorio de desmantelamiento se está produciendo en el ámbito de la educación universitaria. Dos fuerzas han acelerado la intensidad del abordaje. Por un lado, que la educación superior ofrece un campo de expansión muy amplio para la iniciativa privada. En la educación superior, la red concertada y la red privada apenas se han desarrollado, dada la supremacía de la red pública. Por otro lado, la gran recesión ha supuesto un frenazo considerable en las expectativas de negocio de muchas recién creadas universidades privadas. Un estudio comparativo del Consejo Estatal de Estudiantes de Medicina sobre las solicitudes de traslado desde centros privados a las facultades de medicina de Madrid, acreditaba que su número había aumentado en un 30% entre 2011 y 2012. La razón fundamental se situaba en el precio de los estudios: el coste de los centros privados dobla al de los centros públicos (formacion.publicacionmedica.com, 18/12/12). Otro estudio de la Federación de Consumidores y Usuarios, realizado sobre 14 universidades y 600 titulaciones, concluye que el precio de un año en la universidad privada multiplica por ocho el precio de la universidad pública, 7300 euros frente a 850 (larazon.es, 25/9/2010).


  La ruidosa paralización de concursos ya convocados de profesorado universitario, la vinculación de la oferta de títulos y másters a un cupo mínimo de alumnos, el cuestionamiento de la política de becas o la reducción drástica de fondos y presupuestos se han cebado de manera especial contra la enseñanza universitaria pública. A ello debe sumarse que el discurso corsario ha sido especialmente agresivo contra la universidad pública. De manera insistente, el ministro Wert ha calificado a la universidad pública española de «endogámica», despilfarradora o mediocre, cuestionando la calidad de la universidad española con el «riguroso» dato de que ninguna figura entre las 150 primeras del famoso ranking de Shangai. La verdad es que entre las 500 mejores, figuran 11 universidades públicas, ninguna privada. «Solamente un tercio de los estudiantes terminan un título sin repetir ningún curso, la media de la OCDE está en el 40%, y la tasa de abandono en la universidad es del 30%, el doble que en Europa […] Si esto lo convertimos en dinero, significa que estamos tirando unos 3000 millones de euros por culpa de este abandono universitario». (José Ignacio Wert, elplural.com, 13/4/2012). Tampoco se ha renunciado a tácticas ya empleadas en la sanidad, como sembrar la incertidumbre y la indeterminación sobre el cobro de las nóminas de los profesores, retrasando de manera deliberada la transferencia de los fondos que las autonomías reciben del Estado para ese fin.


  La razón de tanta virulencia resulta doble. Por un lado, la ideología y la carrera profesional dominantes en el círculo corsario educativo tienen mucho que ver con la hostilidad hacia un modelo de universidad pública que no entienden, o con el cual nunca se han entendido. Pero, sobre todo, cuenta la economía. En la educación secundaria y primaria, el modelo de las redes de servicios diferenciadas ya está institucionalizado. Basta con asegurar su espacio y su cuota en ese mercado educativo. En la educación superior, el modelo dual tiene mucho por hacer. Hay que abrir mercado a una universidad privada que, en España, aún carece de marca y prestigio. La enseñanza universitaria aparece como un mercado emergente. La universidad era donde debía apostarse más fuerte para asegurar el botín del negocio privado de la educación superior.


  El futuro previsto para nuestra universidad por los piratas de lo público se refleja en el espejo de los universitarios norteamericanos. En 2013, acumulan una deuda en préstamos universitarios que supera los 850000 millones de dólares. Una pesada carga sobre las espaldas de unos licenciados y graduados con más dificultades de las esperadas para encontrar trabajo en plena recesión. Muchos de ellos estudian incluso interponer demandas contra los centros universitarios que les obligaron a endeudarse a cambio de una promesa de empleo y prestigio que no pueden cumplir.


  La educación pública en España: un éxito democrático


  El sistema educativo español se dibuja con un retrato de fuertes contrastes y claroscuros. Capaz de lo mejor y lo peor, ha acreditado una gran capacidad de producción masiva para lo bueno, pero también para lo malo. Los datos de las tablas 8 y 9, por ejemplo, certifican cómo nuestro sistema educativo parece capaz de producir a la vez más educados superiores y más abandono escolar que nadie. Nuestro porcentaje de población con formación superior ha medrado en casi diez puntos en una década y supera en seis puntos a la media de la OCDE. Seguramente por eso, los titulados españoles encuentran trabajo más fácilmente fuera, registrándose en buena parte de Europa una considerable demanda de movilidad para nuestros titulados superiores. Si a excelencia de un sistema educativo se mide por su capacidad para producir titulados aptos para el mercado, el sistema español resulta excelente.
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  Al mismo tiempo, uno de los déficits más graves que soporta nuestra enseñanza reside en ser uno de los tres países europeos que más abandono escolar produce. Una tendencia que se disparó durante los años de la burbuja inmobiliaria y que sólo ha variado a la baja con la gran recesión. Una tendencia que parece decirnos que, a lo mejor, la causa de esta situación puede residir no sólo dentro del sistema educativo, sino en la realidad de un país que presenta elevados niveles de descualificación entre los jóvenes ocupados y niveles altos de déficit instructivo entre la población adulta. Si la excelencia del sistema ha de medirse por la tasa de alumnos que lo abandonan, nuestro sistema es un fracaso.


  Aunque puede que si nuestro modelo de mercado laboral no demandase tanto trabajo barato y sin cualificación, seguramente no habría tantos incentivos para abandonar la escuela. El estudio comparado de las políticas educativas certifica como un hecho probado la fuerte relación existente entre una población con un déficit alto de instrucción y tasas altas de abandono escolar. Si España no viniera de un pasado tan reciente de analfabetismo y segregación educativa, seguramente no caminaríamos en el pelotón de cabeza del abandono escolar, junto con la mayoría de los países del sur de Europa.


  Esta doble cara para lo bueno y lo malo de nuestro sistema educativo resulta coherente con la evolución de la educación como política pública. Responde perfectamente a una de sus constantes: España es uno de los países donde menos se hace pero más se habla de la importancia de la educación y el carácter estratégico y de futuro de la inversión educativa. A la educación en España no se le piden resultados, se le exigen milagros. Nuestro sistema educativo acarreaba el lastre de un retraso endémico en materia de inversión y extensión. El esfuerzo efectuado durante la democracia para remediarlo no ha sido ni mucho menos suficiente.


  La enseñanza franquista estaba fuertemente centralizada. Su modelo dominante era la separación de alumnos por centro y formación. La educación pública figuraba como la pariente pobre del sistema. El bajo gasto público en educación se marchó primordialmente en transferencias al sector privado. Puede decirse que el gasto público financió a la vez el proceso de modernización de los centros educativos privados y el modesto crecimiento de la oferta de centros públicos. La Ley General de Educación (LGE) supuso un avance, al extender la educación gratuita a los catorce años. Pero la fuerte oposición del sector privado religioso y la falta de recursos y voluntad política acabaron generando aún más desigualdad entre la red privada y la red pública.


  En la Transición funcionó un pacto no escrito alrededor de la educación. La derecha cedió en cuanto a la conveniencia de la priorización y expansión de la red pública. La izquierda asumió que una parte de la oferta educativa vendría del sector privado. La idea era unificar los contenidos educativos, pero mantener la red dual. En el sistema educativo español funcionaría una oferta homogénea, pero servida por tres proveedores; centros públicos y concertados y centros privados. A partir de este momento, arranca una tensión básica para entender la evolución de la política educativa en España. Para la derecha, la plena escolarización sólo se garantiza mediante la libertad de enseñanza y potenciando la red concertada. Para la izquierda, el derecho a la educación implica expandir la red pública y asumir un modelo de integración de los alumnos.


  El gran éxito de la Transición será el reconocimiento constitucional de la educación como un derecho basado en principios democráticos. El Estado debía suministrarla de manera universal y gratuita, al menos en su etapa primaria. A pesar de la claridad del mandato constitucional, la implementación de ese derecho por parte de los gobiernos de la UCD se hizo poniendo más énfasis en la libre elección del tipo de educación que en su carácter público o en sus contenidos. Algo bien visto por la mayor proveedora de educación privada, la Iglesia católica, pero mal visto por los profesionales del sistema educativo, más preocupados por cómo o qué se enseñaba.


  El triunfo socialista en 1982 abre paso a la época de mayor expansión del sistema de educación pública en España. La Ley Orgánica del Derecho a la Educación (LODE) proclama la igualdad y la equidad social como objetivos esenciales de la educación pública. La LODE apuesta por el cambio hacia un modelo de integración de alumnos. Consolida la dualidad de la red de centros públicos y concertados, pero a cambio la red pública experimenta un fuerte desarrollo mientras se homogenizan la oferta curricular y los criterios de admisión del alumnado, tomando como referente los estándares europeos de educación. Durante la década de los ochenta, las subvenciones a centros de primaria se triplican y en enseñanza media se quintuplican, al tiempo que se dobla en número de centros públicos. El índice de crecimiento de becas se sitúa en 1065 puntos, el número de becados y la inversión en becas se multiplican por siete, llegando hasta 748037 alumnos y un coste de 73273 millones de las antiguas pesetas. A pesar del gran esfuerzo, las cifras quedaban aún muy por debajo de la media de la Unión Europea y la OCDE. El déficit histórico de inversión en educación seguía, y sigue, sin compensarse.


  Al igual que la Ley General de Sanidad, la LODE fue duramente resistida desde la derecha política y el sector educativo privado, especialmente por significar fuertes recortes para el sobredotado sistema de financiación de los centros privados y concertados. La LODE arranca además el proceso de descentralización de la educación, poniendo fin a décadas de un sistema fuertemente jerarquizado y centralizado. En 1990, Felipe González aprueba su segunda gran ley educativa, la Ley Orgánica General del Sistema Educativo (LOGSE), una de las leyes más denostadas y criticadas, entonces y ahora, por parte del Partido Popular, la derecha nacionalista y el sector educativo privado. La LOGSE mantiene la prioridad redistributiva de la educación, pero refuerza la preocupación por la calidad y la excelencia. Este debate entre excelencia e igualdad será un eje central de las polémicas educativas en España, seguramente el único país del mundo donde se aprecia y discute una contradicción insalvable entre ambos valores.


  La LOGSE supondrá un giro en las preocupaciones de la política educativa hacia los problemas de eficacia, eficiencia y calidad del sistema. Se potencia la autonomía de los centros, la atención a la diversidad y la modernización de la formación. Un giro que no irá acompañado de un incremento significativo de los recursos. Es la eterna constante de las reformas educativas en España, grandes palabras y mejores intenciones, pero exiguos presupuestos. En 1996, la Ley Orgánica de Participación, Evaluación y Gobierno de los centros docentes avanzará en la democratización de los centros educativos con figuras de resultado irregular como los consejos escolares.


  En 1994, España dedicará a su gasto público en educación apenas un 3,37% de su PIB, medio punto por debajo de la media de la UE-15. En 2010, dedicamos un 4,97% del PIB, apenas invertimos punto y medio más. Alemania, Estados Unidos o Inglaterra han doblado su gasto público en educación, superando el 5% del PIB. La escasez de recursos a disposición de un sistema educativo público obligado a recuperar décadas de retraso ha supuesto una de las constantes de la evolución de las políticas educativas. Esa penuria de medios y la descentralización progresiva del sistema educativo, ha generado que cada Comunidad Autónoma haya ido adoptando diferentes estrategias para gestionar la escasez, diferentes volúmenes de gasto y diferentes tácticas para generar recursos adicionales.


  La descentralización educativa ha institucionalizado potentes redes educativas autonómicas, con capacidad para disputar la hegemonía de la política ante una envejecida administración central del Estado, que ha buscado reinventarse a sí misma como guardiana de la equidad y la homogeneidad del sistema. Los conflictos competenciales han conformado una constante en el desarrollo del sistema educativo democrático. La vía dominante de solución ha sido la negociación y el intercambio, en una dinámica que ha sido acertadamente definida como de «desregulación centralizada y regulada descentralización» (Equipo ERA, 2002).


  El sistema educativo español se descentraliza siguiendo un patrón donde el Estado busca reservarse las funciones de inspección y evaluación, y a las Comunidades Autónomas se les transfiere la implementación y gestión del sistema. Al modelo de cuasi mercado generado por la financiación pública de centros concertados y la dualización de la red entre centros públicos y concertados, se sumaba ahora la creciente competencia entre las diferentes redes educativas de las Comunidades Autónomas.


  En el arranque del siglo XXI, fruto de este proceso histórico, en España se había consolidado un sistema educativo de carácter integrado, situado entre los niveles medios de gasto público y con una red dual de centros que mantenía un porcentaje elevado de alumnos en centros privados o concertados. Se había desarrollado un sistema de cuasi mercados educativos con cierto grado de competencia interna y muy diversos en sus modos de financiación, gestión y organización, tanto entre tipos de centros como entre Comunidades Autónomas. Esta dinámica descentralizada y competitiva no sólo no se reinvierte sino que se estimula durante la primera legislatura de Aznar, en coherencia con la necesidad de garantizarse el apoyo de los nacionalistas vascos y catalanes.


  La mayoría absoluta de la derecha en 2000 cambia el juego. La política educativa fue recuperada como un elemento central del discurso político aznarista. Cambiar de raíz el sistema educativo se convierte en una pieza clave en el proyecto de recentralización neoespañolista. La fuerte descentralización del sistema educativo y la renuncia del Estado a controlar la oferta y los contenidos son señaladas como las grandes responsables de la «desespañolización» de España. El famoso «españolizar a los catalanes» del ministro Wert sólo es una actualización de aquella misma filosofía. Como ahora, entonces la derecha operaba sobre el convencimiento de que los sistemas educativos habían caído en manos de «nacionalistas». Estaban siendo utilizados para construir «identidades nacionales» en Cataluña, en Euskadi, en Galicia. Recentralizar la educación parecía la única manera de asegurar que España volviera a ser España.


  La Ley Orgánica de Calidad de la Educación (LOCE) pondrá en la agenda un proyecto de recentralización educativa sin precedentes. Se pretendía retornar a un modelo más centralizado y basado en la separación de alumnos. El debate ya no girará en torno al sistema o los instrumentos, sino en torno a los contenidos. La LOCE planteará una reestatalización del sistema educativo, con la administración central recuperando el control sobre los currículos, la selección del profesorado o las decisiones del gasto. Pero sobre todo, planteará la reespañolización de los contenidos y la oferta educativa para volver a una enseñanza dominada por el castellano y con la reintroducción de la asignatura de religión como alternativa.


  El triunfo socialista en 2004 frustrará este giro. La Ley Orgánica de la Educación (LOE) devuelve las políticas públicas educativas al patrón que había marcado las etapas anteriores. Se abandona parcialmente el proceso de reestatalización del sistema y reespañolización de los contenidos. La política educativa recupera su discurso redistributivo, su pulso descentralizado y el modelo formativo se reorienta hacia la integración de alumnos, antes que su separación. La nueva ley, además, pondrá por primera vez el acento en la conexión entre el sistema educativo y el sistema democrático con la introducción de la famosa y polémica «educación por la ciudadanía».


  La tabla 10 resume los elementos clave en la evolución de la educación como política pública en España. Con frecuencia suele afirmarse que uno de los problemas de la educación en España reside en la falta de un gran acuerdo y el exceso de legislación. Cada Gobierno hace su propia ley educativa, suele decirse. No es cierto. Pero sí lo es que no puede haber un gran acuerdo educativo porque hay dos modelos claramente antagónicos, no tanto sobre los instrumentos que debe utilizar, sino respecto a los contenidos que debe transmitir y los objetivos que debe priorizar.
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  La educación pública, como la sanidad pública, aparece como uno de los servicios más valorados por los contribuyentes. En la serie de barómetros fiscales del IEF 2012, la educación puntúa de media 2,9 sobre 4 en los últimos diez años. Sólo un 4% de los encuestados en 2011 prefería la educación privada. No por casualidad, las peores valoraciones de la serie coinciden con los dos últimos años del Gobierno de Aznar y con el estallido de la crisis.


  Como indica la tabla 11, los datos del CIS confirman la buena valoración de la educación en España. Una percepción que se ha mantenido, e incluso mejorado, durante la gran recesión. Hay más gente hoy en España convencida de que nuestra educación es buena o muy buena. El porcentaje de gente que la considera mala o muy mala apenas ha variado. Entre las razones que alegan quienes valoran negativamente la educación española se recogen aquellas que suelen dominar el debate público y mediático. Dos de cada diez indican la falta de medios, uno de cada diez apunta a la falta de exigencia y de esfuerzo o a la falta de motivación de estudiante y profesores. Como puede apreciarse, la percepción mayoritaria respecto al sistema educativo diverge bastante de la que expone el círculo corsario educativo.


  La elevada tasa de abandono escolar y ciertos resultados de las evaluaciones internacionales suelen manejarse como evidencias incontestables en contra de nuestro sistema educativo. El pensamiento corsario ha dedicado mucho tiempo y esfuerzo para convencernos de que nuestra educación es mala, y aún peor si la comparamos con los resultados de los países con quien nos gusta compararnos. En el mejor de los casos, supone una verdad a medias, que es la peor de las mentiras. Para demostrarlo vamos a usar los tan traídos y llevados datos del informe Programa para la Evaluación Internacional de Alumnos (PISA, por sus siglas en inglés) una de las armas preferidas del círculo corsario educativo.
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  Las tabla 12 y siguientes presentan cómo han ido evolucionando nuestros datos en comprensión lectora, matemáticas y ciencias. Las cifras resultan bastante claras. Nuestras puntuaciones nos sitúan en el entorno de la media de la OCDE. La competencia de nuestro sistema educativo nos permite obtener puntuaciones equiparables a países que invierten mucho más en educación, como Estados Unidos o Inglaterra. Desde el año 2000, el gasto en educación en España ha estado siempre casi un punto por debajo de la media de la OCDE y la media de la UE. En el año 2000, España dedicó un 4,3 de su PIB a educación, mientras que la media de la OCDE se situaba en 5,2 y la media de la UE en 5,1. En el año 2008, España subía hasta el 4,6% del PIB mientras que la media de la OCDE y la UE se situaba en el 5,4%.


  Estamos donde pagamos para estar. Entre 65 países, España ocupa el puesto 33 en comprensión lectora, el 34 en matemáticas y el 36 en ciencias. Obtenemos unos resultados que nos permiten situarnos por encima de donde nos correspondería por orden de esfuerzo de gasto. Nuestro sistema obtiene unos resultados superiores al volumen de inversión que dedicamos. Los resultados, además, deben interpretarse con cautela. En el caso de España, el problema se sitúa en los extremos de las puntuaciones. Tenemos más malos alumnos y menos alumnos excelentes que la media de la OCDE; sin embargo, en los niveles medios nos situamos muy por encima de los países de nuestro entorno.
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  A pesar de la variabilidad de unos datos que parece debida en gran parte a problemas metodológicos del propio informe, la comparación de las series PISA aporta otro dato igualmente evidente y que parece un aviso desde el pasado para nuestro presente. La reestatalización y la reespañolización del sistema educativo impulsada por el PP tuvo un impacto negativo en todos los indicadores, que puntúan a la baja en 2003 pero sobre todo en 2006. Comienzan a recuperarse levemente a partir de 2009, el primer informe PISA que mide un período de vigor de la Ley educativa de Zapatero. La reforma educativa de Aznar ha supuesto un paso atrás en la progresión de nuestro sistema educativo, un parón del cual la educación española todavía no se ha recuperado. Con los datos en la mano, el impacto de una Ley Wert que hace girar el sistema en la misma dirección recentralizadora y reestatalizadora que la LOCE sólo puede tener un resultado: otro salto atrás para la enseñanza española.
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  El informe PISA mide también la capacidad de los diferentes sistemas educativos para asegurar equidad educativa y su capacidad redistributiva. Ahí, la educación española puntúa con un excelente. Un dato que, casualmente, los catastrofistas de la educación española omiten siempre cuidadosamente. En cuanto a la equidad y homogeneidad del sistema, España presenta en PISA 2009 una variación entre centros del 20%, la segunda menor después de Finlandia y la mitad que la media de la OCDE.


  España figura como el segundo sistema educativo más equitativo de la OCDE. La variación en los resultados educativos que se explica por las diferencias económicas, sociales o culturales figura como la más baja entre los países desarrollados. En el extremo opuesto se sitúan Estados Unidos, Alemania o Reino Unido, con valores superiores a los promedios OCDE. El informe PISA 2009 confirmó también que «como ya ocurría en ediciones anteriores de PISA, en los niveles socioeconómicos más modestos los alumnos españoles obtienen mejores resultados que los del promedio OCDE y que la mayoría de los países seleccionados». (PISA, 2009). Paradójicamente, es entre los colegios y los alumnos con los niveles socioeconómicos más favorecidos donde los resultados españoles aparecen ligeramente más modestos que la media de la OCDE.


  El diagnóstico apocalíptico sobre la situación de emergencia de la educación española tampoco constituye una percepción mayoritaria en la sociedad. Seguramente la valoración del gasto en educación es la mejor prueba de la divergencia entre el discurso dominante entre los medios de comunicación y las élites y las percepciones de la mayoría. La tabla 15 acredita cómo la ciudadanía maneja una clara percepción de que en España se gasta muy poco en educación.


  Contrariamente al argumentario que gusta de manejar el pensamiento corsario y difunden de manera masiva sus medios de comunicación más próximos, la mayoría tiene bastante claro que las administraciones gastan demasiado poco en educación. La mayoría parece valorar, tanto la importancia de la inversión en educación para el futuro de sus hijos, como la existencia de una relación bastante directa entre más recursos y mejor educación. Lo demuestran sobradamente el respaldo y sintonía que han encontrado en la opinión pública movimientos en defensa de la educación pública como la Marea Verde o iniciativas como la Universidad en la Calle. La gente sabe lo que quiere: más gasto público en educación porque sabe que no hay inversión o gasto público alguno que atesore una tasa de rentabilidad más alta.


  En la educación pública está el negocio


  La educación es un buen negocio. Siempre y cuando el alumno rinda razonablemente, no plantee problemas de aprendizaje y adaptación y viva en un entorno familiar que valore la adquisición de conocimientos. Si el alumno rinde mal, muestra problemas de aprendizaje o adaptación o vive en un entorno familiar que no valora la formación, entonces la educación se convierte en un problema. Disponer de un sistema educativo que separe a ambos tipos de alumnos, resultaría un negocio aún mayor y más seguro. Es la lógica corsaria de los negocios; siempre sale mejor y resulta más fiable y seguro hacerlos bajo licencia y con la garantía del propio Estado.
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  Pero no se trata sólo de una cuestión de economía y negocios. El círculo corsario educativo quiere expandir el mercado educativo privado porque cree firmemente en la superioridad de la oferta y el modelo privado. Pero también porque se presenta como el medio que asegura la meta final de su abordaje contra la educación pública: la dualización de la red educativa. La expansión de la oferta privada educativa aporta una pieza esencial e indispensable en el avance hacia su modelo de educación dual.


  Los datos del gráfico 5 muestran hasta qué punto el gasto en educación se mantiene estable en los países de nuestro entorno, e incluso aumenta ligeramente, a pesar de la gran recesión. Incluso durante las peores épocas de crisis y ajuste, el gasto en educación permanece relativamente blindado, apoyado sobre una percepción social que demanda mayoritariamente su preservación y percibe los recortes educativos como un error y una amenaza para el futuro.


  Durante los años de bonanza, la educación privada debería haberse convertido en uno de los negocios emergentes del nuevo siglo. La puesta en cuestión de los sistemas públicos, sumada a las múltiples políticas de reforma educativa orientadas a potenciar y favorecer a la oferta privada y facilitar a los usuarios que ejercieran la opción de salida del sistema público, debería haber auspiciado una fuerte expansión del gasto privado en educación. Había margen para ese crecimiento. Si tomamos como referencia Estados Unidos, el país que más ha dualizado su red educativa y más incentivos dedica a compensar fiscalmente la opción educativa privada, el gasto privado dobla al registrado en países como Alemania o España.
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  Sin embargo, no ha sido así. No se ha registrado la eclosión del negocio educativo privado. Los gráficos 6 y 7 muestran cómo el diferencial entre gasto público y privado se ha mantenido constante en torno a los cuatro puntos, tanto en los años de bonanza como en los de recesión, salvo en el caso del Reino Unido, donde el gasto privado en educación sí se ha duplicado.


  Los datos justifican de manera elocuente por qué el Reino Unido se ha convertido en la referencia, en el modelo más citado por el pensamiento corsario a la hora de justificar su abordaje a la educación pública y fijar sus objetivos. En la mayoría de los países, el diferencial público/privado se ha mantenido constante en el reparto del crecimiento del gasto. Pero en el fuerte crecimiento que experimenta el gasto educativo en el Reino Unido, el sector privado se ha llevado la mejor parte. De hecho, parece plausible afirmar que el gasto educativo británico ha aumentado por encima de la media a causa de la decidida opción por la dualización del sistema educativo impulsada tanto por los laboristas como por los conservadores. En otras palabras, crece el gasto en educación por efecto de las necesidades del sector privado, para que crezca el mercado privado de la educación.
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  En el Reino Unido el asalto ha funcionado a la perfección. El deterioro del sistema público y su descapitalización ha abierto de manera muy efectiva el mercado educativo a la oferta privada. La llegada de los conservadores al poder y los duros ajustes y la subida de tasas y precios educativos implementada por el Gobierno de David Cameron han multiplicado el efecto. Ése es el objetivo y ése parece el modelo que ha acreditado su capacidad para lograrlo.


  Una razón más que sin duda contribuye a explicar la fuerte inspiración que el modelo británico ha ejercido sobre la Ley Wert, tanto para justificar las bondades de la competencia entre las diferentes redes, como para argumentar los cambios en el modelo de gestión de los centros educativos. Elementos incluidos en la ley, como la introducción de rankings entre centros, las profesionalización de la figura del director, la posibilidad de seleccionar tanto al alumnado como al profesorado, o el reforzamiento de mecanismos de selección como las reválidas, se inspiran claramente en el modelo británico. Lo único que no se copia de ese modelo es, como siempre, su elevada inversión por alumno, muy por encima de la media de la OCDE.
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  España ofrece un patrón de comportamiento muy similar a la mayoría de los países de la OCDE, como muestra el gráfico 8. La educación pública resistió razonablemente bien el envite que supuso la reforma de la segunda legislatura de Aznar y la LOCE. El sector educativo privado no fue capaz de aprovechar el hueco de mercado que, sin duda, les había abierto la puesta en cuestión de la calidad de la educación pública que trató de justificar aquella reforma. Todo estaba a favor de que muchos padres optaran por abandonar el sistema público: un Gobierno que renegaba de su propia oferta educativa, la situación de bonanza económica e incluso incentivos fiscales que permitían compensar buena parte de los costes de optar por la red privada.
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  Sin embargo no sucedió así. Los padres no se comportaron como auguraban las hipótesis que impulsaba la reforma de 2002. Se les facilitó la posibilidad de elegir educación y muchos siguieron eligiendo educación pública. El mercado privado educativo no ha crecido en España. El gasto privado se ha mantenido siempre por debajo del 1% y solo ha comenzado a repuntar con el inicio de las políticas de recorte contra el sistema público. En parte porque la propia dualización de la red pública entre centros públicos y concertados limita su capacidad de crecimiento. Pero también porque, como hemos comprobado, la educación pública retiene niveles relevantes de satisfacción y confianza entre los ciudadanos. Por eso era necesario un abordaje en todo regla al sistema educativo público. Acabar el trabajo que la LOCE no había podido rematar. Para que la educación privada sea efectivamente ese gran negocio emergente del siglo XXI, la educación pública debe ser desahuciada primero.


  La educación pública contra el neoliberalismo corsario


  El sistema educativo español produce más y mejor educación de aquella que estamos dispuestos a pagar. Sus prestaciones resultan excelentes en materia de equidad e igualdad de oportunidades. El diagnóstico catastrofista que maneja el Gobierno de Mariano Rajoy se fundamenta en la ideología y oculta una finalidad estratégica. La educación pública debe empezar por reivindicarse y volver a jugar al ataque y sin complejos frente a la ofensiva del neoliberalismo corsario.


  A lo mejor, nuestro problema no reside tanto en la educación como en las expectativas heroicas que depositamos en ella. Gastando menos que los demás exigimos obtener mejores retornos. Si no se consiguen, sin más evidencia que la ideología, proclamamos que más recursos no significa mejor educación. No estamos dispuestos a pagar la educación que queremos y pretendemos que la escuela resuelva todos los problemas: cuidar a los niños mientras trabajamos, arreglar problemas de disciplina, hacer que el mercado laboral entienda el valor de la formación o neutralice el impacto de ciertos modelos y roles sociales emergentes. Culpar al sistema educativo de la generación Ni-Ni parece más bien una elusión de nuestra responsabilidad como sociedad, que un análisis meditado sobre una política y sus resultados.


  En cambio, sí resulta constatable y certificable el éxito democrático que ha supuesto el desarrollo de la educación pública en España. La descentralización y el modelo de gestión de centros con participación de los padres han causado un impacto muy beneficioso sobre nuestra renqueante cultura democrática. El sistema educativo ha producido, por primera vez, varias generaciones de ciudadanos educados en democracia. Todo un avance en nuestra historia.


  A pesar de llevar más de diez años sometido a una intensa presión política y un feroz desgaste mediático, el sistema educativo y la educación pública conservan un nivel notable de confianza y valoración entre los ciudadanos. Las tablas 16 y 17 revelan dos evidencias relevantes. La primera acredita que cuando la gente puede elegir, mayoritariamente confía aún en la educación pública. La segunda certifica la divergencia existente entre la percepción mayoritaria entre la ciudadanía y los diagnósticos catastrofistas manejados por el círculo corsario educativo. El problema de la educación en España se define desde el Gobierno en términos de emergencia y falta de calidad para justificar el cambio de modelo. Esa definición es inducida por motivos ideológicos y estratégicos. No traduce ni una percepción, ni un sentimiento mayoritario.
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  La reivindicación de la educación pública en España pasa por un cambio de actitud y mentalidad ante la actual supremacía mediática del pensamiento corsario. Se aceptan con facilidad sus marcos interpretativos. Se le permite fijar los términos del debate. Su diagnóstico terminal sobre la salud de la educación no se rebate, o se refuta con la boca pequeña y con timidez. Otro tanto acontece con la subordinación de todo el sistema al valor supremo de la libertad de enseñanza. Hablar de redistribución parece asustar a muchos partidarios de la educación pública. Pero ya hemos visto cómo ambos argumentos son estratégicos y responden a prejuicios ideológicos. No constituyen verdades reveladas. No caerá el cielo sobre nuestras cabezas si los desafiamos.


  La educación pública debe recuperar la iniciativa frente al abordaje corsario y poner en valor sus logros. La confianza mayoritaria de los ciudadanos y la igualdad y la redistribución de oportunidades que suministra son sus valores primordiales e irrenunciables. Desde ese marco interpretativo sin complejos y ese diagnóstico en positivo, la educación pública debe armar un discurso alternativo que afronte los problemas y déficits que nuestra educación pública efectivamente muestra y padece. No basta con rechazar o resistir al discurso corsario. El relato resistencialista no salvará a la educación pública ante el presente asalto. Se impone armar una definición propia de los problemas de la educación española y ofrecer soluciones alternativas.
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  No es cierto que más recursos no impliquen mejores resultados. Los países que obtienen mejores resultados que España, gastan más y, sobre todo, llevan más décadas invirtiendo. La educación es una apuesta a largo plazo. Los resultados demandan un esfuerzo sostenido y proporcionado. España arrastraba y arrastra un retraso histórico en inversión, un déficit instructivo entre la población adulta y una tasa elevada de descualificación laboral. Situar nuestro gasto en educación por debajo pero más cerca de la media de la OCDE ha permitido no continuar perdiendo terreno, pero ha resultado insuficiente para recuperar el atraso acumulado. Hay que invertir más en educación para mejorar los resultados y asegurar la excelencia. Introducir mecanismos de selección y segregación del alumnado por sus resultados no hace excelente al sistema, sólo hace «excelentes» a algunos alumnos. Echar fuera del sistema a aquellos alumnos que ensombrecen las posiciones de nuestra educación en los rankings es una injusticia y un error de imprevisibles y terribles consecuencias personales, económicas, laborales y sociales.


  Las políticas públicas de educación han de definirse como políticas redistributivas. El sistema educativo debe redistribuir oportunidades para promover la igualdad. Con más razón en época de crisis y recesión, cuando las desigualdades tienden a agrandarse y multiplicarse. La igualdad va primero, la libertad de educación debe ser un resultado de la equidad en el acceso y en las oportunidades. El modelo de integración de alumnos debe reivindicarse como el modelo propio de la educación pública en España. Promueve la igualdad de oportunidades y la equidad de acceso al sistema. Se trata del modelo que permite corregir en mayor medida la influencia de factores estructurales como el capital socioeconómico o educativo familiar, el sexo o la procedencia.


  Las diferencias de rendimiento entre centros privados y públicos detectadas por informes como PISA, se reducen drásticamente cuando se introducen elementos de corrección del impacto sobre esos resultados de las diferencias de estatus socioeconómico y cultural. No existe evidencia alguna que acredite que los centros privados producen más excelencia y mejores resultados. Las evidencias científicas sólo acreditan que compiten con ventaja y en mejores condiciones. El modelo de separación de alumnos sólo garantiza más desigualdad. La elección de centro aumenta las posibilidades de segregación del alumnado por entorno socioeconómico o hábitat familiar, abriendo la puerta a una dicotomía artificial entre «buenas» escuelas y «malas» escuelas en razón del tipo de alumnado que acude, la ubicación o el idioma dominante. El incremento de autonomía del centro en cuanto a la oferta educativa o la selección de alumnos tiende a producir el efecto cream skimming, quedarse sólo con la «crema» de los alumnos más brillantes o rentables.


  Existe abundante evidencia empírica en estudios comparados que documentan esta relación agravante entre separación de alumnos y desigualdades individuales o de rendimiento. Sin embargo, no se ha registrado tanta evidencia que relacione separación de alumnos con excelencia del sistema o del rendimiento individual. Cuanto más comprensivo es el régimen educativo y más se retrasa la edad cuando el alumno ha de elegir un itinerario, más integración se genera.


  El alto grado de descentralización de nuestro sistema educativo no sólo no constituye un problema, sino que representa una oportunidad para una mejor gestión de la diversidad, una adaptación óptima de la oferta a las necesidades y demandas de cada territorio. La gestión estratégica de la descentralización multiplica la posibilidad de explorar vías de cooperación que permitan generar sinergias y aprovechar las innovaciones educativas, la modernización de los contenidos o la potencia habilitadora de los currículos.


  La educación española soporta efectivamente un grave problema de abandono escolar. Establecer un sistema de reválida para sustituir el abandono por fracaso recuerda bastante a un truco ya viejo que hemos visto hacer con las listas de espera en la sanidad: crear «listas fantasmas», ocultar los casos y reducir las listas de espera oficiales. Igual que ahora se inventarán listas de suspensos en reválidas para reducir artificiosamente la tasa del abandono escolar. El camino para derrotar al abandono escolar y la tasa de desescolarización debe pasar por dos intervenciones complementarias: potenciar el sistema de becas y construir una oferta de formación profesional potente y valorizada socialmente que pueda funcionar como red y vía alternativa contra el abandono.


  Aparece bastante documentada en la literatura científica la relación positiva existente entre una buena oferta de FP y una política de becas potente y la reducción de la tasa de desescolarización. Mientras la FP siga siendo promocionada como una especie de «plan B», un dique seco o un castigo, para aquellos que no rinden o no se adaptan, se antoja imposible que pueda ejercer su función multiplicadora de las capacidades del sistema educativo. En cuanto a la política de ayudas, cuanto más se vinculen las becas al rendimiento y la excelencia y menos se valore su dimensión redistributiva, menos servirán al propósito de remediar el drama del abandono y el fracaso escolar.


  La gran paradoja y la mayor estupidez del asalto corsario a la educación pública reside en que pretendiendo despojarla de su dimensión redistributiva para reducirla a una política subsidiaria de la economía y el mercado laboral, a medio y largo plazo, sólo conseguirá aumentar la desigualdad y perpetuar las deficiencias de nuestro mercado laboral y la falta de competitividad de la economía española. Pero ya se sabe que el neoliberalismo corsario y los piratas de lo público se apuntan con facilidad a la famosa sentencia de Keynes: «En el largo plazo, todos muertos».


  7. El mapa del tesoro de las pensiones
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  El mapa del tesoro de las pensiones


  El pleno empleo dejó de ser un objetivo para la mayoría de los gobiernos occidentales hace más de una década. Supuso una de las grandes victorias del neoliberalismo corsario en su enmienda a la totalidad contra la eficacia de la intervención pública en la economía. La ortodoxia económica dominante se inclinó por sostener que el Estado debía abandonar el objetivo del pleno empleo porque sus intervenciones en la economía, lejos de lograrlo, alejaban aún más su consecución. Con notable éxito, el discurso neocon se encargó después de rematar la jugada y difundir el mensaje de que el propio Estado del Bienestar se había convertido en una grave amenaza para el empleo, al ahogar la economía en un mar de inflación, gasto descontrolado e impuestos confiscatorios.


  La desregulación se impuso como paradigma no sólo en los mercados financieros, también en los mercados de trabajo. Con paso más o menos firme, caminamos hacia mercados laborales caracterizados por una regulación salarial decreciente, capacidad de control y representación sindical menguante y bajo sospecha, reducción del empleo público y oferta creciente de trabajo barato y de baja calidad. En este escenario, sólo era cuestión de tiempo que los sistemas públicos de pensiones se situaran en las miras y al alcance de los piratas de lo público.


  Las pensiones ofrecen unas posibilidades de negocio «colosales», como diría el propio Mariano Rajoy. El país europeo que menos gasta en pensiones le dedica uno de cada diez euros de su PIB. La mayor parte de los sistemas públicos se configuran como sistemas de reparto y se financian con un modelo contributivo vinculado a la vida laboral. Las pensiones de cada generación se pagan con las cotizaciones de las generaciones posteriores. Pocos, por ejemplo Chile, se han configurado como sistemas de capitalización, donde cada uno financia su pensión con sus cotizaciones previas.


  Si el empleo es seguro, estable y de calidad, el sistema de pensiones ingresa lo suficiente para repartir y no sufre. Si el empleo se vuelve inseguro, inestable y de baja calidad, el sistema entra en zona roja e ingresa menos de cuánto debe repartir. El envejecimiento de la población y el aumento del número de pensionistas generan riesgos indudables para el equilibrio del sistema. Pero la mayor amenaza para la sostenibilidad de las pensiones en un sistema de reparto reside en el deterioro del mercado laboral. El deterioro del empleo debilita los sistemas públicos y los vuelve abatibles. De hecho, las pensiones públicas llevan soportando una intensa presión por su reforma desde hace dos décadas. Un asalto menos explosivo, pero tan sostenido y sistemático como el sufrido por las relaciones laborales. Un abordaje que también se intensifica durante las fases de recesión.


  Ya en los noventa, en su seminal informe Averting the old age crisis. Policies to protect the old and promote economic growth (1994), el Banco Mundial exponía sin complejos el discurso corsario sobre los sistemas públicos de pensiones. Además del reto para su sostenibilidad que suponía el envejecimiento de la población, las pensiones públicas generaban estancamiento económico al distorsionar los costes del empleo y obstaculizaban el desarrollo de los mercados de capital al competir con las pensiones privadas. Las pensiones ya no eran un mecanismo de solidaridad. Se habían convertido en capital para invertir. La hoja de ruta aparecía clara. Avanzar hacia un sistema multipilar conformado por pensiones públicas de carácter asistencial, planes de pensiones profesionales gestionados por la banca y planes de ahorro individuales. Las tesis expuestas por el Banco Mundial han guiado el abordaje contra los sistemas públicos de reparto desde entonces. Incluso fueron asumidas explícitamente por la UE en su Libro Verde sobre las pensiones de 1997.


  La reforma del sistema efectuada por el Gobierno de Zapatero en 2011 consolidó la incorporación de buena parte de estos principios corsarios al discurso oficial sobre las pensiones. La reciente reforma laboral no sólo ha supuesto una verdadera desamortización de nuestro mercado de trabajo, despojando la política de empleo de su dimensión social y devolviendo a manos privadas la regulación de las relaciones laborales. También funciona como una bomba de relojería en el corazón de nuestra Seguridad Social. La evolución del empleo constituye el verdadero factor de sostenibilidad de las pensiones. Al abandonar el pleno empleo como objetivo y las políticas activas de empleo, los gobiernos, especialmente aquellos de izquierda, echaron la suerte de los sistemas públicos de pensiones. Desamortizado el mercado laboral, caminamos hacia el segundo asalto: la desamortización del sistema público de pensiones para convertirlas en capital a invertir y en un lucrativo negocio privado.


  El círculo corsario contra el sistema público de pensiones


  La reforma de las pensiones conforma uno de los ejes destacados del programa de Gobierno de Mariano Rajoy. Constituyó además una de las exigencias europeas a cambio del rescate bancario. Desde la UE o el FMI, España ha recibido instrucciones muy precisas, no sólo sobre la necesidad de revisar con urgencia las pensiones, sino sobre la dirección, contenido y alcance de dicha revisión. Algo que no ha acontecido en el ámbito de otras políticas sectoriales, como la sanidad o la educación, donde las orientaciones de los cambios esperados han sonado bastante más genéricas, incluso ambiguas.


  Las pensiones trascienden el ámbito y el espacio de una política sectorial. El abordaje al sistema público de pensiones conforma uno de los polos estratégicos del asalto del neoliberalismo corsario al Estado del Bienestar. Transferir recursos de los sistemas públicos de pensiones a los mercados de capital conforma una pieza clave de su modelo de desarrollo económico, basado en la maximización de beneficios a corto plazo. Además, en el caso español, concurre otra razón para conferir a las pensiones este carácter diferente a las restantes políticas sectoriales del bienestar. El sistema de pensiones se ofrece como una pieza que está al alcance de los piratas de lo público tras casi veinte años de paciente asedio.


  La reforma de las pensiones ha caído, así, atraída bajo la influencia directa de las decisiones que puedan tomarse desde Presidencia del Gobierno y desde el área económica. Por su relevancia política, por formar parte de las condiciones del rescate y porque abrir el mercado de las pensiones va íntimamente unido tanto al éxito de la reforma del sistema financiero como al futuro del negocio de la banca privada, cotos reservados a la gestión exclusiva del equipo económico.


  En el área de Trabajo y Seguridad Social, el círculo corsario se conforma con burócratas del partido en los niveles políticos y la presencia de burócratas corsarios en los puestos de gestión intermedios. Fátima Báñez es una burócrata de partido. Toda su experiencia profesional se reduce al mundo de la política. Tras hacer carrera en el partido en Andalucía, salta como diputada a la política nacional, especializando su actividad parlamentaria en el área de economía. De perfil político medio, su misión parece más encaminada a ejecutar la reforma laboral o la reforma de las pensiones diseñadas desde el área económica del ejecutivo, que a pergeñar o liderar sus propios proyectos de reforma. «Si los resultados de colocación de los servicios públicos de empleo se dieran en una empresa privada, harían que hubiese ceses inmediatos» (lne.es, 22/3/2012), afirmó en su día para justificar la reforma laboral. Su sintonía es total con el discurso de superioridad de lo privado sobre lo público que maneja el área económica del Gobierno.


  El secretario de Estado de Seguridad Social, Tomás Burgos, es otro burócrata de partido y otro diplomado en gestión por la IEB School. Protagonista de un chusco episodio al ser nombrado por incluir en su currículo un título de médico que no posee, también ha hecho toda su carrera en el partido. Primero en Nuevas Generaciones. Luego como diputado, especializando su trabajo parlamentario en el área de Trabajo y Seguridad Social. Fue ponente del Pacto de Toledo por el Partido Popular y siempre ha ejercido como un firme defensor de la entrada en el sistema de los planes de pensiones privados.


  Durante la clausura de la jornada Previsión social empresarial: Revisión del modelo ante un nuevo escenario, organizada por la Asociación para el Progreso de la Dirección, un think tank empresarial próximo al mundo financiero y a las grandes consultoras como PwC, Tomás Burgos no pudo expresar de manera más clara la filosofía corsaria respecto a las pensiones: «Los ciudadanos tienen que asumir más responsabilidad personal en su ahorro para la jubilación, puesto que el sistema público de pensiones “no tiene capacidad infinita” […] recomendó, además, que se empiece a ahorrar “de la forma más temprana y planificada posible”» (jubilacionypension.com, 5/3/2012). Para el secretario de Estado, a la caída de afiliados y su repercusión negativa sobre el Fondo de Reserva de la Seguridad Social, la llamada «hucha de las pensiones», debe unirse la evidencia de que los productos de ahorro se han desarrollado de manera insuficiente, por lo que se vuelve necesario apostar «por nuevos incentivos fiscales para estimular la contratación de estos vehículos de ahorro» (jubilacionypension.com, 5/3/2012).


  La convivencia entre el sistema público y los planes privados viene definida por el círculo corsario como la solución al problema de las pensiones porque permite aumentar el volumen de ingresos. Pero también se presenta como un objetivo deseable y un modelo en cuanto «no son algo ajeno al sistema, sino que son instrumentos externos que colaboran en el mismo objetivo y encuentran su razón de ser en principios básicos como la libertad de empresa o de elección» (Tomás Burgos, fundspeople.com, 27/12/12). Esta confusión entre lo público y lo privado, la negación del componente ideológico de esa elección y la presentación de lo privado como la salvación de lo público, se conforman de nuevo como un eje primordial del discurso del círculo corsario, al igual que sucedía en las áreas de sanidad o educación. «El ciudadano debe recibir información más precisa y transparente de los sistemas complementarios […] No es momento de controversia entre lo público y privado» (Tomás Burgos, jubilacionypension.com, 28/6/2013).


  En Trabajo y Seguridad Social, la presencia de burócratas corsarios se ha concentrado en los puestos intermedios de gestión y en el comité de expertos que ha elaborado el dictamen que ha tratado de revestir de legitimidad técnica el abordaje al sistema de pensiones público. En el área de Seguridad Social encontramos a un hombre del mundo de los seguros privados, Rafael Antonio Barberá de la Torre, como director general de Ordenación Económica. Es MBA en dirección de empresas financieras por el Instituto de Estudios Financieros y de Seguros, profesor titular y director del departamento de Economía Aplicada de la Universidad Rey Juan Carlos. Era responsable del departamento de Caución en Finanzas y Crédito, dentro de la muy privada Compañía de Seguros y Reaseguros, S.A., tras haber actuado como asesor del área económica del Grupo Parlamentario Popular en el Congreso y asesor en la Secretaría de Estado de Economía. Aún más llamativo resulta el caso de la responsable de seguros en el área económica: María Flavia RodríguezPonga Salamanca, quien llega a la dirección general de Seguros y Fondos de Pensiones desde el mundo de las aseguradoras privadas, tras dejar la dirección de Estudios y Reaseguro de la Mutua Madrileña, donde figuraba además en diversos consejos de administración.


  Como subsecretario de Empleo y Seguridad social se coloca a Pedro Llorente Cachorro. Funcionario por oposición del cuerpo superior de administradores civiles del Estado, proviene de la Consejería de Sanidad de la Comunidad de Madrid, donde ejerció como director general de Gestión Económica y Compras de Productos Sanitarios y Farmacéuticos. A partir de 2010, pasó a desempeñar un papel relevante en las privatizaciones sanitarias madrileñas al hacerse cargo de la gestión económica del Servicio Madrileño de Salud y de las concesiones hospitalarias de la Comunidad de Madrid. En el sector privado ha trabajado en Essentiumg Grupo 5 SL (2007-2008) como director ejecutivo con responsabilidades de dirección en los departamentos de promoción y construcción inmobiliaria, medio ambiente y energía.


  Especialmente reveladora resulta la composición del comité de expertos creado por el Gobierno de Mariano Rajoy para analizar la problemática cuestión de la reforma del sistema de pensiones. El comité se configura claramente dominado por portavoces de las visiones y los intereses de los seguros y pensiones privadas. De hecho, el comité recuerda bastante al fantasmagórico Consejo Consultivo de las Privatizaciones, aquel órgano puramente decorativo creado para emitir informes que dotasen de aparente independencia los procesos de la gran privatización. El comité de las pensiones representa la nueva versión de ese viejo buque fantasma que nunca falta en una buena historia de piratas de lo público.


  Como presidente figura Víctor Pérez-Díaz, colaborador habitual de la Fundación FAES y catedrático de Sociología en la Universidad Complutense de Madrid; ha formado parte de los consejos asesores de empresas como Repsol, Fundación Caixa Galicia y, sobre todo, Unespa, la patronal de los seguros, donde figura como miembro de su grupo de reflexión sobre pensiones. Como miembro del comité aparece Manuel Lagares Calvo, un burócrata corsario clásico que fue subsecretario de Estado de Economía con el vicepresidente Fuentes Quintana y asesor de los presidentes Suárez y Calvo Sotelo, para saltar más tarde a la empresa privada como consejero independiente de la aseguradora Mapfre y director general adjunto de la Confederación Española de Cajas de Ahorros (CECA). Otro miembro del comité, Rafael Doménech, representa en cambio un buen ejemplo de burócrata corsario de segunda generación. Fue subdirector de la Oficina Económica del Gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero y luego pasó a ser número dos del servicio de estudios del BBVA; también pertenece al Grupo de Reflexión de la patronal Unespa y al Foro de Expertos del Instituto de la aseguradora Aviva sobre Pensiones y Ahorro, los grandes valedores de los planes de pensiones privados en España.


  Por su proximidad con el mundo de la banca, destaca la presencia de Francisco Castellano Real, catedrático de Hacienda Pública en la UNED, amén de jefe de la asesoría fiscal de la Confederación Española de las Cajas de Ahorro (CECA). También la inclusión de José Ignacio Conde-Ruiz, subdirector de la Fundación de Estudios de Economía Aplicada (Fedea) y coautor del libro La economía política de las pensiones en España, editado por la Fundación BBVA, donde sintetiza y defiende las posiciones de los seguros privados respecto a la evolución de las pensiones. El caso más sorprendente de inclusión en un «comité de expertos» lo ofrece Miguel Ángel Vázquez Burgos, un periodista que ha trabajado sobre todo en el departamento de comunicación de Unespa, donde actualmente figura como director de Análisis y Estudios.


  Junto a expertos de perfil aparentemente más neutral, como Mercedes Ayuso, José Enrique Veves o Marín Figueras, sólo tres miembros entre los nueve parecían más favorables al sistema público de pensiones: José Luis Tortuero, catedrático del Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social en la Universidad Complutense y autor del informe sobre la reforma del sistema de pensiones para el Gobierno de Zapatero, Santos M. Ruesga, propuesto por el PSOE y Miguel Ángel García Díaz, director del gabinete de estudios de CC.OO., quien sin embargo acabó votando favorablemente el informe del comité en medio de una gran polémica.


  El único de los «sabios» que votó en contra del informe, el catedrático de Economía Aplicada de la Universidad Autónoma de Madrid, Santos Ruesga, resume a la perfección el funcionamiento fantasma del comité: «El Gobierno tenía tomada ya la decisión de reformar las pensiones. Lo que ha hecho ha sido utilizar a un grupo de expertos para rodear de “cientificismo” una propuesta que más o menos tenía prevista: recortar las pensiones […] Dado que desde el principio había una mayoría muy clara, podríamos decir que las decisiones se tomaban por asentimiento». (Santos Ruesga, lainformacion.com, 15/6/2013).


  La ministra Fátima Báñez califica el sistema de pensiones como «seguro porque está pensado para situaciones “difíciles” como la actual» (Fátima Báñez, 20minutos.com, 5/12/2012). Así justificaba el recurso a la hucha de las pensiones por parte del Gobierno para hacer frente al pago de la extra de julio a los pensionistas. Al mismo tiempo, argumentaba la necesidad de reformar el sistema de pensiones porque «al ser un sistema de prestación definida y carecer de un factor de sostenibilidad, el sistema de reparto español es especialmente vulnerable a las perturbaciones demográficas y económicas. Y debemos protegerlo frente a esos riesgos» (Fátima Báñez, sendasenior.com, 9/7/2013).


  Según la ministra, el sistema resulta lo suficientemente sólido para generar recursos extra y hacer frente a pagos adicionales porque está pensado para situaciones de crisis, pero al mismo tiempo precisa una reforma urgente para evitar su colapso porque se muestra especialmente vulnerable en las crisis. Son dos afirmaciones de no muy fácil conjugación en tiempo real. Pero sintetizan a la perfección la misión que el círculo corsario pretende cumplir. Convencernos de que, aunque el sistema de pensiones parezca sólido e incluso funcione cuando les hace falta, cualquier día puede dejar de hacerlo y privarnos de nuestra bien ganada y merecida pensión.


  El abordaje 3D contra el sistema público de pensiones


  La estrategia empleada en el asalto al sistema público de pensiones no podía repetir la misma aplicada a la sanidad o a la educación. El excelente balance del Fondo de Reserva y la saneada situación de la Seguridad Social tras el boom económico hacían poco creíble un discurso alarmista, o basado en la inmediatez y la urgencia de la política de consolidación fiscal exprés. Era necesario un nuevo enfoque. Como no se podía crear un estado de shock con la realidad de lo que estaba pasando, la táctica fue emplearse a fondo en generar virtualmente idéntica sensación de caos y urgencia. El instrumento fue recrear una dramática realidad futura y virtual, basada en cuanto puede pasar con las pensiones en un futuro no tan lejano. En el caso de la sanidad y la educación, el abordaje se disfraza como una operación de rescate de emergencia ante el caos actual del sistema público. En el caso de las pensiones, el asalto se camufla como una acción preventiva para evitar un desastre mayor, el inevitable caos que asolará al sistema público en el futuro.


  Los recortes y los cambios en el sistema de pensiones no se presentan como una reacción ante una situación presente de crisis catastrófica. Para reforzar su credibilidad y legitimidad, se plantean como acciones anticipativas destinadas a evitar una crisis inexistente hoy, pero segura pasado mañana. Una crisis que será tan demoledora, brutal y salvaje como la penuria que vivimos a diario en el empleo, en la sanidad o en la educación.


  Para conseguir ese objetivo, el círculo corsario ha tenido que emplearse a conciencia para construir un escenario catastrófico virtual que resultara convincente y permitiera funcionar con toda su potencia a la legitimidad austerocrática. Excluida la opción de recurrir a la urgencia impuesta por las políticas de consolidación fiscal exprés como argumento legitimador, había que convencer a la opinión pública de la justicia y conveniencia de abordar hoy la reforma del sistema para evitar mañana su derrumbe total. Una tarea delicada y nada fácil debido tanto al enorme impacto electoral que todo lo relacionado con las pensiones puede causar, como la evidencia de que los pensionistas, en España, votan mayoritariamente al Partido Popular. Los argumentos varían, pero el modelo de abordaje empleado se mantiene intacto y ya lo conocemos. Es el abordaje 3D: deteriorar, descapitalizar y desmantelar.


  1 Deteriorando el sistema público de pensiones


  Uno de los anuncios más celebrados por Mariano Rajoy en su sesión de investidura fue la confirmación de que, a 1 de enero de 2012, las pensiones se actualizarían con el Índice de Precios de Consumo (IPC). Finalmente, después de la ya habitual táctica de confundir a la opinión pública con mensajes e informaciones cruzadas y contradictorias, subieron un 1,3%, un punto por debajo del IPC. La confusión fue deliberada y tenía un objetivo: el ejecutivo no había cumplido efectivamente el mandato legal de revalorizar las pensiones de acuerdo con el IPC, pero a cambio podía afirmar que había subido las pensiones. «Si algo no tocaré, serán las pensiones, porque es el más indefenso y no tiene una segunda oportunidad […] es la única partida del presupuesto que no he tocado ni pienso tocar en los próximos tres años» (Mariano Rajoy, TVE, 10/9/2012). A finales del mismo año, el 28 de diciembre de 2012, el Gobierno de Rajoy aprobaba un decreto que aceleraba los plazos de aplicación de la reforma aprobada por Zapatero y anunciaba que no podía asumir el mandato de revalorizar las pensiones con el IPC; subirían sólo en un 1%, casi dos puntos por debajo de la inflación. ¿Qué había pasado entre tanto para provocar semejante giro en el discurso?


  Algunos apuntan al impacto electoral de todo lo relacionado con las pensiones y a la expectativa de una victoria Popular en los comicios autonómicos de Andalucía, que finalmente no se hizo realidad. Otros lo relacionan con un déficit público superior al previsto a finales de año. Algunos nos inclinamos por pensar que un político hábil y superviviente nato como Rajoy sabe que nunca es bueno romper todas las promesas electorales, pero aquellas que van directas al corazón de tus votantes, hay que romperlas aún con más cuidado.


  Tras haber criticado ferozmente al anterior Gobierno por haber congelado las pensiones, haber votado en contra de la reforma de 2011, haber convertido al presidente Zapatero en el origen de todos los males y llevando apenas un par de meses en el poder, a Rajoy no le quedaba más opción que subir las pensiones a la parte del electorado que le había empujado masivamente a la Moncloa. No tenía manera de justificar, ni su congelación, ni su recorte, disponiendo entonces en el Fondo de Reserva de un remanente de más de ochenta y cinco mil millones. Un remanente previsto además para gestionar este tipo de contingencias. El Gobierno no tenía otra opción. Necesitaba poder afirmar que había subido las pensiones, aunque fuera de forma simulada.


  Fue una retirada táctica. Un año después, la oportunidad que se presenta es justo la contraria. Europa presiona para apurar las decisiones, el déficit público del 9% suministra la excusa para aplicar la austerocracia y los daños de la reforma parecen imputables aún a Zapatero. El abordaje contra el sistema público de pensiones puede proseguir sin novedad. Los siguientes pasos serán la congelación de las revalorizaciones y botar, el 12 de abril de 2013, el buque fantasma de un «comité de expertos» que justifique volver a reformar las pensiones para «fortalecer», otra vez, el sistema público.


  El decreto aprobado por el Gobierno de Rajoy acelera las medidas previstas en la reforma de 2011. Impulsada por el ejecutivo anterior bajo la presión extrema de Europa para contener un déficit disparado hasta el 12%, la reforma había asumido todas las tesis corsarias sobre la insostenibilidad del sistema público y la urgencia de recortar prestaciones y aumentar el número de contribuyentes. El Gobierno socialista se limitó a intentar moderar el ritmo de los recortes, estableciendo un período transitorio que llegaba hasta 2027.


  El recorte impuesto es drástico. Se retrasa la edad de jubilación a los sesenta y siete años, se aumenta el período de cotización para acceder al cien por cien de la pensión hasta los treinta y siete años y se prevé la introducción del factor de sostenibilidad para ajustar el sistema en el futuro. En cambio, en la ley socialista, no se incluían apenas referencias al papel que debían tener en el futuro los planes privados de pensiones.


  El decreto de desarrollo de la reforma sancionado por el Gobierno del Partido Popular desmonta en buena medida ese período transitorio de quince años, introduciendo considerables dosis de confusión y ambigüedad respecto a cuándo irán entrando en vigor efectivamente los recortes para cada cohorte de pensionistas. El resultado es una vieja conocida: la sensación de que el sistema público se ha vuelto inestable, confuso y caótico. El anuncio de la inminencia de una nueva reforma ha reforzado aún más este cuadro crítico. Ha venido a consolidar la percepción generalizada de que el sistema público está en peligro, o incluso a punto de quebrar. El incremento de las pensiones muy por debajo del IPC en 2013, empleando como argumento las políticas de consolidación fiscal exprés, puso en circulación el mensaje favorito de los piratas de lo público: en España las pensiones también habían estado viviendo por encima de sus posibilidades.


  En nuestro caso, relacionar el presunto descontrol de gasto público y la insostenibilidad de las pensiones constituye una afirmación completamente tramposa. España figura como uno de los países con menos gasto público en pensiones de la UE. Según los datos Eurostat de 2010, España dedicaba un 10,8% de su PIB a pagar pensiones, 2,6 puntos por debajo de la media de la UE-15. Italia destina el 16%, Francia, el 15%; Portugal, el 14,2% y Alemania, el 12,8%. Ni el gasto en pensiones estaba fuera de control, ni resultaba desproporcionado con respecto al total del gasto público. Ni siquiera el total del gasto público español estaba descontrolado. En el año 2010, el gasto público español equivalía al 45% del PIB, 5,3 puntos por debajo de la media de los veintisiete países de la Unión Europea. Vincular la reforma de las pensiones con la consolidación fiscal exprés no responde a una lógica estrictamente económica. Responde a la lógica corsaria que construye esa relación para así poder aplicar la legitimidad austerocrática al sistema público de pensiones y poner en marcha políticas de ajuste y recorte orientadas a asegurar su deterioro.


  «Las pensiones se van a subir y se ajustarán a la subida de la vida» (vicepresidenta Soraya Sáenz de Santamaría, cadenaser.com, 26/9/2012). En los presupuestos de 2013, las pensiones sólo se han revalorizado en un 1%. Mariano Rajoy ha recurrido a una medida muy parecida a la congelación que criticó ferozmente en su antecesor. A cambio, se ha obtenido un ahorro de apenas 2000 millones de euros, una cantidad que demuestra hasta qué punto resulta falaz relacionar descontrol del gasto público y sistema de pensiones. Los pensionistas actuales y los pensionistas futuros se encuentran ahora ante un sistema público de pensiones donde ni están claras las reglas de cálculo que se les están aplicando ahora, ni existen garantías de cuáles serán las reglas de cálculo que se manejarán en el futuro.


  A todo ello, debe sumarse el impacto de medidas como implantar el copago farmacéutico entre los pensionistas, alegando que se trataba de ciudadanos privilegiados, o al menos en mejor situación que los parados, que sí debían pagar sus medicinas. O la incertidumbre que rodea cada año la decisión de actualizar o no las pensiones, entre mensajes continuos sobre los riesgos enormes que soporta la sostenibilidad del sistema.


  En el lado de los ingresos, la reforma laboral ha abierto una vía de agua de tamaño regular en la Seguridad Social, deteriorando gravemente la capacidad de aportación de los contribuyentes al sistema al apostar por un modelo de trabajo más precario y peor pagado. Las políticas de la austerocracia se han convertido en la mayor amenaza para la sostenibilidad de nuestro sistema de pensiones.


  Dos años después de la victoria popular, el objetivo de deteriorar el sistema público de pensiones parece bien encaminado. El sistema público de pensiones ha visto seriamente dañado uno de los elementos que lo hacía más fuerte: la fiabilidad. El Pacto de Toledo había tenido como gran virtud dotar al sistema de una sólida estabilidad y predictibilidad. Hoy son historia. Sólo sabemos que las pensiones se reformarán las veces que haga falta y que las reglas se cambiaran cuando convenga.


  2 Descapitalizando el sistema público de pensiones


  Las pensiones públicas en España se conforman como un sistema de reparto de prestación definida. Las prestaciones se calculan sobre reglas fijas y los gastos que se producen cada año deben cubrirse con los ingresos de ese mismo ejercicio. Ambos elementos han dotado al sistema público de gran estabilidad y predictibilidad, convirtiéndose en activos del mismo. Para que el abordaje a las pensiones se remate con éxito, resulta una condición indispensable descapitalizar ambos activos.


  El Fondo de Reserva está previsto para cubrir la contingencia de que los ingresos no cubran los gastos. Recurrir al Fondo cuando se ha generado déficit supone un funcionamiento normal del mecanismo; de hecho, es para lo que se creó. El 1 de julio de 2013, el Gobierno extrajo 3500 millones de euros de la hucha de las pensiones para abonar la paga extra a los pensionistas. El 22 de julio volvió a extraer 1000 millones del Fondo para pagar la extra de los pensionistas (otra vez) y afrontar la liquidación del IRPF. La doble retirada se justificó alegando que así se optimizaba el rendimiento de los intereses del Fondo. El ejecutivo de Mariano Rajoy ha anunciado que empleará 6148 millones de euros más del Fondo para pagar pensiones en 2013 y calcula extraer más de once mil millones adicionales durante 2014 con idéntico fin. Previamente, durante 2012, había retirado 4680 millones del Fondo de Prevención y Rehabilitación, y entre septiembre y diciembre, algo más de 7000 millones para abonar pensiones. Aún así, el saldo del Fondo de Reserva se situará por encima de los cincuenta mil millones de euros, equivalente a un 5% del PIB español.


  Para justificar una decisión que ni el Gobierno de Zapatero había llegado a adoptar, la ministra Fátima Báñez alegó que el sistema había entrado en déficit en 2011, debido a que desde el inicio de la crisis los cotizantes había caído en casi tres millones, mientras que el gasto en pensiones había subido un 3,85%. El presidente Rajoy iba más lejos en las cifras de la catástrofe: el descenso era de 3,3 millones de cotizantes, cobraban 700000 pensionistas más que en 2007 y la Seguridad Social ya había entrado en déficit en 2010, no en 2011.


  La caída de contribuciones y el incremento de las pensiones no suponen variables que hayan cambiado de golpe. Han evolucionado a través de un período de más de cinco años. Pudo haberse previsto y gestionado anticipadamente de otra manera. En 2012, la Seguridad Social cerró el ejercicio con un déficit de más de diez mil millones. Una cifra espectacular si tenemos en cuenta que en 2008 anotó un superávit de 14128 millones y en 2009 de 8502 millones de euros. Para cuadrar sus presupuestos ante Europa y la opinión pública, el ejecutivo de Rajoy había previsto equilibro en las cuentas de la Seguridad Social y había anunciado reiteradamente su compromiso de actualizar las pensiones. La imprevisión del Gobierno y su necesidad de armar unos presupuestos que pudieran defenderse políticamente explican en gran medida este reiterado recurso extraordinario al Fondo de Reserva.


  En 2012, los más de 60000 millones del Fondo de Reserva estaban invertidos casi en su totalidad en deuda pública española. Cinco años atrás, se repartían al 50% entre deuda nacional y extranjera. En 2012, el Fondo generó 2970 millones de euros de rendimiento, 753 millones más que en 2011. La hucha de las pensiones se ha convertido en el prestamista «de confianza» a quien recurrir cuando nadie más quiere prestar o demandan intereses usureros. Pero no era ésa su función original. La hucha de las pensiones nace para asegurar el sistema de reparto, no la financiación del Estado. Las necesidades financieras del Gobierno español y sus dificultades para colocar su deuda tienen, al menos, tanto que ver con el recurso al Fondo de Reserva como el déficit de tesorería de la Seguridad Social. Todo son ventajas. Se obtiene dinero fácil y barato y a la vez se extiende la idea de que algo va mal en nuestro sistema de pensiones.


  En lugar de prever una situación perfectamente previsible y gestionarla desde la normalidad, el círculo corsario prefirió tirar del recurso de la hucha de las pensiones, dándole además un carácter extraordinario y rodeándolo de notables dosis de publicidad y alarma sobre los riesgos de impago del sistema. El recurso reiterado a la hucha de las pensiones transmite la imagen de un sistema que acaba de entrar, o va a entrar, en crisis. La amenaza contra las pensiones deja de ser virtual para convertirse en algo real y actual. El mensaje no puede sonar más claro ni comprensible para el votante medio: no podemos pagar las pensiones, debemos tirar de lo ahorrado y eso no es bueno. Se trata de reforzar la sensación de emergencia en el sistema. Consolidar la percepción de que algo grave y extraordinario puede suceder en cualquier momento con nuestras pensiones si no hacemos algo y lo hacemos rápido. Un sistema de reparto funciona si hay algo que repartir. El mensaje que ha buscado transmitir el círculo corsario es que nos estamos quedando sin algo que repartir.


  El segundo elemento a descapitalizar ha sido la fiabilidad y la estabilidad de las reglas que hacen funcionar el sistema público de pensiones. Nada más alterar el desarrollo de la reforma de Zapatero por la vía del reglamento, el Gobierno se lanzó a anunciar la creación de un comité de expertos para desarrollar el previsto factor de sostenibilidad. Pero desde el primer momento se dejó claro que se iba a ir más allá, que se trataba de teorizar y amparar intelectualmente una nueva reforma. Para justificar la decisión se tiró de dos argumentos ya conocidos y recurrentes. El primero fue la herencia recibida, la insuficiencia de la primera reforma. Y ello pese a que, según el informe de envejecimiento de la Unión Europea de 2012, la reforma de Zapatero había provocado la mayor reducción de gasto en pensiones de Europa, junto con Grecia, Luxemburgo o Letonia. El segundo argumento lo aportó la legitimidad austerocrática: tenemos un sistema de pensiones que no nos podemos permitir y hay que reformarlo drástica y urgentemente.


  El dictamen final del comité asume por completo las tesis del neoliberalismo corsario, la banca y el mundo de los seguros. A principio de 2013, la Fundación de Estudios Financieros, el think tank patrocinado por la banca, los seguros y las consultoras publicaba El sector asegurador ante las transformaciones del Estado del Bienestar (Papeles de la Fundación, 48). Respecto a las pensiones, recomendaba adelantar la entrada en vigor del retraso en la edad de jubilación, incrementar el número de años para el cálculo de la base reguladora y el período de cotización para recibir el cien por cien de la pensión y modificar los criterios de revalorización abandonando el IPC como indicador. Exactamente las conclusiones del dictamen de los «sabios» en junio de 2013.


  El informe del comité propone aplicar ya la reforma de Zapatero o reducir el período transitorio como máximo hasta 2019, modificar las bases de cálculo de las prestaciones y abandonar el IPC como índice de revalorización. Se plantea introducir, no un factor de sostenibilidad, sino dos: el Factor de Equidad Intergeneracional (FEI) y el Factor de Revalorización Interanual (FREI). El FEI recorta las prestaciones ponderándolas con la esperanza de vida de cada cohorte de pensionistas y el FREI propone una fórmula compleja de revalorización, compuesta por variables como el crecimiento de los ingresos, el efecto sustitución, el número de pensionistas y la diferencia entre ingresos y gastos. Por primera vez, se propone que la nueva reforma tenga carácter retroactivo y afecte también a los pensionistas que ya están en el sistema, que verán sus pagas revalorizadas de acuerdo con la nueva fórmula. Ninguno de los países europeos que más gastan en pensiones ha ido tan lejos en sus ajustes. España tendrá «un factor de sostenibilidad de tercera generación que va más allá de cualquier país europeo» (Rafael Doménech, miembro del comité, elpais.com, 2/6/2013).


  El ejecutivo de Mariano Rajoy ha jugado de manera estratégica con las recomendaciones del informe del Comité. Un día alababa su rigor y solvencia y al siguiente filtraba a los medios que no pensaba atender sus medidas más drásticas. El anteproyecto de reforma aprobado en septiembre ha rematado la ceremonia de la confusión interesada. Mientras afirmaba solemnemente desatender las exigencias más radicales del informe del Comité, el consejo de ministros sancionaba una reforma que recoge los cambios fundamentales reclamados por el informe y los seguros privados: acelerar la entrada en vigor de la reforma a 2019, desvincular las pensiones del IPC e introducir un factor de corrección basado en la esperanza de vida para poder recortar a la carta y en cualquier momento las prestaciones. El resultado de esta serie deliberadamente confusa de reformas y anuncios de reformas se resume en que un pensionista actual, que ya ha cotizado su pensión, o un pensionista futuro, que la está cotizando ahora, desconocen realmente a qué tienen o van a tener derecho. Calcular el monto de la pensión, o determinar las condiciones que han de reunirse para acceder a una u otra prestación, se ha convertido en una tarea complicada, opaca, incierta y donde las normas y las reglas cambian y pueden cambiar continuamente. El sistema ha perdido su predictibilidad. A las pensiones públicas se las ha descapitalizado de su mayor valor añadido frente a sus competidoras privadas: la fiabilidad. Como han hecho y hacen los bancos continuamente con sus planes privados de pensiones, el Gobierno puede cambiar las condiciones de las pensiones cuando lo estime oportuno modificando las reglas. Ni siquiera la cercanía de la última reforma supone una garantía. Tras su descapitalización interesada, el sistema público de pensiones se ha vuelto inestable y poco fiable, no sólo porque puede quebrar o no tener recursos para pagar en cualquier momento, sino porque las reglas que lo rigen se han vuelto precarias, inestables y opacas.


  Una tercera línea de descapitalización del sistema de pensiones se ha orientado contra la propia figura de sus beneficiarios. A los pensionistas se les ha aplicado un tratamiento en parte similar al empleado contra los funcionarios. Un sistema de pensiones es un pacto de solidaridad intergeneracional. Es un mecanismo que funciona basado en la confianza, el reconocimiento de la deuda contraída con el esfuerzo de las generaciones anteriores y la obligación de proteger a las personas que por su edad tienen más dificultades. Recortar el sistema de pensiones supone romper o no cumplir ese pacto. La austerocracia y la caída de ingresos sirven para legitimar los recortes. Pero no alcanzan para legitimar que esos recortes rompan ese pacto intergeneracional y se dirijan contra los pensionistas, personas más dependientes, que ya han cotizado por sus derechos y disponen de menos capacidad para reaccionar ante los cambios y ajustes; como dice el propio Mariano Rajoy: «los más indefensos». Los recortes contra los jubilados y personas mayores resultan difíciles de explicar a la opinión pública. Pueden acabar como un material electoral altamente explosivo entre el grueso de los votantes del Partido Popular.


  Era necesario cambiar la percepción dominante en la sociedad sobre los pensionistas y sus derechos. De manera sistemática, los recortes dirigidos contra los jubilados empezaron a ser presentados como medidas justas porque, en realidad, lo que se iba a rebajar o reducir no eran derechos, sino privilegios, como se hizo con los funcionarios. Para lograr su objetivo, el neoliberalismo corsario y sus propagandistas llenaron los medios de comunicación de informaciones sesgadas y datos falsos sobre la situación real de los pensionistas en España. Al implantar el copago, Esperanza Aguirre no dejó de preguntarse qué era más justo, que no pagase sus medicinas un parado o un jubilado. En tan peculiar dilema, siempre olvidaba incluir que no puede compararse la proporción de renta consumida por una persona mayor en farmacia y la consumida por un desempleado. La pensión media en España no llega a los 1000 euros, sin embargo en los debates públicos siempre se pone como ejemplo a los pensionistas que perciben la máxima, en torno a los 2500 euros. «“Si hay unas leyes que obligan a pagar los medicamentos a don Emilio Botín, pues los tendremos que seguir pagando.” Aguirre señaló que hay personas mayores de sesenta y cinco años con recursos suficientes para costear los medicamentos que puedan necesitar, mientras que otras jóvenes pueden no contar con ingresos suficientes» (abc.es, 17/11/2011).


  El cambio de discurso con respecto a las prejubilaciones ofrece otro ejemplo de esta táctica deliberada para pervertir la percepción social sobre los pensionistas, retratándolos como privilegiados que perpetran incluso un uso abusivo del sistema. Durante los años de la burbuja inmobiliaria, las grandes empresas emplearon masivamente el recurso a las prejubilaciones para transferir al Estado parte de los costes de renovación de sus plantillas. Trabajadores con largas carreras y elevados ingresos fueron desviados al sistema público de pensiones antes de tiempo para ser reemplazados por empleados más jóvenes y baratos. La reforma laboral permite efectuar ese mismo proceso mediante un despido mucho más barato. Las prejubilaciones ya no resultaban necesarias. Es entonces cuando pasan de presentarse como un derecho, a ser definidas como un abuso y un fraude al sistema público, «un coladero, según fuentes del gobierno» (cincodías.com, 20/7/2013), al que había que poner coto de manera inmediata.


  Esta táctica de comunicación de los recortes a los mayores responde a una intencionalidad clara. Presentar a los jubilados como privilegiados a quien, en realidad, no se les está rebajando derechos, sino que se les están «racionalizando» sus privilegios, ahorrando y liberando recursos que otros colectivos necesitan más. La austerocracia tampoco es país para viejos.


  3 Desmantelando el sistema público de pensiones


  No suponía una maniobra fácil desmontar un sistema que guardaba en su hucha, en plena crisis, más de 85000 millones de euros. Presentar el abordaje como un «épico rescate», al igual que en sanidad o educación, resulta difícil de argumentar cuando la crisis del sistema no es real y actual, sino futura y virtual. La gran amenaza manejada contra el sistema sostiene que en 2052, el número de pensionistas se habrá doblado. Algo que va a suceder dentro de medio siglo difícilmente justifica, ni la urgencia de los recortes, ni su intensidad. El neoliberalismo corsario necesitaba modular su discurso y lo hizo. La épica del rescate y el mensaje alarmista empleado contra la sanidad o la educación no tenían cabida. La tesis no podía ser que el sistema público no funciona y debe ser reemplazado por la eficiencia privada. El discurso corsario se matiza y se vuelve más cooperativo y positivo ante la realidad de un sistema público que ha funcionado y funciona. No se propone la sustitución de lo público por lo privado, se aboga por la complementación de lo público con lo privado.


  Lo privado ya no compite ni es mejor que lo público, como ocurre en la sanidad o la educación. Lo privado viene a reforzar al sistema público. Fátima Báñez calificaba el informe de los sabios como «honesto y técnicamente robusto», mientras reclamaba el factor de sostenibilidad para asegurar que el sistema de pensiones siga siendo «público, fuerte y solvente» (Fátima Báñez, expansion.com, 19/6/2013). Para la ministra, la reforma de las pensiones debe llevar a un sistema «seguro y sostenible en el medio y largo plazo» (Fátima Báñez, elmundo.es, 10/8/2013). Todo cuanto se va a hacer, se va a ejecutar por el bien del sistema público. «El sistema tiene futuro, mucho futuro por delante […] necesita […] un mecanismo realista, pegado a la realidad y comprometido con el sistema público de pensiones. La propuesta que finalmente se adopte ha de incorporar la necesaria flexibilidad; la deseable claridad; y la pertinente estabilidad» (Tomás Burgos, Revista Seguridad Social Activa, 12/8/2013).


  El mecanismo de desmonte del sistema público pasa por incentivar y expandir los planes de pensiones privados. Un objetivo que no puede declararse de manera más abierta. «La introducción del factor de equidad intergeneracional tiene como consecuencia la necesidad añadida de que el ciudadano disponga de herramientas suficientes para prever las consecuencias de éste y actuar individualmente si lo desea» (Informe del Comité de Expertos sobre el factor de sostenibilidad del sistema público de pensiones, 2013, p. 12). El relato que sostienen el conjunto del informe se levanta sobre tres patas: las pensiones tampoco escapan a la austerocracia: el sistema debe ajustarse al equilibrio presupuestario y estar supeditado a las políticas de consolidación fiscal; las pensiones representan un mecanismo de solidaridad intergeneracional pero sobre todo deben acompañar el ciclo económico y; quien quiera asegurar el futuro de su pensión debe recurrir a los planes privados y a las soluciones individuales.


  Estamos ante una estrategia a largo plazo: incentivar gradualmente la transferencia hacia el sector privado porque el sistema público de pensiones no parece sostenible a medio plazo y además se ha vuelto inestable e imprevisible. Aunque lo justo sería decir que han sido los piratas de lo público quienes lo han vuelto así con sus políticas. Este mensaje recurrente sobre la inseguridad del futuro del sistema público se ha complementado con una agresiva estrategia de incentivación fiscal de la salida individual hacia planes de pensiones privados. En plena crisis de recaudación del Estado, sólo una estrategia consciente de abordaje al sistema público de pensiones puede explicar el mantenimiento de las regalías fiscales a las pensiones privadas. Los datos resultan incontestables. El Gobierno quiere que se contraten planes privados de pensiones y premia fiscalmente a quienes lo hacen. Sólo en 2013, las deducciones previstas por aportaciones a planes de pensiones llegan hasta los 1112 millones de euros, estimándose que la aportación total a planes privados se situará cerca de los 90000 millones de euros. Esta política de beneficios fiscales a las opciones privadas de pensiones se ha mantenido invariable incluso en los años más duros de la gran recesión y la consiguiente caída dramática de la recaudación por impuestos.


  Esta fiscalidad de discriminación positiva hacia los planes privados no resulta ni mucho menos neutral. Seis de cada diez contribuyentes que declaran más de 150000 euros desgravan por aportaciones a planes privados de jubilación. Entre quienes declaran por debajo de los 30000 euros, sólo uno de cada tres desgrava por planes privados. En 2010, la reducción media aplicada por aportaciones a planes de pensiones ascendió a 1363 euros: dos de cada diez contribuyentes la aplicaron. La deducción media entre los contribuyentes con rentas superiores a 60000 euros sumó casi ocho veces más: 8952 euros.


  Tras la retórica de «reforzar» y «fortalecer» el sistema público, volvemos a encontrarnos un objetivo ya familiar. La potenciación de los planes privados como un instrumento que sirva para dualizar la oferta de las pensiones. Por un lado, un sistema semipúblico de planes privados incentivado fiscalmente para asegurar las pensiones a quien pueda pagarlas y le negocio a los proveedores privados. Por otro, un sistema público y en precario para aquellos que no puedan costearse un seguro privado.


  El sistema público de pensiones en España: el valor de la cooperación


  España nunca ha sido un Estado especialmente generoso con sus mayores más que de palabra. Hasta la aprobación de la Ley de Seguridad Social de 1966, la familia y la capitalización de una pensión de retiro a través de alguna mutualidad conformaban las dos opciones más seguras para garantizar una vejez tranquila. La Seguridad Social supone la creación de un sistema público contributivo y de reparto, integrando en su seno, tanto la compleja red de mutualidades, como el exiguo sistema de pensión estatal. Se estructura a través de un régimen general y una variedad de regímenes especiales, en parte reflejo de las mutualidades preexistentes. En aquel primer diseño se sentaron las bases del sistema actual. Las pensiones contributivas en España requerían un período de cotización de al menos diez años, la edad de jubilación se fijó en sesenta y cinco años y se disponía de una fórmula de cálculo que relacionaba la base reguladora, las contribuciones y los años trabajados.


  La llegada de la democracia y la Transición suponen los años de expansión y consolidación del sistema público de pensiones español, impulsada fundamentalmente por los técnicos y burócratas de la propia Seguridad Social. Al igual que aconteció con otras políticas del bienestar, el momento político llevó a los gobiernos de la UCD a concentrarse más en la gestión del proceso político que en la gestión de las políticas. Las políticas públicas del bienestar quedaron en manos de las burocracias públicas que las administraban. El resultado fue una fuerte y rápida expansión de la política de pensiones. El gasto se triplicará entre 1975 y 1985, pasando del 3,44% del PIB a un 9,33% (Chuliá, 2000). La crisis y la fuerte recesión que marcan los años ochenta, empujan al ejecutivo socialista de Felipe González a promover la primera gran reforma de las pensiones guiada por casi un único objetivo: contener aquel gasto en escalada. Tras una huelga general y una traumática ruptura con el sindicato de la Unión General de Trabajadores (UGT), la Ley de medidas urgentes para la racionalización de las estructura y acción protectora de la Seguridad Social (1985), extendía el período de cotización hasta los quince años y aumentaba hasta ocho los años para calcular las prestaciones. El objetivo de la reforma era doble: reducir el diferencial entre pensiones nuevas y pensiones extinguidas y acortar el diferencial de cuantía entre pensiones nuevas y viejas.


  La reforma estabilizó temporalmente las cuentas de la Seguridad Social. Pero el continuo crecimiento del número de pensionistas y el importe medio de las pensiones, sumado a la fuerte caída del empleo a partir de 1992, vuelven a poner en el centro del debate la sostenibilidad del sistema público de pensiones. El pensamiento corsario se había hecho ya fuerte en organismos internacionales como el Banco Mundial, desde donde se alertaba continuamente sobre los riesgos de unos sistemas de pensiones que detraen ahorro que preferían ver situado en los mercados de capital. Los gabinetes de estudios de bancos y aseguradoras inundaban el debate público de proyecciones y datos sobre el inquietante futuro de un sistema que en 1995 tenía menos de trece millones de cotizantes, siete millones de pensionistas y pagaba una pensión media de 63000 pesetas. El propio Gobierno socialista emitía por entonces con frecuencia mensajes sobre la necesidad de revisar a largo plazo la gestión del sistema.


  La inquietud entre los pensionistas se convirtió en un arma electoral. Durante las elecciones de 1993, el miedo a la hipotética reforma del sistema de pensiones que podía impulsar la derecha emergente, se convirtió en un argumento electoral recurrente y decisivo por parte de los socialistas.


  Tras su derrota electoral en 1993, la derecha aprendió la lección de la relevancia electoral del asunto de las pensiones: no le resultaban propicias como campo de competencia partidista. El Gobierno socialista en minoría necesitaba sacar adelante una reforma que estabilizase de nuevo las cuentas: el ejecutivo de Felipe González necesitaba consenso. Se abrió la oportunidad política para impulsar un consenso cooperativo que apartase a las pensiones de la competencia electoral y patrocinase un acuerdo para reformarlas. Así nace, en 1995, el Pacto de Toledo, el mayor y más estable acuerdo político social alcanzado en España desde la Transición. Al pacto se sumarán también los empresarios y los dos sindicatos mayoritarios a nivel estatal, CC.OO. y UGT.


  El Pacto de Toledo funciona como un gran acuerdo corporativo donde negocian los actores políticos y sociales que defienden como prioridad el crecimiento del sistema de pensiones y aquellos actores más concernidos por su impacto sobre el empleo y el crecimiento económico. En 1996, con el Partido Popular ya en el poder, se acuerda una nueva reforma del sistema guiada por el desarrollo del propio Pacto de Toledo. La Ley de consolidación y racionalización del sistema de la Seguridad Social de 1997 separa la financiación de las pensiones contributivas y no contributivas, crea el Fondo de Reserva, endurece el régimen de incapacidad permanente, establece la actualización en relación al IPC y flexibiliza el acceso a las prejubilaciones. La Ley de 1997 y la política de incentivos fiscales del Gobierno de Aznar marcarán el inicio de la evolución del sistema de reparto hacia un sistema multipilar, reservando un papel emergente para los planes de pensiones privados.


  Los felices años de la burbuja inmobiliaria también fueron buenos tiempos para la Seguridad Social. Todos los problemas acuciantes y las profecías demográficas que lo amenazaban, desaparecieron de la primera línea de la agenda política ante la evidencia de un sistema sano que crecía impulsado por una potente creación de empleo. Es ésta una dinámica repetida en la historia de nuestras pensiones. Las proyecciones catastróficas sobre su futuro renacen con las crisis y el paro e hibernan durante las etapas de crecimiento y creación de empleo. La principal aportación de la única reforma en esos años, la Ley de medida sobre Seguridad Social de 2007, consistirá en la creación de la categoría del trabajador autónomo «económicamente dependiente», procediendo a una nueva revisión de los regímenes de incapacidad.


  La crisis del sistema financiero y la gran recesión terminará dramáticamente este largo período de consenso y cambios incrementales en nuestro sistema público de pensiones. La reforma de las pensiones como mecanismo para inyectar ahorro en los sistemas financieros nacionales ya se ha convertido en una prioridad global y un objetivo prescrito desde organismos como el FMI o la Comisión Europea. Vuelven con fuerza las predicciones apocalípticas y se conecta de manera tramposa el déficit con el gasto en pensiones. El Gobierno de Rodríguez Zapatero intentará gestionar la nueva situación dentro de las pautas del Pacto de Toledo: consenso y cambio incremental. Se planteará una reforma profunda del sistema, pero diferida en un período transitorio hasta 2027 para intentar amortiguar su impacto, repartir los costes y difuminar su percepción entre la opinión pública.


  La reforma de 2011 avanza decididamente hacia un sistema multipilar, introduce un drástico recorte en las prestaciones y trata de aumentar el número de cotizantes prolongando la edad de jubilación. La reforma se aprueba con el sorprendente voto en contra del Partido Popular y el apoyo de sindicatos y patronal. Ha comenzado una nueva época en la política pública de pensiones en España. La siguiente tabla 18 sintetiza la evolución de la política de pensiones hasta este momento.


  La reforma de 2011 se sitúa en el mainstream de las restantes revisiones de las pensiones en nuestro entorno: aumentar el número de cotizantes, recortar las prestaciones para controlar el gasto y estimular la pata de los fondos privados. Como pretende el neoliberalismo corsario, la política de pensiones ve relegada su dimensión como política de redistribución y solidaridad intergeneracional, para convertirse primordialmente en una política de ahorro al servicio de la política financiera y la expansión de los mercados de capital. Este cambio de paradigma lleva implícita también una transformación en las formas de gestión. Estamos asistiendo a un auténtico cambio de modelo en la gobernanza de nuestro sistema de pensiones. Del modelo de cambios incrementales, cooperativos y basados en el diálogo social que nos ha traído hasta aquí, pasamos a un «modelo corsario»: grandes cambios y rupturas competitivas y sin consenso.
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  La política de pensiones parece destinada a volver a la competencia partidista. Este nuevo esquema permite recuperarlas como arma electoral y sirve con eficacia al objetivo de dualización de la oferta de pensiones. Por un lado, un sistema de reparto público y providencial que dependerá del ciclo económico, es decir, repartirá cuando tenga algo que repartir. Por otro, una oferta privada para quien quiera y pueda capitalizar su retiro de manera individualizada, separando su riesgo individual del riesgo de los demás.


  Como hemos comprobado, la historia de nuestro sistema de pensiones ha venido marcada por dos tensiones estructurales. Por un lado, su dependencia de la situación del mercado laboral y la evolución demográfica. Por otro, el complejo proceso de expansión del sistema de reparto de la Seguridad Social, marcado por la resistencia de un fuerte y bien organizado sector financiero y asegurador, que añora y prefiere el sistema de capitalización representado por las históricas mutualidades franquistas.


  Ambas tensiones han servido y se han utilizado de manera estratégica para generar la percepción mayoritaria de que, en nuestro sistema público de pensiones, lo único cierto parece ser que los gastos seguros que provocará una población envejecida van a crecer más que sus ingresos inseguros y variables. La idea de que la reforma de las pensiones siempre resulta inevitable, urgente e inaplazable se ha institucionalizado en la propia política y entre la opinión mayoritaria. La tabla 19 puede ayudar a entender el sentido de esta afirmación. A pesar de su alcance y profundidad, casi la mitad de los encuestados ese mismo año creían que la reforma de 2011 no resolvía el problema y sería necesaria otra revisión durante los próximos años. Sólo uno entre diez creía que el sistema ni corría ni corre peligro real.


  Tras veinte años de puesta en duda sistemática y constante de su sostenibilidad, la confianza en el sistema público se ha deteriorado gravemente. De hecho, puede decirse que el principal activo del sistema público de pensiones ante la opinión pública española reside en que los mecanismos privados despiertan aún más desconfianza y recelo. En el barómetro fiscal del IEF de 2012, seis de cada diez entrevistados se manifestaba poco o nada satisfecho con la pensiones. Puntuando 2,3 sobre 4, figuraba como uno de los servicios públicos menos valorado. Esa valoración por debajo de la media se ha mantenido constante a lo largo de la serie histórica de barómetros del IEF. Sólo superó la media y se acercó al 2,7 durante los años 2006 y 2007, los mejores años de vigencia del modelo cooperativo del Pacto de Toledo. El sistema público genera desconfianza. Pero los planes de pensiones privados anotan aún peores resultados: apenas un 1% se declara a favor de la gestión privada de las pensiones, o de su financiación privada.
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  Resulta fácil culpar exclusivamente a los piratas de lo público y a sus políticas del deterioro de la confianza en nuestro sistema público de pensiones. El neoliberalismo corsario ha sabido mantener un largo asedio y minar nuestra confianza en el sistema público de pensiones. El triunfo de la austerocracia ha proporcionado la oportunidad de asaltar definitivamente el sistema público de reparto y responsabilidad solidaria, para forzar su transformación en un sistema de capitalización y responsabilidad individual. Sin embargo, no sería del todo justo quedarse sólo con esa explicación. Como muestra la tabla 20, la responsabilidad de las pensiones como una misión del Estado no recibe un respaldo tan contundente como el que sostiene la causa de la sanidad o la educación.


  Los datos se recogieron en plena burbuja inmobiliaria. Ya entonces, tres de cada diez españoles pensaban que la familia era la responsable del bienestar de los ancianos, y cuatro entre cada diez sostenía que cada uno debía cuidarse de su propio futuro. El paso de un sistema de reparto a un sistema de capitalización no parece ser sólo una idea que resulte atractiva a los piratas de lo público. A una amplia mayoría de votantes, parece que también les gusta esa misma idea.
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  La quiebra de la confianza en la sostenibilidad del sistema público de pensiones ha provocado una reacción bastante previsible. Un porcentaje relevante de ciudadanos prefiere separar su suerte individual de la suerte de un sistema que le advierten casi a diario que puede quebrar, no resulta sostenible o puede ser objeto de continuos cambios en cuanto a sus normas de funcionamiento.


  La falta de una solución pública fiable conduce con facilidad a gobernantes y gobernados a definir el problema como un problema privado y una responsabilidad individual. Es el caso de las pensiones. No se trata sólo de que hayan visto reducida su dimensión redistributiva, como en el caso de la sanidad o la educación, para privilegiar su dimensión económica y financiera. En este momento, para no pocos ciudadanos, está en cuestión incluso su carácter de problema público que deba ser objeto de un tratamiento por parte del Estado y suponga una responsabilidad colectiva. Está sometido a discusión su mismo carácter de política del bienestar. Muchos votantes no quieren que su retiro sea un problema público y una responsabilidad del Estado. Preferirían que se les permitiese gestionarlo como un problema privado y separar su suerte individual de la suerte de un sistema del que ya no se fían.


  El negocio está en el sistema público de pensiones


  La política de pensiones se ha conformado como una política redistributiva y un instrumento de solidaridad intergeneracional. Pero también funciona como un mecanismo de ahorro que genera un resultado concreto e individual. A diferencia de la sanidad o la educación, se convierte con relativa facilidad en un bien privado y en un complejo producto financiero. En España existe una oferta de cerca de 1400 planes de pensiones privados que operan sobre la base de un equívoco bastante común. La mayoría de los ahorradores cree que funcionan básicamente como lo hace el sistema de reparto público. Lo que se ahorra se recupera con la jubilación. Pero para las entidades financieras, nuestros planes de pensiones son fondos de inversión depositados por clientes que no tienen control alguno sobre sus decisiones y como tales los gestionan en las Bolsas. Para usted es su retiro. Para el banco, es un activo financiero barato.


  Los fondos de pensiones se han convertido en verdaderas armas de destrucción masiva en manos de auténticos «señores de la Bolsa». El ciudadano cree que está ahorrando para su jubilación. Pero, en realidad, otros están jugando en Bolsa con su dinero sin darle muchas explicaciones. Los fondos de pensiones se han transformado en herramientas fáciles de poner al servicio del «capitalismo granuja». Los planes privados de pensiones sólo ofrecen un producto seguro para las entidades financieras y sus gestores. El ahorrador no sabe realmente cuánto cobrará el día que se jubile. Depende de la evolución de los mercados y la letra pequeña de su plan de pensiones. En función de los trucos legales que la entidad haya empleado para calcular su esperanza de vida o el período de amortización, el banco puede quedarse hasta con la cuarta parte de lo ahorrado.


  El gráfico 9 (página siguiente) muestra, tanto el volumen potencial del negocio de las pensiones, como la evidencia de que el gasto en pensiones en España se sitúa más cerca del gasto de países con un régimen de bienestar liberal, como Estados Unidos o Inglaterra, que de países con un régimen conservador similar al nuestro, como Alemania o Italia. La explicación de esta circunstancia se halla en la propia génesis y evolución de nuestro sistema de pensiones. El sistema público de pensiones contributivas español nace de la integración en la Seguridad Social de un sistema complejo organizado sobre dos pilares: un sistema de reparto manejado por el Estado y un sistema de capitalización en manos de las mutualidades.
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  Nuestras pensiones han pasado a funcionar como un sistema de reparto que se organiza sobre un régimen general que se ha ido haciendo progresivamente mayoritario, pero que ha convivido a lo largo de ese proceso con una gran variedad de regímenes especiales cuyo número se ha ido reduciendo hasta los dos vigentes en la actualidad. En 1985, apenas seis de cada diez afiliados estaban adscritos al régimen general. En 2009 eran ocho de cada diez. En la mayoría de esos regímenes especiales, las aportaciones estaban descompensadas con respecto al grado de cobertura y al volumen de gasto que generaban. Esta fragmentación de regímenes y cotizaciones ha reforzado de manera significativa el principal déficit de nuestro sistema de reparto: la desproporción entre contribuciones y gastos.


  Ya hemos visto que el cambio de sistema provocó que el gasto en pensiones se multiplicara por tres, situándose ya a principios de los años ochenta en torno a un porcentaje del PIB similar al actual. La primera reforma socialista en 1985 intentó y consiguió imprimir un fuerte frenazo al crecimiento del gasto. Nuestro sistema se ha desarrollado desde entonces basando su equilibrio presupuestario en el control del gasto antes que en elevar el nivel de ingresos, como acontece entre los sistemas liberales. Es el caso de Estados Unidos o Inglaterra, con sistemas diseñados sobre prestaciones a tanto alzado y cuantía reducida, dada su filosofía primordialmente asistencial y centrada en mantener el gasto en niveles bajos. En cambio, los países con modelos de pensiones de carácter contributivo y sistema de reparto presentan porcentajes de gasto significativamente superiores porque su prioridad se ha centrado siempre en el nivel de ingresos, antes que en el control del gasto.
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  El gráfico 10 muestra, de manera muy visual, la evidencia de que nuestro gasto público en pensiones se halla muy lejos de los países que mantienen un régimen de bienestar conservador y un sistema de Seguridad Social de carácter más universalista. Más bien al contrario, el gasto público español se sitúa entre los valores propios de países que operan bajo un modelo de pensiones de carácter más mercantilista y segmentado por grupos sociales y colectivos profesionales. El gráfico también acredita cómo el aumento del gasto público en pensiones representa una tendencia común entre todos los países de nuestro entorno, acelerada por la crisis económica.
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  El gráfico 11 muestra las significativas diferencias de porcentaje en gasto privado en pensiones entre los países de régimen liberal y los países de régimen de bienestar conservador. El caso español vuelve a presentar una anomalía. Mientras que su gasto total le sitúa entre los países liberales, el porcentaje de gasto privado se coloca en valores similares a países de régimen de bienestar conservador como Alemania o Italia.


  Los datos también acreditan cómo, a pesar de más de diez años seguidos de reformas de los sistemas de pensiones orientadas a incentivar el recurso a los fondos privados, el gasto privado en pensiones se ha mantenido estable, e incluso retrocede levemente con el inicio de la gran recesión. El negocio de las pensiones privadas permaneció estancando durante los años del boom económico. La crisis lo había puesto en zona de peligro. Reformar de nuevo los sistemas de pensiones e intensificar los incentivos para la contratación de fondos privados aparece como la manera de estabilizar el negocio y conjurar el peligro.


  La distribución del gasto total en pensiones entre público y privado se ajusta a un patrón muy similar en el caso español. A pesar de las reformas y el uso masivo de incentivos fiscales, el gasto privado se mantiene estancado durante los años de la burbuja inmobiliaria. Los españoles no invierten en esos productos de ahorro y la banca no consigue penetrar en ese nicho de negocio. Por el contrario, el gasto público comienza a remontar con el arranque de la crisis.
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  Dos factores contribuyen a explicar esta evolución. En primer lugar, la confianza de los ahorradores en el sistema público y la desconfianza ante una oferta privada poco transparente, marcada por una relación donde las entidades financieras gozan de todo el control y todo el poder de decisión. En segundo lugar, la propia pereza de las entidades financieras a la hora de desarrollar productos atractivos y fiables para el ahorrador. «Debe primar el producto y no tanto los regalos y los incentivos que lo acompañan. Queremos más productos a largo plazo y no tanto sartenes» (Tomás Burgos, fundspeople.com, 27/12/12). Las entidades financieras siempre han dado por hecho que el dinero de las pensiones vendría sin esfuerzo a sus oficinas buscando refugio, que sembrar la desconfianza y la alarma sobre los riesgos del sistema público bastaba para empujar a los clientes fuera del sistema. Pero no fue así. A pesar de la indudable quiebra de confianza en el sistema público, la oferta privada sigue dando bastante más miedo.


  La inquietud por la fiabilidad de la oferta privada está más que justificada. Según un informe anual independiente firmado por profesores del IESE, en 2012, entre más de quinientos fondos evaluados, sólo dos lograron una rentabilidad por encima del IBEX 35 y dieciséis ofrecieron incluso rendimientos negativos. Además, tanto las abultadas comisiones, como la continua rotación de la cartera de inversiones, neutralizan los beneficios de la desgravación fiscal ofrecida por el Estado. Según datos de la Dirección General de Seguros, sólo en 2008, las entidades financieras ingresaron 1013 millones de euros gracias a las comisiones (infolibre.es, 20/7/2013). El informe alerta también sobre las condiciones para acceder al cobro de esos fondos. Sólo se pueden rescatar en caso de paro de larga duración, de enfermedad grave o si se está al borde del desahucio. Debido a la crisis, en 2012 se retiraron 425 millones de euros, un 15% más que en 2011. Hace cinco años sólo se rescataron 50 millones.


  La Seguridad Social nace en España pensada más como un sistema coercitivo de ahorro que como un mecanismo de redistribución o solidaridad intergeneracional. Durante el franquismo, sus ingresos se emplearon de manera regular para financiar el Instituto Nacional de Industria. También los utilizaron las instituciones bancarias como capitales de inversión privada. La democracia trajo consigo su evolución hacia un sistema redistributivo de solidaridad intergeneracional. En cierta medida, el círculo corsario conecta con esa tradición y pretende romper con el sistema de pensiones desarrollado y extendido durante las últimas décadas. El resultado pretendido consiste en separar ahorro y pensiones. Liberar recursos para el mercado de capital potenciando la oferta y la compra privada de pensiones. Reducir el sistema público a un mecanismo que gaste poco y ofrezca pensiones mínimas de carácter primordialmente asistencial.


  Las pensiones resultan recursos fáciles para convertir en fondos de inversión útiles para generar superbeneficios a corto plazo para sus gestores. Recursos fáciles y además muy abundantes. Transferir gasto público a gasto privado para aproximarnos a las proporciones de países de régimen liberal con un gasto total similar al español, supone poner en manos privadas entre dos y tres puntos del PIB nacional, sin aumentar el gasto público y sin apenas coste o esfuerzo por parte del sector financiero.


  Las pensiones son dinero fácil para el capitalismo granuja. Si el dinero no quiere venir, se impone entonces empujarlo descapitalizando el sistema público y generando incertidumbre sobre su futuro. La estrategia consiste en incentivar que los ahorradores abandonen el sistema público por no considerarlo seguro y porque su futura pensión se difumina en una incierta caja común. Se pretende lograr que depositen sus ahorros y su confianza en un sistema privado donde, al menos en apariencia, su pensión individual parece claramente identificada y resguardada de riesgos.


  La política de pensiones ha dejado de ser una política redistributiva y al servicio de la solidaridad intergeneracional. Ahora se define casi exclusivamente como una política de ahorro y al servicio de los mercados de capital y el sector financiero. Las pensiones ya no son un derecho. Se han convertido en una inversión.


  El sistema público de pensiones contra el neoliberalismo corsario


  Hemos constatado cómo el círculo corsario despliega su abordaje contra las pensiones como un ataque principalmente virtual. Lo basa en modelos y predicciones que, supuestamente, recrean las condiciones futuras en las cuales el sistema deberá repartir pensiones. En cierta medida, el método recuerda bastante a los famosos test de estrés que tanta fortuna han hecho en el mundo de la banca y acredita los mismos niveles de manipulación, errores y resultados fabricados a medida del cliente. En ambos casos, los números convenientemente torturados han confesado lo que convenía al neoliberalismo corsario.


  La lógica corsaria presenta la reforma como la mejor manera de evitar el colapso futuro del sistema público de pensiones. A diferencia de la sanidad o la educación, sistemas que ya dan por quebrados y en cuyo rescate alegan acudir los piratas de lo público, en el caso de las pensiones, la catástrofe acontecerá concretamente en el año 2052. De acuerdo con las previsiones demográficas manejadas masivamente por el pensamiento corsario y sus publicistas, 2052 será cuando uno de cada tres individuos tendrá más de sesenta y cinco años y el número de pensiones previsto por la Seguridad Social salte de los nueve millones actuales a los quince millones. La amenaza reside en que no habrá suficientes cotizantes para sostener semejante volumen de pensionistas y su muy alargada esperanza de vida.


  Hay que reconocer que, dicho así, impresiona. Aunque una vez echadas las cuentas, se queda más bien en «amenaza fantasma». Según las estimaciones de la UE (The 2012 Ageing Report), la consecuencia de semejante desproporción será que España deberá dedicar un 14% de su PIB a pagar pensiones. Un porcentaje similar al que actualmente consignan países como Alemania, Francia o Italia sin tanto ruido y aviso milenarista. Ese momento dramático, 2052, será el pico máximo, cuando estén en el sistema los pensionistas del baby boom. A partir de ahí, el efecto demográfico será justamente el contrario. La entrada de nuevos pensionistas se frenará gradualmente, al comenzar a acceder las generaciones con las tasas de natalidad más bajas de nuestra historia.


  La «profecía demográfica» que amenaza tan fantasmagóricamente a nuestro sistema de pensiones presenta, además, algunos problemas metodológicos y de validez. El aterrador cálculo sobre que más de un tercio de la población superará los sesenta y cinco años, se basa en la peliaguda hipótesis de que la población española se reducirá hasta los 41 millones. Es decir, para que la profecía corsaria se cumpla, la población de España deberá menguar en vez de crecer, como ha hecho durante los últimos cuarenta años. Para asegurar que tan singular condición se cumpla, los profetas manejan siempre los peores escenarios posibles: la natalidad no se recupera, la inmigración se derrumba y la economía empuja cada vez a más jóvenes a la emigración. Afirmar que semejantes condiciones se reproducirán, invariables, hasta el año 2052 supone simplemente un ejercicio de fe. Con la misma fiabilidad podría asumirse lo contrario.


  Conviene recordar además que la natalidad puede mejorarse con políticas públicas. España aparece como uno de los países de la UE que menos ha desarrollado ese tipo de políticas profamiliares. Igual que la inmigración puede dejar de definirse como un problema y empezar a gestionarse como una oportunidad para la creación de riqueza y oportunidades para todos.


  La profecía corsaria presenta también una peculiar querencia por manejar de manera confusa diferentes variables demográficas. Diversos expertos han señalado reiteradamente, tanto la debilidad de los modelos empleados, como el manejo equívoco de la relación entre la esperanza de vida y la mortalidad infantil. Tampoco parece una crítica menor el hecho de que en sus modelos predictivos se hayan asumido las peores predicciones posibles respecto a la creación de empleo o la incorporación de la mujer al trabajo, factores críticos para modelizar con rigor la futura tasa de dependencia del sistema.


  Nadie en su sano juicio desatendería, ni la necesidad de contemplar las expectativas demográficas, ni la conveniencia de incluirlas en las previsiones sobre el futuro del sistema. Pero no constituyen la única variable, ni siquiera la más relevante. La clave para prever la sostenibilidad del sistema de pensiones no es cuántos seremos, sino cuánto produciremos. Es cierto que la esperanza de vida se ha doblado a lo largo del siglo XX en España. Pero resulta igualmente cierto que durante el mismo período, nuestra riqueza se ha multiplicado por veinticuatro. La productividad ha crecido en España durante los últimos cuarenta años a un promedio superior los dos puntos del PIB. Parece sensato asumir que seguirá haciéndolo. A mayor productividad, mayor capacidad para asumir el crecimiento del gasto en pensiones.


  La variable crítica reside en la capacidad de crear riqueza y la dificultad reside en cómo se distribuye esa renta. La redistribución de rentas a favor del capital producida en las dos últimas décadas ha afectado a la baja a los ingresos de una Seguridad Social financiada a partir de salarios menguantes. En 2012, el peso de la remuneración de los trabajadores asalariados en el PIB, incluidas las cotizaciones sociales a cargo de los empresarios, se situó por debajo del 50%, diez puntos por detrás de Francia, Estados Unidos o Reino Unido, y más de cinco puntos inferior a la media de la UE-15 y de la Eurozona. Esa diferencia en el peso de la remuneración de asalariados conforma la principal amenaza para la sostenibilidad de nuestra Seguridad Social, además de los altos niveles de fraude fiscal entre las rentas del capital y su baja fiscalidad respecto a las rentas del trabajo.


  Los ingresos caen porque se reduce la base que los genera. Los desequilibrios presupuestarios del sistema de pensiones responderán más a la pérdida de peso de las rentas de trabajo y la redistribución a favor de las rentas de capital, que a la caída de afiliados o el aumento del número de pensionistas. Pero pocos cuentan esta parte de la historia, o defienden el argumento de reequilibrar la relación entre rentas del trabajo y rentas del capital, o propugnan afrontar los cambios en la política fiscal que permitan generar los ingresos adicionales que el sistema de pensiones va a necesitar. La gran mayoría de las fuerzas políticas han comprado la respuesta del neoliberalismo corsario frente a esta caída de ingresos. Al definir el problema como una cuestión de reparto de rentas entre jubilados y ocupados, no de reparto de rentas entre trabajo y capital, la solución pasa necesariamente por supeditar las pensiones a los ingresos a la Seguridad Social en cada período. Se impone hacer que el nivel de las pensiones dependa del ciclo económico para asegurar su suficiencia presupuestaria. La política de pensiones pierde así su dimensión redistributiva, para ponerse al servicio de la austerocracia. Lo prioritario no es asegurar el derecho; lo importante es controlar el gasto.


  Como siempre, también en esto el neoliberalismo corsario no permite que la realidad le estropee una buena teoría. El mantenimiento de las pensiones cuando caen los ingresos por las cotizaciones que las financian opera, en cierta medida, como un estabilizador automático ante los ciclos recesivos, igual que lo hacen las prestaciones por desempleo. Desde el inicio de la gran recesión, las familias que tienen como ingreso principal las pensiones, han pasado del 30,5% al 32,2% y el gasto de los mayores ha crecido en un 32,9% (datos INE). Recortar en pensiones implica recortar en demanda y recuperación, además de condenar a más sufrimiento a una parte importante de la ciudadanía.


  En un reciente artículo de prensa («Pensiones sostenibles, elpais.com, 16/7/2013), Rafael Doménech, uno de los miembros más activos de comité de expertos, comparaba el sistema público de pensiones con el Titanic para justificar la elección de los peores escenarios de futuro y la urgencia de la reforma. Olvida contar que al Titanic lo hundió la soberbia de sus ingenieros, no la incapacidad de la tripulación. Invocar la necesidad y la urgencia de una nueva reforma, cuando aún no se conocen los efectos reales de la anterior, parece algo más bien imprudente y más bien poco experto en un «experto». El sistema de pensiones requiere estudio y evaluación continuados, dada su sensibilidad a los cambios económicos, sociales y demográficos. Pero justificar decisiones asumiendo que la actual situación de crisis extrema del ciclo económico marcará su comportamiento en el largo plazo, es simplemente hacer trampa.


  Cuando les hablen de pensiones, no piensen en el envejecimiento, piensen en la creación de riqueza y su redistribución: «La equidad intergeneracional está planteada aquí como diciendo: vamos a darles a todos el mismo monto de pensión, aun cuando vivan un poquito más, lo que significa: ajústate […] ¿Parece irrazonable, imprudente, inmoral?» (Víctor Pérez Díaz, presidente del comité de expertos, comparecencia ante el Congreso, 18/6/2013). La pensión ya no depende de las bases y los años cotizados; cada uno recibirá en función de lo aportado, vienen a decirnos. Sin modificar la forma de un sistema de reparto, el círculo corsario trata de introducir la filosofía propia de un sistema de capitalización. Las pensiones ya no redistribuyen renta, devuelven lo ahorrado. Para alguien que crea en lo público, aceptar ese cambio como un imperativo de la realidad y el mandato de criterios estrictamente técnicos, en lugar de poner de relieve su motivación puramente ideológica, es el principio del fin.


  Porque de eso hablamos cuando hablamos de reformar las pensiones: o mantenernos en un sistema público de reparto, donde el riesgo y la responsabilidad son colectivos, o deslizarnos subrepticiamente hacia un sistema semipúblico o privado de capitalización, donde el riesgo esté individualizado. Negar ese debate es un error frecuente entre la izquierda y los partidarios de lo público. Se acepta sin más el marco de debate fijado por el pensamiento corsario. La reforma de las pensiones parece reducirse a una mera cuestión técnica, contar asépticamente activos y pasivos. Pero, en realidad, oculta una elección profundamente ideológica. Mantener las pensiones en el ámbito de las políticas de bienestar, como una responsabilidad pública, o aceptar su lento traslado hacia la esfera estrictamente individual.


  Rehuir ese debate o ignorarlo no sirve para la defensa de las pensiones públicas. Se impone recuperar la iniciativa y pasar a la ofensiva. No hay que defender el sistema público de pensiones, hay que expandir el sistema público de pensiones para que pueda afrontar su futuro.


  La reforma de 2011 ya ha aplicado un recorte importante en el valor de las pensiones medias. Se estima un ahorro del gasto de unos tres puntos porcentuales de PIB hasta 2060. La entrada en vigor del factor de estabilidad puede suponer otro medio punto más. Seguir cargando el ajuste presupuestario sobre las pensiones medias sólo conduce a potenciar la desigualdad, el sufrimiento y a que quien pueda recurra a las pensiones privadas como complemento. Si se quiere mantener el sistema de reparto, el camino pasa por mejorar el empleo y aumentar el número de trabajadores, combatir los salarios bajos y la precariedad, incrementar la progresividad en la financiación de la Seguridad Social y del Estado. Se impone rehacer la reforma laboral para equilibrar de nuevo la relación entre capital y trabajo, revisar la fiscalidad de las rentas de capital para generar los recursos adicionales a inyectar en el sistema público de pensiones y dejar de premiar fiscalmente a quien ejercite la opción de salida capitalizando un plan de pensiones privado.


  El sistema multipilar de financiación de las pensiones lleva consigo una confusión sistemática e interesada entre público y privado. Una confusión que sólo tiene unos beneficiarios claros: los piratas de lo público y los comercializadores de planes de pensiones privados. La clarificación y separación del sistema público y los planes privados se presentan como una exigencia a satisfacer para fortalecer el futuro de las pensiones. Es hora de plantear una política de pensiones que se ajuste a las demandas de la sociedad. Dejemos que la gente elija. La sociedad quiere elegir y parece hora de hacerlo. O escoger un modelo de pensión como un derecho garantizado por un sistema público basado en la solidaridad y el riesgo compartido. O apostar por la pensión como un negocio y una inversión donde el riesgo es estrictamente individual. Las dos cosas no se pueden tener a la vez, porque inevitablemente el negocio acabará haciéndose a costa de la solidaridad.
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  Lo público es lo mejor para la democracia


  La víspera del día del Apóstol de 2013, un Alvia que entraba en Santiago de Compostela descarriló contra la vida de setenta y nueve personas. Luego de que Galicia afrontase la mayor catástrofe de su historia como acostumbra, en silencio y sin descomponer el gesto, gestores, autoridades y presidentes salieron a alabar en público la solidaridad y el compromiso demostrados por los vecinos del barrio de Angrois y los trabajadores públicos de los servicios de emergencia, las fuerzas del orden o la sanidad. Todos declararon solemnemente haber constatado aquella trágica noche del accidente la importancia de disponer de unos buenos servicios públicos. Eran los mismos responsables políticos que llevan años embarcados en una santa cruzada contra todo lo público porque lo privado sí que sabe resolver los problemas de la gente. Eran los mismos aprendices de humoristas cutres que llevan años pintando esperpentos sobre los funcionarios ante la opinión pública. Eran los mismos gestores que llevan años aplicando recortes y despidos sin más criterio que una máquina calculadora y las cuentas de la lechera que cualquier consumidor se hace cuando acude a unas rebajas y compra sólo porque parece más barato.


  El tiempo dirá si han aprendido la lección que sus conciudadanos nunca olvidan. Por eso, a pesar de campañas de marketing, políticas de recorte masivo e incentivos fiscales para todo lo privado, cuando pueden escoger sanidad, educación o pensiones, esos mismos ciudadanos siguen eligiendo sanidad, educación o pensiones públicas, servicios públicos. Lo público es bueno para todos porque funciona. Lo público merece confianza porque siempre se compromete y, si le dejan, lo público siempre responde porque lo conforman excelentes profesionales que saben hacer su trabajo y además creen en lo que hacen. Lo público es bueno porque nos hace a todos responsables de la suerte de todos. Lo público es necesario porque refuerza el valor de la democracia y el sentimiento de formar parte de una comunidad. Lo sabe todo el mundo menos, al parecer, quienes nos gobiernan, que siempre que tienen que escoger, eligen lo privado. Hasta que hay problemas de verdad a los que hacer frente. Entonces, se acuerdan de los buenos y leales funcionarios.


  Los piratas de lo público llevan ventaja. El neoliberalismo corsario ha dedicado mucho más tiempo, mucho más esfuerzo, mucho más talento y mucha más audacia que cualquier otro pensamiento a reflexionar sobre el mundo real, sus cambios y las oportunidades que ofrecen. Tampoco ha tenido escrúpulos en recurrir a cuantas medias verdades estadísticas, o de las otras, fuese menester para convertir sus legítimos pero discutibles postulados ideológicos en incontrovertibles certezas científicas donde no queda espacio para el debate o la elección política.


  El pensamiento corsario ha sido desde el principio consciente de la importancia de fabricar teorías contundentes y fácilmente comunicables para ganar la batalla de la opinión pública. Ha sabido concentrar buena parte de sus esfuerzos en transmitir sus mensajes con efectividad y convencimiento a un electorado en busca de respuestas sencillas para problemas complejos. También, ha sabido emplear las políticas públicas de sus gobiernos amigos como verdaderas armas de destrucción masiva al servicio de sus tesis. Allí donde un servicio público rompe los principios de sus teorías sobre la superioridad de lo privado y la ineficiencia de lo público, ya se encargan de hacer que los cumplan gracias a sus políticas y a los principios de la austerocracia.


  El resultado de semejante asalto a lo público a día de hoy se percibe con claridad. Asistimos a una retirada ordenada de los defensores de lo público y los servicios públicos. Los marcos conceptuales, los términos del debate, las batallas dialécticas y las decisiones políticas se toman en el terreno elegido y preferido por los piratas de lo público. En el debate intelectual y en la competencia política sobre cómo gobernar nuestra sociedad, el neoliberalismo corsario toma cada día nuevas posiciones, y los piratas de lo público avanzan un poco más. Nunca retroceden, jamás dan un paso atrás, ni para tomar impulso. Hoy lo público no necesita una sólida defensa, lo que precisa es un buen ataque, gente que afirme sin complejos lo que la historia nos ha enseñado: lo público es mejor para la democracia y mejor para todos.


  No pienses en cuánto cuesta, piensa en cuánto vale


  El neoliberalismo corsario ha conseguido que muchos pensemos en el famoso elefante en el cual Lakoff recomienda no pensar. La osadía intelectual de su modelo, los partidos políticos que lo ofertan y los gobiernos que han intentado implementarlo han logrado desplazar el eje central del debate político y social en eso que llamamos el mundo occidental. También en Europa y en España. El pensamiento corsario y el discurso neoespañolista han marcado la agenda política española durante la última década. Desde materias tan sensibles como el terrorismo, a cuestiones aparentemente más amparadas por el consenso como el modelo de Estado o las políticas del bienestar. Incluso durante los años del Gobierno de Rodríguez Zapatero, la izquierda invirtió demasiado tiempo y esfuerzo en justificar sus políticas y sus decisiones ante una derecha que se ha arrogado, sin que nadie se lo discuta, el papel de guardián y gendarme de la Constitución, el rechazo de la violencia, el debate sobre la plurinacionalidad del Estado español, la puesta en marcha del sistema de dependencia o la promoción del plurilingüismo. La derecha ataca sin complejos y la izquierda insegura se justifica. Ésa ha sido y es la dinámica básica del debate político en España durante estos últimos años.


  Esta superioridad dialéctica tiene su causa en una evidencia. El neoliberalismo corsario ha logrado situar sus postulados en el centro del debate y ocupar las posiciones de centralidad del espacio de competencia política. El escenario institucional y el debate político se han desplazado hacia sus posiciones. El consenso sobre la conveniencia de procurar un equilibrio constructivo entre el Estado y el mercado ha sido reemplazado por el convencimiento de la superioridad del mercado y lo deseable de hacer retroceder al Estado y a la intervención pública. En el debate ideológico parte siempre de una posición de superioridad que le confiere ventaja y le permite marcar la agenda pública.


  Vivimos cada vez más en «democracias de visión única» donde el único debate posible parece ser cómo realizar esa única visión. La austeridad se presenta como la única opción y la competencia política se centra en acreditar quién logra ser el más austero. El control del déficit supone la única solución y la competencia política gira en torno a acreditar quién puede controlarlo mejor. Lo público se define como una amenaza para la iniciativa individual y la competencia política se centra en comprobar quién puede mantener bajo un control más férreo al Estado intervencionista y colectivizador. Las decisiones políticas y las políticas públicas se han despolitizado porque ya no hay lugar para la política. La elección ya está hecha y sólo se trata de seleccionar los instrumentos más eficientes.


  La legitimidad austerocrática ha reemplazado a la legitimidad democrática. Cuando se habla de políticas sanitarias, educativas, de pensiones o de atención a la dependencia, la primera cuestión que se plantea es cuánto nos cuestan, no cuánto valen, qué valor añadido suman a nuestra sociedad y qué aportan al país donde queremos vivir. Las reformas, cambios y recortes se legitiman por su mayor o menor ahorro, no en razón de su demanda social, su concordancia con los valores constitucionales o su efectividad para resolver problemas públicos. Mientras sigamos aceptando que hay que pensar primero en cuánto cuesta y luego en cuánto vale, lo público sólo podrá defenderse a duras penas de un ataque que no va a detenerse. Todo será recortable, racionable, prescindible o privatizable porque lo único que cuenta es cuánto cuesta y cuánto se puede ahorrar; no para qué sirve y cuánto aporta.


  La izquierda gobernante y buena parte de los promotores de lo público, lejos de cuestionar este marco interpretativo y de debate, se han empeñado en demostrarnos que la derecha y el neoliberalismo corsario se equivocan utilizando sus mismas armas y argumentos. En lugar de cuestionar la «democracia de visión única», las fuerzas políticas que compiten con los partidos que promueven el pensamiento corsario se han empeñado en demostrarnos que ellos pueden hacer mejor esas mismas políticas.


  La democracia es pluralidad, en las visiones, los modelos, las políticas y las soluciones. Va en su propia esencia. La democracia debe ser de visión plural o no es, o es otra cosa. Lejos de defender y promover esa pluralidad, se ha ayudado a los piratas de lo público a hacerse con el monopolio de la idea de democracia. El resultado sólo podía ser la derrota, intelectual y electoral.


  Lo mismo ha sucedido en el debate sobre las políticas del bienestar. El giro hacia una concepción más punitiva y residual del Estado del Bienestar ha sido aceptado e interiorizado por buena parte de la izquierda y la opinión pública como algo justo y deseable. Se asume como la manera más efectiva de poner freno a la corrupción y al fraude que el pensamiento corsario y sus publicistas han logrado asociar a la propia idea del Estado del Bienestar. Lo público ya no va asociado a las virtudes de lo colectivo y la solidaridad. Representa una amenaza para el individuo y su libertad, una amenaza que debe ser reducida y controlada. El mercado ya no genera discriminación y dependencia. Sólo el Estado parece generar dependencia. En el día a día del debate público, la victoria intelectual de los piratas de lo público resulta abrumadora ante un pensamiento alternativo que se avergüenza de pensar diferente o se excusa por hacerlo.


  La izquierda en el gobierno y los promotores de lo público hemos renunciado a reconstruir la idea del Estado del Bienestar desde la ética de la solidaridad y la diferencia. En lugar de mantener la idea del Estado del Bienestar como el modelo que permite promover la emancipación de todos, de unos y otros, desde su propia autonomía y diferencia, nos hemos conformado con defender la idea de un Estado del Bienestar concebido como un espacio de resistencia. Nos hemos conformado con preservarlo como un instrumento reducido y controlado que sólo ha de acudir en ayuda de quien realmente lo necesite y además lo merezca. Naturalmente, también hemos cedido a los piratas de lo público el derecho a decidir quién reúne y acredita ambas condiciones.


  Los promotores de lo público hemos cometido el error de dar como buena la confusión interesada entre el Estado del Bienestar y sus posesiones, sus productos y políticas. Se ha aceptado reducir el Estado del Bienestar a programas, cotizaciones, ayudas y subsidios. En ese debate, el pensamiento corsario juega con ventaja. Siempre se encuentra una manera más o menos creíble, más o menos opaca, para demostrar que el hospital que se privatiza sigue siendo público porque existe un contrato que lo dice, o que el subsidio que se recorta en realidad sólo va a privar de ayuda a quien no lo merezca, o que el programa que se elimina va a ser sustituido por uno más acorde con las necesidades actuales.


  La izquierda gobernante y los promotores de lo público deben recordar que el Estado del Bienestar representa una idea, un concepto. La clave no reside en si se recortan o no sus programas y políticas. Lo relevante es examinar si la filosofía y la teoría que justifican esos cambios contradicen la propia concepción del Estado del Bienestar como una cultura, una formulación y una comprensión de los problemas públicos, la solidaridad y la justicia. El dilema no es si las becas deben recompensar el mérito o compensar la desigualdad de oportunidades. Si hacen lo primero, la educación abandona el núcleo del Estado del Bienestar para convertirse en otra cosa. Si hacen lo segundo, son parte del Estado del Bienestar. Un hospital público no puede ser gestionado por una entidad privada, aunque la propiedad siga siendo pública, porque entonces se convierte en una empresa, y el Estado del Bienestar, ni financia empresas, ni puede o debe funcionar como una.


  El Estado del Bienestar debe ser reivindicado y promovido como algo más que la suma de programas, políticas y ayudas. Representa el resultado y la aspiración de un intento moral colectivo para establecer una sociedad civilizada donde sus individuos, todos sus individuos, estén asegurados solidariamente frente a la pobreza, la ignorancia, la adversidad, la enfermedad o la explotación.


  La izquierda en el Gobierno y los promotores de lo público han aceptado sin cuestionarlo que tenemos que elegir entre bienestar y crecimiento. Incluso ha centrado sus mensajes en convencernos de que sus políticas resuelven mejor ese conflicto que las políticas de la derecha. Ha interiorizado sin rechistar la idea de que el bienestar debe estar al servicio del crecimiento económico. Pero no existe elección alguna que efectuar entre bienestar y crecimiento económico. Es otro falso dilema. La evidencia empírica comparada demuestra que el Estado del Bienestar no supone freno o limitación alguna, ni para la competitividad económica, ni para la creación de riqueza. Más bien al contrario, el Estado del Bienestar sí ha acreditado su capacidad para reducir la distribución y acumulación desigual de la riqueza y redistribuir las oportunidades. El bienestar sin crecimiento económico resulta imposible, pero el crecimiento sin bienestar carece de sentido. El crecimiento económico tienen sentido si está al servicio del bienestar y la redistribución de riqueza y oportunidades. Si no lo está, es estéril.


  Sin apenas resistencia, buena parte de la izquierda en el gobierno y los promotores de lo público han abandonado la universalidad como una característica irrenunciable del Estado del Bienestar. El neoliberalismo corsario ha logrado consolidar la percepción de que los servicios y políticas universales resultan injustos porque benefician por igual a los ciudadanos más afortunados. Cómo hacer más selectivo el bienestar se ha convertido en el eje del debate sobre la reforma del Estado del Bienestar. La mayoría de las ofertas políticas compiten por vendernos que sus reformas y ajustes son, o los menos selectivos, o aquellos que seleccionan con más justicia y equidad.


  El carácter universal compone la esencia del concepto del Estado del Bienestar y la garantía de su legitimidad. La izquierda y los promotores de lo público deben recuperarlo para sus propuestas y afirmarlo sin concesiones, sin excepciones. El Estado del Bienestar debe satisfacer dos principios en contradicción. Por un lado, demandamos que se rija por el principio de neutralidad del Estado y respeto a la autonomía individual. Queremos que habilite la igualdad de oportunidades, pero desde el respeto al desarrollo de cada individuo. Por otro, esperamos que atienda a un principio comunitario y cumpla su obligación de hacer prevalecer aquellos valores y modelos de vida que más beneficien a la comunidad. Su legitimidad depende críticamente de cómo resuelva esa contradicción. La concepción universalista del Estado del Bienestar gestiona mejor esa contradicción. Una concepción selectiva del Estado del Bienestar la agrava y agudiza.


  El modelo universal de provisión del bienestar refuerza la legitimidad institucional del propio Estado del Bienestar porque funciona de manera inclusiva. Los problemas que atiende se perciben más claramente como comunes y compartidos. Su implementación resulta más transparente, dado que todos recibimos lo mismo. Por esa misma razón, el reparto de las cargas puede efectuarse de manera más equitativa y diáfana. Existen también menos incentivos para el fraude y el abuso, dado que no garantizan obtener ventajas significativas.


  Los modelos selectivos de provisión del bienestar minan la legitimidad del Estado del Bienestar porque resultan exclusivos y discriminatorios. Incentivan la percepción de atender problemas que no nos atañen, sino que afectan a otros. El reparto de las cargas y los beneficios se vuelve complicado y arduo de comprender. Su implementación se percibe como más opaca y difícil de controlar debido a la complejidad que conlleva su propio carácter selectivo. Por esa misma razón, los incentivos para el fraude y el abuso se multiplican, dado que se pueden obtener ventajas significativas eludiendo los costes.


  Abandonando o reduciendo el modelo universal en favor de la introducción de modelos o elementos más selectivos de provisión del bienestar, estamos minando las bases de la legitimidad del propio Estado del Bienestar, y deslegitimarlo es lo único que aún no han logrado por completo los piratas de lo público.


  Recargando las políticas del bienestar


  Reconstruir el concepto de una democracia de visión plural integradora de la diferencia, promover la idea del Estado del Bienestar como proyecto comunitario de carácter universal y subordinar la competitividad económica y la creación de riqueza al bienestar y a la redistribución de oportunidades; ésa debe ser la agenda política de los promotores de lo público. Se trata de una agenda tan clara como ambiciosa y exigente. Más aún en un contexto social y un escenario de competencia política y electoral donde el consenso en torno al modelo y al concepto del Estado del Bienestar pertenece al pasado.


  El barómetro fiscal del IEF de 2012 retrataba perfectamente el estado de la cuestión. Invitados a elegir, cuatro de cada diez encuestados se decantaban por un Estado del Bienestar que preserve lo esencial (educación, sanidad y pensiones) recortando el resto. Tres de cada diez elegían un Estado del Bienestar que mantenga el nivel actual tanto de servicios como de prestaciones, aunque eso conlleve la subida de impuestos. Otros tres entre cada diez preferían un Estado que se limite a proporcionar servicios y prestaciones para los más desfavorecidos, dejando a los ciudadanos con más recursos que acudan al sector privado.


  La promoción de lo público se ha convertido en un trabajo arriesgado. Un programa político que reafirme la vigencia y necesidad de lo público y promueva un concepto universal e integrador del bienestar se expone a riesgos y costes electorales. Requiere ser comunicado con convencimiento y coherencia para intentar ganar un apoyo de la mayoría en cuestión a día de hoy.


  El consenso es sin duda un bien socialmente sobrevalorado. La diferencia y el desacuerdo asumidos y bien gestionados suelen producir grandes avances sociales. No todos entendemos lo mismo, ni queremos lo mismo, cuando hablamos de Estado del Bienestar. Los tiempos del gran consenso han terminado. No vale la pena y sirve de poco llorar por ellos. La izquierda y los promotores de lo público debemos aprender a competir en ese nuevo entorno con un mensaje firme y sin ambigüedades, una oferta política que implique una elección contundente a favor de lo público para gestionar los dilemas que todos encaramos como sociedad.


  La recarga del mensaje político de los promotores de lo público pasa necesariamente por terminar con esa confusión interesada entre lo público y lo privado a la que tanto partido sabe sacar el neoliberalismo corsario. Ni son lo mismo, ni se parecen. Atienden problemas diversos, priorizan resultados distintos y producen bienes diferentes. La gestión privada sirve sólo si se pretende proveer determinados servicios públicos en ciertas condiciones y a individuos que satisfagan requisitos concretos. Pero si el objetivo consiste en promover una red de servicios básicos de carácter universal, impulsar la emancipación de los individuos y asegurar la redistribución de oportunidades, la gestión privada no sirve. No porque funcione peor o mejor, sino sencillamente porque ni fue pensada para esos fines, ni piensa en ellos. Para esos objetivos, sirve lo público y la gestión pública. La elección de uno u otro modelo de gestión no es neutral. Resulta esencialmente política. Conduce a un modelo diferente de bienestar. La gestión privada promueve un modelo selectivo, asistencial y contributivo. Sólo la gestión pública asegura la promoción de un modelo universal, emancipador y financiado a través de impuestos.


  La gestión no es neutral. Las políticas públicas tampoco. El neoliberalismo corsario ha logrado un éxito notable a la hora de difundir masivamente la idea de que el Estado debe ser un gestor que se limite a elegir la mejor opción para desarrollar las decisiones políticas. La idea del «Estado gerencial» (Managerial State, Clarke, Newman, 1999) ha prendido en buena parte de la opinión pública y forma parte de la mayoría de las ofertas políticas. Tras este concepto, se esconde la despolitización de las políticas y las formas de organización. Si el Estado debe operar como un gerente, los instrumentos y programas que decida utilizar no representan una elección política, sino una opción técnica. En ese marco interpretativo, la privatización de la gestión de un hospital puede ser definida únicamente como una cuestión de eficiencia, la implantación del copago puede ser definida únicamente como una cuestión de costes, la promoción de los planes privados de pensiones puede ser definida únicamente como una cuestión de sostenibilidad del sistema o la supresión de un programa de becas puede ser definida como un problema de mérito y capacidad.


  El «Estado gerencial» y el discurso gerencialista se formulan, presentan y operan desde el neoliberalismo corsario como la solución casi mágica a las contradicciones entre la teoría del bienestar y su práctica diaria, entre gasto e impuestos, entre solidaridad y acumulación de riqueza. Mediante la promesa de la superior eficiencia de lo privado, los piratas de lo público ofrecen obtener los resultados esperados y demandados por la sociedad. Prometen aumentar el control y la eficiencia mediante los artefactos de la gestión privada y reducir el gasto gracias a la mejora de la gestión. Venden una nueva «mística gerencial»: pagando menos impuestos, todos obtendremos mejores servicios gracias a los prodigios de la gerencia.


  El neoliberalismo corsario utiliza la «mística gerencial» para simplificar dilemas reales y complejos mediante un discurso narrativo atractivo y la venta de soluciones fáciles que no van a implicar mayores costes para los ciudadanos y votantes. La comparación siempre se produce entre el ideal que ofrecen y la realidad, lo nuevo con lo viejo, lo privado con lo público, el nuevo régimen con el viejo régimen. En su relato, la apuesta por la superioridad de lo privado garantiza pasar del dominio del proveedor al dominio de consumidor, del monopolio del Estado al mandato del mercado, de lo obligatorio a la libre elección, de la cultura de la dependencia a la cultura de la soberanía del cliente. La subordinación de lo público a lo privado yace siempre en el corazón de estas transformaciones y comparaciones.


  La confusión estratégica entre gestión privada y gestión pública permite al discurso corsario convertir complejos dilemas políticos, económicos y sociales en meros problemas a gestionar con criterios técnicos antes que políticos. Las elecciones políticas se convierten en mandatos de administración dictados por técnicas de organización y gestión donde la superioridad de lo privado se presenta como un hecho probado. Sólo importan la calidad, la eficiencia o la eficacia; pero no se plantea para quién se gestiona, o cómo se gestiona, o por qué se escoge un modelo u otro.


  Pero la elección entre gestión privada y gestión pública no es inocua. Los cambios organizativos y de gestión que proclaman los piratas de lo público como meras elecciones objetivas entre eficiencia e ineficiencia, traen consigo una auténtica reconfiguración del Estado y de las relaciones de los ciudadanos con la administración. La yuxtaposición entre lo público y lo privado provoca dispersión de competencias y responsabilidades, difumina estratégicamente la responsabilidad ante los ciudadanos mientras al mismo tiempo se centralizan y alejan el control y el gasto.


  La «mística gerencial» funciona además como un potente agente legitimador. El cambio y la innovación se convierten en fines en lugar de instrumentos, dejando en segundo plano la cuestión de su dirección, o su intensidad, o a quién benefician, o si se trata de cambiarlo todo para que nada cambie. Este discurso simplificador del cambio encubre que también se trata de una opción política, resultante de algún juego de intereses y poder. Con el cambio, alguien gana y alguien pierde, siempre. El cambio perfecto donde todo el mundo sale ganando, no existe. Cuando se privatiza la gestión de un centro de atención primaria, se subcontrata la evaluación de los colegios o se saca a concurso la gestión de un centro de día, alguien gana y alguien pierde, siempre.


  El neoliberalismo corsario promete ordenar el caos de lo público mediante esta «mística gerencial» y racionalizar su funcionamiento con sus técnicas de gestión privadas. Lo atractivo de esa promesa le ha permitido ganar un consenso amplio y colonizar el debate, excluyendo otras opciones y visiones alternativas. No permite espacio para la duda o el escepticismo. Incluso ha logrado apropiarse de palabras como «radical» o «revolucionario». El cambio radical y los avances revolucionarios forman parte de la retórica de los piratas de lo público, mientras que entre los promotores de lo público se ha impuesto un lenguaje más defensivo y conservador. Ante buena parte de la opinión pública y en la épica de sus publicistas, los piratas de lo público quieren cambiar las cosas, mientras que quienes se les oponen sólo aspiran a que sigan como están y a mantener sus privilegios. En el uso del lenguaje, el neoliberalismo corsario también juega al ataque y lleva clara ventaja.


  La izquierda en el gobierno y muchos promotores de lo público han actuado como agentes activos en la institucionalización de esta mística sobre la superioridad del gerencialismo y la gestión privada. Se ha provocado incluso una inversión en la prelación de las fuentes de legitimidad de las decisiones públicas. El discurso gerencialista se ha situado por delante del discurso profesional, administrativo o incluso político a la hora de argumentar, legitimar y tomar decisiones. Se ha convertido en el patrón que define la lógica de lo apropiado y el comportamiento adecuado. Los trabajadores de los servicios públicos han visto cómo su patrón y modelo de conducta profesional se busca en la empresa privada. A los gerentes de los hospitales o a los directores de los colegios se les reclama que actúen como gerentes de empresas. Cuanto más invoquen las semejanzas con las decisiones de una empresa privada, más legitimadas parecerán. La izquierda ha abdicado de la afirmación de los valores y modelos profesionales públicos. También ha comprado con fe entusiasta el mito del «gerente milagroso».


  Cuando se declara una huelga en un servicio público privatizado, nadie es responsable. Cuando un barco se hunde en la costa y el servicio de rescate subcontratado no acude, nadie es culpable. La realidad resulta bien diferente a la prometida por los modelos corsarios. El «Estado gerencial» no equivale sólo a las soluciones organizativas por medio de las cuales se suministran los servicios. Implica la reconfiguración del poder en cuanto a las pautas de provisión de bienes y servicios públicos. Implica también cambiar las definiciones de las responsabilidades individuales y colectivas.


  La elección entre lo público y lo privado representa una opción política, no un dilema técnico u organizativo. Como tal debe definirse y plantearse sin complejos. Implica elegir una determinada manera de distribuir los recursos, las oportunidades y el poder. Supone escoger un modelo de convivencia y organización social. Entre todos los trucos inventados por los piratas de lo público para facilitar el éxito de su abordaje al Estado del Bienestar, pocos tan efectivos como vaciar de cualquier contenido político la elección entre gestión pública o gestión privada, o reclamar de manera insistente «sacar del debate partidista» o «despolitizar» la sanidad o la educación. Que las políticas se hagan sin política es su manera de evitar la confrontación de modelos alternativos y asegurar la supremacía en la agenda de sus prioridades y soluciones.


  Hay que repolitizar las políticas del bienestar para derrotar el abordaje al Estado del Bienestar. La «mística gerencial» debe ser reducida a lo que realmente es: una cuestión de fe y un instrumento muy útil en manos de los piratas de lo público. La sanidad, la educación, las pensiones o las políticas de empleo deben ser devueltas sin miedo al eje central del debate público y la competencia política, porque allí es donde pertenecen, donde se sustancian y donde se debe decidir qué país queremos ser y en qué sociedad pretendemos vivir. De lo contrario, ¿qué clase de Gobierno elegimos si quien aspira a gobernarnos alega que no nos explica la sanidad o la educación que quiere porque eso es política y de esas cosas mejor no se habla?


  Sé realista, pide el pleno empleo


  A lo largo de nuestro recorrido a través de la historia del asalto al Estado del Bienestar, hemos podido comprobar la relación directamente proporcional existente entre empleo y bienestar. También hemos constatado las graves consecuencias de haber tolerado, especialmente los gobiernos de izquierda, el desplazamiento de las políticas de empleo del núcleo central de las políticas sociales. El objetivo del pleno empleo conformaba una pieza esencial del Estado del Bienestar keynesiano. Debe ser recuperado como tal.


  Las ofertas políticas que pretendan hacer de lo público su eje central deben plantear una alternativa al fetichismo del déficit como eje inspirador y central de las políticas económicas y sociales. El pleno empleo debe convertirse en la primera prioridad de las políticas económicas, subordinando a su consecución otras variables como el déficit, la inflación o el gasto. El equilibrio presupuestario no crea empleo en épocas de recesión. Las políticas de ajuste fiscal exprés y extensión masiva de sufrimiento destruyen empleo. La ecuación correcta no es aquella donde el equilibrio presupuestario y el control de la inflación deben preceder a la creación de empleo. Primero deben definirse las políticas de empleo, y en función de cómo se articulen, construir el resto de las políticas económicas. La ecuación del pleno empleo es la correcta: más empleo genera más ahorro y más ingresos para el Estado, más ingresos fiscales permiten más inversión, y más inversión social crea más bienestar. La ecuación del déficit sólo asegura más desigualdad y más sufrimiento para la gran mayoría.


  La renuncia al pleno empleo como objetivo central de las políticas de un Gobierno está en la raíz del triunfo de la austerocracia. La destrucción de empleo, o su sustitución por trabajo de baja calidad, provoca una disminución radical en los ingresos públicos. Si las políticas de empleo no corrigen esa tendencia destructiva, sólo queda un camino para recorrer: el control y reducción del gasto. Las políticas de empleo han sido abandonadas y han resultado despojadas de su dimensión social para verse reducidas a políticas económicas al servicio de la producción y acumulación de riqueza. Se han concentrado en producir masivamente el tipo de empleo que asegura los márgenes de beneficio de empresas y corporaciones: trabajo barato y precario, no empleo de buena calidad.


  A falta de un objetivo propio y alternativo como era el pleno empleo, la izquierda en el Gobierno ha acabado por asumir como suyo el objetivo prioritario del déficit y el control del gasto. Al asumir ese objetivo, se han comprado también el diagnóstico y las soluciones que maneja el neoliberalismo corsario. El desempleo se debe al incremento de los salarios por encima de la productividad, a la falta de competitividad y a la rigidez del mercado laboral. La solución pasa por bajar salarios, aumentar la productividad y privatizar las relaciones laborales. Es el patrón que han seguido gobiernos de derechas y gobiernos de izquierda en nuestro país y en Europa. Ya conocemos los resultados. Creación rápida y destrucción aún más rápida de trabajo precario, barato y de mala calidad, aumento de las desigualdades salariales y de renta y transferencia al Estado de los costes de reemplazar trabajadores formados, estables y bien remunerados por jóvenes más baratos y prescindibles.


  Recuperar el pleno empleo como la pieza maestra de las políticas del bienestar pasa por formular y defender un diagnóstico diferente y soluciones alternativas. La destrucción de empleo halla su causa en la caída de la demanda interna, los costes de financiación, los costes de producción en un sistema escasamente competitivo y dominado por los oligopolios piratas y la falta de intervención pública mediante políticas activas de empleo dotadas de recursos e instrumentos suficientes y efectivos. La «contrarreforma laboral» se presenta como un prerrequisito inexcusable para el cambio de prioridades en la política económica. Una «contrarreforma laboral» que invierta la dualidad y la precarización del mercado laboral, recupere el papel central de la negociación colectiva y los sindicatos como herramientas para el gobierno de la economía y reafirme la dimensión social de las políticas de empleo.


  El Estado del Bienestar no produce paro, genera empleo. No es el problema, forma parte de la solución. Aporta un elemento clave para el diseño de una nueva política de empleo para España. El futuro no reside en un mercado laboral con más trabajo, pero de baja calidad. El futuro está en impulsar un mercado laboral con trabajo estable y de calidad, que estimule la formación y la aportación de valor. Para lograrlo, además de asentar un marco regulativo que lo propicie, urge abandonar las políticas de sufrimiento masivo y control de déficit. Urge sustituirlas por políticas activas de intervención pública para recuperar la demanda interna, reducir los costes de financiación y los costes de producción.


  El modelo de Estado del Bienestar universalista y financiado por impuestos ha operado históricamente como un estimulador de la demanda interna y un creador de empleo neto. El gasto social impulsa la demanda de bienes y servicios. Su dimensión redistributiva, transfiriendo recursos entre grupos y clases, nivela los salarios y la renta disponible, contribuyendo tanto a evitar la polarización social como a estabilizar y mantener la demanda interna. La desigualdad crea pobreza y desempleo. La igualdad crea riqueza y empleo.


  La provisión de bienestar a través de servicios públicos ha funcionado también como un factor clave para facilitar la incorporación de la mujer al mercado laboral, una de las asignaturas pendientes de la modernización de nuestro sistema productivo. En los países nórdicos, la expansión de los servicios sociales absorbió buena parte de la demanda de empleo femenina.


  La nueva política de empleo que necesita España debe apoyarse sobre una expansión de los servicios públicos del bienestar que facilite la incorporación de la mujer al mercado laboral y la creación de empleo estable y de calidad también para los jóvenes. A pesar de la propaganda corsaria que habitualmente inunda los debates públicos, hemos constatado con creces que tanto en los porcentajes de gasto social como en el tamaño de nuestros servicios públicos, España se halla por debajo de la media de gasto público entre los países que solemos y preferimos tomar como referencia. Nuestro gasto en sanidad o educación se sitúa uno o dos puntos por debajo de la media de los países de la OCDE.


  En 2012, el gasto público en España alcanzó un 47% del PIB, casi tres puntos por debajo del promedio de la Eurozona. Un dato además engañoso, por cuanto buena parte de ese gasto corresponde a prestaciones por desempleo e intereses de la deuda pública. Según los datos de Eurostat 2012, sin incluir al personal educativo, sanitario y de servicios sociales, en España había 1298300 asalariados al servicio del sector público, un 2,8% de la población española y un 9,2% del conjunto de trabajadores españoles por cuenta ajena. Esto supone que en España hay un asalariado público por cada treinta y seis habitantes. Una relación peor que la de países como Alemania, con uno por cada veintinueve habitantes, o Francia, con uno por cada veintisiete habitantes.


  Si incluimos en el cálculo al personal que trabaja en los servicios del bienestar, en España, en 2012, había más de 2,8 millones de trabajadores al servicio de la Administración, aproximadamente dos millones de funcionarios y un millón de contratados laborales y eventuales. Una cifra que equivale al 12,7% de la población activa. El promedio en el conjunto de los países de la OCDE sube hasta el 15% del total de los trabajadores activos. Contrariamente a los mitos que se manejan de manera interesada, vivimos en un país con una de las administraciones más modestas de toda la Unión Europea: un empleado por cada dieciséis habitantes. Una relación pareja a la existente en Italia, uno por cada diecisiete habitantes, o en Alemania, uno por cada dieciocho habitantes, y muy por debajo de países como Suecia, uno por cada ocho habitantes, o Finlandia, uno por cada nueve habitantes, o la vecina Francia, uno por cada doce habitantes.


  El menor desarrollo de nuestros servicios públicos del bienestar explica una parte de la tasa de paro de nuestro país, siempre por encima de la media de la UE incluso en las épocas de bonanza económica. Expandir nuestros servicios públicos hasta donde deberían hallarse situados supone la mejor manera de crear empleo estable y de calidad. Colocar nuestros servicios públicos en la media de la Eurozona acabaría con parte de las diferencias estructurales de nuestra tasa de desempleo. La creación y oferta de empleo público debe recuperar un rol de centralidad en la oferta política de los partidos políticos promotores de lo público y el Estado del Bienestar.


  Lo público debe recuperar también la iniciativa, tanto en la regulación de los mercados financieros, como en la regulación del funcionamiento de los mercados clave para la competitividad de un sistema productivo: energía, transporte, comunicaciones y transferencia tecnológica. Una nueva política de empleo no parece posible sin una fuerte intervención en el sistema bancario para garantizar que cumple su función de suministrar financiación competitiva al tejido productivo. Una regulación pública que impida que la especulación y la creatividad contable resulten mucho más rentables que la inversión en la economía productiva.


  Es cierto que esta intervención debe plantearse en el ámbito europeo. Pero también es verdad que los gobiernos nacionales pueden hacer mucho para avanzar en esa dirección mientras esperan que se conforme definitivamente una autoridad bancaria europea. Sin salir de sus fronteras, un Gobierno puede recuperar la injustamente denostada idea de una banca pública que intervenga activamente financiando con intereses bajos la economía productiva y a la pequeña y mediana empresa. Sin salir de sus fronteras, un Gobierno puede regular las políticas de incentivos a los ejecutivos que toman las decisiones en el mundo de la banca. Sin salir de sus fronteras, un Gobierno puede emplear la política fiscal como un instrumento que incentive la financiación productiva y penalice la financiación especulativa.


  La banca pública y la regulación activa del mundo de la banca y los servicios financieros deben ocupar un puesto relevante en la oferta política de los partidos y fuerzas promotores del Estado del Bienestar. Lo público debe además intensificar su papel de vigilante y regulador de los mercados básicos. Es cierto que nuestro mercado necesita más flexibilidad para crear empleo, pero necesita flexibilidad empresarial, no laboral. El Estado debe asumir la responsabilidad de que la competencia sea real en los mercados de la energía, las comunicaciones o el transporte. Los oligopolios piratas que devastan nuestros mercados son veneno para la competitividad y la creación de empleo. Mientras en España las empresas sigan pagando la luz o el teléfono más caros de Europa, resultará difícil competir y crear empleo. Mientras esas mismas empresas sigan soportando los costes de unos servicios básicos caros, ineficientes y gravosos, la creación de riqueza y empleo resultará un objetivo mucho más irrealizable.


  Acabar con los oligopolios piratas heredados de la gran privatización, que vampirizan y lastran nuestra economía y nuestra competitividad, debe constituir un compromiso central en la oferta programática de las fuerzas políticas que promuevan el Estado del Bienestar. Otro tanto debe suceder respecto a las políticas de incentivos para quienes controlan y toman las decisiones en las grandes corporaciones y empresas. Mientras la regulación pública no cambie las actuales estructuras de remuneración y bonificación dominantes en las grandes empresas y corporaciones, las decisiones continuarán siendo tomadas por directivos que prefieren maximizar sus beneficios a corto plazo con estrategias especulativas y transferir los costes de esa especulación a los clientes y al conjunto de la sociedad.


  Necesitamos racionalizar la política de incentivos empresariales, acabar con una distribución de los salarios que nos ha convertido en líderes europeos en desigualdad salarial. Los beneficios empresariales no pueden seguir creciendo a un ritmo veinte veces superior a las rentas del trabajo si queremos orientar nuestra economía hacia un modelo de crecimiento efectivamente sostenible.


  Más inversión pública y más empleo público, más competencia en nuestros mercados financieros y de servicios, más regulación de los beneficios empresariales y las rentas del trabajo son el camino más seguro para alcanzar el pleno empleo. Los fetichistas del déficit argumentarán que no estamos en condiciones de asumir semejante programa de gobierno económico. El neoliberalismo corsario nos recordará que nuestro país no puede permitirse semejantes lujos y excesos en plena recesión. Tampoco en esto dicen la verdad. No se trata de que no podamos financiar ese tipo de política expansivas, se trata de que ellos no están dispuestos a pagarlas.


  Dicen que no nos lo podemos permitir, pero en realidad no lo quieren pagar: un nuevo discurso fiscal


  El gasto público en España en 2012 se colocó tres puntos por debajo de la media de la Eurozona. En 2010, estaba cinco puntos por debajo. Durante los años más boyantes de la burbuja inmobiliaria, el gasto público español se mantuvo entre el 38/39% del PIB, diez puntos por debajo del promedio de la UE-15. Tanto ahorrábamos y conteníamos el gasto público, que preferimos incluso apuntarnos el tanto de un superávit presupuestario de casi 2 puntos del PIB en 2007 antes que invertirlo en más sanidad o más educación. En el lado de los ingresos, en 2012, la presión fiscal se situaba en un 36,4%, casi diez puntos por debajo de la media de la Eurozona, más de ocho puntos por debajo de Alemania, más de once puntos detrás de Italia y más de quince puntos menos que Francia.


  Resulta evidente que gastamos menos que los demás y pagamos menos impuestos que los demás. Aun así, nuestros servicios públicos se presentan capaces de proveer prestaciones y niveles de cobertura comparables con los países de nuestro entorno. Nuestro problema no parece ser que no podamos pagar un Estado del Bienestar comprometido con el pleno empleo y los servicios universales. Nuestro problema tampoco parece ser que padezcamos unas administraciones públicas incompetentes o incapaces de proveer masivamente bienes y servicios públicos con unos estándares homologables de calidad. Más bien parece que nuestro problema reside en que muchos españoles prefieren no pagar el Estado ni el bienestar o, en el mejor de los casos, no tienen claro si quieren pagarlo.


  La economía oficial se ha multiplicado por dos en los últimos veinte años, pero la economía sumergida se ha multiplicado por cuatro. El fraude conforma un elemento estructural de nuestra economía. Explica tanto este raquítico gasto público, como los problemas y desequilibrios en los ingresos tributarios. Como ya hemos analizado, la economía sumergida representa un fenómeno emergente en España. Creció durante los años noventa, cuando la burbuja inmobiliaria, y ha crecido aún más durante la gran recesión. Un estudio ya citado de la Universidad Rey Juan Carlos para la Fundación de las cajas de ahorros (publico.es, 1/6/11) sostiene que actualmente la economía sumergida ronda el 21,5% de nuestro producto interior bruto. El informe Doing Business 2007 del Banco Mundial señalaba que la economía sumergida en España representa el 22,6% del Producto Interior Bruto (PIB). Según datos de la Organización Profesional de los Inspectores de Hacienda, en España circulan 111 millones de euros en billetes de 500 euros, un 30% del total emitido en la Unión Europea. La cifra de este tipo de billetes se ha multiplicado por siete respecto de los existentes en el año 2002. El volumen de nuestra economía sumergida prácticamente duplica al estimado en países como Alemania (13% del PIB), Francia (12% del PIB) o Inglaterra (10% del PIB). En plena bonanza económica, el Estado ha dejado de ingresar por esta causa 66000 millones de euros. Durante las últimas tres décadas, el Estado ha perdido en ingresos fiscales un promedio estimado de 30000 millones de euros anuales.


  Pero estas grandes macrocifras no cuentan toda la verdad, incluso pueden contribuir a oscurecerla. Según datos del informe Reducir el fraude fiscal y la economía sumergida (Gestha, 2011), entre 2007 y 2010, los ingresos tributarios en España cayeron en 41140 millones, un 20,5% de la recaudación fiscal total. La principal caída se ha producido en el impuesto sobre los beneficios de las empresas. En ese breve período de tiempo, el Impuesto de Sociedades vio mermada su recaudación en un 64%, 28625 millones, el 70% de la caída global de la recaudación fiscal. Este fenómeno de volatilidad fiscal no se ha registrado con idéntica intensidad entre los países de nuestro entorno. Entre 2007 y 2008, los ingresos públicos en porcentaje del PIB cayeron sólo un 0,2% en Alemania, un 0,3% en Francia y un 2,4% en Estados Unidos.


  Los trabajadores y pensionistas declaran anualmente a la Hacienda Pública una media de 19500 euros, más de 8000 euros por encima de la media consignada por los pequeños empresarios y profesionales liberales, que declaran respectivamente 11000 euros y 8500 euros de ingresos medios. Con bastante coherencia ante esta realidad, según datos del barómetro fiscal IEF de 2012, siete de cada diez españoles cree que el fraude fiscal ha aumentado en los últimos años. Cuatro de cada diez creen que se debe a la impunidad de los defraudadores. Los ciudadanos opinan también que los colectivos que más defraudan son los empresarios (41%), seguidos por los profesionales (19%) y autónomos (9%); los que menos defraudan son los asalariados (3%).


  La gran mayoría de los españoles paga sus impuestos y cumple sus obligaciones. Nuestras clases media y baja viven en la dura realidad de la economía en blanco. La minoría que disfruta de los niveles de renta más altos es justamente quien más se resiste a pagar y prefiere vivir en el paraíso de la economía en negro. Gestha, el Sindicato de Técnicos de Hacienda, afirma que el 80% del fraude fiscal en España se concentra precisamente entre las grandes empresas, las grandes fortunas y los profesionales. Esta concentración no ha sido combatida con una estrategia sostenida de lucha contra el fraude fiscal. Más del 70% de los recursos de las agencias tributarias se consumen en verificar y controlar las declaraciones presentadas. Menos de un 25% se dedica a investigar y destapar el fraude sobre el terreno y donde todos sabemos que se oculta. Según datos del Observatorio de Responsabilidad Social de 2012, más del 90% de las empresas de IBEX, empezando por las grandes privatizadas, posee alguna de las 437 sociedades filiales constituidas en esos «paraísos fiscales piratas».


  Se equivocan radicalmente quienes relacionan este crecimiento de la economía sumergida y el fraude fiscal entre las grandes corporaciones y los grandes perceptores de renta con los «elevados» impuestos que soportan en España. El tipo medio nominal del impuesto de sociedades se sitúa en torno al 30%, pero gracias al complejo esquema de deducciones y desgravaciones fiscales del impuesto, las grandes corporaciones españolas cotizan realmente a un tipo inferior al 12,5%; aquellas incluidas en el IBEX incluso por debajo del 11%. Sólo dos de cada diez españoles creen hoy que el fraude se deba a que en España se pagan demasiados impuestos (IEF, 2012). El impuesto de patrimonio, lejos de gravar a las grandes fortunas, ha castigado históricamente a las clases medias, gracias a un diseño del impuesto que permite toda clase de artefactos y técnicas contables para reducir la base impositiva.


  El balance de la lucha contra el fraude fiscal no resulta especialmente alentador. Según datos de la Agencia Estatal de Administración Tributaria (AEAT), la lucha contra el fraude ha permitido recuperar 55833 millones de euros entre 2005 y 2011, lo que equivale a una media de 8000 millones anuales. Si, como se estima, la economía sumergida representa al menos más del 20%, a pesar de lo espectacular del resultado, lo cierto es que solamente se ha descubierto y regularizado una pequeña parte de la gran bolsa del fraude durante los últimos años. Según los datos del informe Gestha de 2011 sobre fraude fiscal, los ingresos directos por las actuaciones contra el fraude son crecientes en términos absolutos en los últimos cinco años, pero apenas han superado un 11% del total del importe gestionado. Las bajas o anulaciones de deudas superan el 20% del total, duplicando los ingresos. Las deudas pendientes de cobro se han incrementado gradualmente, llegando a superar los dos tercios del total de deudas gestionado hasta alcanzar los 40000 millones de euros en 2010.


  El gran desafío al que se enfrenta lo público y nuestro Estado del Bienestar no reside en el gasto, como sostiene el neoliberalismo corsario. Se encuentra en elevar y estabilizar el nivel de ingresos tributarios. No es que gastemos más de lo que nos podemos permitir, es que ingresamos menos de lo que podemos. Los grupos sociales y organizaciones corporativas con más ingresos y con más recursos para ocultarlos son quienes acreditan la menor disposición a pagar y la mayor resistencia a hacerlo. Ahí reside la causa mayor de nuestro agujero fiscal.


  La izquierda que aspire a gobernar y los promotores de lo público han de incluir esta realidad en sus ofertas políticas, proponer una nueva política fiscal que haga aflorar los ingresos que la Hacienda Pública hasta ahora no ha sido capaz de recaudar y acabe con la impunidad de los defraudadores.


  El Estado del Bienestar universalista debe financiarse con impuestos. Tendremos aquel que estemos dispuestos a pagar. La gran mayoría lo paga y manifiesta un razonable nivel de satisfacción con los servicios públicos. Paradójicamente, aquellos grupos que más hacen por evitar su contribución al sostenimiento de lo público resultan ser quienes más cuestionan, tanto su utilidad, como su eficiencia. Detrás de las grandes teorías sobre la eficacia y la eficiencia de lo privado frente a lo público que con tanta pompa manejan los piratas de lo público, en realidad, se esconde una motivación más prosaica y tan vieja como el mundo: la negativa a pagar, el comportamiento egoísta de quienes prefieren acumular riqueza y bienestar individual y sólo ven en lo público un instrumento donde transferir costes o un proveedor de servicios baratos.


  «Defraudar en España es “relativamente asequible” para las grandes empresas y para las personas con recursos elevados», declaraba públicamente Ramsés Pérez Boga, presidente de la IHE, asociación profesional de Inspectores de Hacienda (abc.es, 7/12/2012). La reciente y vergonzosa amnistía fiscal promovida por el Gobierno de Mariano Rajoy prueba de manera irrefutable cómo no sólo es así de asequible, sino que además resulta recompensado en el medio plazo. Sólo el tiempo dirá el alcance del daño infligido a la legitimidad de la Hacienda Pública española por una amnistía fiscal que ha premiado a los defraudadores, mientras las políticas de ajuste fiscal exprés se cebaban castigando a los ciudadanos que pagan religiosamente sus impuestos. Más munición para los piratas de lo público. El mensaje de la amnistía fiscal no puede ser más claro: defraudar es lo correcto y lo inteligente. Sólo pagando un 10% de lo defraudado y sin sanción alguna, el defraudador ha podido regularizar su situación.


  La izquierda gobernante y los promotores de lo público llevan tiempo rehuyendo el debate fiscal, incluso dando por buena la lógica corsaria en materia tributaria. Se empeñaron en cuadrar una ecuación imposible: ofrecer las mismas rebajas fiscales que el neoliberalismo corsario sin tocar el nivel de servicios públicos y bienestar. El caso del último Gobierno de Zapatero resulta paradigmático. Según datos de la AEAT sobre el ejercicio fiscal de 2011, los grandes grupos empresariales tributaron al 3,5% por sus 85954 millones de euros en beneficios. Desde 2006, la recaudación ha pasado de más de 12500 millones a poco más de 3000 millones de euros. La explicación se encuentra en las rebajas, compensaciones y beneficios fiscales introducidos durante ese período en el impuesto de sociedades. Beneficios inspirados por la lógica corsaria que establece que, supuestamente, las rebajas de impuestos a las empresas se invierten de manera casi automática en crear más empleo y generar más riqueza. Otra buena teoría corsaria arruinada por la crudeza de los hechos.


  Asumamos la realidad. Los círculos virtuosos recaudatorios son fantasmas del pasado. Los ingresos extraordinarios y el crédito barato no van a volver a llenar las arcas públicas. Las rebajas fiscales selectivas a las rentas más altas y a las grandes corporaciones sólo benefician a las rentas más altas y a las grandes corporaciones. No aseguran ni el crecimiento, ni la creación de empleo. La «teoría del goteo» es un invento del neoliberalismo corsario que sólo beneficia a los piratas de lo público. En plena era de la globalización, sólo una política fiscal justa y equitativa puede producir igualdad y crecimiento. Los bienes y servicios públicos deben volver a financiarse al viejo estilo: con impuestos, por todos y en función de su capacidad.


  Todas las reformas fiscales parciales implementadas durante los buenos tiempos han supuesto transferencias de riqueza y oportunidades hacia las rentas de capital y los grupos sociales más pudientes. Los ricos son más ricos y las clases media y baja son menos clase media y más baja. Las oportunidades se han redistribuido a favor de quienes ya las tenían. Resulta muy revelador cómo, en los debates públicos, casi nunca hay mayor dificultad para definir quién es rico si se trata de decidir a quién se le aplican rebajas fiscales. Sólo se convierte en un problema delimitar quién es rico cuando se trata de pagar más impuestos.


  Este desmonte de la fiscalidad que garantizaba la financiación del Estado del Bienestar se ha producido bajo la cobertura de una voladura controlada de su legitimidad. El neoliberalismo corsario ha logrado desplazarlo del corazón de nuestra identidad colectiva como sociedad. Resulta lícito y moral pagar menos, o incluso defraudar, porque los servicios públicos siempre y sólo son útiles para los demás. La sanidad, la educación o la protección contra la adversidad que se financia con «mis» impuestos siempre resultan ser las de los demás, nunca las «mías».


  La nueva política fiscal que reclama la reconstrucción del bienestar afronta así una doble tarea. Hay que construir una fiscalidad justa y sostenible y debemos recuperar lo público como parte de nuestra identidad. En esta nueva política fiscal, ya no se trata sólo de pagar para obtener unos determinados servicios o prestaciones. Se trata de contribuir de manera adecuada y justa para vivir en un modelo de sociedad basado en la igualdad de oportunidades, donde nadie queda abandonado a su suerte.


  La nueva política fiscal del bienestar debería pivotar sobre tres ejes. El primero ha de conformarlo la progresividad. El sistema fiscal debe exigir un esfuerzo proporcionado a las capacidades y oportunidades reales de cada uno. No se trata sólo de impuestos por servicios, se trata de equidad e igualdad. La política fiscal ha de resultar y ser percibida como equitativa. Debe amortizar externalidades y costes sociales generados por las actividades privadas. La nueva política fiscal del bienestar debe operar como un instrumento para redistribuir las oportunidades entre grupos e individuos. La nueva política fiscal del bienestar debe equilibrar el esfuerzo entre rentas del trabajo y del capital, romper la tendencia hacia un sistema impositivo dual que grava con tipos sensiblemente inferiores a las rentas de capital frente a las rentas del trabajo. La nueva política fiscal del bienestar debe acabar con la injusticia de que España sea un país donde no se grava la riqueza recuperando unos impuestos de patrimonio y sucesiones potentes y progresivos.


  La nueva política fiscal del bienestar debe convertir en una prioridad irrenunciable reducir la bolsa de fraude que lastra brutalmente el nivel de ingresos del Estado. No parece tan difícil de lograr. Basta con dedicar más recursos a la lucha antifraude y concentrar los esfuerzos allí donde sabemos que se hallan las bolsas de fraude, en las cuentas de las grandes corporaciones y las grandes fortunas. España no puede continuar siendo a la vez uno de los países con más fraude fiscal y uno de los países con menos inspectores de Hacienda por habitante. En nuestro país existe un inspector de Hacienda por cada 1928 habitantes, mientras que en Alemania hay uno por cada 729 habitantes, en Francia uno por cada 820 habitantes o en Inglaterra uno por cada 862 habitantes (datos de la IHE, informe sobre la lucha contra el fraude fiscal, 2012).


  El segundo pivote de la nueva política fiscal del bienestar debe aportarlo la eficiencia. La política fiscal conforma una herramienta crítica para la sostenibilidad del crecimiento económico. Necesitamos una fiscalidad que penalice con dureza la especulación y favorezca generosamente la inversión y la creación de riqueza y empleo. Una política fiscal que encarezca la ineficiencia y posibilite la innovación. Los impuestos deben ser un instrumento que habiliten el desarrollo de nuevos mercados y nuevas fuentes de progreso y bienestar. La nueva política fiscal del bienestar debe gravar las transacciones financieras en función de su finalidad y utilidad productiva y social. Debe también desarrollar y potenciar nuevos impuestos que penalicen las transferencias de costes sociales desde las actividades privadas.


  El tercer vector clave en la nueva política fiscal del bienestar debe conformarlo la maximización de su potencia recaudatoria. Necesitamos limpiar, fijar y dar esplendor a la actual jungla regulativa fiscal, donde los impuestos se han ido dinamitando de manera controlada por la vía de la profusión reglamentaria, las exenciones y las excepciones opacas, oscuras y ambiguas. La legislación fiscal española es el sueño dorado de cualquier defraudador. Su exuberancia resulta claramente irracional, aunque extraordinariamente útil para los piratas de lo público La nueva política fiscal del bienestar debe construirse sobre una ordenación fiscal clara, sencilla y contundente en sus términos. Debe apoyarse sobre un sistema de inspección bien armado y dotado de recursos y medios. En este ámbito, promover y participar activamente en la lucha internacional contra los paraísos fiscales debe constituir un compromiso firme e irrenunciable. Al igual que implicarse activamente en la construcción de una política fiscal de alcance europeo que permita gravar las transacciones financieras internacionales y cierre los paraísos fiscales existentes dentro de la propia UE.


  Formular y proponer una nueva política fiscal del bienestar se presenta como una tarea imprescindible para las fuerzas de izquierda que pretendan gobernar con un programa de promoción del Estado del Bienestar. Los promotores de lo público debemos perder el miedo a hablar de impuestos. La gran recesión ha abierto una oportunidad para afrontar un debate en serio sobre la fiscalidad y los impuestos. Defraudar ha perdido su buena prensa y aquel cierto grado de legitimidad social que disfrutaba en nuestra sociedad. Los recortes y las políticas de sufrimiento masivo han impactado en una opinión pública cada día más consciente del valor de los servicios públicos y el daño social y moral que provoca el fraude fiscal.


  La gran mayoría social parece hoy más consciente que nunca. Percibe más nítidamente la importancia y utilidad de los servicios públicos y las políticas del bienestar. Ha aprendido que disponer de ellos no sale gratis, tiene un coste y ha de asumirse. Sigue siendo cierto que a nadie le gusta pagar impuestos, pero parece probable que pocas veces hayamos tenido una conciencia tan clara de su necesidad. La gran mayoría posee hoy una mayor conciencia del deber de pagar sus impuestos. Lo que demanda es que el sistema fiscal garantiza que todos paguemos de manera justa y progresiva. Tenemos la oportunidad de generar una nueva y mejor cultura fiscal en España. Si la nueva política fiscal del bienestar logra garantizar la equidad, se habrá habilitado la satisfacción de un doble objetivo: más ingresos y más legitimidad para el Estado del Bienestar.


  No lo llames gasto, llámalo inversión


  El lenguaje nunca es neutral. Llamamos a las cosas con una intención. Escogemos entre nombres alternativos en función de nuestros valores y nuestras visiones sobre cómo deben ser las cosas a las cuales ponemos nombre. A los recursos que invertimos en educación, sanidad, pensiones o dependencia, suele llamárselos «gasto». Sin embargo, a los recursos gastados en infraestructuras o transferencias a las empresas, suele denominárselos «inversión». No es por casualidad. Tiene intención.


  Calificar como gasto la inversión en bienestar, transmite la idea de que se trata de recursos que, o no van a ser amortizados, o lo serán difícilmente. Significa que los dineros de nuestros impuestos invertidos en educación o en sanidad se convierten en recursos perdidos que se detraen de la producción de riqueza. Gastar representa un concepto negativo, peligroso, que debe ser controlado y reducido.


  Calificar como inversión el gasto en infraestructuras o en subvenciones empresariales, desliza la idea de que se trata de recursos que van a devolver un beneficio creando riqueza y empleo. Significa que los dineros de nuestros impuestos que gastamos en hacer carreteras o subvencionar a empresas retornarán con un incremento de la riqueza y la productividad del sistema. Invertir representa un concepto positivo, algo que debe crecer, que merece ser estimulado y apoyado.


  En este marco interpretativo, el presupuesto que se destina a lo público supone recursos restados al sistema productivo y un freno a la creación de riqueza, mientras que el presupuesto que se consume en lo privado implica sumar recursos al sistema productivo y facilitar la creación de riqueza. Por alguna razón misteriosa, los empleos que se crean en sanidad o educación no mejoran el PIB, mientras que los empleos que se crean en una constructora gracias a la obra pública sí suman para el PIB. En este esquema, lo privado siempre sostiene a lo público y lo público siempre se presenta como un freno y un lastre para lo privado.


  En realidad no hay ningún misterio tras esta manera de llamar a las cosas. Mucho menos responde a una razón de ciencia económica. Es pura ideología. En la batalla por poner nombre a las cosas donde nos gastamos los recursos comunes, el neoliberalismo corsario también ha aprendido a sacar ventaja. Cuando los recursos comunes van a parar a manos privadas, se denomina inversión. Cuando los recursos comunes se destinan a financiar bienes y servicios públicos, se denomina gasto. Recuperar el verdadero significado de las palabras con que explicamos las políticas y poner los nombres adecuados forma parte de la tarea pendiente de la izquierda y los promotores de lo público.


  El presupuesto que se destina a las políticas del bienestar crea empleo, estimula y estabiliza la demanda interna, favorece la creación de riqueza y la redistribución de la renta y reduce los costes de la desigualdad. Destinar recursos a lo público representa una inversión. Empecemos a llamarlo como lo que realmente es: inversión pública e inversión social. Los piratas de lo público ya han disfrutado tiempo suficiente de la enorme ventaja dialéctica que supone haber aceptado sin más que invertir en sanidad o educación es un gasto. El mito de cómo lo privado sostiene a lo público ya ha hecho bastante daño. Ya ha causado más sufrimiento masivo del que deberíamos haber tolerado jamás.


  Hemos visto a lo largo de estas páginas cómo España conforma un Estado que arrastra un déficit histórico de inversión pública, especialmente en cuanto atañe a inversión social. El franquismo presentó siempre niveles raquíticos de inversión pública e inversión social. La mayor parte se dedicó a transferencias a los sectores privados del bienestar. La llegada de la democracia supuso un incremento considerable de la inversión pública y la inversión social, pero sólo permitió acercarnos a los niveles medios de inversión pública en los restantes países de Europa. Somos un Estado con un déficit acumulado de inversión pública que no hemos sido capaces de compensar a pesar del esfuerzo efectuado durante la democracia. Ésa es la verdad de la historia.


  Sin embargo, el pensamiento corsario ha logrado extender otra versión. España es un país con un gasto público descontrolado que no nos podemos permitir. En este relato corsario, las administraciones han gastado irresponsablemente más de lo que ingresaban, han subido los impuestos asfixiando la economía productiva para financiar gasto público ineficiente y han generado un volumen de deuda casi imposible de financiar en los mercados. El descontrol de lo público ha provocado esta crisis.


  Ya hemos demostrado que se trata de un relato tan falso como interesado. La gran recesión es una crisis de origen primordialmente privado que ha acabado transferida a lo público. El Estado ha debido acudir al rescate de unos mercados que sí se habían endeudado y gastado de manera irresponsable. El coste de ese rescate ha disparado tanto el gasto como los niveles de endeudamiento públicos. Justo en el inicio de la crisis, España presentaba uno de los niveles más bajos de inversión pública y deuda pública de la Unión Europea. En el año 2007, las administraciones españolas cerraron el año con un superávit de más de 20000 millones de euros, la inversión pública equivalía al 39,2% del PIB y el endeudamiento se situaba en el 36,3% del PIB. En 2012, las administraciones públicas cerraban el ejercicio con un déficit de más de 111000 millones de euros, 10,6 puntos del PIB, el endeudamiento escalaba hasta el 84,20% del PIB y la inversión pública crecía hasta el 47% del PIB.


  La desproporción de las cifras resulta evidente. No ha sido el presuntamente espectacular aumento de la inversión pública el principal motor del déficit o de la deuda. El desequilibrio de las cuentas públicas ha venido impulsado principalmente por el coste del rescate bancario, la subida especulativa de los tipos de interés para financiar la deuda, la caída brutal de los ingresos tributarios, en parte causada por el incremento del fraude fiscal y las rebajas selectivas de impuestos, y la transferencia masiva de costes al Estado para mantener los márgenes de beneficio mediante el recurso masivo al despido.


  El mayor éxito del neoliberalismo corsario y los piratas de lo público en esta gran recesión ha sido no sólo transferirnos «sus» deudas, sino convencernos además de que se trataba de «nuestras» deudas. Las habíamos generado nosotros con nuestro comportamiento irresponsable y nuestro voto aún más irresponsable a políticos incompetentes que sólo saben gastar sin control. La incompetencia, la irresponsabilidad, la corrupción y el despilfarro estaban en los mercados, no en el Estado. Operaban en lo privado, no en lo público. Pero ha sido el Estado del Bienestar quien ha acabado imputado por los cargos de irresponsabilidad, ineficiencia, despilfarro y corrupción, cuando lo cierto es que se ha limitado a recoger los restos del naufragio.


  La inversión pública en España padece un déficit histórico que ni siquiera durante los años dorados de la burbuja fue corregido. La inversión pública nunca superó entonces el 39% del PIB, manteniéndose siempre casi diez puntos por debajo de la media de la UE. El pensamiento corsario mantuvo su supremacía conceptual ante una izquierda incapaz de llamar a las cosas por su nombre. La inversión pública continuaba denominándose gasto. Equivalía a invertir de manera improductiva en lo público recursos que podían generar más riqueza en manos privadas. Continuaba definiéndose algo que debía ser controlado. Ahora, además, el despilfarro privado ha secuestrado a la inversión pública. En lugar de dedicar recursos a mejorar nuestros bienes y servicios públicos, debemos gastarlos en asumir deudas privadas. El abordaje al Estado del Bienestar pretende precisamente asegurar el cobro de esas deudas privadas. Detraer recursos de la inversión pública para convertirlos en gasto que se transfiere a manos privadas para pagar sus deudas.


  La izquierda en el gobierno y los promotores de lo público deben asumir la tarea de liberar a la inversión pública de su cautiverio a manos de los piratas de lo público. Para ello, resulta imprescindible recuperar lo perdido en el terreno de las ideas sobre qué es gasto y qué es inversión. La inversión pública genera riqueza, bienestar y empleo. Estabiliza la demanda y estimula la economía y la productividad y reduce los costes de la desigualdad. Es un instrumento clave para la recuperación económica y la salida de la crisis. No representa una rémora inútil e improductiva que deba ser recortada y contenida, sino una herramienta eficaz y poderosa que debe utilizarse sin complejos y de manera ambiciosa.


  Además de su déficit cuantitativo, la inversión pública en España arrastra también un potente déficit cualitativo. Hemos invertido menos que los países de nuestro entorno durante décadas y además hemos invertido peor. La distribución de la inversión pública española presenta significativas diferencias respecto a las decisiones tomadas por nuestros vecinos sobre cómo invertir de manera más productiva sus recursos comunes. Según datos del Eurostat (Lago Peñas, 2012), nuestra inversión social se sitúa seis puntos por debajo de la media de la Eurozona y más de diez puntos por debajo de lo que dedica un país como Alemania. Por el contrario, la inversión en infraestructuras y obra pública prácticamente dobla la media de la Eurozona. Tradicionalmente, la parte de la inversión pública que dedicamos a consumos intermedios se sitúa por encima de lo que dedican nuestros vecinos de la Eurozona.


  El gasto en personal de nuestras administraciones también se desvía casi seis puntos con respecto a la Eurozona. Un dato que debe imputarse, tanto a la diversa manera de contabilizar a los asalariados públicos en los diferentes países, como al crecimiento del número de empresas y organismos híbridos o semiprivados, donde el nivel de las remuneraciones acostumbra a resultar sensiblemente superior. Recordemos que en el brutal ajuste del empleo público efectuado desde 2011, sólo en este sector de las empresas y organismos públicos se ha producido un aumento del empleo por encima del 3%, mientras eran despedidos más de 370000 trabajadores en los servicios públicos y en las diferentes administraciones. No se trata por tanto de que gastemos más en pagar a nuestros empleados públicos, sino que gastamos más en las redes clientelares que suelen colonizar empresas, organismos y fundaciones públicas.


  La inversión pública debe cambiar no sólo su volumen, sino su concepción. La austerocracia ha promovido políticas de recorte masivo e indiscriminado. En su visión, todo es gasto y todo es recortable. La alternativa debe consistir en una evaluación y reasignación eficiente de la inversión pública con criterios de utilidad y valor social. Mejoras en la eficiencia para reducir el gasto corriente, incrementar el porcentaje de la inversión pública total destinado a inversión social, proporcionar la inversión en infraestructuras y obra pública a las necesidades efectivas de la sociedad y del sistema productivo, deben conformar los ejes centrales de una nueva filosofía en el uso y gestión de los recursos comunes. Una nueva filosofía donde dejemos de llamar gasto a lo que realmente supone invertir en la creación de riqueza y bienestar para el conjunto de eso que llamamos sociedad.


  El federalismo del bienestar


  Sólo la economía no nos va sacar de la crisis. La gran recesión representa una quiebra económica, pero también ha supuesto una formidable crisis política e institucional. No basta con arreglar la economía, necesitamos recuperar la política y las instituciones. En el año 2008, España se presentaba a sí misma ante el mundo como la octava potencia mundial. Nos gustaba vernos como un país moderno y avanzado que, tras una Transición ejemplar, había sabido dotarse de unas instituciones democráticas honestas y competentes. Nuestra convivencia venía regulada de manera satisfactoria por uno de nuestros mayores éxitos colectivos: la Constitución de 1978, convertida en una especie de estatua de sal a la cual sólo se podía mirar, no tocar.


  Hoy, España se presenta como una marca que parece fiar todas sus esperanzas al marketing. Los muros de aquella patria de Quevedo vuelven a hallarse derruidos. España se ha convertido de nuevo en ese Estado gris, cansino y triste, gobernado por el miedo, que ha protagonizado su historia. Corona, Parlamento, administraciones, gobiernos, partidos, tribunales, medios de comunicación; nadie parece a salvo de la quema.


  Las instituciones deben suministrar equilibrio, reglas y certidumbres, no imputaciones, sorpresas y confusión. Si no saben cumplir sus compromisos, se vuelven inútiles y tarde o temprano acaban por desaparecer. Nuestras instituciones se han convertido en fuentes principales de desequilibrio, desorden e incertidumbre. La gran mayoría percibe con claridad que, como bien temía Antonio Machado, efectivamente hay dos Españas, la institucional y la real. En la España institucional nunca pasa nada. Basta con esperar a que pase la tormenta para que las aguas de la política o la economía vuelvan a su cauce. En la España real, todo fluye y se transforma.


  La evidencia de cómo la gran mayoría va a pagar con el futuro de sus hijos los excesos y la codicia de una minoría, las campañas de acoso y derribo institucional para cambiar el país evitando las urnas, o las carencias de la cultura política de una sociedad que ha invertido poco en pedagogía política han convertido aquel reluciente vistoso diseño institucional en un inmenso decorado de cartón piedra. Con la gran recesión hemos aprendido que era verdad que en España se podía hablar de todo en democracia…, pero mientras no fuera en serio. Las cosas importantes, aquellas que realmente nos afectan, se deciden en otra parte.


  Se puede hablar de la banca, del diseño del Estado, de la Corona o de los partidos, pero siempre que no se pase de la teoría. La Constitución de 1978 no suponía, como pensábamos muchos, la casilla de salida de un viaje hacia un país democráticamente avanzado. Era el final del camino. Lo más lejos a lo que estarían dispuestos a llegar. Ahora, el abordaje al Estado del Bienestar trae consigo el inicio de una marcha atrás política e institucional. Los piratas de lo público saben perfectamente que el éxito de su asalto precisa de cambios en nuestro sistema político e institucional que lo faciliten y aseguren.


  Al neoliberalismo corsario no le gusta la política, tampoco la descentralización del poder. Complica y encarece el asalto a lo público. La política implica negociación, diálogo, conflicto y redes de actores que se movilizan en defensa de sus intereses y disponen de recursos para promoverlos. Hay que argumentar, convencer, negociar, pactar, ceder, ganar votaciones, construir consensos. La política es pública, se hace delante de los medios de comunicación, en la calle, en los ambulatorios, en las iglesias; a veces, incluso, debe rendir cuentas de las decisiones ante juzgados y tribunales. Para el neoliberalismo corsario la política representa un coste que prefiere ahorrarse. La descentralización del poder, un modelo como el Estado de las Autonomías, multiplica los costes y las dificultades para los piratas de lo público. La descentralización del poder supone múltiples centros de decisión y control, más escenarios institucionales, más redes de actores que gestionar, más debates que afrontar y más votaciones que ganar para tomar decisiones más limitadas en su alcance y volumen, más negociaciones y conflictos, más control por parte de una opinión pública que entiende y percibe con mayor claridad los efectos de las diferentes alternativas a elegir; también ofrece más posibilidades de resistencia o rechazo a la privatización de lo público.


  Resulta más práctico y barato abordar un Estado fuertemente centralizado, con pocos centros de decisión y control. Implica un único escenario institucional, una red de actores más pequeña y selectiva y tomar grandes decisiones que mueven ingentes cantidades de recursos. Un Estado fuertemente centralizado permite las privatizaciones masivas, aleja las decisiones del control de una ciudadanía a quien le resulta bastante más difícil percibir con claridad las consecuencias, y complica que pueda organizarse para promover o resistir una alternativa concreta.


  En democracia se delibera y se decide. La legitimidad democrática requiere convencer en el proceso de deliberación y sumar la mayoría para la toma de la decisión. Exige explicaciones, rendición de cuentas, ganar votaciones, afrontar debates. Ya hemos visto cómo la legitimidad austerocrática reduce la toma de decisiones a un análisis de costes aparentemente simple y neutro. La legitimidad democrática supone un problema para los piratas de lo público. La legitimidad austerocrática, en cambio, ofrece una enorme ventaja. De ahí que pretendan sustituir una por otra. Una sustitución que parece bastante más posible en un modelo de Estado centralizado, vertical y jerarquizado que en un Estado descentralizado, horizontal y de gobiernos multinivel.


  El diseño de la Constitución de 1978 ha concluido su ciclo vital. El neoliberalismo corsario maneja un proyecto alternativo y lo está implementando sin complejos. Un Estado barato, fuertemente centralizado y jerarquizado, al servicio de la producción y lo privado y donde sólo puede existir una única nación, la española.


  La izquierda y los promotores de lo público se debaten entre la confusión y el pánico al vacío. Recuperar el pleno empleo como objetivo central del Estado del Bienestar, una nueva política fiscal, apostar por lo público y por la inversión pública, requieren un diseño institucional que lo facilite y una política que lo gestione. El Estado del Bienestar representa un ideal y un esfuerzo compartido. Necesita un diseño institucional y una política que permitan compartirlo y construirlo como un proyecto colectivo y solidario. Los promotores del Estado del Bienestar necesitamos construir un nuevo proyecto de bienestar común, que acepte la realidad de un territorio donde conviven diferentes comunidades poseedoras de claras y potentes conciencias nacionales. Ello exige promover un nuevo proyecto constitucional que responda a la demanda mayoritaria de más bienestar, pero también a la demanda mayoritaria de más autonomía y autogobierno para esas comunidades con sentimiento nacional. Ese nuevo proyecto debe concretarse en una nueva constitución que integre federalismo y bienestar, una constitución para el federalismo del bienestar.


  En España el federalismo siempre ha padecido mala prensa. Más de la mitad de la población mundial vive en algún régimen federal. Pero sólo entre nosotros, federalismo equivale a división y conflicto, no a acuerdo y cooperación. No es un problema del federalismo. El problema somos nosotros. Nos ha faltado la voluntad. La solución federal siempre ha sido caricaturizada por la derecha y defendida por la izquierda como el mal menor, el último recurso, una desgracia necesaria que deberíamos probar pero sólo si no quedaba otro remedio. Pocos lo han promocionado como aquello que realmente puede llegar a ser: la oportunidad que andábamos buscando para construir una España del Bienestar en común.


  El federalismo representa algo más que un entramado institucional para organizar un modelo de decisión descentralizado y la pluralidad nacional. Como bien explica el más respetado teórico del federalismo en España, el profesor Ramón Máiz, el federalismo es una visión, una voluntad para que las instituciones funcionen de una manera específica. Un Estado federal no son sólo leyes e instituciones; requiere la voluntad de manejarlas y respetarlas como algo común y propio. John Kenneth Galbraith sostenía que buena parte de nuestras dificultades para gestionar el futuro residían en que pensamos el siglo XX con conceptos del siglo XIX. Hoy, en pleno siglo XXI, el desfase se ha agravado. Carecemos incluso de nombre para muchas de las cosas que están sucediendo. Eso que seguimos llamando el «problema territorial de España» se debe en no poca medida a la ranciedad de los conceptos que manejamos para entenderlo y gestionarlo.


  La soberanía ya no funciona como antes. Frente a la vieja visión jerárquica y vertical momificada en nuestra constitución, nos adentramos y debemos aprender a gobernarnos en una Europa horizontal, transversal y multicéntrica. En Europa, el poder se comparte y las decisiones se toman a través de negociaciones y procesos cooperativos. El poder viene del pacto y el acuerdo entre las naciones y ciudadanías federadas. No reside en una nación, un soberano, un parlamento, ni siquiera un pueblo. La soberanía se construye a través de la voluntad de llegar a acuerdos y funcionar por medio de la cooperación entre iguales. Una constitución del federalismo del bienestar debe desarrollar esa nueva idea de soberanía. Dotar al sistema de instrumentos e instituciones que habiliten la conformación de esa voluntad común de construir el Estado del Bienestar como ideal de convivencia.


  El gobierno tampoco se ejerce como antes. Frente a la vieja idea de un centro de mando y control, emerge la demanda de sistemas institucionales gestionados a través de un gobierno multinivel que funciona por coordinación no jerárquica, potencia la autonomía política y atrapa las oportunidades de integración de las diferentes naciones en un objetivo común. Un gobierno compartido y construido sobre la voluntad de cooperar, respetar el autogobierno y armar una visión común del futuro. Una constitución del federalismo del bienestar debe ofrecer incentivos para la lealtad institucional, pero también debe exigir la voluntad de funcionar de manera federal. Debe evitar que el ejecutivo central erosione el poder de los estados federados, o que éstos desarrollen estrategias oportunistas, desleales o no cooperativas.


  Ni siquiera la nación significa lo que antes. En este presente de identidades plurales y compartidas, aparece una reconfiguración democrática y pluralista de la idea de nación como unidad en la diversidad. Las naciones no están ahí fuera esperando a ser descubiertas, o liberadas, o unificadas. Las naciones se construyen permanentemente en un proceso abierto y plural. Somos testigos del abandono de la ecuación Estado = Nación, para ser reemplazada por nuevos espacios construidos sobre la voluntad de conformar un destino común, acomodarse en un proceso cooperativo donde todos los actores salen ganando. Una constitución del federalismo del bienestar debe asumir ese nuevo concepto de nación. Vincularlo a un proyecto común de bienestar y convivencia desde el respeto a la diferencia.


  El Estado federal no se cierra, carece de techo. El federalismo del bienestar tampoco. No es un instrumento o una máquina. Conforma un sistema orgánico vivo y flexible que se integra y aprende en un entorno cambiante para asegurar la convivencia y el bienestar. Un Estado federal son instituciones, reglas e intereses. Pero también un conjunto de ideas y creencias compartidas, una cultura federal que debe renovarse continuamente, porque al Estado federal le guía la voluntad de cambiar y adaptarse a un mundo que no para de moverse, por mucho que se le ordene que permanezca quieto.


  La buena política no es tan difícil


  Lo público demanda buena política. El Estado del Bienestar se convierte en presa fácil para los piratas de lo público cuando la política deviene parte del problema y carece de fuerza para resistir el abordaje. Siete de cada diez españoles apoyan el 15-M, ven con simpatía el movimiento indignado, comparten sus reivindicaciones y consideran que aún está vigente. La Plataforma de Afectados por la Hipoteca, PAH, logró presentar su iniciativa legislativa popular contra los desahucios con el respaldo de más de un millón y medio de firmas, forzando un cambio de actitud estratégico en el Gobierno del Partido Popular. Vivimos en un país lleno de gente dispuesta a meterse en política, en busca de un lugar donde poder meterse en política. En las encuestas de intención de voto, el bipartidismo ha caído hasta sus niveles más bajos de apoyo, por debajo del 60% de los votantes. A muchos ciudadanos, los viejos partidos políticos ya no les resultan fiables ni útiles para expresar sus preferencias y participar en política. Para muchos de esos antiguos votantes, el 15-M o la PAH se han convertido en mejores vehículos para expresar su descontento y desconfianza ante un sistema que perciben alejado de sus preferencias y expectativas. Los valoran como instrumentos más útiles para conseguir resultados y decisiones concretas para los problemas que les afectan directamente.


  Los indignados nacieron como reacción ante la incapacidad del sistema político español para procesar y dar respuesta a la desafección, el desconcierto y el enfado de una mayoría de la ciudadanía que, además de padecer el sufrimiento masivo que dicta la austerocracia, debe sufrir la incuria y la insensibilidad de un sistema político donde nadie escucha a nadie y pocos parecen escucharles a ellos. La indignación se ha contenido, pero la desafección sigue creciendo ante unos partidos, sindicatos, líderes e instituciones que, en su mayoría, parecen incapaces de aprovechar la mayor y mejor oportunidad que se les ha ofrecido nunca para revitalizar y rejuvenecer su razón de ser y su misión. La vieja política sigue confiando en que la desafección desaparezca con la recuperación económica.


  La izquierda gobernante y los promotores de lo público deberíamos tener claro que toca imaginar una nueva política. Entre todas las aportaciones de los indignados, ninguna tan poderosa como haber devuelto el protagonismo a la dimensión deliberativa de la democracia y haber promovido sin complejos la afirmación de lo público como solución. La política ya no puede ser como era. Una mayoría absoluta no basta para convencer, a veces ni siquiera para gobernar. La era de la impunidad ha terminado. Hábitos, conductas y costumbres tolerados en la vida pública hasta ayer, hoy no se aceptan y conllevan un coste. En democracia los votos se cuentan. Pero ya no basta sólo con eso. Las ideas y los argumentos deben discutirse y debatirse para asegurar la legitimidad que se demanda y exige en las decisiones públicas.


  Políticos y partidos se han buscado su propia ruina. Resulta innegable. Pero también puede que padezcamos la calidad política que nos hemos ganado. Bernard Shaw sostenía irónicamente que la democracia es el proceso que garantiza que no seamos gobernados mejor de lo que nos merecemos. En los años dorados de la burbuja así fue. Cuando todos nos creíamos ricos y las cosas parecían funcionar solas, a todos nos convenía cómo actuaba eso que ahora calificamos con desprecio como «casta política». La política operaba en España sobre un pacto no escrito. Ellos, los políticos, se ocupaban de las cosas públicas mientras nosotros hacíamos nuestros negocios privados. El fraude fiscal, los sobresueldos o la obtención de un beneficio rápido por cualquier medio necesario representaban signos de éxito y garantía de reconocimiento social. La gran recesión y las políticas de sufrimiento masivo han forzado que volvamos nuestra mirada hacia la política buscando culpables antes que soluciones. Tras el rechazo de la política no está muchas veces un mayor afán de participación democrática o transparencia, sino la necesidad de señalar a los culpables de nuestras desgracias.


  La política debe hacerse mejor y de manera diferente. Pero si queremos tener mejor política y mejores partidos, tendremos que aprender a ser mejores ciudadanos. La política no la hacen los políticos, ni es cosa suya. La hacemos todos. Lo público necesita mejores ciudadanos para mejores fuerzas políticas. Los partidos políticos deben asumir que depende de ellos recuperar el interés y el aprecio de la gente. Las fuerzas políticas que quieran aprovechar la oportunidad que implica la demanda ciudadana de una nueva política deben entender la urgencia de democratizar su agenda y su funcionamiento. Democratizar la agenda de las políticas y las propuestas que se discuten y votan en su seno. Ocuparse de las cosas que le importan a la ciudadanía. Parafraseando a Verlaine, el reto consiste en hacer que la gente vea en la política el instrumento que les permite decidir sobre las cosas que realmente les afectan y les importan, sin que además nadie decida por ellos sobre aquellas otras más irrelevantes.


  Los partidos y fuerzas políticas deben democratizar también quién y cómo establece los procedimientos, las reglas, incluso los horarios y las convocatorias, para conformar esa agenda. Cualquiera que milite o haya militado en una organización política, sabe bien cómo la logística, los procedimientos, las reglas de decisión y las agendas acostumbran a fijarse siempre en función de los intereses y necesidades de la dirección, no de los militantes; mucho menos de los activistas o los votantes.


  No pueden existir partidos políticos dinámicos y abiertos bajo el control férreo de las direcciones y las burocracias partidarias. Los burócratas de los partidos quieren trabajadores, no ciudadanos. Si no se desmonta el castrante control de las direcciones no se podrá recuperar la conexión con la realidad social. La independencia debe convertirse en un valor a promover en el seno de los partidos políticos, no en un comportamiento a prevenir o castigar. La mayoría de las fuerzas políticas tiende a recompensar el silencio, la disciplina y la unanimidad. La discrepancia siempre se convierte en un problema. Se habla y se discute poco de política y se negocia demasiado sobre cargos, listas y puestos. Una organización política que quiera recuperar la confianza de los votantes debe retomar su papel de centro de agitación y pensamiento, de espacio adonde la gente acude a hablar de lo que le importa y a participar en la toma de las decisiones que les afectan.


  No resulta tan difícil. Los partidos deben reeducarse para volver a operar como instrumentos al servicio de la deliberación política, no sólo de la acción electoral o la agregación de intereses. El militante o el activista político no pueden continuar siendo tratados como una molestia, un estorbo a quien conviene alejar o aburrir. La militancia, los activistas y los votantes no son un decorado para los actos del partido y las campañas electorales.


  La nueva política precisa habilitar nuevos roles y formas de participar en las organizaciones políticas. Entre el militante y el votante, existe un universo de posibilidades para atraer a ciudadanos dispuestos a implicarse en los asuntos públicos, siempre que se les ofrezca un formato atractivo y adaptado a sus posibilidades, disponibilidad y grado de compromiso. Resulta necesario desarrollar nuevas formas de participación para activistas, simpatizantes, votantes declarados o incluso para no votantes. Los partidos deben modificar las reglas de participación para permitir a cada ciudadano escoger el grado de implicación política que prefiera. Hay que convertir en normales formatos de participación para quien quiera implicarse como activista, cooperar como simpatizante, ayudar como votante o debatir como no votante.


  La nueva política necesita con urgencia partidos que funcionen con nuevas reglas de liderazgo. Pasó el tiempo de las direcciones eternas, las familias que se suceden a sí mismas o los caudillajes blindados. Los partidos deben institucionalizar fórmulas de rotación y transparencia, tanto en la elección de líderes como en la toma de decisiones, si quieren dejar de ser armatostes al servicio de unas élites dirigentes pequeñas e instaladas en el monocultivo de la mediocridad. Como ya sucede en tantos puestos de la administración, un partido que quiera apostar de verdad por la renovación y la regeneración debe institucionalizar un principio tan potente y sencillo como la limitación de mandatos posibles para sus dirigentes. Una organización política comprometida con la transparencia debe institucionalizar, a todos los niveles, iniciativas como los registros públicos de bienes e intereses para sus responsables, el control del gasto en campaña o la auditoría independiente y permanente de sus cuentas.


  La nueva política necesita nuevas reglas de competición electoral. La mejora de la calidad de nuestra democracia demanda una reforma a fondo de nuestra ley electoral. Los partidos pueden funcionar de espaldas a sus votantes porque la regulación electoral les protege frente a la competencia. No habrá nueva política mientras las organizaciones no se vean forzadas a buscar a los mejores como mejor método para asegurar el éxito. Ello exige un sistema político que garantice el pluralismo y la competencia entre opciones políticas. No habrá cambios en los partidos mientras las organizaciones se sigan sintiendo protegidas frente a los votantes por una legislación electoral que les facilita mantener una relación a distancia, que no les obliga a rendir cuentas cotidianas ante los electores.


  Hay mucha gente honesta, valiente y comprometida en la política, en los sindicatos, en las asociaciones ciudadanas y los movimientos sociales, en la vida pública. Ciudadanos que dedican muchas horas de su tiempo a trabajar por los asuntos públicos. Necesitamos organizaciones políticas, sindicales y sociales que liberen todo ese potencial, en vez de someterlo a una especie de libertad vigilada. No hace falta volver a inventar ese gran invento democrático que representan los partidos políticos o los sindicatos.


  Sin política y sin participación ciudadana, lo público no funciona. Necesitamos una política y una acción colectiva que devuelvan lo público al corazón de nuestra identidad como sociedad y como país. Los piratas de lo público han llegado muy lejos en su abordaje al ideal del Estado del Bienestar como aspiración comunitaria y compromiso colectivo. Pero aunque cansados, desengañados e indignados, seguimos siendo muchos quienes creemos que somos responsables de que nadie caiga abandonado a su suerte. Somos muchos los que no queremos vivir en ese país de la libertad bajo precio, la justicia divina y la falta de piedad que nos promete el neoliberalismo corsario. Al menos conservemos esa elegante esperanza.
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TABLA 5. Comparacién barémetros sani

2000 2005 20m
Engeneral. el sistema sanitario funcionabas-  22.0%  202%  24.2%
tante bien

Elsistema sanitario funcionabien. aunquene-  44.0% 49.7%  48.9%
cesita algunos cambios

El sistema sanitario necesita cambios funda-  259% 245%  21.9%
mentales. aunque algunas cosas funcionan

Nuestro sistema sanitario estd tan mal que  7.4%  43%  42%

necesitariamos rehacerlo completamente

Fuente: Etaboracién propia datos CIS.
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TABLA 20. Opiniones sobre la responsabilidad por el bienestar

de los ancianos.

ElEstado es el responsable del bienestar de losancianos  8.7%

Las familias son las responsables del bienestar de los ancianos  30.9%
Cada uno es responsable de preparar su bienestar futuro  30.7%
No sabe/No contesta 208%

Datos: IS, 1999.
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TABLA 9. Porcentaje de abandono temprano

2001 2006 201
Unién Europea 72% 155% 135%
Espafia 207% 305% 265%

Fuente:MECD.
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TABLA 19. Valoracién de la reforma de las pensiones de 2011

La reforma no era necesaria porque el sistema de pensiones  15.3%
no corria realmente ningtn peligro

La reforma habia que hacerla y es mejor que se haya hecho  205%
de acuerdo con sindicatos y empresarios

La reforma pactada no resuelve el problema delas pensiones  46.9%
y éste reaparecerd enlos proximos afios

Nosabe/No contesta 17.3%

Fuente: Datos CIS.
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TABLAL Las dos tradiciones del Estado del Bienestar (EB) en Europa

EB centro/sur Europa

EB norte Europa

Financiacién Contribuciones sociales  Impuestos
Cobertura Segun contribucién Universal
Base Poblacion empleada Pleno empleo
Requisito de acceso Acreditar necesidad Ciudadania
Unidad preferents Familia Individuo
Contenido redistributivo  Bajo-medio Alto

Fuente: Elaboracin propia
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TABLA 14. Evolucién de los resultados en ciencias

AM02000  A02003  A02006 Afio 2009
OCDE 500 500 500 501
Espaia 491 487 488 488
EE.UU, 499 - 489 502
talia 478 486 475 489
Francia 500 511 495 408
Alemania 487 502 516 520
ReinoUnido 532 % 515 514

“ Datos no disporibles.
Fuente: PISA.
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TABLA 8. Poblacién de entre 30 y 34 afios con formacion superior

2001 2006 20m
Unién Europea 228% 289% 346%
Espafia 313% 381% 406%

Fuente MECD.
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TABLA 4. Evolucién de la sanidad como politica pablica en Espafia

Transicion __ Afios 80 Affos 90 2000
Modelo Seguridad  Sanidad Nuevages  Provision
dominante  Social piblicay ~ tiénpublica  mixta
universal i
(NHS) Gestion
privada
Impulsores  Burocracia  Burocracia  Burocracias  Profesionales
Sanitaria sanitaria autondmicas
Gobiernos
Profesionales  Profesionales Gobiernos  conserva-
PP-PSOE  dores
Opinion
publica Sanidad Sanidad
privada privada
Opositores  Derecha Derecha Sindicatos  Izquierda
Politica estatal . polttica
Mayoria
Sanidad Derecha deopinion  Sindicatos
privada nacionalista  publica .
Mayoria
Sanidad de opinién
privada publica
Gradode  Bajo Bajo Alto Alto
descentra-
Jizacion Legislacion  Legislacion  Actividad  Innovacién
centralizada  centralizada legislativa  autonémica
autondmica
Resultados  Aplazamiento Autonomia  Reforma Privatizacién
delareforma  delapolitica  parcial
sanitaria Copago
Financiacién
Cobertura  parcial via
universal copago
Financiacién
via impuestos

Fuente: Elaboracién propia.
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TABLA 18. Evolucion del sistema de pensiones como politica piblica

en Espafia
Transicion _ Afios 80 Afos 90 20m
Modelo Sistemade  Sistemade  Sistemade  Sistema
dominante  reparto reparto reparto multpilar
Sistema de Sistena
capitalizacién multpilar
Impulsores  Burocracias  Gobiernos  Pactode PP, PSOE
estataly socialistas  Toledo
sindicaies ~ Patronal
Mayoria opi-
nién publica Secioh
financiero
Sector
asegurador
Opositores  Mutualidades Sector Sector lzquierda
financiero financiero  politica
Sector
financiero  Sector Sector Sindicatos
asegurador  asegurador )
Mayoria
de opinién
pblica
Gradode  Bajo Bajo Bajo Bajo
descentra- i . i i
loscion Legislacién  Legislacion  Legislacién  Legislacin
centralizada centralizada centralizada _centralizada
Resultados  Uniersall-  Contencion  Controldel  Recorte del
zacién delgasto gasto gasto
Expansin  Recorte Actualiza-  Recorte
delgasto  prestaciones ciénconlPC  prestaciones
Fondode Incentivos
Reserva aplanes
privados

Fuente: Elaboracicn propia.
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TABLA7. Eleccion de centro segun el tipo de consulta

Publico  Privado  Ambos N contesta
Atencion primaria 643% 286% 64%  06%
Atenciénespecializada  49.5%  416%  84%  05%
Ingreso en un hospital 596% 323% 74%  07%
Urgencias 599% 3L7%  76%  08%

Fuente:CIS, 2011
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TABLA 1L Valoracién de la educacién en Espafia

Valoracion 2012 2002
Buena 1% 14%
Muy buena 33.0% 248%
Regular 382% 8%
Mala 178% 15.9%
Muy mala 53% 65%
Nosabe/No contesta 42% 96%

Fuente:CIS.
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GRAFICO 8. Espafia: Evolucién del gasto educativo publico/privado
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TABLA 15. Percepcion del gasto de las diferentes administraciones
en educacion

Estado cc. A,
Demasiado 27% 30%
Lojusto 312% 35.0%
Demasiado poco 56.8% 50.7%
No sabe/No contesta 9.3% 11.3%
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TABLAL7. Eleccién de centro deseado

Educacion Educacion Educacion  Educacion

infantil secundaria
Publico 542%  541%  518% 64.3%
Privado 239%  231%  266% 255%
Privado 139%  165%  149% 01%
concertado

Ambos 49% 40% 1% 55%
Nosabe/Nocontesta  3.0% 23% 27% 45%

Fuente:CiS. 2012.
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TABLA 2. Los tres mundos del bienestar revisitados

Liveral Conservador Socialdemocrata
Papel e lafamilia  Marginal Central Marginal

Papel del mercado  Central Subsidiario Subsidiario
Papel el Estado  Marginal Subsidiario Central

Modo dominante  Individual Corporatismo  Cuasi universal
de solidaridad Estatismo
Distribuidor Mercado Familia Estado
predominante
de solidaridad
Cuantias Minimas Altas (para Altas

cabezas de

familia)

Fente: Esping-Andersen, 1999, agaptacion
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TABLA 16. Ensefianza publica versus ensefianza privada

2Qué educacion funciona mejor? %
La ensefianza piblica 358%
La ensefianza privada 245%
La enseftanza privada concertada 143%
Depende 101%
Ninguna 15%

No sabe/No contesta 13.9%

Fuente: CIS. 2012
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TABLA12. Evolucién de los resultados en comprension lectora

AM02000  Af02003  Afio2006  Afio 2009

OCDE 500 404 492 493
Espafta 493 481 461 481
EE.UU, 504 495 % 500
Italia 487 476 469 486
Francia 505 496 488 496
Alemania 484 491 495 497
Reino Unido = = 495 204

* Datos no disponibles
Fuente PISA.
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GRAFICO 1. Evoluci6n del gasto total en Sanidad (% PIB)
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GRAFICO 12. Espafia: Evolucién del gasto Pensiones publico/privado
(% PIB)
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TABLA 6. Motivos por los que el ciudadano elegiria un servicio
de salud pablico o privado

Afto 2011 Affo 2006
Pablico Ambos Pablico Privado  Ambos

Tecnologiay  66.8% 85% 618% 236% 123%

medios de los

que dispone

Capacitacion ~ 601% 201% 189% 49.4% 193% 295%

médicos/as

Capactacion ~ 597% 196% 196% 47.4% 205% 297%

enfermeros/as

Larapidezconla 333% 608% 50% 226% 702% 55%

que te atienden

Lainformacion ~ 484% 330% 170% 355% 407% 206%

recibida sobre

su problema de

salud

Eltratopersonal  445% 402% 141% 319% 479% 17.9%

recibido

Elconfortdelas 388% 5L0% 89% 245% 636% 99%

instalaciones

Fiiicila: Elaboriciiin srori sobin atoais:
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TABLA13. Evolucién de los resultados en matematicas

AM02000  Af02003  Afio2006  Afio 2009

OCDE 500 496 498 493
Espafta 476 485 480 483
EE.UU. 493 483 474 287
Italia 457 476 462 483
Francia 517 508 496 497
Alemania 490 500 504 513
Reino Unido 520 = 495 492

* Datos no disporibies.
Fuente-PISA.
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TABLA 10. Evolucién de la educacién como politica publica

en Espafia
LGE1970 LODE/LOGSE LOCE2002  LOE 2006
19851990
Modelo Separacion  Integracién  Segregacion  Integracion
dominante  dealumnos  dealumnos  dealumnos  de alumnos
Meritocracia  Educacién  Meritocracia  Educacion
democrética para la ciu-
dadania
Impulsores  Tecnocracia  PSOE PP PSOE
franquista
Sindicatos  Educacin  Sindicatos
Educacién  izquierda  privada izquierda
privada
Opinién
publica
Opositores  Izquierda PP lzquierda PP
politica polttica
Derecha Derecha
nacionalista ~ Sindicatos  nacionalista
Educacion  Derecha Educacion
privada nacionalista ~ privada
Mayoria
de opinién
publica
Gradode  Bajo Alto Reestatal-  Alto
descentra- zacién
lizacion Legislacion  Legislacién Innovacién
centralizada  autonémica  Reespafioli-  autondmica
zacién
Resultados  Gasto Incremento  Congelacién  Incremento
publicobajo  gastopiblico ~gastopiblico  gastopublico
Proteccién  Consolida-  Proteccion  Red dual
redprivaday ciénreddual redprivada Politica
concertada yconcer-  redistributiva
Expansin  tada
red publica
Politica re-
distributiva

Fuente:Elaboracion propia
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TABLA 3. La austeridad presupuestaria selectiva

Tipo de gasto Reduccion media 2012 Reduccion media 2013
Social 1410% 16.03%
Economiaeindustria  25.40% 865%
Ordeny seguridad 6.40% 260%

Fuente: Elaboracion propia sobre datos oficiales delos Presupuestos Gener ales del Estado (PGE).
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GRAFICO 4. Espafia: Evolucion del gasto sanitario publico/privado
(% PIB)
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